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Presentación

En esta ocasión, la Revista Jurídica Jalisciense cuenta con un número 
especial en el que ha optado por utilizar parte del espacio destinado a 
esta edición a reunir los trabajos que son resultado de la colaboración 
de dos cuerpos académicos de dos universidades públicas, la Univer-
sidad de Guadalajara y la Universidad Autónoma de Sinaloa: UDG-
CA-981 “Estudios sobre ciclos económicos, mercados financieros y 
crecimiento regional” y UAS-CA-187 “Derecho Constitucional”.

El trabajo conjunto de investigadores de estos dos colectivos re-
presenta por sí mismo una contribución relevante al conocimiento 
científico en la medida que la aproximación al objeto de estudio es 
interdisciplinar (en este caso se conjugan las visiones y los análisis 
realizados por juristas, economistas y criminólogos) y, en consecuen-
cia, se consigue una perspectiva más robusta e integral que se aprecia 
en cinco trabajos de alto rigor académico; pero además, esta visión 
integradora se vuelve crucial para el tema particularmente abordado 
en estas páginas: la seguridad ciudadana y el combate a la violencia, 
el cual constituye uno de los retos más importantes para la política 
pública actual en nuestro país, y desde el punto de vista académico, 
es uno de los temas más controvertidos y que más suscita el debate 
académico, pues se relaciona con una aparente contradicción entre efi-
ciencia en la consecución de resultados en materia de seguridad y la 



12 Presentación

necesidad de diseñar estrategias acordes con la obligación del Estado 
de respeto a los derechos humanos, debate al que la Revista Jurídica Ja-
lisciense no puede permanecer ajena. Así, en este número los lectores 
apreciarán que existe un esfuerzo por conjugar trabajos que realizan 
análisis sobre las causas y determinantes de temas relacionados con la 
inseguridad (de manera directa e indirecta), a la par que encontrarán 
reflexiones sobre los límites constitucionales, las garantías del Estado 
en esta materia y el análisis de la seguridad desde una perspectiva de 
derechos humanos.

En relación con esta primera parte de la edición, los lectores encon-
trarán en primer lugar el trabajo de Áurea Grijalva Eternod y Carlos 
Figueroa Ortiz titulado El impacto de la pandemia en la evolución de la 
violencia en los delitos de la Zona Metropolitana de Guadalajara, en el 
que presentan evidencias del impacto de la pandemia en la dinámica 
delictiva en una de las áreas urbanas más grande del país, específi-
camente distinguiendo entre delitos de robo con violencia y delitos 
de robo sin violencia. A continuación, Gonzalo Armienta y Carlos Ca-
mero Ramírez en el trabajo Origen y alcances de la Alerta de Género 
examinan de manera crítica los alcances y limitaciones de la alerta de 
género como mecanismo gubernamental para atender la violencia ha-
cia las mujeres en el país, estableciendo los aspectos que han hecho 
que su efectividad sea bastante limitada. El siguiente trabajo El femi-
nicidio como un problema crónico y tolerado en México, realizado por 
Lizbeth García Montoya, aborda el problema de feminicidio desde una 
perspectiva holística, con el fin de visibilizar los problemas estructu-
rales que sostienen el esquema para que este delito siga creciendo en 
el país. Finalmente, dos trabajos econométricos cierran este apartado. 
El primero de ellos se titula Hacia una identificación del perfil socio-de-
mográfico y delictivo de la población en reclusión, elaborado por Willy 
Cortez e Irving Llamosas, quienes realizan un trabajo descriptivo so-
bre los perfiles de las personas en prisión en nuestro país con el fin de 
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identificar, por un lado, los factores de riesgo de conductas delictivas 
y, por el otro, el enfoque de la justicia penal actual en nuestro país. El 
segundo trabajo en esta línea, pero el último de este apartado deno-
minado Incidencia delictiva, percepción de inseguridad y cifra negra en 
Jalisco, 2018-2021, corresponde a Daniel Olivares e Isaí Guizar, quienes 
abordan la relación entre la incidencia delictiva, la percepción de in-
seguridad y la cifra negra en un periodo reciente, tres fenómenos que 
caracterizan los principales obstáculos en las estrategias de seguridad 
en nuestro país.

En los siguientes apartados se maneja el artículo presentado por José 
Luis Castellanos González cuyo título es “ El Control de Legalidad en el 
Procedimiento Contencioso administrativo Federal de México” donde se 
investiga la forma como surgió y se desarrolló en nuestro país el con-
trol de legalidad de los actos de la administración pública por parte del 
inicial Tribunal Fiscal de la Federación, hoy Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, mediante el hoy procedimiento contencioso adminis-
trativo. Por otro lado, se presenta el trabajo de Sofía Gutiérrez Pérez 
y María Roció Villaseñor Corona sobre La Interrupción del embarazo 
en Jalisco: el paso de un delito a un derecho que atraviesa el cuerpo, el 
cual analiza y reflexiona sobre la situación que enfrentan las mujeres en 
cuanto a la materialización de sus derechos sexuales y reproductivos. 
Es de resaltar además el trabajo que realiza Manuel Fernando García Ba-
rrios quien presenta el artículo “La necesidad de proteger los datos per-
sonales y privados en las redes sociales” el cual se analizan los cambios 
más radicales que ha experimentado la humanidad, esto a causa de las 
redes sociales que han revolucionado los viejos modelos de comunica-
ción. Un claro ejemplo de ello es la red social conocida como Facebook.  
Otro de los artículos que tendrán en sus manos los lectores es el de Ges-
tiones en la educación ambiental en la Sociedad Tapatía de Magdalena 
Martínez Quirarte el cual pone en manifiesto que el medio ambiente es 
uno de los temas fundamentales que los seres humanos debemos preo-
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cuparnos por cuidar y el instrumento para lograrlo, es la educación.  La 
educación ambiental en nuestro país se ha estipulado ya en las políticas 
gubernamentales para prevenir el deterioro del medio ambiente. Estas 
políticas están contempladas dentro de un contexto formal, no formal e 
informal. Por otra parte, se presenta el ensayo de Reingeniería Constitu-
cional en México por Rodolfo Guerrero Martínez que, en otras palabras, 
se presenta el debate contemporáneo donde se pone en tela de duda la 
utilidad de la Carta Magna vigente desde el 5 de febrero de 1917 ha obli-
gado el estudio y análisis de viabilidad en la elaboración de una nueva 
Constitución Política para el Estado Mexicano. Desde otra perspectiva 
se presenta el trabajo de Rubén Jaime Flores medina denominado El 
derecho como conjunto de procesos virtuales, un tema que aborda la vir-
tualidad como instrumento por el cual las ideas se materializan a través 
de diferentes mecanismos de señas y símbolos digitales que se validan 
dentro de los diversos procedimientos que nuestra Ciencia del Dere-
cho previene, ante la necesidad de resolver conflictos dentro de una 
sociedad. Además, el ensayo de Teresa Magnolia Preciado Rodríguez 
y Adrián González Cortez quienes nos presentan el título“Como rea-
lizar un proyecto de investigación en un posgrado de Derecho, en el cual 
se examinan los elementos para elaborar un proyecto de investigación 
en un posgrado en Derecho. Con posterioridad concluimos el número 
con el trabajo presentado por Luis Antonio Corona Nakamura y Joseli-
ne Adriana González Madrigal quienes abordan Recomendaciones para 
la elaboración de una tesis en posgrado de Derecho con el objetivo de 
demostrar la importancia de implementar una metodología en la elabo-
ración de tesis en un posgrado y con determinaciones especificas en la 
ciencia del Derecho.

Lo anterior, representa un esfuerzo más de este órgano académico 
al presentar ante la comunidad de lectores, trabajos de calidad, realiza-
dos por destacados investigadores, que vienen a fortalecer el debate y 
deliberación en el campo del Derecho.



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 15-39 15

Recibido: 05 de noviembre 2021. Dictaminado: 07 de diciembre de 2021

El impacto de la pandemia en la evolución 
de la violencia en los delitos de la Zona 

Metropolitana de Guadalajara

The impact of the pandemic on the evolution of violence 
in crimes in the Metropolitan Area of Guadalajara

Aurea Esther Grijalva Eternod
Profesora Titular de la Universidad de Guadalajara y Miembro del Sistema Nacional 

de Investigadores. Licenciada en Derecho, Especialista en Derecho Penal (ambos 
por la Universidad Nacional Autónoma de México). Doctora en Criminología 

y Delincuencia Juvenil por la Universidad de Castilla La Mancha en España. 
Actualmente es la Coordinadora en México del Proyecto International Self-Report 

Delinquency Study. Miembro del Cuerpo Académico UDG-CA-981  
ORCID: 0000-0001-8399-4247

Carlos Obed Figueroa Ortiz
Catedrático conacyt. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores. Licenciado 

en Economía por la Universidad Autónoma de Aguascalientes. Maestría en 
Economía por la Universidad de Guadalajara, cuenta con Doctorado en Economía 

por la Universida de York, en el Reino Unido. ORCID: 0000-0002-1351-0232 

Resumen: El presente trabajo pretende 
ser una contribución al conocimiento so-
bre los efectos de la pandemia en la ac-
tividad delictiva. En concreto se explora 
si el impacto de este evento fue igual en 
delitos violentos y en delitos no violen-
tos, teniendo en cuenta que la dinámica 
de estos delitos es distinta. Para ello, se 
examina específicamente la evolución de 
los delitos de robo con violencia y robo 
sin violencia tanto en Jalisco como en la 
Zona Metropolitana de Guadalajara. Los 
resultados muestran que sí hay efectos 
diferenciados en estos delitos, tanto en el 
año en el que se presentaron los mayores 

Abstract: This paper aims to make a 
contribution to the knowledge about the 
effects of the pandemic on criminal ac-
tivity. Specifically, it explores whether 
the impact of this event was the same on 
violent and non-violent crimes, taking 
into account that the dynamics of the-
se crimes are different. To do this, the 
evolution of the crimes of robbery with 
violence and robbery without violence 
in both, Jalisco and the Guadalajara Me-
tropolitan Area, is specifically examined. 
The results show that there are differen-
tiated effects on these crimes, both in 
the year in which the greatest changes 
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cambios en las actividades de las perso-
nas por motivo de la pandemia, como en 
el año siguiente. A partir de estos resul-
tados, se realizan algunas recomenda-
ciones de prevención del delito para los 
tomadores de decisiones en esta materia.

Palabras clave: pandemia, COVID-19, 
criminalidad, violencia

in people’s activities occurred due to 
the pandemic and in the following year. 
Based on these results, some crime pre-
vention recommendations are made for 
decision-makers in this area.

Keywords: pandemic, COVID-19, crime, 
violence

sumario: i. introducción, ii. explicaciones al cambio de la dinámica delictiva duran-
te el periodo de pandemia, iii. evidencia previa sobre los efectos de la pandemia en la 
criminalidad, iv. evolución de la delincuencia violenta y no violenta en jalisco y 
en la zona metropolitana de guadalajara, v. reflexiones finales

Introducción

La pandemia por COVID-19 fue catalogada por muchos expertos como 
un hecho social total que ha modificado las relaciones sociales, las di-
námicas poblacionales y, en general, el sistema global (Pileggi, 2021), lo 
cual ha hecho emerger no solo problemas estructurales de toda índole 
que no siempre eran tan evidentes para gran parte de la población, sino 
que además ha afectado la capacidad de las instituciones para hacer 
frente a los diversos retos sociales, económicos y políticos que aquejan 
a las sociedades contemporáneas (Antipova, 2020; Ventura, et al., 2020; 
Nicola, et al. 2020).

Uno de los aspectos más estudiados dentro de los cambios que se 
han producido por la pandemia y las medidas adoptadas para comba-
tirla, es la afectación que esta enfermedad global ha generado en la 
dinámica delictiva a largo, mediano y corto plazo, ya sea por las moti-
vaciones subyacentes en algunos delitos, por las modificaciones en la 
cultura de la denuncia que pueden afectar a las personas y a las institu-
ciones, o bien, por los propios cambios en las actividades de las perso-
nas debido a los contagios, las conductas para evitar la enfermedad o 



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 15-39 17

las medidas restrictivas adoptadas por los gobiernos (Grijalva y Figue-
roa, 2021). De hecho, no es casualidad el interés científico en evaluar el 
impacto de este hecho social total en la criminalidad, pues varios auto-
res han sostenido que la situación actual puede ser considerada como 
un gran experimento y, en consecuencia, como una gran oportunidad 
para aportar evidencia sobre algunas teorías criminológicas que en las 
condiciones normales sería imposible de conseguir (Ashby, 2020; Hod-
gkinson y Andresen, 2020; Stickle y Felson, 2020).

Si bien, la mayor parte de la evidencia que ha tratado de explorar 
los efectos de la pandemia en el corto plazo se ha desarrollado en los 
países europeos y anglosajones, existen algunos trabajos en nuestro 
país que han evidenciado que efectivamente existen cambios en las 
dinámicas delictivas en el corto plazo.

Así, Grijalva y Figueroa (2021) han evidenciado que uno de los de-
litos en los que más cambios se observan a partir de este evento es el 
de robo y especulan que ello muy posiblemente se deba a los cambios 
en las actividades rutinarias, es decir, a un cambio en la estructura de 
las oportunidades delictivas ocurrido a inicios de la pandemia. En este 
mismo sentido, y explicado por las mismas razones, Estévez-Soto (2021) 
encuentra una disminución en Ciudad de México en la mayoría de de-
litos en el periodo posterior a la declaración de pandemia. Por su parte, 
Sumano (2021) ha aportado evidencia sobre la disminución de algunos 
tipos de robo (a negocio, a vehículo y a cada habitación) en la zona 
metropolitana de Tijuana, mientras que Jiménez (2021) evidencia que 
en Jalisco realmente la criminalidad no se detuvo y si bien en algunos 
delitos se observó una disminución, la realidad es que en otros hubo un 
importante aumento, es decir, la afectación no parece ser homogénea 
ni por zonas ni por delitos. Además de lo anterior, Balmori, et al. (2021) 
han explorado los efectos en el mediano plazo y concluyen que después 
del relajamiento de las medidas restrictivas, en la mayoría de delitos se 
observa una recuperación en forma de U hacia niveles muy parecidos a 
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los que existían antes de la pandemia, es decir, sugieren que los efectos 
de disminución fueron principalmente en el corto plazo. 

Por otro lado, un delito que particularmente ha sido analizado por 
la preocupación mundial sobre su aumento durante este evento global 
es el de la violencia familiar. Al respecto Núñez (2021) ha sostenido 
que durante la pandemia se observa un aumento de la violencia contra 
las mujeres y en el ámbito familiar, mientras que Figueroa y Grijalva 
(2021) han encontrado que el comportamiento de este delito es distinto 
al resto y sostienen que, si bien los datos no muestran una afectación 
clara en su incidencia atribuida a la pandemia, es muy posible que ello 
se deba a la cifra negra y a la imposibilidad de denuncia que también 
aumenta en condiciones de aislamiento y restricción.

Partiendo de todo lo anterior, y particularmente de la realidad he-
terogénea mostrada en el país y en el estado de Jalisco por estudios 
previos (Figueroa y Grijalva, 2021; Grijalva y Figueroa, 2021; Jiménez, 
2021; Sumano, 2021), en el presente trabajo la intención es explorar si 
los efectos de la pandemia son homogéneos dentro del mismo tipo de 
delito, el robo, distinguiendo entre los que se realizaron con y sin vio-
lencia, con la intención de aportar evidencia que pueda servir como 
base y fundamento para la toma de decisiones en materia de preven-
ción del delito y seguridad ciudadana, a la vez que pueda contribuirse 
al conocimiento criminológico en nuestro país, específicamente sobre 
los efectos de la pandemia de COVID-19. De manera específica se bus-
ca explorar si la disminución del delito se dio en aquellos de tipo vio-
lento o en todo tipo de delitos.

Por ello, a continuación, se exponen tanto las principales teorías cri-
minológicas que se han utilizado para explicar los cambios en los patro-
nes delictivos, así como una síntesis de la evidencia previa. Enseguida, 
se presentan los resultados del análisis exploratorio realizado en Jalisco 
y, específicamente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, y para con-
cluir se elaboran algunas recomendaciones y reflexiones finales. 
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Explicaciones al cambio de la dinámica  
delictiva durante el periodo de pandemia

Como ya se señalaba en el apartado anterior, es esperable que un even-
to de crisis como la pandemia genere cambios en el comportamien-
to y la dinámica delictiva por diversas razones y que estos cambios, 
además, sean a largo, mediano y corto plazo. Dentro del conocimiento 
criminológico, existen tres teorías que se han utilizado para explicar 
estos cambios en la dinámica delictiva, cuyos principales postulados 
se desarrollan de manera sucinta a continuación: la teoría de la desor-
ganización social, la teoría de las actividades rutinarias y la teoría de 
la frustración.

En primer lugar, la teoría de la desorganización social adjudicada 
principalmente a Shaw y Mckay (1942) estima que cuando en una so-
ciedad se presentan cambios rápidos, se provoca una disrupción que 
obstaculiza tanto la influencia de la comunidad como el actuar de las 
instituciones, afectándose así tanto el control social formal como el 
control social informal. En general, bajo esta perspectiva se postula 
que esta ausencia de control se relaciona con una descomposición 
social en la que no funcionan adecuadamente ni las instituciones ni 
el tejido social. Partiendo de esta idea, es esperable un aumento, en 
general, en todos los delitos a raíz de la pandemia pues, por un lado, 
las instituciones de control y seguridad también han sido afectadas 
para la realización de sus labores en general (Jennings y Perez, 2020) y, 
por otro lado, el control social informal también ha resultado afectado 
pues la convivencia, las redes y el contacto social también han dismi-
nuido, por lo que es posible que exista una menor contención social de 
la delincuencia. Por ello, al disminuir la eficacia en el control formal 
y el control informal, es posible esperar que aumenten las conductas 
delictivas en general.
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Por su parte, la teoría de las actividades rutinarias propuesta por 
Cohen y Felson (1979) que se encuentra ubicada dentro de las teorías 
neoclásicas en las que la idea central es que el criminal toma una deci-
sión racional, se centra en las oportunidades delictivas que se generan 
por la interacción y convergencia en tiempo y espacio de tres variables: 
una persona motivada para cometer un delito, una víctima potencial y 
la presencia o ausencia de un guardián que puede inhibir el hecho de-
lictivo. En este sentido, la pandemia y el confinamiento provocado por 
el miedo a ser contagiado y, principalmente, por las medidas de restric-
ción, pueden cambiar las estructuras de oportunidades que propician 
el acto delictivo. Desde esta perspectiva, es esperable el aumento de 
ciertos delitos en particular, como es la violencia familiar, el robo a 
personas, el robo a casa habitación, el robo a negocio o el homicidio, 
pues son delitos cuya dinámica puede resultar modificada particular-
mente por el cambio en las actividades de las víctimas, los posibles 
ofensores y las modificaciones en el espacio público y la ausencia o 
presencia de vigilantes ya sean naturales o destinados específicamente 
a serlo.

Finalmente, en la teoría de la frustración de Agnew (1992) una de 
los principales postulados es que las situaciones de tensión incremen-
tan los incentivos individuales que llevan al comportamiento criminal, 
especialmente cuando no se cuentan con herramientas eficaces a nivel 
individual para gestionar el estrés. En otras palabras, de acuerdo con 
esta perspectiva, las fuerzas sociales empujan a las personas hacia la 
conducta criminal. En este sentido, es esperable un aumento especial-
mente en los delitos de carácter violento como la violencia familiar 
y ciertos tipos de homicidio, pues el estrés y la tensión pueden afec-
tar el control de los impulsos, pues como algunos ha evidenciado, en 
esta etapa se ha producido un aumento en el consumo de alcohol y 
otras sustancias (Boserup, et al., 2020, Egede, et al., 2020; Griffith, 2020; 
Islam, et al., 2020; Kaukinen, 2020; Sacco, et al., 2020; Da Silva, et al. 
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2020), lo cual se relaciona invariablemente con la violencia, y también 
porque ha aumentado el estrés por otras cuestiones relacionadas con 
el desempleo, la inestabilidad económica y la incertidumbre.

Evidencia previa sobre los efectos  
de la pandemia en la criminalidad

En general, la literatura científica y la evidencia existente sobre los 
efectos de la pandemia en la criminalidad es aún incipiente, no tanto 
por la falta de interés de académicos y científicos en este tema, sino 
porque como ya se establecía en los apartados anteriores, son espe-
rables efectos al corto, mediano y largo plazo y, en consecuencia, el 
impacto se está evaluando aún.

Aunado a lo anterior, los resultados de la literatura científica no han 
sido consistentes ni sólidos, e incluso, existe mucha divergencia sobre 
los efectos de la pandemia, pues mientras algunos hablan de una gran 
disminución del delito, otros observan un incremento, otros eviden-
cian un efecto sólo apreciable temporalmente, y otros más no han evi-
denciado cambio alguno. Estas divergencias muy posiblemente tengan 
que ver con la homogeneidad derivada del contexto, de las prácticas 
culturales, del tipo de delito, de los datos analizados, e incluso, de la 
diversidad de medidas adoptadas por los gobiernos para combatir y 
prevenir la enfermedad.

Como ya se señalaba, uno de los delitos más analizados en relación 
con la pandemia es el de violencia familiar. Al respecto, por ejemplo, 
Mohler, et al., (2020) observaron un incremento significativo de las lla-
madas a los servicios policiales por este delito en Indianapolis y Los 
Angeles y, de igual manera, Bullinger, et al. (2020) encontraron, utili-
zando un enfoque de diferencias en diferencias, que, tras la orden de 
quedarse en casa, las llamadas al 911 aumentaron un 7.5% respecto de la 
misma fecha en 2019 y que ello era especialmente notorio en áreas con 



22 El impacto de la pandemia en la evolución de la violencia en los delitos de la ZMG  

 Aurea Esther Grijalva Etermod

mayor proporción de familias con niños, que rentaban la vivienda y 
que no realizaban llamadas por este tipo de violencia con anterioridad. 
En este mismo sentido, McCrary y Sanga (2020), quienes analizaron 
las llamadas al 911 por este delito en 14 ciudades, encontraron que las 
mismas se habían incrementado en un 12 por ciento en promedio, pero 
además que el incremento no había sido homogéneo pues se había 
concentrado en horas laborales y en algunas zonas específicas, eviden-
ciando además un efecto multiplicador.

Fuera del ámbito estadounidense, este efecto ha sido analizado en 
Argentina por Perez-Vincent, et al., (2020), quienes muestran eviden-
cia de que las llamadas a la línea de violencia doméstica aumentaron 
un 28 por ciento. En el caso de Perú, Agüero (2020) al comparar datos 
mensuales y eliminar los patrones estacionales, encuentra que las lla-
madas a la línea de ayuda para violencia doméstica incrementaron un 
48 por ciento entre abril y julio, sin tener relación con características 
base ni con violencia previa contra la mujer y que este aumento se iba 
incrementando con el transcurso del tiempo. En México, Núñez (2021) 
ha sostenido que durante la pandemia se observa un aumento de la 
violencia contra las mujeres y, particularmente, en el ámbito familiar.

Algunos han encontrado una disminución de la actividad criminal 
a raíz de la pandemia o del confinamiento. Así, Campedelli, et al., 2020 
observaron una reducción en la violencia en la pareja, en los datos po-
liciales de Los Angeles utilizando una metodología bayesiana. En este 
mismo contexto, Shayegh y Malpede (2020) al analizar reportes dia-
rios a nivel colonia de Oakland y San Francisco, comparan la dinámi-
ca de la violencia familiar en comparación con los delitos en general, 
observando que la criminalidad tuvo una reducción del 40 por ciento 
en promedio, la cual fue especialmente notoria en los delitos de robo, 
homicidio y accidentes de tráfico, mientras que dos semanas después 
de las medidas de restricción, no observaron ninguna reducción en el 
delito de violencia doméstica.
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En otros países también hay indicios de la disminución de la activi-
dad criminal. En México, como ya se señalaba en apartados anteriores, 
algunos trabajos han aportado evidencia sobre la disminución de algu-
nos delitos, especialmente patrimoniales (Estévez-Soto, 2021; Grijalva 
y Figueroa, 2021; Sumano, 2021), e incluso, en el caso de la violencia do-
méstica (Silveiro-Murillo, et al. 2020). En Australia Byard (2021) repor-
ta una importante disminución del delito de homicidio desde el inicio 
de la pandemia. En Colombia, particularmente en Medellín, Londoño, 
et al. (2021) encuentran un impacto diferenciado con importantes dis-
minuciones (hasta el 85%) e incrementos (hasta el 173%) según el tipo 
de delito, esto en la ciudad de Medellín. En este mismo sentido, Kim 
y McCarty (2021) encuentran este mismo efecto combinado con dis-
minuciones en Chicago en los delitos sexuales, lesiones y agresiones, 
pero incremento en los delitos de homicidio y robo en lugares públi-
cos. Finalmente, Chen, et al. (2021) también encuentran una importante 
disminución de los delitos de propiedad en China.

Por otro lado, algunos han observado un aumento del delito parti-
cularmente al inicio de las medidas de aislamiento social, es decir, un 
efecto temporal. Piquero, et al. (2020), con datos del Departamento de 
Policía de Dallas, evidenciaron un aumento de la violencia familiar dos 
semanas después del confinamiento, pero un decaimiento posterior, 
esto es, un efecto a muy corto plazo. En este mismo sentido, Leslie y 
Wilson (2020) encuentran aumento de las llamadas a la policía rela-
cionadas con violencia doméstica en un 7.5% de marzo a mayo. , En el 
caso de México, Balmori, et al. (2021) han explorado los efectos en el 
mediano plazo y concluyen que después del relajamiento de las medi-
das restrictivas, en la mayoría de delitos se observa una recuperación 
en forma de U hacia niveles muy parecidos a los que existían antes de 
la pandemia, es decir, sugieren que los efectos de disminución fueron 
principalmente en el corto plazo.
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A pesar de la evidencia anterior, algunos otros trabajos no han 
encontrado indicios de un efecto. En este sentido, Hodgkinson y An-
dresen (2020), al controlar los efectos de las tendencias anuales y la 
estacionalidad, no evidenciaron cambios en los delitos violentos con-
tenidos en los reportes policiales en Vancouver, en los que se incluía la 
violencia doméstica. En EE. UU., por ejemplo, Ashby (2020) al analizar 
datos policiales de 16 ciudades no encontró cambios en la violencia 
familiar al principio de la pandemia.

Sin embargo, especialmente aquellos que no han encontrado evi-
dencia reconocen el reto que implica analizar cierto tipo de delitos y 
los posibles sesgos que pueden tener los resultados. En este sentido 
Ashby (2020) y Hodgkinson y Andresen (2020) reconocen que exis-
te la posibilidad de que se esté aumentando la cifra negra porque las 
víctimas de violencia familiar tienen menos contacto exterior y a los 
servicios sociales. Por otro lado, Campedelli, et al. (2020) han señalado 
que pueden ser delitos en los que el cambio sea más observable a largo 
plazo y no a corto plazo. E incluso, Silveiro-Murillo, et al., (2020) sugie-
ren que es posible que, por el miedo a contraer la infección, las vícti-
mas estén evitando el reporte oficial del delito y solicitando asistencia 
a través de medios que no impliquen contacto físico como el teléfono.

Evolución de la delincuencia violenta y no violenta  
en Jalisco y en la Zona Metropolitana de Guadalajara

Para cumplir los objetivos del presente estudio. Se analizaron datos pro-
venientes del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública (SESNSP), específicamente del estado de Jalisco para analizar la 
entidad federativa y de los cuatro municipios principales de la Zona Me-
tropolitana de Guadalajara: Guadalajara, Zapopan, Tonalá y Tlaquepa-
que. Para observar los cambios de las tendencias, a raíz de la pandemia, 
se tomó como periodo de referencia lo observado de 2015 a 2021.
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En primer término, con el fin de observar si de manera general ha-
bía diferencias en la evolución de delitos violentos y no violentos, se 
generaron dos categorías de delitos. En la categoría de delitos violen-
tos se incluyó: homicidio doloso, lesiones dolosas, violencia familiar y 
todos los robos con violencia; en la categoría de delitos no violentos se 
agruparon todos los robos sin violencia, fraude y abuso de confianza.

En la figura 1 se puede observar la evolución mensual de ambas ca-
tegorías de delitos, en la Zona Metropolitana de Guadalajara, según los 
datos del SESNSP. Como puede apreciarse, el efecto de la pandemia 
se nota drásticamente en el caso de los delitos no violentos, particu-
larmente en el mes de abril del año 2020. En cambio, en los delitos 
violentos, el cambio no es tan evidente y, de hecho, con la inspección 
visual pareciera que estos dos delitos no resultaron afectados por la 
pandemia o por las medidas adoptadas. Este es un primer indicio de 

Figura 1. Evolución de delitos violentos y no violentos (ZMG)
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que los delitos violentos y no violentos se comportaron de manera dis-
tinta ante la pandemia y que da pie a revisar con un mayor detenimien-
to este resultado.

Para continuar con el análisis, se decidió utilizar únicamente un de-
lito, el robo. La intención era eliminar el posible ruido generado por 
otros delitos de naturaleza distinta y utilizar un delito en el que se 
cuentan con datos que permiten distinguir si se realizó con violencia y 
sin violencia, aunado a que, como se señalaba en el apartado de eviden-
cia previa, el robo es uno de los delitos en el que existe evidencia más 
sólida de que la pandemia afectó su dinámica, siendo en la mayoría de 
los casos consistente en reportar una disminución de este delito. En 
este caso, se utilizaron datos tanto de la entidad como del área metro-
politana para ir comparando las diferencias.

Cabe aclarar que en el caso de robo no violento se encuentran agru-
pados: el robo a casa habitación sin violencia, el robo a instituciones 
bancarias sin violencia, el robo a negocio sin violencia, el robo a tran-
seúntes sin violencia, el robo a transportistas sin violencia, el robo de 
vehículo sin violencia y otros robos no especificados, pero categori-
zados como sin violencia; en el robo violento se agruparon: el robo 
a casa habitación con violencia, el robo a instituciones bancarias con 
violencia, el robo a negocio con violencia, el robo a transeúntes con 
violencia, el robo a transportistas con violencia, el robo de vehículo 
con violencia y otros robos no especificados, pero categorizados como 
con violencia.

En las figuras 2 y 3 se encuentra graficada la evolución anual de 
ambas categorías de robo, a nivel estatal y en la zona metropolitana. 
Como puede observarse, en ambos casos, existe una dinámica distinta 
de ambos delitos, incluso antes de la pandemia. El robo violento tuvo 
un aumento considerable en 2016, mientras que el robo no violento fue 
en 2017. Si bien los datos no permiten establecer la causa de esta dife-
rencia, ello posiblemente se deba a que la gente al percibir un aumento 
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Figura 2. Evolución del robo con y sin violencia en Jalisco

Figura 3. Evolución del robo con y sin violencia en la  

Zona Metropolitana de Guadalajara
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del robo realiza estrategia de protección y, como consecuencia, el robo 
comienza a ser más violento.

Si bien se observa, tanto a nivel estatal como a nivel metropolitano, 
que es mucho más frecuente en todos los años el robo sin violencia 
que el robo violento, llama la atención, que el año en que la diferencia 
de frecuencias entre ambas categorías es menor, es en 2020, pues justa-
mente la mayor disminución respecto del año anterior se da en el robo 
no violento (del 35% a nivel estatal y del 37% en el área metropolitana), 
mientras que en el robo violento la disminución fue considerablemen-
te menor (del 23% a nivel estatal y del 25% en el área metropolitana).

Además de lo anterior, en ambas figuras puede observarse que la 
dinámica de lo que ha ocurrido después de 2020 es distinta en las dos 
categorías de robo; en el caso del robo sin violencia se aprecia un au-
mento moderado, mientras que en el robo violento se observa una dis-
minución.

Por otro lado, en la tabla 1, se encuentran plasmados los porcenta-
jes que ambas categorías de delitos representan sobre el total de los 
delitos ocurridos en ese año. Como puede desprenderse de la tabla, 
el delito de robo en general, tiene mucha más relevancia en la zona 
metropolitana pues cuenta con un porcentaje mucho mayor del total 
de delitos; es decir, es un delito de naturaleza más urbana. Asimismo, 
destacan algunas diferencias que pueden resultar relevantes en rela-
ción con los efectos de la pandemia; por ejemplo, en el caso del área 
metropolitana, en el año 2020 el robo sin violencia fue en el que este 
delito representó el menor porcentaje (solo por arriba de 2015), y pre-
cisamente en el robo con violencia ocurrió lo contrario, pues en este 
mismo año este delito representó el mayor porcentaje de la delincuen-
cia total, es decir, mientras uno disminuía notablemente su peso en la 
actividad delictiva, el otro la incrementó considerablemente. A nivel 
estatal los valores más altos se encuentran en 2016 en el caso del robo 
sin violencia y en 2017 en el robo con violencia, lo cual corresponde al 
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año del incremento más considerable que se observaba en los gráficos 
anteriores.

Tabla 1. Porcentaje de la incidencia delictiva total

Estatal ZMG

Robo CV Robo SV Robo CV Robo SV

2015 0.06709255 0.21191428 7.75133047 15.3295181

2016 0.05503581 0.36068557 5.99967054 37.5523603

2017 0.18292427 0.32640052 21.8448792 33.7822785

2018 0.1775357 0.32878665 21.8642612 34.2736815

2019 0.17543759 0.29350671 21.805078 31.945923

2020 0.1673315 0.23628939 31.8181818 25.6193418

2021 0.14224832 0.23805265 17.7826327 26.2922238

Continuando con el análisis, en las figuras 4 y 5, se aprecian los da-
tos del delito de robo con violencia (figura 4) y sin violencia (figura 5) a 
nivel estatal, así como la tendencia antes y después de la pandemia. Lo 
plasmado en el gráfico confirma la existencia de una dinámica distinta 
en ambas categorías del robo. Por un lado, incluso antes de la pande-
mia, se puede apreciar que en el caso de los robos de tipo de violento 
hubo un aumento muy importante de la incidencia a mediados del año 
2016, mientras que en el caso del robo no violento el aumento conside-
rable se dio a inicios de ese mismo año.

Por otro lado, considerando la tendencia antes de la pandemia, en 
el caso del robo violento se observaba una clara tendencia ascendente, 
aunque algo más moderada desde el año 2018; en cambio, en el caso 
del robo no violento lo que ocurría antes de la pandemia era una ten-
dencia descendiente desde el año 2018. Hablando ya de lo que ocurre 
a raíz de la pandemia, en las mismas figuras se puede observar que en 
ambos casos hubo un impacto en la tendencia a raíz de dicho suceso; 
sin embargo, el cambio de dirección se notó particularmente en los de-



30 El impacto de la pandemia en la evolución de la violencia en los delitos de la ZMG  

 Aurea Esther Grijalva Etermod

Figura 4. Evolución y tendencia del robo violento en Jalisco

Figura 5. Evolución y tendencia del robo no violento en Jalisco
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litos de tipo violento, pues de ser ascendente pasó a ser descendente, y 
en el caso de los no violentos únicamente se hizo más pronunciada la 
tendencia descendente, que ya venía ocurriendo.

Por otro lado, el análisis se repitió considerando únicamente los 
delitos ocurridos en la Zona Metropolitana de Guadalajara, con el fin 
de evaluar si existían variaciones entre lo que ocurre en el estado y en 
esta área urbana. Los resultados se encuentran en las figuras 6 (robo 
violento) y 7 (robo no violento). Como puede apreciarse, lo que ocurre 
en la Zona Metropolitana de Guadalajara es prácticamente igual a lo 
que ocurre en la entidad, lo cual no es de extrañar pues cerca del 75% 
de los delitos en el estado ocurren en este lugar y, en consecuencia, son 
los que marcan la tendencia delictiva estatal.

Así, lo que se ve en las figuras 6 y 7 es que hay un comportamiento 
distinto entre los delitos de robo violentos y los no violentos incluso 

Figura 6. Evolución y tendencia del robo violento en la  

Zona Metropolitana de Guadalajara
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antes de la pandemia, observando, de nueva cuenta, que hay un aumen-
to a mediados de 2016 muy considerable en el caso de los violentos y 
que el aumento de los no violentos, en cambio, se presentó a principios 
de ese mismo año. De igual manera, se nota que el cambio de tendencia 
que se observa a raíz de la pandemia es más pronunciado en el caso de 
los robos con violencia (hay un cambio de tendencia de ascendente a 
descendente, incluso más profundo que en la entidad) y en los robos 
no violentos el cambio se aprecia solo haciendo aún más marcada la 
tendencia descendente.

Figura 7. Evolución y tendencia del robo no violento en la  

Zona Metropolitana de Guadalajara

Reflexiones finales

El objetivo del presente trabajo era explorar si existían diferencias en 
los efectos de la pandemia y las medidas adoptadas en los delitos de 
tipo violento y no violento. Para ello, el análisis se centró en analizar 
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las diferencias entre el robo violento y el robo no violento en Jalisco 
y en la Zona Metropolitana de Guadalajara. Los resultados mostraron 
que efectivamente existen diferencias en estas dos categorías del delito 
robo que vale la pena destacar.

En primer lugar, hay que mencionar que la inspección visual de los 
delitos violentos y no violentos, en general, mostró un indicio de que 
la disminución drástica observada sobre todo en la pandemia ocurrió 
únicamente en los delitos no violentos, en los que se observa una for-
ma de U ya reportada por otros estudios (Balmori, et al. 2021) y un 
efecto más bien temporal de la pandemia en la actividad delictiva.

En segundo lugar, al centrar el análisis en el delito de robo, se ob-
servó que este delito tiene una mayor relevancia sobre la incidencia 
delictiva en el área metropolitana que en la entidad, es decir, el robo se 
concentra en el ámbito urbano. Asimismo, si bien es más frecuente el 
delito de robo sin violencia que el robo con violencia en ambas unida-
des analizadas, en el año de pandemia la diferencia de frecuencias se 
acortó significativamente, debido a la disminución brusca observada 
particularmente en el robo sin violencia.

No obstante, a pesar de que la disminución brusca se observó en el 
robo sin violencia, el cambio de tendencia y el impacto más profundo 
se observó en el robo con violencia, en el que la tendencia cambió de 
ascendente a descendente, mientras que en el robo sin violencia única-
mente se profundizó la tendencia descendente que ya se venía presen-
tando. Esto ocurrió tanto a nivel estatal como en el área metropolitana.

A pesar de las limitaciones con las que este análisis cuenta debido 
principalmente a la fuente de datos y a los altos niveles de cifra negra 
que existen en nuestro país, estos resultados exploratorios permiten 
realizar algunas recomendaciones de cara a la prevención de este deli-
to. Al respecto, es importante considerar que, si bien la mayor parte del 
robo es sin violencia, es conveniente desagregar el tipo de robo, pues 
nuestros resultados muestran que la dinámica de estos delitos es dis-
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tinta y ello puede implicar la necesidad de estrategias de prevención 
distintas y, si bien en una primera inspección al analizar la estadística 
de robo pudiera parecer que este delito está disminuyendo, podría ocu-
rrir que solo esté cambiando la dinámica del robo sin violencia.

Por otro lado, en el análisis se observó un incremento importante 
en 2016 del robo sin violencia, el cual fue seguido por un incremento 
muy considerable del robo con violencia. Si bien los datos no permiten 
profundizar en la relación entre estos dos aumentos, es posible que 
este cambio se deba a estrategias de protección de los ciudadanos al 
aumento de robo y al cambio de estrategia de los perpetradores del 
robo para realizar esta conducta delictiva ante las medidas de protec-
ción de los ciudadanos. Teniendo en cuenta esta posibilidad, es im-
portante advertir que los datos muestran que de 2020 a 2021 existe un 
incremento en los robos no violentos, mientras que los robos violentos 
siguen disminuyendo; sin embargo, los datos sugieren que es necesa-
rio estar atentos a la posibilidad de que, si el aumento de los robos 
no violentos continúa, este cambio pueda ser seguido de un aumento 
también en los robos violentos.

Asimismo, nuestros resultados sugieren que ante la posibilidad de 
futuros confinamientos y restricciones a la movilidad es necesario eva-
luar los efectos en delitos violentos y no violentos de manera separada 
y evaluar la necesidad de estrategias para prevenir el delito violento, 
pues las motivaciones económicas que subyacen a los delitos patri-
moniales, y las tensiones y estrés consecuentes, pueden agravarse en 
periodos de crisis.

Además de estas recomendaciones, la principal contribución del 
presente estudio, es aportar evidencia sobre los efectos de la pandemia 
en la actividad delictiva en nuestro país, en donde los estudios aún 
son escasos y existen diferencias regionales importantes. Por ello, se 
espera que este trabajo sirva para impulsar estudios futuros que pro-
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fundicen sobre este tema, considerando variables estructurales que no 
se han utilizado aquí.
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Resumen: La violencia de género hacia 
las mujeres se ha venido incrementando 
en todo el mundo y México no ha sido 
la excepción, la cual tiene sus raíces por 
una creencia infundada en la desigualdad 
entre hombres y mujeres. La violencia de 
género hacia las mujeres se puede obser-
var principalmente en el hogar debido a 
una educación machista que tradicional-
mente se le ha inculcado al hombre por 
sus características de fortaleza física. Los 
esfuerzos por parte tanto de organizacio-
nes privadas como de instituciones gu-
bernamentales no han logrado erradicar 
este cáncer pues instituciones como la 
alerta de género establecidas por el go-

Abstract: Gender violence against wo-
men has been increasing throughout the 
world and Mexico has not been the ex-
ception, which has its roots in an unfoun-
ded belief in inequality between men and 
women. Gender violence against women 
can be observed mainly in home due to 
a sexism education that has traditionally 
been instilled in men due to their charac-
teristics of physical strength. Efforts by 
private organizations and government 
institutions have not been able to era-
dicate this cancer because institutions 
such as the gender alert established by 
the Mexican government have made litt-
le progress and therefore their effective-
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bierno mexicano, han alcanzado pocos 
avances y por lo tanto su efectividad no 
ha sido alentadora por la serie de obstá-
culos que tiene que superar. 

Palabras claves: Alerta, Genero, Violen-
cia 

ness has not been encouraging due to the 
series of obstacles that have overcome 

Keywords: Alert, Gender, Violence

sumario. introducción. 1. fuentes y conceptualización de la violencia de gé-
nero, familiar, doméstica y feminicida / 2. alerta de violencia de género / 3. la 
alerta de género de conformidad a la ley general de acceso de las mujeres a 
una vida libre de violencia. / 4. efectividad de la alerta de género / 5. obstá-
culos

Introducción 

Desde tiempos muy antiguos el sexo ha sido un parámetro de medi-
ción, a través de éste se medía y calificaba a la persona desde su ca-
pacidad física hasta su capacidad intelectual, de tal manera que se ha 
considerado dentro de la clasificación de los sexos a uno predominante 
sobre otro, en este caso en la mayoría de las culturas el hombre ejerce 
el dominio sobre la mujer a quienes históricamente se les ha atribuido 
una condición de inferioridad y subordinación derivada de siglos de 
pensamiento patriarcal, Marín, Armienta, García (2018). afirman que la 
mujer “…ha sido discriminada, pues el varón se ha valido de su supe-
rior fuerza física para sojuzgarla, lo cual resulta lamentable pues esto 
les ha impedido desarrollarse con plenitud.” (p. 39).

De tal forma, que esa cultural e histórica autoridad del hombre so-
bre la mujer implica no sólo otorgarle a ésta un status de inferioridad 
sino se absoluta sumisión a la autoridad del hombre, representando 
entonces la posibilidad de que éste realice sobre y respecto a la mujer 
todo tipo de acciones y omisiones sin que la mujer pueda objetarlas, si-
tuación que, cabe aclarar en los últimos años se ha transformado tran-
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sitando de manera paulatina al reconocimiento pleno de la igualdad 
hombre y mujer en todos los ámbitos de la vida. 

Éste cambio de condiciones deviene del 

…incremento en la participación de la mujer en el mercado de trabajo (ligado a 

su vez a la fecundidad cada vez más tardía, así como a la mayor escolaridad de las 

mujeres), los cambios en el modelo de jefe proveedor, la creciente corresidencia 

con los adultos mayores (asociado al incremento en la esperanza de vida), el creci-

miento de los hogares unipersonales y de los hogares con jefatura femenina, entre 

los cambios más destacados. (Flores, 2006, p. 848) 

Como consecuencia de dichos factores cada vez se visibilizan en 
mayor medida las conductas realizadas por el hombre tendientes a so-
breponerse respecto a la mujer y ésta al pugnar por una igualdad de 
participación en la vida familiar y social es víctima de acciones vio-
lentas con la finalidad de demostrar de parte del hombre ese status 
de inferioridad femenina que en tiempos pasados se le atribuía y que 
actualmente al crearse la conciencia de esa injustificada disparidad, 
finalmente permiten combatir ese tipo de discriminación y violencia 
de género.

Entonces se vuelve trascendente para la consecución de una vida 
libre de violencia para la mujer y el pleno reconocimiento no sólo legal 
sino también material de sus derechos humanos, que van desde una 
igualdad sustantiva hasta la aplicación de la ley por los tribunales des-
de la perspectiva de género, ésta perspectiva 

…implica abordar criterios de equidad donde hombres y mujeres tienen diferencias 

biológicas y naturales, no obstante, tienen los mismos derechos humanos y ningu-

no de ellos debe ser discriminado por el otro. (Marín et al, 2018, p. 39). 

Por lo que 
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Favorecer los derechos bajo el principio de igualdad constituye un principio de ac-

tuación de todas las autoridades y de todas las personas, un eje de transformación 

cultural sobre el cual los Estados deben pronunciarse. (Martínez, 2021, p.100).

De esta forma se puede decir que una de las manifestaciones más 
sobresalientes y graves de la cultura que avala la condición de sumisión 
de la mujer es la violencia en sus diversas modalidades: de género, do-
méstica, familiar y feminicida en la que cada una de ellas se caracteriza 
por sus propias particularidades. La palabra violencia proviene “…del 
latín violentia, significa calidad de violento. La acción y efecto de vio-
lentar o violentarse. Acción violenta significa aplicar medios violentos 
a las personas o a las cosas para vencer su resistencia.” (Ramírez, 2011, 
p. 229).

Es a través de estos medios violentos como se busca romper con 
toda resistencia de parte de la mujer y que ésta acepte la condición 
de inferioridad y sumisión requerida por el hombre ya que por el sólo 
hecho de ser mujer consideran debe permanecer en dicho estatus y si 
de manera espontánea no lo asume se le obliga mediante el ejercicio de 
la violencia en sus diversas modalidades.

Fuentes y conceptualización de la violencia  
de género, familiar, doméstica y feminicida 

La violencia de género es hoy en día tema de análisis sobre todo por 
dirigirse a la mujer por el simple hecho de serlo, naciendo así la termi-
nología de violencia contra la mujer la cual 

…se refiere a todo acto de violencia basado en el género que tiene como resultado 

posible o real un daño físico, sexual o psicológico, incluidas las amenazas, la coer-

ción o la privación arbitraria de la libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o 

en la privada. (Lima, 2021, p. 74) 
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Dicha violencia de género “…se funda en la desigualdad entre hom-
bres y mujeres –desigualdad que es construida culturalmente– y es 
legitimada y reproducida por la propia estructura social.” (Manzano, 
2011, p. 142).

Dentro de este tipo de violencia quedan comprendidas otras con-
ductas violentas como las constitutivas de violencia familiar, conyugal 
y doméstica desarrolladas en el ámbito de la vida privada, mientras que 
la violencia política, institucional, laboral, comunitaria, docente, entre 
otras dentro del ámbito de la vida pública. Es importante destacar que 

La violencia es una forma de control que se apodera de la libertad y la dignidad de 

quien la padece. El maltrato intra familiar es una de las manifestaciones que refleja 

la dominación masculina y la subordinación femenina. El abuso es una conducta 

que efectiviza un grave descenso en la autoestima impidiendo el desarrollo de la 

persona como un sujeto independiente. (Ramírez, 2011, p. 245)

Las distintas formas de violencia que propician esa discriminación 
hacia la mujer transformándola en un grupo vulnerable, siendo de las 
manifestaciones más constantes la violencia familiar y la violencia do-
méstica. Ambas se presentan dentro de relaciones donde nexos afecti-
vos y familiares concurren, pero tienen sus características propias, las 
cuales abordaremos a continuación.

La familia, como es bien sabido representa la célula primaria de la 
sociedad, sus relaciones deben basarse en el respeto a la dignidad de 
cada uno de sus miembros y garantizar con ello la estabilidad de sus 
relaciones, sin embargo, no siempre resulta de esa manera, las diferen-
cias naturales entre hombres y mujeres fortalecidas a favor de los hom-
bres por las construcciones culturales de superioridad históricamente 
arraigadas, las cuales colocan a la mujer en una posición de inferiori-
dad y subordinación dentro del seno familiar.
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En este sentido dicha discriminación hacia la mujer se consagraba 
legalmente incluso en leyes no muy antiguas, como el Código Civil para 
el Distrito Federal de 1884, “…contempla todavía las características del 
individualismo y la sujeción de la mujer al marido…” (Ramírez, 2015, 
p.63), sólo por citar un ejemplo. Claro está que conforme evoluciona 
el reconocimiento de los derechos humanos, dichas normativas son 
reemplazadas por principios, directrices y normas que le reconocen a 
la mujer la igualdad jurídica tanto en el derecho de cada país como en 
el derecho convencional derivado de los instrumentos internacionales.

La violencia como fenómeno dentro del seno de la familia se ha 
presentado desde tiempos muy antiguos pero es hasta fechas relati-
vamente recientes que se incorpora a la legislación como medida de 
prevención y sanción de las conductas de violencia familiar, a pesar de 
no ser un fenómeno novedoso, su regulación prácticamente inicia en 
nuestro país con el nuevo milenio, primero a través de la codificación 
civil en el apartado relativo al derecho de familia, legislación penal y 
posteriormente mediante leyes especiales tendientes a garantizar una 
vida libre de violencia para la mujer.

La violencia familiar tiene su origen en la desigualdad entre los in-
tegrantes de ese núcleo social, representa una conducta generalmente 
reiterada y constante, cíclica, sistemática de un miembro contra otro 
miembro de la familia, a través de la violencia física, psicológica, eco-
nómica, sexual que le permitan mantener su supremacía dentro de ese 
núcleo, aun cuando se puede considerar que un solo acto violento pue-
de llegar a constituir violencia.

El fenómeno de la violencia familiar encuentra su origen en la vio-
lencia cultural, la cual 

… origina y da sustento tanto a la violencia familiar como a cualquier tipo de vio-

lencia o discriminación. Se entiende por agresión cultural la tolerancia de las prác-

ticas, costumbres y prejuicios que lesionan el derecho a la igualdad, la dignidad y 
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la libertad de la mujer y del menor, por parte del Estado y de la sociedad. (Ayala, 

2017, p. 299) 

La violencia familiar consiste en 

…la conducta constituida por el o los actos dolosos, de contenido positivo o negati-

vo, que efectivamente maltratan a los miembros de un grupo social de convivencia 

íntima unido por los lazos de matrimonio, concubinato, sociedad de convivencia, 

parentesco, filiación o cualquier otra circunstancia análoga que implique la custo-

dia, guarda, protección, instrucción, educación o cuidado de la persona agredida 

y, cuyo sujeto activo es otro de los miembros de ese mismo grupo social. (Mata y 

Garzón, 2008, pp. 389-390)

De lo anterior se desprende que las acciones u omisiones inten-
cionales son constitutivas de la violencia no aquellas de carácter im-
prudencial, además de la necesaria existencia de un vínculo afectivo 
–jurídico que implica la relación familiar y, sobre todo, el papel de su-
perioridad de quien la ejerce y de sometimiento de quien la padece. 

Otra variante dentro de la violencia de género, la constituye la vio-
lencia doméstica, ésta se caracteriza por ser dentro de la relación de 
pareja, (García, 2021, p. 3) afirma que:

La violencia doméstica es aquella que se ejerce desde los parámetros de la vio-

lencia familiar, pero ésta no es cualquier familiar quien ejecuta la acción agresiva, 

pues puede ser el esposo/a o concubino/a, con quien comparten o no el hogar. La 

característica de la violencia doméstica es que no entra a esta conceptualización 

como víctima o victimario algún otro familiar, pues si así fuera, se llamaría violen-

cia familiar. En conclusión, la violencia doméstica es más limitada que la violencia 

familiar.
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Cabe destacar como parte de la definición de violencia doméstica 
que ésta equivale a malos tratos que ocurre entre parejas de novios, 
independientemente si estos compartan o no el mismo techo. 

Indudablemente que ambos tipos de violencia –familiar y domésti-
ca– aun cuando tienen sus propias características pertenecen a la vio-
lencia de género, la cual 

… tiene su sede principal en la familia, el matrimonio y las relaciones de pareja; en 

su papel tradicional de esposa y madre con la capacidad restringida, sometida a la 

autoridad del varón, cabeza de familia y jefe del sistema patriarcal… (Rodríguez, 

2018, p.52).

Ahora bien, adicionalmente a estos tipos de violencia, se encuentra 
la violencia feminicida como una forma extrema de violencia contra 
la mujer, ya que esta llega hasta el punto final de privarle de la vida 
de manera violenta y, en muchas ocasiones, con excesiva crueldad y 
saña. El incremento en esta violencia conduce al Estado a desarrollar 
acciones más contundentes contra estas manifestaciones violentas y lo 
hace a través de la creación de la figura de la alerta de género, la cual la 
incluye en una ley especial denominada Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Alerta de violencia de género

La Alerta de Violencia de Género es un mecanismo que tiene como 
finalidad proteger los derechos humanos de las mujeres, garantizan-
do su seguridad. Este mecanismo se ha venido instrumentando en las 
entidades en donde la violencia de género resulta alarmante pues se 
incrementa de manera exponencial.

Los gobiernos de la mayoría de las entidades federativas han de-
mostrado su incapacidad para detener esta violencia que es un cáncer 
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para la convivencia pacífica de una población resultando consecuen-
temente asesinatos dirigidos a las mujeres por el sólo hecho de ser 
mujeres, es por lo anterior que el gobierno federal estableció la alerta 
de violencia de género.

Resulta emblemático de esta violencia el caso de campo algodonero 
en ciudad Juárez, el cual fue contemplado por la Corte Americana de 
Derechos Humanos en el año 2009, que como resultado emitió una sen-
tencia condenatoria centrándose la sanción en la falta de protección a 
las víctimas, la prevención a estos crímenes por parte del gobierno y 
la falta de respuesta por parte de las autoridades por la desaparición, 
como lo son la falta de una debida diligencia en las investigaciones, la 
denegación de la justicia y la absoluta ausencia de una real reparación. 

Por lo anterior se han establecido diversas disposiciones legales 
como la Ley General de Acceso de ñas Mujeres a una vida libre de vio-
lencia, la Norma Mexicana en Igualdad Laboral y no Discriminación y 
de la misma manera se fortaleció el Instituto Nacional de la Mujer y 
cabe destacar la creación del Protocolo para Juzgar con Perspectiva de 
Género creado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. (CNDH, 
2022)”

La alerta de género de conformidad a la Ley General  
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

La Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
define en su artículo 22 como Alerta de Género “…el conjunto de ac-
ciones gubernamentales de emergencia para enfrentar y erradicar la 
violencia feminicida en un territorio determinado, ya sea ejercida por 
individuos o por la propia comunidad.”

El objetivo de la Alerta de Violencia de Género es garantizar la se-
guridad de las mujeres así como la eliminación de la violencia en su 
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contra y eliminar todo tipo de desigualdades contenidas en la legisla-
ción para lo cual se seguirán las siguientes acciones:
I.  Establecer un grupo interinstitucional y multidisciplinario con 

perspectiva de género que dé el seguimiento respectivo;
II.  Implementar las acciones preventivas, de seguridad y justicia, para 

enfrentar y abatir la violencia feminicida;
III.  Elaborar reportes especiales sobre la zona y el comportamiento de 

los indicadores de la violencia contra las mujeres;
IV.  Asignar los recursos presupuestales necesarios para hacer frente 

a la contingencia de alerta de violencia de género contra las muje-
res, y

V.  Hacer del conocimiento público el motivo de la alerta de violencia 
de género contra las mujeres, y la zona territorial que abarcan las 
medidas a implementar.

De conformidad al artículo 24 de la Ley General de Acceso a las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia la declaratoria se emitirá cuando 
ocurran los siguientes supuestos:
I.  Los delitos del orden común contra la vida, la libertad, la integri-

dad y la seguridad de las mujeres, perturben la paz social en un 
territorio determinado y la sociedad así lo reclame;

II.  Exista un agravio comparado que impida el ejercicio pleno de los 
derechos humanos de las mujeres, y

III.  Los organismos de derechos humanos a nivel nacional o de las en-
tidades federativas, los organismos de la sociedad civil y/o los or-
ganismos internacionales, así lo soliciten.

Por lo que hace a la declaratoria y al resarcimiento de los daños cau-
sados, estos corresponden a la Secretaría de Gobernación del Gobier-
no Federal la cual declarará la alerta de violencia de género y deberá 
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notificar al Poder Ejecutivo de la Entidad federativa en donde se haya 
emitido la alerta

En materia de violencia política contra las mujeres por razón de 
género serán el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
el Instituto Nacional Electoral, los Organismos Públicos Locales Elec-
torales y los órganos jurisdiccionales electorales locales quienes so-
licitarán a las autoridades competentes las medidas necesarias para 
proteger y resarcir los daños causados por la violencia de género con-
tra las mujeres.

En cuanto a la reparación del daño causado por la violencia de gé-
nero contra las mujeres esta consistirá en:
I.  El derecho a la justicia pronta, expedita e imparcial: Se deben in-

vestigar las violaciones a los derechos de las mujeres y sancionar 
a los responsables;

II.  La rehabilitación: Se debe garantizar la prestación de servicios ju-
rídicos, médicos y psicológicos especializados y gratuitos para la 
recuperación de las víctimas directas o indirectas;

III.  La satisfacción: Son las medidas que buscan una reparación orien-
tada a la prevención de violaciones. Entre las medidas a adoptar se 
encuentran:
a) La aceptación del Estado de su responsabilidad ante el daño 

causado y su compromiso de repararlo;
b) La investigación y sanción de los actos de autoridades omisas o 

negligentes que llevaron la violación de los derechos humanos 
de las Víctimas a la impunidad;

c) El diseño e instrumentación de políticas públicas que eviten la 
comisión de delitos contra las mujeres, y

d) La verificación de los hechos y la publicidad de la verdad.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia se refiere a las órdenes de protección las cuales se instrumentarán 
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ordenarán ya sea por las autoridades administrativas, por el Ministerio 
Público o por el órgano jurisdiccional competente.

Efectividad de la alerta de género

Los esfuerzos por erradicar la violencia de género en contra de las 
mujeres y los programas gubernamentales no han tenido la efectivi-
dad buscada pues los feminicidios continúan presentándose en todo 
el país.

En los últimos años la violencia feminicida ha tenido un repunte 
considerable ubicando a varios estados por encima de la media na-
cional de 4.5 feminicidios por cada 100, 000 habitantes, en el año 2016 
según cifras oficiales once estados –Colima, Guerrero, Zacatecas, Chi-
huahua, estado de México, Morelos, Baja California, Tamaulipas, Si-
naloa, Michoacán y Oaxaca. (Rodríguez, 2018, p. 54). Superaron dicha 
media nacional, razón que impulsó la declaratoria de alerta de género 
en varios municipios de dichos estados. De tal manera que su situación 
al año 2016 es la siguiente:

Colima, pasa de 7.1 en 2015 a 16.9 homicidios de mujeres por cada 100 mil, Guerre-

ro, pasó de una tasa de 12.0 en 2015 a 13.4 en 2016. Zacatecas, pasó de una tasa de 

3.0 en 2015 a 9.8 defunciones de mujeres por homicidio por cada 100 mil en 2016, 

Chihuahua, en 2015 a 7.1, en 2016 se observa un repunte al llegar a 9.8, Morelos, pasó 

de una tasa de 4.9 en 2015 a 8.6 en 2016, Baja California, en 2016 con una tasa de 7.4 

homicidios de mujeres por cada 100 mil, Tamaulipas, llegó en 2016 a 7.3 defuncio-

nes de mujeres por cada 100 mil, Sinaloa, en 2016 vuelve a registrarse un aumento 

al llegar a 5.6 defunciones de mujeres por cada 100 mil, Michoacán, en 2016 alcanzó 

las 5.6, Oaxaca, en 2016 se observa un aumento que la coloca en 5.1 por cada 100 

mil. (Rodríguez, 2018, p. 54)
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De conformidad a los datos proporcionados por el Instituto Nacio-
nal de Estadística, Geografía e Informática (INEGI, 2022), en el periodo 
2014-2020 se observó un incremento importante relacionado con los 
feminicidios.

La prensa nacional también ha proporcionado datos muy desalenta-
dores relacionados con el incremento de la violencia destacando que 
esta ha sido uno de los protagonistas en nuestro país ya que en 

…2021 no ha sido la excepción pues México sumó 3 mil 462 mujeres asesinadas de 

enero a noviembre de 2021, siendo que, de esa cifra, un total de 992 mexicanas fue-

ron víctimas de feminicidio.

Los feminicidios han subido 3.25% este 2021 frente a los primeros 11 meses del 

año pasado, cuando se reportaron 893. (Unióncdmx, 2022)

El COVID-19 sin duda ha sido una causa muy importante para el 
incremento de la violencia familiar pues durante el año 2019 y 2020 se 
incrementó en un 5.3% (INEGI, 2022).

Obstáculos 

Los obstáculos para eliminar la violencia de género han sido diversos, 
destacando los que se encuentran por parte de las diversas fiscalías 
en las entidades federativas; limitados avances en las investigaciones 
por el delito de feminicidio, revictimización, ausencia de perspectiva 
de género por parte de los juzgadores tanto al sentenciar como en la 
reparación del daño.

En la obra Feminicidio y violencia de género en México: omisiones 
del Estado y exigencia civil de justicia las autoras afirman que:
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…con la concomitante ausencia de planes y programas sociales destinados a ello; 

la insuficiencia (o inexistencia en algunas entidades federativas) de presupuestos 

etiquetados para cubrir esas acciones de gobierno, así como para eliminar las bre-

chas de desarrollo que distancian a mujeres y hombres; la penalización del aborto; 

la persistencia de la violación sexual, con penalizaciones bajas para quienes la co-

meten frente a la estigmatización social de las mujeres víctimas, acompañada de la 

poca denuncia ante la ineficacia de las autoridades judiciales para atenderlas, así 

como la frecuente revictimación que sufren en el ámbito institucional al momento 

de denunciar y durante el resto del proceso, cuando éste ocurre; las deficiencias y 

prejuicios misóginos en la atención hospitalaria a las mujeres, en particular cuando 

se trata de violaciones, abortos u otros eventos relacionados con la salud sexual y 

reproductiva. En años recientes, estos elementos se han agudizado cuando se trata 

de mujeres indígenas monolingües o con reducido manejo del español, y se suman 

las conductas coercitivas y la negligencia, tanto de las autoridades como de las per-

sonas directamente emparentadas con las mujeres, sobre todo padres y cónyuges, 

tal como se reportó en la Encuesta de Salud y Derechos de las Mujeres Indígenas. 

(Castañeda, Ravelo, Pérez, 2013, p.17)

Y de la misma manera como lo señala Lagarde (como se citó en Cas-
tañeda, et. al., 2013) los vicios en la aplicación de la Ley van de la mano 
de la impunidad y de la ausencia de políticas de género que en verdad 
garanticen el acceso de las mujeres a los servicios que presta el Estado 
ya que el Poder Legislativo ha incumplido su papel

…cuanto órgano supervisor en la actuación de las instituciones respecto a la crea-

ción de políticas de género; no ha atendido la prevención de los diferentes tipos 

y modos de violencia que han enfrentado las mujeres ni las especificidades de las 

víctimas y sus familiares en los casos de desaparición y homicidio. Estas omisio-

nes, en sí mismas, constituyen actos de violencia institucional cometidos contra las 

mujeres. (Castañeda, et. al., 2013, p. 17)
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En lo referente al mecanismo de alerta de género Yenifar Carina 
Gómez Madrid señala que:

…la AVGEM después de cuatro años no ha logrado garantizar la seguridad de las 

mujeres, responder a las demandas de la sociedad civil, atender de manera cabal 

las nueve conclusiones del Informe del Grupo de Trabajo, incluidas en las 18 accio-

nes que establece la Declaratoria de Procedencia, ya que dependiendo el significa-

do e importancia que le dan las autoridades estatales y municipales a la violencia 

contra las mujeres; la cultura organizacional en las instituciones obligadas a preve-

nir, atender y sancionar la violencia contra las mujeres sin perspectiva de género 

se ve reflejada en la operatividad de la AVGEM y muchas veces, aunque se tenga 

voluntad política de cambiar las cosas, mientras la cultura patriarcal atraviese las 

estructuras, la violencia contra las mujeres no será erradicada. (Gómez, 2022)

Se puede señalar que la violencia de género comprende diversas 
manifestaciones de violencia contra la mujer, y en todas ellas la cons-
tante es la discriminación que sufre por el simple hecho de serlo, don-
de los patrones culturales tendientes a su sometimiento se reproducen 
diariamente haciendo necesario la creación de leyes especiales tanto 
en el ámbito nacional como internacional y el establecimiento de polí-
ticas públicas y medidas gubernamentales como la alerta de género y 
su declaratoria para intentar con ello erradicar toda forma de violencia 
de género y discriminación hacia la mujer.

Conclusiones

Cada vez se visibilizan en mayor medida las conductas realizadas por 
el hombre tendientes a sobreponerse respecto a la mujer.

Se puede decir que una de las manifestaciones más sobresalientes 
y graves de la cultura que avala la condición de sumisión de la mujer 
es la violencia en sus diversas modalidades: de género, doméstica, fa-
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miliar y feminicida en la que cada una de ellas se caracteriza por sus 
propias particularidades.

Se encuentra la violencia feminicida como una forma extrema de 
violencia contra la mujer, ya que esta llega hasta el punto final de pri-
varle de la vida de manera violenta y, en muchas ocasiones, con exce-
siva crueldad y saña.

La Alerta de Violencia de Género es un mecanismo que tiene como 
finalidad proteger los derechos humanos de las mujeres, garantizando 
su seguridad.

Los esfuerzos por erradicar la violencia de género en contra de 
las mujeres y diversos programas gubernamentales no han tenido la 
efectividad buscada pues los feminicidios continúan presentándose en 
todo el país.
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¡La violencia contra las mujeres y niñas 
solo puede ser prevenida a partir de que es visualizada! 

RESUMEN: La presente contribución 
tiene como principal objetivo describir 
el problema de feminicidio que se vive 
en México, visualizando alguna de las 
brechas existentes que impiden alcan-
zar el objetivo de las estrategias imple-
mentadas por el gobierno mexicano a 
lo largo de la historia para su combate. 
Para la elaboración del presente artículo, 
se siguió una metodología documental 
a un nivel descriptivo, concluyendo que 
los feminicidios en México constituyen 
uno de los problemas graves que debe 
atender nuestro país, pero también uno 
de los más difíciles de erradicar, toda vez 
que, a lo largo de la historia se ha per-
mitido que este fenómeno cobre fuerza a 
través de la presencia de algunas factores 

ABSTRACT: The main objective of this 
contribution is to describe the problem 
of femicide that exists in Mexico, vi-
sualizing some of the existing gaps that 
prevent reaching the objective of the 
strategies implemented by the Mexican 
government throughout history to com-
bat it. For the preparation of this article, 
a descriptive methodology was followed, 
obtaining as main results that femicides 
in Mexico constitute one of the serious 
problems that our country must address, 
but also one of the most difficult to era-
dicate, since, at Throughout history, this 
phenomenon has been allowed to gain 
strength through the presence of some 
potential social factors of the problem 
such as: impunity, naturalization of vio-
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sociales potencializadores del problema 
como la: impunidad, naturalización de la 
violencia, corrupción, la nula empatía y 
perspectiva de género que resalta en el 
accionar de quienes recae la procuración 
e impartición de justicia en los casos de 
violencias de género.

Palabras clave: Violencia, feminicidio, 
ineficacia e impunidad.

lence, corruption, lack of empathy and 
gender perspective that stands out in the 
actions of those who fall the procure-
ment and delivery of justice in cases of 
gender violence.

Keywords: Violence, femicide, ineffi-
ciency and impunity

sumario: introducción / 1. méxico como un país feminicida / 2. estrategias nor-
mativas para el combate del feminicidio en méxico: su eficacia un tema pendien-
te en la agenda pública / 3. los grandes retos de la prevención del feminicidio 
en méxico. / 4. a manera de reflexión. / 5. referencias.

Introducción

La Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Ho-
gares (ENDIREH) 2016 determinó que en México casi 7 de cada 19 mu-
jeres han sufrido violencia y el 43.9% de éstas fueron agredidas por su 
esposo, pareja o novio. El problema es tan frecuente e irónicamente 
invisible el impacto transversal que ha dejado este fenómeno, permi-
tiéndole insertarse en la sociedad como algo natural, sobre todo cuan-
do el problema radica entre parejas, constituyendo esta naturalización 
el permiso para su continuidad y de esta manera la violencia se va 
fortaleciendo.

La familia constituye una de las principales instituciones en donde 
se logra la trasmisión de buenas prácticas, quienes la encabezan deben 
inculcar valores esenciales para una buena convivencia, sin embargo 
también puede representar la familia una institución peligrosa para las 
mujeres y niñas, toda vez que es aquí donde se puede presentar el es-
cenario perfecto para que el victimario ejerza conductas contrarias a la 
ley siendo desapercibidos, tal es el caso de abuso sexuales y violencia 
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familiar, llegando en el peor de los casos estas conductas a su máxima 
expresión: feminicidios.

La presente contribución tiene como objetivo describir el problema 
de feminicidio en México. Para la elaboración de este artículo se siguió 
una metodología documental a un nivel descriptivo, visualizando des-
de una revisión teoría la problemática del feminicidio en México.

Para lograr el objetivo planteado esta contribución está dividida en 
cuatro apartados, en el primero denominado: “México como un país fe-
minicida” se intenta dar a conocer los antecedentes que dieron origen 
al tipo penal de feminicidio como una herramienta preventiva de los 
asesinatos dolosos por razones de género en nuestro país; así como 
también se describe el contexto actual en cifras del problema.

En el segundo apartado denominado: “Estrategias normativas para 
el combate del feminicidio en México: su eficacia un tema pendiente en 
la agenda pública “. En él se describe la función e importancia de los 
tratados internacionales en materia de derechos humanos de las mu-
jeres que México firmó y ratificó para lograr el reconocimiento de la 
necesidad de la creación de un tipo penal que castigara de manera in-
dependiente al resto de los homicidios de mujeres aquellos homicidios 
que se ejecutaban por razones de género.

El tercer apartado: “Los grandes retos del feminicidio en México” se 
enfoca en hacer visible algunos de los desafíos existentes con los que 
hay que trabajar para estar cerca de una política pública con carácter 
preventiva que cumpla con el objetivo para lo cual fue creada.

México como un país feminicida

Rencuentro epistemológico
El ser mujer implica estar conscientes de las dificultades que a dia-
rio enfrentamos, traducidas éstas en: desigualdades, discriminación, 
violaciones a derechos humanos y; por si fuera poco violencia como 
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consecuencia de lo antes dicho. La violencia contra las mujeres y ni-
ñas, si bien es cierto, existe en todos los países y rincones del mundo, 
también es cierto que ésta no se presentan de la misma forma en todos 
sitios, pues en algunos por su idiosincrasia, cultura, economía entre 
otros factores se presentan de una forma invasiva, lesiva y con mayor 
incidencia, convirtiéndose en conductas más reiterativas en ciertas re-
giones que en otras.

Para la Organización Mundial de la Salud la violencia contra las mu-
jeres es un problema social de salud pública, el cual su atención no ha 
dado los resultados esperados, pudiendo atribuir a esto que es un pro-
blema multifactorial, pero además se complica porque es un problema 
transgeneracional cuyas consecuencias impactan en todos los planos 
sociales, por ende trae consecuencias trasnversales y en ocasiones de 
imposible reparación como son los casos de la violencia feminicida o 
feminicidio, siendo éste considerado por Caputi y Russel (1991, p. 15) 
como “el último escalón de la violencia contra las mujeres” .

Lagarde también establece que la violencia feminicida es el extremo, 
es la culminación de múltiples formas de violencia de género contra 
las mujeres que atentan contra sus derechos humanos y las conducen 
a variadas formas de muerte violenta, y son toleradas por la sociedad y 
el Estado. En muchos casos es vivida con impotencia por la ciudadanía 
que no encuentra cauce para la exigibilidad de los derechos. (2006, p. 
234).

Cabe precisar que el término feminicidio, no es acuñado en México, 
al respecto Russell (2001: 75-76) establece que 

El término feminicidio fue utilizado por primera vez en A Satirical View of London 

at the Commencement of the Nineteenth Century (Corry) en 1801 para denominar el 

“asesinato de una mujer”. Con posterioridad en 1827 se publicó la tercera edición 

de The Confessions of an Unexecuted Femicide. Éste fue escrito por el perpetrador 

de un feminicidio, y, de acuerdo con la edición de 1989 de The Oxford English Dic-
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tionary, Feminicidio apareció en el Law Lexicon de Wharton en 1848, sugiriendo ahí 

como un término que engloba una conducta punible. 

Como podemos ver el término de feminicidio no es nuevo, ni tam-
poco refleja un término jurídico de reciente creación en el contexto 
internacional. No obstante, la connotación de este término como tipo 
penal engloba mucha resistencia para ciertos grupos, sobre todo para 
juristas que desestiman que el tipo penal de feminicidio no viola el 
derecho a la igualdad en perjuicio de los hombres. 

En este sentido el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminici-
dio (2016) establece que 

El feminicidio es una violación grave a los derechos humanos de las mujeres, así 

como una de las manifestaciones más extremas de discriminación y violencia con-

tra ellas. El odio, la discriminación y la violencia tienen su expresión por medio 

de las formas brutales en las que los cuerpos de las niñas, adolescentes y mujeres 

adultas son sometidos, y de esta forma se evidencia el odio y desprecio hacia ellas 

(s/p).

Russell (2001, pp. 75-76) argumenta que el término feminicidio re-
presenta “el asesinato de mujeres realizado por hombres motivado por 
odio, desprecio, placer o un sentido de propiedad de las mujeres”. La-
garde (2006, p.20) establece que la inexistencia del Estado es lo que 
ocasiona que se reproduzca la violencia sin límites y los asesinatos sin 
castigos. Al respecto según el Índice Global de Impunidad 2020, Méxi-
co ocupa la posición 60 de 69 países evaluados con mayor corrupción, 
ocupando el tercer lugar de América Latina solo por arriba de Para-
guay y Honduras.

Ahora bien, resulta importante preguntarnos ¿Cómo llega el térmi-
no de feminicidio a la legislación mexicana? Sin duda para responder 
esta interrogante tenemos que remontarnos a los asesinatos de mu-
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jeres en Ciudad Juárez cuya incidencia más grave se registró en las 
década de los noventa. Como producto de estos acontecimientos llegó 
el caso de Claudia Iveth Gonzales y Otra Vs Estado Mexicano, mejor 
conocido como “El Campo Algodonero” a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (COIDH). 

Sin duda la sentencia dictada por la COIDH en el caso del Campo 
Algodonero representó el parteaguas para lograr la tipificación del fe-
minicidio como delito en la legislación mexicana, pues fue a través de 
la sentencia de este organismo internacional donde por primera vez se 
le condena a México por violaciones a derechos humanos durante la 
ruta crítica de búsqueda de justicia para las víctimas por acciones re-
conocidas en la actualidad como feminicidios, pues según la sentencia 
que condena al Estado mexicano como culpable llevaban estos asesina-
tos la marca de que obedeció a razones de género su modus operandi, 
pues el abuso del poder, violencia sexual, la misoginia, la crueldad y la 
forma lesiva de cometer los asesinatos se encontraron impregnado en 
los cuerpos encontrados. (COIDH, 2009, párr. 143).

Fue así que en el resolutivo 18 de la sentencia de la COIDH se ad-
vierte que: el Estado deberá, en un plazo razonable, continuar con la 
estandarización de todos sus protocolos, manuales, criterios ministe-
riales de investigación, servicios periciales y de impartición de justi-
cia, utilizados para investigar todos los delitos que se relacionen con 
desapariciones, violencia sexual y homicidios de mujeres, conforme al 
Protocolo de Estambul, el Manual sobre la Prevención e Investigación 
Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Na-
ciones Unidas y los estándares internacionales de búsqueda de perso-
nas desaparecidas, con base en una perspectiva de género… (COIDH, 
2009, párr. 502)

Con posterioridad a esta sentencia mediante la cual el Estado mexi-
cano se obligó a cumplir con lo encomendado por la COIDH pues re-
sultó responsable de graves violaciones a derechos humanos antes y 
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durante el proceso de búsqueda de justicia, el Estado mexicano adop-
tó medidas encaminadas a dar cumplimiento con lo estipulado por la 
Corte que entre otras cosas era garantizar a las víctimas un debido 
proceso mediante el cual se alcanzara justicia.

Poco tiempo después, en la legislatura LIX del Congreso de la 
Unión, las Diputadas Marcela Lagarde y de los Ríos y Angélica Díaz 
del Campo trabajaron en la creación de una comisión mediante la cual 
se legislara en atención a los asesinatos de mujeres por razones de 
género, fue así que nace la Comisión Especial para dar seguimiento a 
las investigaciones relacionadas con los feminicidios y con posteriori-
dad como parte de los trabajos en conjunto de los integrantes de dicha 
comisión se trabajó un proyecto de iniciativa y decreto para la tipifica-
ción del tipo penal de feminicidio en nuestro país.

Después de luchar contra una resistencia no justificada, en 2012 se 
prueba el proyecto de iniciativa y Decreto con el que se adiciona un 
artículo en el Código Penal Federal mediante el cual se reconoce los 
crímenes por razones de género bajo el nombre de feminicidio, fue-
ron las diputadas Marcela Lagarde y Angélica Díaz del Campo quienes 
principalmente exigieron hacer visible la urgente necesidad de reco-
nocer y diferenciar entre un homicidio de mujeres a un homicidio de 
mujeres por razón de género, en donde en estos últimos se acompaña 
en muchos casos violencia doméstica previa al delito de manera reite-
rada, violencia sexual, exposición de los cuerpos en la vía pública, pero 
sobre todo los cuerpos manifiestan señales de violencia extrema donde 
se hace notar el odio y misoginia hacia la víctima, pues se encuentran 
mutilados, desmembrados y por si fuera poco con mensajes misóginos 
o narcomensajes como fue el caso ocurrido en zacatecas en Mayo de 
2019, donde infobae informó que dos mujeres aparecieron asesinadas 
con el siguiente mensaje:“Ahy te va tu pinche gente “Buda” y tu “Wero” 
alias Barby. Tu quisite mandar a tu hermana “La Wera” (Esmeralda) 
Gaby y Ana. Ahí te las mando”.
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Ante esta forma y razones de asesinar fue que las Diputadas antes 
mencionadas asumieron el compromiso de convencer de la necesidad 
imperante de hacer visible el problema de asesinatos de mujeres, pero 
también de su impunidad, haciendo hincapié en este término fue que 
Marcela Lagarde argumentó que se tipificara el delito de homicidio por 
razones de género como feminicidio y no como femicidio en el Código 
Penal Federal en México, contemplándose dicha tipificación en la ley 
adjetiva de la materia de cada entidad federativa. 

Por su parte también el Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer (Comité CEDAW) en las observaciones finales 
del 52º periodo de sesiones recomendó a México adoptar las medidas 
necesarias para garantizar que la incorporación del feminicidio se base 
en elementos objetivos, que permitan su adecuada tipificación en los 
códigos penales locales. Actualmente todos los estados de la república 
mexicana tienen regulado los asesinatos de mujeres por razones de 
género, irónicamente el estado de Chihuahua fue el último en tipificar 
el feminicidio como delito, haciéndolo en 2021.

El feminicidio en cifras mexicanas 
El determinar que la violencia hacia las mujeres es un problema palpa-
ble y con mucho asenso ha sido por el conocimiento de cifras oficiales 
que han podido contextualizar la grave problemática. Por ejemplo a 
nivel mundial, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito señala que “137 mujeres son asesinadas a diario por un miembro 
de su familia en el mundo”; como ejemplo en el año 2017 “el 58% de las 
mujeres asesinadas lo fueron por sus parejas, ex parejas o familiares 
(Amnistía Internacional, 2018, s/p). Por lo que respecta a México en 
los últimos 5 años (2015-2019) las muertes de mujeres pasaron de 5 a 11 
diarias, de acuerdo con los datos del Secretario Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública.
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Las cifras de feminicidio registradas recientemente en México es un 
reflejo de la pésima política preventiva que se ha implementado para 
hacerle frente al problema a lo largo de la historia, en este contexto 
cabe decir que en la década de los noventa Ciudad Juárez, Chihuhua 
fue conocido a nivel nacional e internacional como un territorio fe-
minicida. Ciudad Juárez dejó de ser visto por un largo tiempo aquella 
ciudad de industria manufacturera para convertirse en una potencia 
nacional de los crímenes de odio contra mujeres llamando la atención 
la incidencia, forma en la que se ejecutaban los crímenes, pero sobre 
todo la poca respuesta del Estado ante tales sucesos. 

Desafortunadamente en la actualidad todo el territorio mexicano 
enfrenta problemas similares al que presentó Ciudad Juárez en la úl-
tima década del siglo XX, así pues en todas las entidades federativas 
ocurren feminicidios, siendo estas conductas la consecuencia final de 
un Estado fallido.

Los distintos medios de comunicación nos informan a diario de ca-
sos de violencia feminicida, cómo olvidar la noticia pública que reveló 
el asesinato de Rubí Marisol Frayre Escobedo en Chihuhua, pues ante 
la omisión del gobierno por hacer justicia Maricela Escobedo Ortiz, 
madre de Rubí empieza hacer lo posible porque el asesinato de su hija 
no quedara impune siendo asesinada poco tiempo después justo frente 
al Ayuntamiento de Ciudad Juárez. 

Por su parte el autor Tello (2020, s/p) hace alusión a casos como el 
de Fátima Cecilia de 7 años de edad quien fue raptada por una mujer de 
su escuela días después fue encontrada muerta con señales de violen-
cia sexual y física en una bolsa de basura. También el caso de Alexis de 
20 años quien salió de su casa y ya no regresó, su cuerpo fue localizado 
desmembrado en bolsas de basura.

Particularmente en Sinaloa el feminicidio de Perla, mujer que fue 
apuñalada 16 veces por su exnovio en el interior de su domicilio en 
mayo de 2012, caso que hasta la fecha sigue impune (a pesar de que su 
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homicida confesó haberlo hecho). Un caso más reciente que conmo-
vió a dicho estado fue el feminicidio de Karely ocurrido el pasado 10 
de marzo, quien murió a causa de machetazos por parte de su esposo 
delante de sus propios vecinos, quienes “no pudieron hacer nada” (Los 
noticieristas, 2022, p. 1).

Respecto a datos duros encontrados y que reflejan el contexto del 
problema tenemos que 

la tendencia indica que entre 2015 y 2019 los asesinatos por razones de género se 

incrementaron de 426 casos en 2015 a 642 en 2016, a 765 en 2017, a 912 en 2018 y a 

1,006 en 2019, 98 de los asesinatos cometidos por razones de género en 2019 fueron 

de niñas y adolescentes” Kánter (2020, p. 1), la mitad de estos se concentran en 6 

estados: Estado de México, Veracruz, Ciudad de México, Nuevo León, Jalisco y 

Puebla (Tello, 2020, s/p). 

En México, solo en abril de 2020, mes confinado por la pandemia 
COVID-19 registró cada hora un promedio de 30 llamadas por violen-
cia hacia las mujeres, asimismo el 2020 cierra con 11 mujeres asesinadas 
cada día, la mayor cifra registrada en el reciente lustro (Soto y Zamora, 
2020). 

El incremento de las cifras de homicidios de mujeres por razones de 
género en los últimos 2 años es aterrador, demuestra la magnitud del 
problema, pero también el fortalecimiento que éste fenómeno tiene al 
paso de los años y la debilitación de la justicia mexicana.

Estrategia normativas para el combate del feminicidio en 
México: su eficacia un tema pendiente en la agenda pública

Marco normativo internacional y su aportación 
México ha adquirido compromisos internacionales en materia del reco-
nocimiento de derechos humanos, pues ha firmado y ratificado dos de 
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los tratados internacionales que regulan específicamente derechos de 
las mujeres, siendo estos la Convención para la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)1 y la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres (Belém do Pará),2 cabe mencionar que, en lo que 
respecta a México estos tratados cobraron fuerza en su aplicación a 
raíz de la reforma constitucional en materia de derechos humanos de 
2011, mediante la cual se reforma entre otros preceptos el artículo 1, 
dándole jerarquía a los tratados internacionales y aplicando el control 
de convencionalidad cuando se trate de violaciones a derechos huma-
nos provenientes de una norma interna, prevaleciendo el principio pro 
persona.

Ahora bien, sin duda las sentencias internacionales emitidas en per-
juicio del Estado mexicano por violaciones a derechos humanos de las 
mujeres han sido el pilar de todos los avances en materia jurídica que se 
ha logrado hasta hoy en protección de las mujeres víctimas de violen-
cia feminicida. No obstante cabe decir que el compromiso que México 
adquirió con las mujeres mexicanas a partir de la firma de la CEDAW y 
Belém do Pará también constituyó un avance invaluable, pues al adqui-
rir este compromiso se ha obligado a acatar todas las recomendaciones 
hechas periódicamente por el Comité de Expertas de la CEDAW, éste a 
partir de diagnósticos determinan las áreas de oportunidad de los paí-
ses miembros en temas relacionado con discriminación, desigualdad, 
feminicidios, impunidad, salud y violencia principalmente teniendo el 
Estado mexicano un tiempo razonable para atender dichas recomen-
daciones.

Toda esta vigilancia desde un plano internacional ha venido a forta-
lecer los grupos pro derechos humanos de las mujeres y; hasta cierto 
punto, han respaldado su lucha, legitimado y reconocido el avance que 

1.  Ratificada en 1980
2.  Ratificada en 1998
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se ha visto sobre todo en las últimas dos décadas en el tema, pero tam-
bién ha ayudado a visualizar el largo camino que nos falta por recorrer 
para lograr la igualdad sustantiva, eliminar la violencia contra las mu-
jeres y lograr el respeto a la dignidad y la vida de las mismas. 

Marco normativo nacional y su aportación
En México entró en vigor en 2007 la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida libre de Violencia (Ley de Acceso), esta ley trajo fi-
guras positivas encaminadas a la atención, prevención, sanción y erra-
dicación de la violencia contra las mujeres. En principio esta ley regula 
los conceptos teóricos respecto a los distintos tipos y modalidades de 
violencia de las que puede ser sujeta una mujer, incluyendo en estos la 
violencia feminicida. De igual forma esta ley contemplan las órdenes 
de protección y la Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres 
(AVGM), dos figuras jurídicas muy importantes en la prevención del 
feminicidio.

Las órdenes de protección son definidas en el artículo 27 de la Ley 
de Acceso como: actos de protección y de urgente aplicación en fun-
ción de interés superior de la víctima y son fundamentalmente precau-
torias y cautelares.

Si bien es cierto, la Ley de Acceso trajo figuras jurídicas nuevas, 
también con ellas llegaron grandes retos para su eficaz aplicación. Por 
ejemplo la ejecución inmediata y reiterada de las órdenes de protec-
ción para las mujeres que han vivido violencia y que se encuentran en 
un peligro inminente de transgresión a su integridad y seguridad o la 
de su familia directa, en este sentido cabe decir que la ejecución de 
estas medidas no son del todo buena, pues tenemos casos documenta-
dos a lo largo del territorio mexicano de feminicidios de mujeres que 
contaron en un tiempo atrás o contaban en el momento de su asesinato 
órdenes de protección, el caso de Digna Ochoa es un claro ejemplo.
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Digna Ochoa, activista de Derechos Humanos quien fue secues-
trada y amenazada varias veces antes de su asesinato, pero además 
la COIDH había dictado al Estado mexicano la obligación de su pro-
tección, meses después de haberse retirado la medida cautelar por la 
Corte fue asesinada, llevando su asesinato de nuevo a la COIDH por 
irregularidades en el proceso de búsqueda de justicia en perjuicio de 
Digna Ochoa, de tal manera que en noviembre de 2021 se emite la sen-
tencia condenatoria, con ésta se acrecienta la lista de casos donde la 
COIDH dicta sentencia con perspectiva de género a favor de mujeres 
víctimas del Estado mexicano (CIDH, 2021). 

Si bien es cierto, las Naciones Unidas (2012) ha considerado a las 
órdenes de protección como un mecanismo efectivo para que las mu-
jeres víctimas de violencia puedan salvaguardar su derecho a la vida, 
también es cierto que en México esta medida de seguridad no ha po-
dido representar una garantía de seguridad de la vida de las mujeres, 
destacando razones importantes como por ejemplo: el poco personal 
existente ante un fenómeno tan demandante, la poca sensibilización y 
perspectiva de género por parte de quien recae la potestad de solicitar 
las órdenes de protección, pero también de quien recae la responsa-
bilidad de ejecutarla y finalmente la corrupción que impera en estos 
servidores públicos impidiendo esto que cumplan con sus debidas fun-
ciones. 

Como lo señala Torres (2016, p. 420) una de las formas que ayudan 
o propician sin duda la revictimización son: la inexistencia o la inapli-
cación, de medidas de protección ineficaces (alejamiento, control del 
agresor, prisión preventiva en caso de reiteración en la amenaza o las 
agresiones, suspensión de visitas y privación de la patria potestad so-
bre los hijos cuando sean precisas, etc.)

Otra de las figuras que se visualizan en el texto de la Ley de Acceso 
es la AVGM. García (2019, p. 140) establece que “la AVGM es un me-
canismo único en el ámbito internacional”, México el único país que 
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emite esta declaratoria con el objetivo de vindicar la seguridad hacia 
las mujeres mexicanas, previniendo los casos de violencia hacia ellas, 
sobre todo la violencia feminicida, la AVGM es definida en los artícu-
los 22 y 23 de la Ley de Acceso como:

El conjunto de acciones gubernamentales de emergencia para enfrentar y erradicar 

la violencia feminicida en un territorio determinado, ya sea ejercida por individuos 

o por la propia colectividad”, y tendrá por objeto “garantizar la seguridad de las 

mujeres, el Cese de la violencia en su contra y eliminar las desigualdades produci-

das por una legislación que agravia sus derechos humanos.

La AVGM no está decretada en todos los estados del territorio mexi-
cano, ni tampoco en todos los municipios de los estados donde está 
esta acción activada. Solo por citar un ejemplo, en el caso de Sinaloa de 
18 municipios sólo está decretada la AVGM en 5 municipios donde se-
gún datos proporcionados por la titular de Consejo Estatal para la Pre-
vención, Atención de la Violencia Familiar persiste la violencia contra 
las mujeres, sin embargo destacó que existe otros municipios que no 
tienen activada la AVGM como Badiraguato, Choix, El Fuerte, que se 
consideran por la incidencia de violencia registrada como municipios 
en foco rojo. (Regalado, 2022 p. 10). 

Es importante destacar la importancia de no excluir de AVGM a 
ciertos municipios argumentando que la incidencia de violencia que 
en ellos se registra es poca. ¿A caso no hay una alta cifra negra de este 
problema en México? Pero tampoco debería ser la alta incidencia del 
problema una regla para determinar activar o no la AVGM, debe bastar 
la presencia violencia hacia las mujeres y niñas en dichos municipios 
para tenerla activada, respecto a esto resaltan algunas interrogantes 
¿Por qué hay que esperar que el problema se intensifique para atender-
lo? Esta es la principal crítica que se hace a esta acción. Las otras inte-
rrogantes que se dejaría abierta son las siguientes: ¿A caso no todas las 
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mujeres mexicanas tenemos el derecho a acceder a una vida libre de 
violencia sin importar la localidad donde se radique? ¿A caso no a to-
das se nos debe garantizar la seguridad y la atención? Sin duda estamos 
en presencia de una acción afirmativa que discrimina ciertos sectores 
de la población, pues en los otros sectores también hay violencia, pero 
además se cumplen con los requisitos establecidos en el artículo 24 de 
la Ley General de Acceso para activar la AVGM.

Los grandes retos de la prevención del feminicidio en México

Por todo lo descrito en esta contribución podemos resaltar grandes 
áreas de oportunidad. En principio aclarar que el acceso a la justicia 
de las víctimas y ofendidos de feminicidio está muy lejos. En México 
como ya se dijo en apartados anteriores existe un alto índice de im-
punidad según la percepción de las y los mexicano, lo que sin duda 
empeora el problema feminicida, pues existe una desesperanza y des-
asosiego en la sociedad mexicana.

Las y los mexicanos confiaban en un verdadero cambio en los pro-
cedimientos penales, de tal manera que la reforma Constitucional de 
2008 mediante la cual apertura a un nuevo sistema de procuración e 
impartición de justicia garantista abrió la esperanza a México para eli-
minar los altos índices de corrupción e impunidad en el que sobrevivi-
mos. Sin embargo a 14 años de esta reforma, vemos que no ha sido así, 
de manera que sigue prevaleciendo la desesperanza e incertidumbre 
para las mujeres.

Aunado a lo anterior le sumamos la alta cifra negra de denuncia 
existente en México, esto no figura en el delito de feminicidio, ya que 
éste de acuerdo a las leyes mexicanas se sigue de oficio. Sin embargo sí 
impacta en la prevención de este delito, pue como ya ha quedado claro 
muchos de los feminicidios que se comenten en México trae empare-
jado relaciones violentas en el ámbito familiar, y muchas de ellas no 
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son denunciadas por razones aparentemente tontas, pero justificables, 
como por ejemplo: miedo al agresor, desconfianza en las autoridades, 
pero también por enfado de enfrentarse a un problema largo y muy bu-
rocrático, en el que muchas veces seguir el trámite de la interposición 
de denuncia implicaría tener que dejar su trabajo, pues es probable que 
no cuenten con el apoyo de sus superiores para acudir a los llamados 
de la autoridad competente.

Sin duda el callar un acto de violencia doméstica, no solo repre-
senta un retraso en el acceso a la justicia, sino también se legitima la 
violencia feminicida y; con ello se firma en muchos de los casos la sen-
tencia de muerte. No obstante la naturalización del problema es otra 
razón preocupante por lo que las mujeres no hablan de lo sucedido, 
en este contexto es importante aclarar que no todas las mujeres están 
conscientes de los actos que viven en el interior del hogar, pues por 
mucho tiempo se ha pensado que los problemas entre parejas se re-
suelven en casa, pero que además estos son normales, ahora bien de lo 
anterior cabe la pregunta ¿Quién dice que todo lo que es considerado 
dentro de “la normalidad” es lo correcto? Se entiende que por la grave 
incidencia del problema e ignorancia se llegue a pensar que la violen-
cia doméstica es normal, llegando a naturalizar todo este entramado 
de situaciones que vivimos en el día a día, siendo aquí donde entra la 
función del Estado.

Hablando de la naturalización de la violencia doméstica, pasa algo 
similar con los feminicidios en México, es decir, se ha podido observar 
con tristeza como se hace referencia a los nuevos casos de feminicidio; 
es decir solo como una cifra más, pareciera más preocupada la socie-
dad por el número de casos sucedidos en el año que por las razones 
que dieron origen a cada una de las conductas antijurídicas ya señala-
das y; aquí se abre un paréntesis para externar que no se puede deter-
minar que en todos los casos las razones fueron las mismas, porque eso 
sería ofender el raciocinio de la sociedad. Por ende la política preven-
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tiva encaminada a la prevención del feminicidio debe ser integral, pero 
también diversa, mediante la cual se atienda el problema desde la raíz, 
pues no siempre es el machismo es el que lleva a un hombre asesinar 
a una mujer.

Otro punto que considero que potencializa el problema abordado 
es la falta de empatía, sensibilización en el tema, pero además la poca 
perspectiva de género con la que las y los servidores públicos llevan a 
cabo las funciones de procuración e impartición de justicia.

La perspectiva de género en el accionar de las y los funcionarios de 
gobierno resulta ser muy importante para la prevención, disminución 
y erradicación del feminicidio, entendiéndose ésta como:

Aquella que permite analizar y comprender las características que definen a las 

mujeres y a los hombres de manera específica, así como sus semejanzas y diferen-

cias. Esta perspectiva de género analiza las posibilidades vitales de las mujeres y 

los hombres; el sentido de sus vidas, sus expectativas y oportunidades, las com-

plejas y diversas relaciones sociales que se dan entre ambos géneros, así como los 

conflictos institucionales y cotidianos que deben enfrentar a las maneras en que lo 

hacen. Contabilizar los recursos y la capacidad de acción con que cuentan mujeres 

y hombres para enfrentar las dificultades de la vida y la realización de los propósi-

tos, es uno de los objetivos centrales (Lagarde, 1996, pp. 13-38).

Incluir en el accionar de las y los servidores públicos la perspectiva 
de género es una recomendación internacional que se ha destacado en 
diversas sentencias emitidas por la COIDH al Estado mexicano3 pero 
también aparecen en recomendaciones hechas por el Comité de Ex-
pertas de la CEDAW a México a partir de los nueve informes que se 
han presentado ante este organismo internacional, por lo que resulta 
trascedente señalar que: 

3. Sentencia de Iveth González y Otras Vs México, Valentina Rosendo Cantú Vs México y la 
sentencia de Mujeres Víctima de Tortura Sexual en Atenco Vs México.
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La incorporación de la perspectiva de género, es el proceso para crear una concien-

cia pública de la condición de los hombres y las mujeres dados los roles sociales 

que juegan por el hecho de serlo, y de los mecanismos necesarios para superar 

y mejorar esa condición. Dicha incorporación no implica un simple ejercicio de 

añadidos, no se trata de feminizar los títulos de políticas o programas a efecto de 

que éstos consideren las necesidades e intereses de hombres y mujeres de manera 

diferenciada (Camarena, Herrera y Escalante, 2016, p. 56).

Respecto a la Perspectiva de género es importante también que se 
haga presente en las sentencias (aunque sean pocas)4 emitidas por el 
órgano jurisdiccional en los casos en donde se encuentre cuestiones de 
género en la Litis, en este caso un claro ejemplo es el feminicidio. En 
este tenor García (2017) establece que: 

Juzgar con perspectiva de género implica desarrollar un proceso de impartición de 

justicia, tomando en cuenta las diferencias sexuales y de género en cada una de las 

acciones que desempeñen los órganos encargados de esta función, desarrollando 

estos últimos sus atribuciones de manera equitativa con una visión de protección 

a un grupo al cual las condiciones estructurales en la sociedad lo han puesto en un 

contexto de vulnerabilidad (p. 136).

Ahora bien para lograr la incorporación de la perspectiva de género 
en el accionar de las y los servidores públicos, el Estado mexicano ha 
diseñado un serie de directrices que no son otra cosa que protocolos 
de actuación, atención e incluso impartición de justicia con perspecti-

4. Datos oficiales de las fiscalías estatales y de los poderes judiciales locales recolectados por 
el Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal (2021) y reportados por INEGI, los cua-
les arrojan que de 2015 a 2018 fueron asesinadas en nuestro país 12 mil 378 mujeres en total, 
pero en ese mismo lapso solo se dictaron sentencias condenatorias en 407 casos, e incluso 
hay 8 Estados de la república según datos de INEGI donde en este periodo no hubo ninguna 
sentencia por el delito de feminicidio, siendo estos estados los siguientes: Nayarit, colima, 
chihuahua, Tlaxcala, Tamaulipas, Baja California Sur, Oaxaca y Aguascalientes.
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va de género5. Para Marín, Armeinta y García, (2018, p. 54) estas direc-
trices son lineamientos oportunos para las y los servidores públicos 
que de alguna u otra manera están en atención a víctimas u ofendidos 
de delios por cuestiones de género, de esta manera se coadyuva a ge-
nerar una ruta crítica de acceso a la justicia más apegada al derecho in-
ternacional, pero también a lograr un proceso más humanista en donde 
no haya cavidad a la revictimización.

Pues como dice Zaragoza y Salgado (2014) cuando las víctimas acu-
den a las procuradurías y fiscalías, están en presencia de una fase en la 
que más vulnerable se encuentra, no sólo por encontrarse emocional 
y físicamente desgastada, sino por la posibilidad abierta de que la vio-
lencia continúe con movimientos ascendentes, si no se presenta una 
oportuna intervención estatal, por lo que debe ser atendida de forma 
inmediata, bajo un enfoque diferenciado y con perspectiva de género. 

Sin duda se necesita más empatía en las y los servidores públicos en 
temas relacionados con la violencia contra las mujeres en México, solo 
así despertaremos el interés por conocer y aplicar los protocolos con 
perspectiva de género, señalando que esto no debería de estar condi-
cionado a una voluntad pública, pues la aplicación de estos protocolos 
están envestidos de un enorme compromiso internacional que México 
desde 1980 adquirió al firmar el primer tratado internacional en mate-
ria de derechos humanos de las mujeres.

Finalmente la cuestión del presupuesto también es de los aspectos 
importantes que hay que considerar para lograr una prevención del 
problema, en este sentido, cabe decir que en México en 2020 hubo un 
considerable recorte presupuestario para ejecutar las acciones enca-
minadas a la atención y prevención de la violencia contra las mujeres, 

5. Ejemplo de algunos de estos protocolos son: Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Géne-
ro, Protocolo de Investigación Ministerial, Policía y Pericial con Perspectiva de Género para 
el Delito de Feminicidio, Protocolo de Acompañamiento a Mujeres Víctimas de Violencia de 
Género ante las Instancias de Justicia.
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de tal suerte que los refugios, casa de la mujer indígena y afromexica-
na, inmujeres sufrió un recorte del 70% en su recurso operativo, pero 
además debido a ese recorte presupuestario fue necesario la suspen-
sión de subsidio para 7 entidades federativas que contaban con alerta 
de violencia de género (Soto y Zamora, 2020). 

Es importante contar con suficiente y constante recurso, medianet 
el cual se pueda ejecutar las acciones de prevención y atención, pero 
tambien que permita medir el impacto de las mismas, vigilando siem-
pre que los mismos se empleen con ética, profesionalismo y eficacia en 
los rubros para lo que fueron destinados. 

A Manera de Reflexión

La violencia contra las mujeres un fenómeno reprobable, no solo por 
su incidencia y formas de cometerse; sino también por las consecuen-
cias que ocasiona a manera individual, pero también en el tejido social, 
convirtiéndose en uno de los principales problemas que requiere ur-
gente atención.

El feminicidio específicamente como el último paso de la violencia 
ejercida hacia la mujer no es un problema exclusivo de México. No 
obstante las particularidades en las que se lleva a cabo en muchos de 
los casos en nuestro país, llevan implícito la impunidad y corrupción 
y; con ello la revictimización, agregándole a esto que en algunos casos 
estuvo en manos del gobierno su prevención.

La sociedad está en constante cambio, la vanguardia de la tecnolo-
gía nos ha traído aspectos positivos invaluables, pero también ha gene-
rado la potencialización de la violencia contra las mujeres, esto como 
consecuencia que la delincuencia organizada está a la vanguardia de 
las nuevas formas en las que pueden alcanzar sus propósitos, dañando 
el tejido social y deteriorando más la credibilidad de un gobierno que 
no está a la altura del problema.
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La mayoría de las mujeres víctimas de feminicidio nunca dejan de 
serlo, pues como ya se vio en uno de los apartados de este artículo en la 
mayoría de los casos de feminicidios que ocurren en México no “se co-
noce el culpable”, no hay un detenido, por ende no hay una sentencia, y 
con ello se viola no solo el derecho de acceso a la justicia; sino también 
el derecho a la verdad, en este sentido los familiares de las víctimas 
nunca saben la razón por la cual se llevaron a cabo esos crímenes y; lo 
que es más triste, nunca logran encontrar el cuerpo de la víctima. 

Finalmente de todo lo analizado y expuesto en esta contribución se 
puede resaltar la necesidad que existe de generar a través de estudios 
minuciosos mejores estrategias cuyo impacto sea medible y sea moni-
toreado por personal no solo capaz y eficiente; sino también sensible 
y empático al sufrimiento y preocupación, no solo de los familiares de 
las víctimas; sino también de las mujeres que aún seguimos vivas y ex-
puestas todos los días a violencia. Sin embargo, se debe reconocer que 
la empatía y la sensibilidad es lo más difícil de reunir en una sociedad 
fracturada, lesionada por la violencia naturalizada.
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Resumen: El sistema penitenciario en 
México, presenta cierto tipo de carac-
terísticas especiales, y más al realizar 
análisis exhaustivos sobre la situación o 
representación sociodemográfica por las 
cuales se componen los internos o reclu-
sos. Es todavía más impresionante la des-
cripción de los perfiles de identificación 
y seccionamiento de las poblaciones de 
los principales reclusorios y centros pe-
nitenciarios del país. Para poder realizar 
una identificación objetiva y completa, se 
deben definir los tipos y clases de Cen-
tros penitenciarios en México, para que 
la reinserción social de las personas que 
ingresaron en ellos, sea una posibilidad 
al alcance de todos, y partiendo de aná-
lisis sociales y demográficos de las per-

Abstract: The penitentiary system in 
Mexico has a certain type of special cha-
racteristics, especially when it conducts 
exhaustive analyses of the socio-demo-
graphic situation or representation of 
inmates. Even more impressive is the 
description of the identification and sec-
tioning profiles of the population of the 
country’s main prisons and prisons. In 
order to be able to make an objective and 
complete identification, the types and 
classes of penitentiaries in Mexico must 
be defined so that the social reintegration 
of persons admitted to them is an option 
available to all. On the basis of social and 
demographic analyses of persons, it is 
possible for us as a society to begin to 
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sonas, es que podemos como sociedad, 
comenzar a implementar mecanismos 
para la prevención del delito y la plena 
reinserción social.

Palabras clave: Penas, reclusión, base 
de datos, sistema penitenciario

implement mechanisms for crime pre-
vention and full social reintegration.

Keywords: Penalties, imprisonment, da-
tabase, prison system.

sumario: introducción / 1. descripción de las encuestas / 2. características 
sociodemográficas. / 3. perfil delictivo. / 4. conclusiones.

Introducción

De acuerdo a la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH, 
2016P), el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece los fundamentos del Sistema Penitenciario Na-
cional, y sobre el cual señalan diversas categorías. 

En él se establecen los criterios de los tipos de centros peniten-
ciarios. Por ejemplo, se establece que los delitos que merezcan pena 
preventiva deberán establecerse en prisiones preventivas. Estas últi-
mas deberán ser distintas de las que se destinan para la extinción de 
las penas y estarán completamente separadas. Asimismo, se establece 
que la Federación y las entidades federativas deben establecer, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, un sistema integral de justicia 
para adolescentes. Los menores de 12 años acusados de haber cometi-
do o participado en algún delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia 
social. Por último, la prisión preventiva y la ejecución de sentencias en 
materia de delincuencia organizada se destinan en centros especiales. 

Durante un periodo de 10 años, –2002, 2005, 2009 y 2012–, el Cen-
tro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) realizó cuatro 
encuestas en diversos centros penitenciarios en seis entidades federa-
tivas: Ciudad de México, Estado de México, Morelos, Nayarit, Jalisco y 
Sinaloa. Estas encuestas incluyeron no solamente centros penitencia-
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rios que recluyen personas acusadas de haber cometidos delitos del 
fuero común, sino también centros que albergan acusados de cometer 
delitos definidos como del fuero federal. El total de personas encuestas 
es de 5040 reclusos entre hombres y mujeres. 

El objetivo central del presente documento es presentar las carac-
terísticas socio-demográficas más relevantes de la población en re-
clusión en estos centros penales de reclusión. También se presenta 
información sobre el valor monetario de la acción delictiva (en caso 
de robo, estafa, u otro delito de tipo económico) e información acerca 
de la duración del proceso judicial/penal que enfrentan estas personas 
en reclusión. 

Este reporte presenta tres secciones. En la primera sección se hace 
una descripción de las bases de datos, seguido de una presentación de 
las principales características socio-demográficas de la población en 
estos centros de reclusión. En esta sección también se presenta infor-
mación sobre el historial delictivo de los reclusos. En la tercera sección 
se presenta evidencia relacionada con el sistema penal y de justicia 
como son: tiempo que el recluso llevaba en prisión al momento de la 
encuesta, tiempo de castigo impuesto por el delito cometido, entre 
otros. La última sección, presenta algunas conclusiones.

Descripción de las Encuestas

La base de datos involucra encuestas realizadas en los años: 2002, 2005, 
2009 y 2012, realizadas por el Centro de Investigación y Docencia Eco-
nómica (CIDE)1 en diferentes centros penitenciarios. Para la elabora-
ción del presente documento sólo se consideraron información común 
en las cuatro encuestas realizadas, con la finalidad de contar con un 
panel de datos que abarca 10 años. 

1. Ver Bergman, et al (2002, 2005, 2009) y Pérez Correa, et al (2012). 
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La Encuesta de la población en reclusión del 2002 incluye una mues-
tra de 1,643 internos (1,296 Hombres y 347 Mujeres) distribuidos en 19 
centros penitenciarios (ver Tabla 1). Esta muestra fue seleccionada de 
una población de 35,753 reclusos en 34 penitenciarias. El alcance de la 
encuesta contempla 3 estados: Distrito Federal (255 entrevistados, de 
los cuales 196 fueron hombres y 60 mujeres); Estado de México (444 
hombres y 74 mujeres), mientras que la muestra en Morelos incluyó 
657 Hombres y 213 Mujeres. Se debe observar que algunos de estos cen-
tros son exclusivos de hombres (6), mientras que otros son exclusivos 
de mujeres (3). Diez de estos centros son mixtos.

Tabla 1: Distribución muestral, encuesta de 2002

Morelos

H M

Jojutla 12 5

Cuautla 31 10

Cuernavaca 152 45

Total 195 60

Estado de México

H M

Neza bordo 59 34

Santiaguito 72 6

Ecatepec 55 10

Tlanepantla 42 10

Texcoco 37 11

Chalco Mixquic 26 3

Ixtlahuaca 51 -

Tenango del valle 51 -

Jilotepec 51 -

Total 444 74
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Distrito Federal

H M

Femenil Oriente - 87

Femenil Norte - 71

Centro fem. de redap. Social - 54

Varonil Norte 175 -

Varonil Oriente 277 1

Varonil Sur 139 -

Penitenciaria 66 -

Total 657 213

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

La segunda encuesta, realizada en el año 2005, tiene una muestra 
de 1,264 internos sobre una población total de 49,633 reclusos en 31 
prisiones. En esta ocasión, se seleccionaron 21 prisiones ubicados en 
la Ciudad de México (9) y el Estado de México (13). En esta ocasión, 8 
centros fueron exclusivamente de población masculina y 1 fue exclusi-
va de mujeres. 

La Tabla 2 muestra la distribución muestral por prisión y género. 
Distrito Federal se entrevistaron a 655 reclusos (540 Hombres y 115 Mu-
jeres), mientras que en el Estado de México se entrevistó a 609 reclusos 
(506 Hombres y 103 Mujeres). Como se puede observar, el tamaño de la 
muestra masculina es aproximadamente 5 veces la muestra femenina. 

La encuesta del 2009 da continuidad a la medición de las anteriores, 
tomando 16 centros penitenciarios para una muestra de 1,312 reclusos, 
de los cuales 647 se encontraban en 9 penitenciarias del Distrito Fede-
ral (548 Hombres y 99 Mujeres), y 665 estaban albergados en 7 centros 
del Estado de México (542 Hombres y 123 Mujeres). En la tabla 3, se 
observa la distribución del número de reclusos por género y tipo de 
centro penitenciario. De los 16 centros penitenciarios, 7 de ellos eran 
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exclusivos de hombres y 2 de mujeres. La encuesta incluye 7 centros 
mixtos.

Tabla 2: Distribución muestral, encuesta de 2005

Distrito Federal Hombres Mujeres Total

Reclusorio Preventivo Varonil Norte 137 3 140

Reclusorio Preventivo Varonil Oriente 97 - 97

Reclusorio Preventivo Varonil Sur 60 3 63

Penitenciaria del Distrito Federal 68 1 69

CESPEV Norte 28 - 28

CESPV Oriente 27 - 27

Centro Varonil de Readaptación Psicosocial 25 - 25

Centro femenil de Readaptación Social Santa Martha - 108 108

Centro de Readaptación Social Varonil Santa Martha 97 - 97

Total 540 115 655

Estado de México Hombres Mujeres Total

Chalco Mixquie 70 15 85

Ecatepec 43 15 58

Lema 19 1 20

Neza Bordo 102 28 130

Otumba 16 - 16

Otumba Tepachico 30 1 31

Santiaguito 76 18 94

Sultepec 20 - 20

Temascaltepec 19 1 20

Texcoco 44 11 55

Tlanepantla 48 9 57

Valle de Bravo 18 4 22

Centro Varonil de Readaptación Psicosocial 1 - 1

Total 506 103 609

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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Tabla 3: Distribución muestral, encuesta 2009

Distrito Federal Hombres Mujeres Total

Reclusorio Preventivo Varonil Norte 148 - 148

Reclusorio Preventivo Varonil Oriente 140 - 140

Reclusorio Preventivo Varonil Sur 105 - 105

Penitenciaria del Distrito Federal 55 - 55

Cespv Norte 16 - 16

Cespv Oriente 14 - 14

Centro Varonil de Readaptación Psicosocial - 23 23

Centro femenil de Readaptación Social Santa Martha - 76 76

Centro de Readaptación Social Varonil Santa Martha 70 - 70

Total 548 99 647

Estado de México Hombres Mujeres Total

Neza Bordo 120 28 148

Texcoco 35 10 45

Tlanepantla 93 31 124

Ecatepec 95 17 112

Santiaguito 84 23 107

Chalco Mixquie 80 13 93

Otumba Tepachico 35 1 36

Total 542 123 665

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

Una característica de las encuestas de 2002, 2005 y 2009, es que se 
realizaron en reclusorios que retienen personas que cometieron deli-
tos del fuero común. La encuesta del año 2012 tuvo como objetivo ob-
tener información de la población acusada de haber cometido delitos 
del fuero federal. Para ello, la encuesta incluyó Centros Federales de 
Readaptación Social (CEFERESO) en los estados de Nayarit, Jalisco, 
Estados de México, Sinaloa y Morelos. 
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incorporan los Centros Federales de Readaptación Social que inte-
gran el Complejo Penitenciario Islas Marías, específicamente el Centro 
Federal Femenil de Readaptación Social de Seguridad Mínima “Zaca-
tal”, Centro Federal Femenil de Readaptación Social “Rehilete”, Cen-
tro Federal de Readaptación Social de Mínima Seguridad “Aserradero” 
Centro Federal de Readaptación Social “Morelos”, Centro Federal de 
Readaptación Social “Bugambilias” y Centro Federal de Readaptación 
Social de Seguridad Máxima “Laguna del Toro”.

El total de reclusos encuestados fue de 821. La encuesta incluyó CE-
FERESO No 1, El Altiplano (Estado de México), el CEFERESO No 2, 
Occidente (Jalisco), CEFERESO No 8, Nororiente (Sinaloa) y Complejo 
Penitenciario Islas Marías, que incluye los Centros Federal Femenil de 
Readaptación Social Morelos, Bugambilias, Rehilete, el Centro Federal 
Femenil de Readaptación Social de Seguridad Mínima Aserradero y el 
Centro Federal de Readaptación Social de Seguridad Máxima Laguna 
del Toro. La taba 4, muestra la distribución muestral de los reclusos 
por género y centro penitenciario. Estado de México con 58 reclusos 
entrevistados, Jalisco con 66, Sinaloa con 89 y Nayarit con 608 (513 
Hombres y 95 Mujeres). Se debe notar que con la excepción del Centro 
Rehiliete, estos centros federales tienen una población masculina.  

Tabla 4: Distribución muestral en Centros Federales, 2012

Hombres Mujeres Total

Estado de México

CEFERESO 1 Altiplano 58 - 58

Total 58 - 58

Jalisco

CEFERESO 2 Occidente 66 - 66

Total 66 - 66
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Sinaloa

CEFERESO 8 
Norponiente

89 - 89

Total 89 - 89

Nayarit

Complejo Penitenciario 
Islas Marías:

Morelos
163 - 163

Laguna del Toro 171 - 171

Aserradero 102 - 102

Bugambilias 77 - 77

Rehiliete (femenil) - 95 95

Total 513 95 608

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

Definición de Variables
A continuación, se definen algunas de las variables utilizadas para des-
cribir las características de la muestra:
• Género del centro: se categoriza en tres tipos de centros; hombres, 

mujeres o mixtos. 
• Tipo de penal: se distinguen por tipo de delitos: Fuero Común y 

Fuero Federal.
• Edad por rango: Se categoriza para toda la base la edad del entre-

vistado en dos rangos: de 18 a 29 años y de 30 a más. 
• Periodo en prisión (PP): la información se presenta en meses, in-

dicado el periodo que el entrevistado lleva en la cárcel desde el mo-
mento de detención al momento de la entrevista.

• Periodo de Castigo (PC): indica el número de meses de condena 
que le dieron en sentencia al entrevistado.
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• Periodo de Castigo por rango (PCr): Categoriza la condena que 
le dieron en sentencia al entrevistado en cuatro rangos: 1-3 años, 4-7 
años, 8-12 años y más de 12 años.

• Duración del proceso de sentencia: es una variable proxy que 
trata de medir la eficiencia del proceso de sentencia, se mide por el 
número de meses transcurridos desde el día que lo detuvieron hasta 
el día que le dictaminaron sentencia.

• Duración del proceso por rangos: Categoriza el tiempo transcu-
rrido del recluso desde el día que lo detuvieron hasta que le dic-
taminaron sentencia, en cinco rangos: 1-3 meses, 4-6 meses, 7-12 
meses, 13-24 meses y más de 24 meses.

• Monto del delito: es el valor monetario que se le atribuye al delito 
que el entrevistado cometió. El valor se expresa en términos reales 
ya que es deflactado por el índice de precios al consumidor (IPC).

• Tipos de delitos: presenta la clasificación de los delitos cometidos 
por el encuestado, o más bien, los delitos atribuidos al encuestado. 
Los delitos se agrupan en 7 tipos

• Contra la vida y la Integridad (homicidios dolosos, homicidios 
culposos, lesiones, tentativa de homicidio, parricidios e infanti-
cidios). 

• Sexuales (delitos sexuales, intento de violación y violencia equi-
parada a menores de edad).

• Contra el Patrimonio (robo con violencia, robo simple, fraude, 
robo equiparado, robo de vehículo, robo de autopartes, tentativa 
de robo, robo a casa habitación, robo a transporte, despojo, extor-
sión y encubrimiento por guardar cosas robadas). 

• Contra la Libertad (secuestro, tentativa de privación de la libertad, 
tentativa de privación de infante y encubrimiento de secuestro).

• Delitos Federales (delitos contra la salud, portación de armas pro-
hibidas, delincuencia organizada).
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• Delitos de cuello blanco (abuso de confianza, delitos de servicio 
público, operación con recursos de procedencia ilícita y sobor-
nos)

• Otro tipo de delitos (corrupción de menores, ultraje, tráfico de 
indocumentados, lenocinio y sedición).

Composición de la Base de Datos
Las encuestas se realizaron en dos tipos de centros penitenciarios: i) 
los centros preventivos o reclusorios, que albergan acusados de delitos 
del fuero común, y ii) los centros federales, donde están recluidos los 
acusados de haber cometido delitos del fuero federal. Con un tamaño 
de muestra de 5,038 reclusos (4,157 Hombres y 881 Mujeres). De los 
cuales, 4,217 son de centros preventivos (3431 Hombres y 786 Mujeres), 
y 882 de centros federales (726 Hombres y 95 Mujeres).

En la tabla 5A, resume la distribución muestral de las encuestas rea-
lizadas en los Centros Preventivos. Los porcentajes son con respec-
to al total de hombres y mujeres entrevistados en las 4 encuestas. Se 
observa que el mayor porcentaje de las y los entrevistados fueron en 
reclusorios ubicados en el Distrito Federal: 42% de hombres y 48.3% 
de mujeres, respectivamente. Reclusos y reclusas en prisiones ubica-
dos en el Estado de México, representan el 35.8% y 34% del total de la 
muestra, respectivamente. Reclusos en los Centros Federales ubicados 
en los estados de Jalisco, Sinaloa y Nayarit representaron el 17.5% del 
total de entrevistados hombres, mientras que en el 10.8% fueron muje-
res (Tabla 5B). 
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Tabla 5A: Reclusos en Centros Preventivos, por género y entidad

Centros Preventivos / Reclusorios

Año DF Edo. Mex Morelos Total

H M H M H M H M

2002 657 
(15.8%)

212 
(24.0%)

444

(10.7%)

74

(8.4%)

194

(4.7%)

60

(6.8%)

1295

(31.1%)

346

(39.2%)

2005 541

(13.0%)

115

(13.0%)

505

(12.1%)

103

(11.7%)

- - 1046

(25.2%)

218

(24.7%)

2009 548

(13.2%)

99

(11.2%)

542

(13.0%)

123

(13.9%)

- - 1090

(26.2%)

222

(25.2%)

Total 1746

42.0%

426

48.3%

1491

35.8

300

34.0%

194

4.7%

60

6.8%

3431

82.5%

786

89.1%

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos (total hombres y total mujeres, respectiva-
mente). 

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 
Ciencias Sociales (BIIACS).

Tabla 5B: Reclusos en CEFERESOS, por género

Centros Federales

Año DF Jalisco Sinaloa Nayarit Total

H M H M H M H M H M

2012 58

1.3%

- 66

1.6%

- 89

2.1%

- 513

12.3%

- 726

17.5%

95

10.8%

Total 58 - 66 - 89 - 513 - 726 95

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos (total hombres y total mujeres, respectiva-

mente).

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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A continuación, se presenta las principales características socio-de-
mográficas de la muestra de reclusos albergados en estos centros re-
clusorios.

Características Socio-Demográficas

En esta sección se presenta información sobre la edad, nivel educativo, 
empleo, historial delictivo e información acerca de si los padres consu-
mían drogas o si habían estado en prisión.

Edad 
La Gráfica 1 muestra la distribución de las personas en reclusión según 
su edad, tanto en el caso de hombres como de mujeres. Se muestra que, 
en el caso de hombres, la mayor proporción son menores de 37 años, 
mientras que en el caso de mujeres es de 42 años. 

Gráfica 1: Distribución de los reclusos por edad2

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

2. En la base del 2012, la información solamente se encuentra disponible por rangos.
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La Tabla 6, por otro lado, muestra la edad promedio según tipo de 
centro, tanto para hombres como para mujeres. La edad promedio de 
un recluso hombre en un centro preventivo es de 33 años y para una 
mujer es de 34 años. El mismo cuadro también indica que hay una ma-
yor proporción de reclusos mayores de 30 años en los centros Fede-
rales (70%) respecto a los reclusos en centros preventivos (59%). Por 
otro lado, el porcentaje de reclusos entre los 18 a 29 años es mayor en 
centros preventivos (41%) que en los centros federales (26%).

Tabla 6: Edad de reclusos en rangos; por tipo de centro penitenciario y género

Centros Preventivos / 
Reclusorio

Total Centros Federales Total

Rango H M H M

De 18 a 29 
años

1434 276 1710 186 28 214

34% 7% 41% 23% 3% 26%

De 30 a más 1997 510 2507 540 67 607

47% 12% 59% 66% 8% 74%

Total 3431 786 4217 726 95 821

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

Nivel Educativo
En términos generales, la mayoría de los reclusos tiene a lo más edu-
cación secundaria: 72% en el caso de delincuentes en el fuero común 
y 75% en el caso de delincuentes en el fuero federal. Por otro lado, el 
17% de los reclusos en centros preventivos dijeron tener preparatoria, 
mientras que el 4% dijo tener educación universitaria. El caso de los 
acusados de delitos federales no es muy diferente: 19% dijo tener pre-
paratoria, mientras que el 6% dijo tener cierta educación universitaria 
(ver Gráfica 2).
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Gráfica 2: Nivel educativo de los reclusos; por tipo de centro penitenciario

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

Ocupación
La tabla 7, presenta el tipo de ocupación que tenían los reclusos al mo-
mento de ser detenido.3 En el caso de los centros preventivos, el 39.8% 
de los reclusos respondieron que eran autoempleados al momento de 
su detención, mientras que el 26.4% respondió que era empleados en 
empresas privadas y el 9.79% era obrero. En los centros federales, el 
16.1% respondió que estaban empleados en empresa privadas, 13.3% 
eran comerciantes y 13.2% se dedicaban a la albañilería. 

3. Cerca de 961 encuestados no respondieron esta pregunta.
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Tabla 7: Ocupación por tipo de centro penitenciario

Centros Preventivos / 
Reclusorios

Centros Federales

No respondieron 829 132

19.66% 16.08%

Profesionista 29 12

0.69% 1.46%

Empleado / Privado 1114 132

26.42% 16.08%

Obrero albañil / Obrero Fabrica 413 108

9.79% 13.15%

Autoempleo 1679 106

39.82% 12.91%

Ejecutivo / Dirigente 6 6

0.14% 0.73%

Campesino / Ejidatario / Comunera 35 97

0.83% 11.81%

Trabajo doméstico 110 12

2.61% 1.46%

Tráfico de Indocumentados 1 -

0.02% -

Ama de casa 1 -

0.02% -

Taxista / Chofer - 90

- 10.96%

Comerciante - 109

- 13.28%

Artesano - 3

- 0.37%

Policía / Militar - 14

- 1.71%

Total 4217 821

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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Número de Hijos
La Gráfica 3 presenta la distribución de reclusos entrevistados según 
el número de hijos promedio que tienen. La información se desagrega 
por tipo centro penitenciario y género. Se observa que el 60% de los 
reclusos en centros preventivos tienen entre 1 y 2 hijos, mientras que 
en el caso de las mujeres es de 45%. En los centros federales, casi el 
50% de los hombres tienen entre 1 y 2 hijos, mientras que las mujeres el 
40% tienen sólo un hijo. 

Gráfica 3: Número de hijos

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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Antecedentes delictivos de los padres 
A continuación, se presenta información acerca de algunos factores de 
riesgo asociados al comportamiento delincuencial de las personas. Pri-
mero, si los padres de los reclusos usaban drogas o alcohol. Segundo, si 
los reclusos tenían algún familiar en algún centro penitenciario cum-
pliendo alguna condena. En la Gráfica 4, se presenta el porcentaje de 
reclusos entrevistados con padres que consumían alcohol cuando ellos 
eran niños (as). Según las encuestas, el 37% de reclusos en centros 
preventivos respondió que sí, que su padre consumía alcohol cuando 
era niño (a). El porcentaje aumenta ligeramente en el caso de centros 
federales a 43%. 

Gráfica 4: ¿Tu padre consumía alcohol?

Nota: el porcentaje es respecto total de reclusos por tipo de centro

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

Acerca del consumo de drogas por parte de los padres (ver Gráfica 
5), en general se observa que el consumo de drogas de los padres no 
era muy generalizado: apenas el 4% de los delincuentes en centros pre-
ventivos consumían drogas, mientras que el 7% en el caso de centros 
federales.
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Gráfica 5: ¿Tus padres consumían drogas?

Nota: el porcentaje es respecto total de reclusos por tipo de centro

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

La Gráfica 6 presenta el porcentaje de reclusos entrevistados que 
tenía algún familiar preso, cuando él (ella) era niño(a). Por tipo de cen-
tro, el 36% de los reclusos encuestados en los centros federales, res-
pondieron tener algún familiar preso; mientras que, en el caso de los 
centros preventivos, el porcentaje fue menor, 21%.

Gráfica 6: ¿Tiene algún familiar preso(a)?

Nota: el porcentaje es respecto total de reclusos por tipo de centro 

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).



102 Hacia una identificación del perfil socio-demográfico y delictivo de la población en reclusión  

 Willi W. Cortez / Irving Llamosas

Ocupación de los padres
La encuesta también presenta información sobre el tipo de empleo que 
tenían los padres cuando el recluso era menor de edad. En la Tabla 8, se 
presenta información acerca del tipo de empleo de la madre al momen-
to de la entrevista, diferenciando la información por tipo de centro. 
Se debe notar que un porcentaje significativo de encuestados decidió 
no responder esta pregunta: 55.3 y 45.7% en los centros preventivos/
reclusorios y federales, respectivamente. Para los centros preventivos, 
el 16.74% de reclusos mencionaron que su madre se dedicaba al auto-
empleo, porcentaje mayor que el de los presos de los centros federales, 
los cuales indicaron solamente el 4.26% de ellos que su madre era auto 
empleada. Por otro lado, el 20.58% de los reclusos en centro federal, 
mencionaron que su madre era empleada doméstica, y en el caso de los 
reclusorios el porcentaje es menor con 12.09%.

El tipo de ocupación mayoritario es el de empleado (a) doméstico 
(a) en el caso de los reclusos en centros federales (20.6%) y 12.1% en 
centros preventivos / reclusorios. El segundo tipo de ocupación es el 
autoempleo: 16.7% de los reclusos en centros preventivos respondieron 
que sus madres eran autoempleadas. Un porcentaje no despreciable 
reportó que sus madres trabajaban como empleadas en empresas del 
sector privado.

Tabla 9 presenta las respuestas a la pregunta sobre la ocupación del 
padre. A diferencia del caso de la madre, el porcentaje de no respuesta 
disminuyó a 14.1 y 7.4% según tipo de centro reclusorio: preventivo y 
federal, respectivamente. Un porcentaje significativo de papás son au-
toempleados o taxistas (30 y 202% en centros preventivos y federales, 
respectivamente), seguido de empleados (25.1 y 16.3%, respectivamen-
te), obrero/albañil (14.2 y 13% respectivamente), mientras que 12.2 y 
30.1% (en centros preventivos y federales) respondieron que sus papás 
eran campesinos / ejidatarios.
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Tabla 8: Ocupación de las madres de los reclusos

Centros Preventivos /
Reclusorios

Centros Federales

No respondieron 2330 375

55.3% 45.7%

Profesionista 24 11

0.57% 1.3%

Empleado / Privado 455 79

10.8% 9.6%

Ama de casa 72 25

1.7% 3.1%

Autoempleo 706 35

16.7% 4.3%

Campesino / Ejidatario / 
Comunero

119 31

2.8% 3.8%

Trafico de Drogas 1 -

0.02% -

Empleada doméstica 510 169

12.1% 20.6%

Comerciante - 79

- 9.6%

Policía - 2

- 0.2%

Artesano - 3

- 0.37%

Costurera - 12

- 1.5%

Total 4217 821

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación 

Aplicada en Ciencias Sociales (BIIACS).
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Tabla 9: Ocupación de los papás

Centros Preventivos / 
Reclusorios

Centros Federales

No respondieron 595 61

14.11% 7.43%

Profesionista 67 20

1.59% 2.44%

Empleado / Privado 1059 134

25.11% 16.32%

Obrero albañil / Obrero Fabrica 591 107

14.16% 13.03%

Autoempleo / Taxista / Chofer 1266 166

30.02% 20.22%

Ejecutivo / Dirigente 10 2

0.24% 0.24%

Campesino / Ejidatario / Comunera 516 247

12.24% 30.09%

Vivía en Estados Unidos 1 -

0.02% -

No vivió con él / No lo conoció 105 -

2.49% -

Tràfico de drogas 1 -

0.02% -

Comerciante - 56

- 6.82%

Desempleado - 1

- 0.12%

Polícia / Militar - 25

- 3.05%

Cuidaba la casa - 2

- 0.24%

Total 4217 821

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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Perfil Delictivo

Como complemento a la información sobre edad, educación, empleo 
también se tuvo acceso a información sobre el historial delictivo de los 
reclusos. En esta sección presentamos los principales indicadores, lo cual 
nos permitirá definir mejor el perfil de las personas en los reclusorios.

Tipos de delitos cometidos
En la gráfica 7 se presentan los porcentajes de los diversos delitos co-
metidos por los encuestados. Los delitos fueron clasificados en siete 
categorías, los cuales, a su vez, son diferenciados por tipo de centro 
penitenciario y género. Se observa que en los centros preventivos los 
“delitos patrimoniales” son los más comunes, ya que el 41.6% de los 
hombres lo cometieron, mientras que el 40.3% de las mujeres están 
acusadas por cometer delitos de este tipo. En los centros federales, el 
70.4% de los hombres cometieron delitos federales, mientras que el 
84.2% de las mujeres, están acusadas de cometer este tipo de delitos.4

Valor Monetario de la actividad delictiva
A continuación, se presenta el valor monetario del delito del cual es 
acusado el encuestado. Dicho valor es una aproximación que reporta 
el recluso. En la tabla 10, se observa el monto promedio en pesos del 
valor del delito, el cual se diferencia por tipo de centro. Como se puede 
esperar, los delitos federales suelen ser de un monto mayor respecto a 
los delitos cometidos en los centros preventivos. En los reclusorios, el 
delito con mayor valor son los “Delitos contra la libertad” con un mon-
to promedio de $246,955 pesos. En los centros federales, el delito con 
mayor valor son los de tipo “Federal” registrando un valor promedio 
de $363,239 pesos. 

4. Se debe notar que no se especifican los tipos de delitos federales cometidos. Como se saben 
éstos pueden ser: delincuencia organizada, portar armas de uso exclusivo del ejército, narco-
tráfico, entre otros tipos de delitos. 
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Tabla 10: Valor Promedio del Delito por tipo de centro penitenciario.

Obs Media Std. Dev Min Max

Centros Preventivos / Reclusorios

Contra la vida y la integridad 605 $96, 808 $420, 286 $ 3 $7, 616,882

Sexuales 12 $66,795 $218,860 $46 $761,688

Patrimonio 1139 $133,900 $576,908 $3 $8,452,689

Contra la libertad 12 $246,955 $442,504 $537 $1,365,847

Delitos Federales 24 $137,261 $456,926 $255 $2,247,211

Delitos de cuello blanco 2 $90,844 $42,298 $60,935 $120,753

Otros 46 $66,755 $135,936 $107 $755,595

Gráfica 7: Delitos cometidos

Nota: el porcentaje es respecto total de hombres por tipo de centro y mujeres por tipo 

de centro

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación 

Aplicada en Ciencias Sociales (BIIACS).
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Centros Federales

Contra la vida y la integridad 7 $319,255 $368,698 $804 $1,005,614

Sexuales - - - - -

Patrimonio 42 $191,244 $444,840 $100 $2,000,000

Contra la libertad 2 $70,000 $14,142 $60,000 $80,000

Delitos Federales 22 $363,239 $505,810 $200 $1,500,000

Delitos de cuello blanco - - - - -

Otros - - - - -

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales  (BIIACS).

Historial delictivo
Ahora presentamos información sobre los antecedentes penales de los 
reclusos. En primer lugar, se presenta información sobre la edad pro-
medio que tenía el recluso cuando fue detenido por primera vez y el 
tipo de delito cometido. La Gráfica 8 muestra la distribución por edad 
en la que los reclusos fueron detenidos por primera vez. Aun cuando, 
en promedio, los hombres son detenidos por primera vez a los 23 años 
y las mujeres a los 26 años, la gráfica muestra que un número signifi-
cativo de hombres y mujeres fueron detenidos a los 19 años. De igual 
manera, en los Centros Federales, casi el 30% de los reclusos fueron 
detenidos por primera vez cuando tenían entre 19 y 20 años de edad. 

Los delitos por los que fue detenido por primera vez, se agrupan en 
siete categorías: contra la vida e integridad, patrimoniales, sexuales, 
federales, contra la libertad, de cuello blanco y otro tipo de delitos. 
En la Gráfica 9, se presenta el porcentaje de los delitos cometidos por 
primera vez respecto al número total de reclusos (hombres y mujeres) 
para cada tipo de centro penitenciario (Preventivos y Federal). Se ob-
serva que en los centros preventivos el delito más mencionado fue el 
de “Otro tipo de delito” registrando el 74.8% en los hombres y 87.4% 
en las mujeres. Es evidente que el tipo de delito no queda claramente 
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definido. Esta tendencia es similar en el caso de presos en Centros Fe-
derales. Los delitos patrimoniales representan el 20% en los hombres 
y el 9.7% en las mujeres. Los delitos federales son los segundo más co-
munes ya que representan el 7.7% para los hombres y 1.1% las mujeres, 
respectivamente. 

Gráfica 8: Distribución por edad de la Primera Detención

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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Tiempo en Prisión
La Tabla 11, en adición a la información presentada en la Figura 9, 
muestra que la variabilidad del tiempo en prisión es mayor en el caso 
de los Centros Federales solo en el caso de reclusos masculinos. No se 
observa mayor diferencia en la variabilidad en el caso de mujeres. 

Gráfica 9: Delito del Primer Arresto

Nota: el porcentaje es respecto total de hombres por tipo de centro y mujeres por tipo 

de centro

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación 

Aplicada en Ciencias Sociales (BIIACS).
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Tabla 11: Tiempo en Prisión: por tipo de centro penitenciario y género

Obs Media Std. Dev Min Max

Centros Preventivos / Reclusorios

Hombres 3384 46 39 0 560

Mujeres 777 44 34 0 229

Centros Federales

Hombres 724 73 52 1 373

Mujeres 95 58 34 13 265

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

La gráfica 10 muestra el tiempo promedio, en meses, que los reclu-
sos han pasado en prisión al momento de las encuestas. En los cen-
tros preventivos, el tiempo promedio para una mujer era de 44 meses, 
mientras que para un hombre era de 46 meses. En el caso de los centros 
federales, el tiempo promedio era mayor que en los centros preventi-
vos: 73 y 58 meses en el caso de hombres y mujeres, respectivamente. 

Tiempo de Condena 
Ahora presentamos información sobre el tiempo de castigo promedio 
que reciben los reclusos en ambos tipos de centros de reclusión. La 
Gráfica 11, muestra la distribución de reclusos(as) según el número de 
meses de castigo otorgado. El tiempo promedio de castigo impuesto es 
de 157 meses para los hombres en centros preventivos y 161 meses para 
la mujer. En la tabla 12 se observa que el 30.8% de los entrevistados en 
los centros preventivos, tienen sentencias de más de doce años (25.1% 
los Hombres y 5.7% Mujeres). El tiempo de castigo en los centros fede-
rales no varía significativamente con respecto a los centros de readap-
tación, ya que el 29.9% de los reclusos tienen sentencia mayor de doce 
años (27.9% Hombres y 2.1% Mujeres).
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Gráfica 10: Periodo en Prisión: por tipo de centro penitenciario y género

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).
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Tabla 10: Tiempo de Castigo por tipo de centro penitenciario y género

Centros Preventivos / 
Reclusorios

Total Centros Federales Total

H M H M

No respondió 65 4 69 2 - 2

1.54% 0.09% 0.24% -

De uno a tres años 397 59 456 29 4 33

9.41% 1.40% 3.53% 0.49%

De cuatro a siete años 1127 285 1412 212 36 248

26.73% 6.76% 25.82% 4.38%

De ocho a doce años 782 199 981 254 38 292

18.54% 4.72% 30.94% 4.63%

Más de doce años 1060 239 1299 229 17 246

25.14% 5.67% 27.89% 2.07%

Total 3431 786 4217 726 95 821

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación Aplicada en 

Ciencias Sociales (BIIACS).

Gráfica 11: Tiempo de la sentencia según Género (en meses)

Nota: el porcentaje es respecto al total de reclusos por centro penitenciario.

Fuente: Elaboración propia con datos del Banco de Información para la Investigación 

Aplicada en Ciencias Sociales (BIIACS).
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Conclusión

Este reporte presenta información socio-demográfica de la población 
reclusa en centros preventivos y en centros federales que se obtuvo de 
cuatro encuestas realizadas durante los años 2002, 2006, 2009 y 2012. 
Como se mencionó al inicio, existe predominancia de centros preven-
tivos, en contraste a los centros federales. El total de reclusos encues-
tados fue de 5040, que se encuentran recluidos en diversos centros 
penitenciarios de la Ciudad de México, Estado de México, Morelos, Ja-
lisco, Nayarit y Sinaloa. Es importante notar, que la información abarca 
una muestra muy pequeña de la población en reclusión, y por consi-
guiente debe ser tomada con cuidado. El interés central es presentar 
información que nos permita la identificación de las características so-
cio-demográficas de una persona acusada de cometer delitos. 

A manera de resumen, se encontró que la edad promedio de los de-
lincuentes en prisión era de 33 años para los hombres y 34 años para las 
mujeres. El nivel educativo promedio de los reclusos es bajo: el 72% de 
los delincuentes en los centros de reclusión tienen a lo más educación 
secundaria, lo mismo que los delincuentes en los centros federales. Al 
momento de ser aprehendido, cerca del 80% de los encuestados afir-
mó tener un empleo. El tiempo promedio en prisión al momento de la 
encuesta fue de 45 meses en los centros preventivos y 70 meses en los 
centros federales. 

La dureza del castigo; es decir, el tiempo de condena es bastante lar-
go: más del 25% de los encuestados dijeron tener una condena mayor a 
12 años. De hecho, el 26% de los encuestados dijo tener condena entre 
4 y 7 años, mientras que más del 18% dijo tener condena por arriba de 
los 8 años.

El tipo de delito por el cual el recluso en centros preventivos está 
recluido es por “delitos patrimoniales” y para las cárceles federales son 
los “delitos federales”. Entre los antecedentes familiares se encontró 
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que las madres de los reclusos suelen emplearse en el auto empleo y el 
empleo doméstico. Para el caso de los padres la mayoría de los reclusos 
en centros federales mencionaron que su padre era campesino y en los 
centros penitenciarios los padres se dedicaban al auto empleo. Por otro 
lado, la base también permitió extraer características de los anteceden-
tes delictivos de los reclusos, donde los presos en los centros federales 
tienden a delinquir a una edad mayor que los reos en centros preventi-
vos, con una edad de 27 años los hombres y 28 años las mujeres, en los 
reclusorios la edad promedio fue de 23 años los hombres y 26 años las 
mujeres. En el cual, el delito por los que lo encierran por primera vez 
es “otro tipo de delito” tanto en cárceles federales y preventivas.
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Resumen: La incidencia delictiva en el 
estado de Jalisco se ha reducido significa-
tivamente en los últimos años, pero esto 
no se ha reflejado en incrementos en la 
percepción de inseguridad. El propósito 
inicial de este documento es mostrar, de 
forma descriptiva, si la divergencia entre 
la evolución de la incidencia delictiva y la 
percepción de seguridad, se puede expli-
car por la cifra negra de delitos. Se repor-
ta que la cifra negra ha sido superior al 
noventa por ciento y que estadísticamen-
te se ha mantenido sin cambios durante 
el periodo de análisis. Esto implica que la 
incidencia delictiva es sustancialmente 
mayor a la que indican los reportes ofi-
ciales pero que la reducción es genuina, 
por lo que no explica la divergencia entre 
los fenómenos. Profundizando en la per-
cepción de inseguridad, se encuentra que 

Abstract: The incidence of crime in 
the state of Jalisco has decreased signi-
ficantly in recent years, but this has not 
been reflected in increases in the percep-
tion of insecurity. The initial aim of this 
paper is to show, in a descriptive way, 
whether the discrepancy between the 
evolution of the incidence of crime and 
the perception of security can be explai-
ned by the low number of offences. It is 
reported that the black figure has been 
over ninety percent and that statistically 
it has remained unchanged during the 
analysis period. This implies that the in-
cidence of crime is substantially higher 
than that indicated by official reports, but 
that the reduction is genuine, so it does 
not explain the divergence between the 
phenomena.  Deepening the perception 
of insecurity, it is found that systemati-
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sistemáticamente son más las mujeres 
que los hombres quienes reportan sentir-
se inseguras, y que la resistencia a reducir 
es únicamente a nivel estatal, pues en los 
últimos años cada vez más personas (de 
ambos sexos) se sienten mas seguras en 
su ambiente geográfico local. Finalmente, 
para explicar la magnitud de la cifra ne-
gra, indagamos la relevancia del deterio-
ro en la confianza en las instituciones de 
seguridad pública y justicia, y  el costo de 
transacción de interponer una denuncia. 
No se encuentra evidencia de deterioro 
(ni mejoría) en la confianza que inspiran 
las autoridades. Por otra parte, sí se en-
cuentran indicios de que el costo de tran-
sacción es importante.

Palabras clave: Incidencia delictiva, 
percepción de inseguridad y cifra negra

cally more women than men report fee-
ling insecure, and that the resistance to 
reduce is only at the state level, since in 
recent years more and more people (of 
both sexes) feel safer in their local geo-
graphic environment. Finally, to explain 
the magnitude of the black figure, we in-
quired about the relevance of the dete-
rioration in confidence in public security 
and justice institutions, and the transac-
tion cost of filing a complaint. There is 
no evidence of deterioration (or impro-
vement) in confidence in the authorities. 
On the other hand, there are indications 
that transaction costs are significant.

Keywords: Crime incidence, perception 
of insecurity and black figure

sumario: introducción. / 1. incidencia delictiva y percepción de inseguridad. / 
2. cifra negra. / 2.1. confianza en las instituciones de seguridad pública y justi-
cia. / 2.2. costos de transacción. / 3. reflexiones finales. / 4. referencias

Introducción

En el sexenio presidencial que inició la guerra contra el narcotráfico, 
los niveles de violencia en México experimentaron incrementos sin 
precedentes. Los homicidios dolosos, frecuentemente utilizados para 
reflejar tal fenómeno, crecieron a una tasa anual de 10% en el país. El 
estado de Jalisco, no fue la excepción, experimentando un incremento 
anual aún mayor, en promedio, de 17.1%, así  pasó de sufrir 425 homici-
dios dolosos en 2006 a 1,184 en 2012. En los años siguientes la inciden-
cia se mantuvo sin ceder (el promedio de homicidios de 2012-2017 fue 
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de 1,122), aunque el ritmo de crecimiento fue sustancialmente menor, 
con un cambio promedio anual de 2.9%. 

El incremento de violencia en esa época, se agudiza si tomamos la 
incidencia delictiva total como variable de análisis. Mientras que en 
el periodo 2006-2012, el número total de delitos creció a un promedio 
anual de 3.6%; del 2012 al 2017, éste se aceleró a 10.8%. La creciente in-
cidencia delictiva de ese periodo, fue acompañada por niveles de per-
cepción de inseguridad1 relativamente elevados; mientras que en 2012, 
el 61.5% de las personas mencionó sentirse inseguro en su entidad, en 
el 2017, la cifra ascendió a 65.7%, de acuerdo con encuestas a hogares.

En los años recientes, de 2017 a 2021, sin embargo, se observa una 
discrepancia entre la incidencia delictiva y la percepción de inseguri-
dad en Jalisco. En 2017, 2018 y 2019, previo al inicio de la pandemia de 
la COVID-19, la cifra total de delitos ya mostraba una reducción, fue-
ron 166,599, 162,756 y 156,654, respectivamente. Los reportes de 2020 y 
2021, sin embargo, muestran cifras sustancialmente menores, 126,599 y 
128,585, respectivamente, quizá impulsadas por las disrupciones causa-
das por la pandemia. La percepción de inseguridad, no obstante, creció 
a 73.6% en 2018, 77.8% en 2019, y se estabilizó en 76.0% en 2020 y 2021.  
Es esta discrepancia lo que motiva este trabajo. Nuestro propósito con 
este documento es mostrar, de forma descriptiva, si la divergencia en-
tre la evolución de la incidencia delictiva y la percepción de inseguri-
dad en los últimos años, se puede explicar por la cifra negra de delitos.

Estos dos fenómenos, percepción de inseguridad e incidencia de-
lictiva, han despertado el interés de diversos investigadores desde di-
versas disciplinas sociales. Tanto de forma empírica, como teórica, las 
investigaciones buscan explicar sus causas y desarrollan teorías mi-
diendo sus efectos. Walklate (1998), por ejemplo, considerando a la 

1. La percepción de inseguridad se mide como la proporción de personas que mencionan sen-
tirse inseguras en su entidad en la Encuesta de Victimización y Percepción de Seguridad 
Pública (ENVIPE) realizada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).
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percepción de inseguridad como la confianza existente entre los indi-
viduos que habitan en una comunidad, argumenta que un mayor grado 
de inseguridad, refleja, entre otras cosas, un nivel bajo de confianza 
entre los individuos de esa comunidad. Considerando a la percepción 
de inseguridad como un problema público, de la misma manera, Sko-
gan (1986) indica que dicho fenómeno incide incluso en el diseño de 
las ciudades, considerando la construcción de guetos y segregando a 
los individuos por su nivel de ingreso. Vilalta y Fondevilla (2019), por 
su parte, explican a la incidencia delictiva por medio de la teoría de las 
actividades rutinarias y demuestran que algunas zonas geográficas son 
intrínsecamente más propensas a generar delitos debido a la gran con-
vergencia de personas y a la existencia de grandes nodos de transporte 
y comunicación.  En este sentido, con el fin de atenuar el fenómeno, los 
autores proponen que las zonas mencionadas no sólo deben reforzar 
sus programas de mitigación del delito, sino que además, deben incor-
porar programas de prevención temprana que atiendan problemáticas 
estructurales de la sociedad como lo son: el analfabetismo, la pobreza 
y el desempleo.

En términos económicos, estos fenómenos tienen implicaciones 
tanto en variables económicas como en sociales. Quezada et al. (2019), 
por ejemplo, miden el impacto que un incremento en la percepción de 
la inseguridad y/o en la incidencia delictiva tiene sobre la demanda 
interna de entretenimiento en la localidad, la emigración de los pobla-
dores, el consumo y la inversión extranjera directa (IED). En sus resul-
tados, los autores encuentran que la percepción de inseguridad tiene 
una relación directa tanto con la demanda interna de entretenimiento, 
como con la emigración, señala que la relación es inversa con la IED. 
Para la incidencia delictiva, similarmente, ellos encuentran, también, 
que la relación es directa tanto con la emigración como con la deman-
da interna, sin embargo la magnitud es más pequeña. En este sentido, 
como lo indican los autores, si el objetivo del gobierno es mitigar los 
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impactos económicos de los mencionados fenómenos, los esfuerzos 
tendrán que orientarse a disminuir la percepción de inseguridad, sin 
eliminar de la ecuación la disminución de la incidencia delictiva.

Nuestro análisis parte de entender que la incidencia delictiva, como 
la define el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, se refiere a la presunta ocurrencia de delitos registrados en ave-
riguaciones previas iniciadas o carpetas de investigación, reportadas por 
las Procuradurías de Justicia y Fiscalías Generales de las entidades fe-
derativas. Luego entonces, el conjunto de delitos para los que no se 
abrió una carpeta de investigación, está excluido de estos reportes. Es 
así como nos cuestionamos si esta proporción de delitos no señalados 
puede explicar la divergencia empírica con la percepción de seguridad. 
La interrogante se puede dilucidar explorando la cifra negra de delitos, 
que estima la proporción de delitos que no derivaron en un carpeta de 
investigación, ya sea por voluntad de la presunta víctima al no denun-
ciar o porque la denuncia, a juzgar por las instituciones, no ameritó el 
inicio de la investigación. Posteriormente, nuestro análisis se centra en 
el conjunto de personas que prefieren no denunciar, buscando indagar 
si desconfianza hacia las instituciones de seguridad pública y justicia y 
elevados costos de transacción en los que la presunta víctima incurri-
ría al realizar la denuncia causan la cifra negra.

El resto del documento se organiza de la siguiente manera. En la sec-
ción 2, establecemos de forma gráfica la divergencia entre incidencia 
delictiva y percepción de inseguridad, posteriormente, en la sección 3, 
presentamos la evolución de la cifra negra en el estado de Jalisco. En 
la sección 4 exploramos la hipótesis sobre deterioro en la confianza en 
las instituciones de seguridad pública y justicia, en la 5, los aspectos 
relacionados a los costos de transacción, y, finalmente, en la sección 6, 
presentamos algunas reflexiones para concluir el análisis.
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Incidencia delictiva y percepción de inseguridad

Los reportes de incidencia delictiva son publicados de forma mensual 
por el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica2 del Gobierno de México. La línea sólida, en el Figura 1, muestra 
estos reportes para el estado de Jalisco para el periodo que comprende 
Enero 2018 a Enero 2020. Tomando como referencia el total de deli-
tos en enero de 2018, se muestra que, a excepción de enero y marzo 
de 2019 cuando la cifra de delitos fue 0.44% y 5.41% respectivamente 
mayor que la de enero de 2018, en todos los meses posteriores el nivel 
delictivo ha sido inferior, alcanzando el nivel más bajo en abril de 2020, 
cuando el total de delitos representó solo el 58.9% de los reportados en 
el mes de referencia. Por lo contrario, la percepción de inseguridad3, 
mostrada por las barras, no siguió ese patrón a la baja. Manteniendo el 
año 2018 como referencia, de la misma manera, se observa un deterioro 
en la percepción en 2019, con una ligera mejora para 2020 y 2021, pero 
sin alcanzar los niveles de 2018.

Dado que los cambios en la percepción de inseguridad, particular-
mente en los últimos tres años, son relativamente pequeños, convie-
ne analizar si las diferencias son estadísticamente significativas. Los 
resultados, mostrados gráficamente en la Figura 2, señalan que solo 
de 2018 a 2019 existió un deterioro en la percepción (note que los in-
tervalos de confianza no se cruzan), de 2019 en adelante, la proporción 
de personas que se perciben inseguras en el estado de Jalisco ha sido 
estadísticamente la misma.

Para abundar en la percepción de inseguridad, aprovechamos que 
la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 
Pública (ENVIPE) permite desagregar por sexo y región geográfica: es-
tado,  municipio y colonia (o localidad). Los resultados, presentados en 

2. https://www.gob.mx/sesnsp 
3. Se estima de forma anual, en concordancia con la frecuencia de aplicación de la Encuesta.
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Figura 1: Incidencia delictiva (línea) y Percepción de Inseguridad (barras) en Jalisco 

2018-2021

Fuente: Elaboración propia con información de incidencia delictiva, nueva metodología, del Se-

cretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SNSSP) del 2018-2021 y de per-

cepción de inseguridad de la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad 

Pública (ENVIPE) de 2018, 2019, 2020 y 2021. La cifra total de delitos en este periodo fue 162,756, 

156,654, 126,599, y 128,585, respectivamente. La percepción de inseguridad se muestra en la Tabla 1.

Figura 2: Evolución de la percepción de inseguridad pública en Jalisco 2018-2021

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENVIPE

ota: Las barras verticales mostradas para cada valor en cada año denotan los intervalos de con-

fianza al 90%.
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la Tabla 1, indican que: (i) la proporción de mujeres que se siente inse-
gura es mayor que la de hombres en todos los ámbitos geográficos, e.g., 
colonia, municipio y estado,  (ii) las personas se sienten más seguras en 
su colonia que en su municipio y que en el estado, y (iii) que el deterio-
ro en la percepción de seguridad (como fue descrito en el párrafo an-
terior), es solo en el ámbito estatal, pues no se cumple a nivel colonia 
ni municipio. Esto es especialmente claro en el 2021, donde se observa 
que más personas (de ambos sexos) se sintieron seguros en su colonia 
y municipio, pero no en su entidad, en comparación con el 2018.

Tabla 1: Evolución de la percepción de inseguridad pública en Jalisco por ámbito 

geográfico y sexo 2018-2021

Año Ámbito geográfico Total Hombre Mujer

2018

Colonia (o Localidad) 47.4 43.1 51.3

Municipio o Delegación 64.7 59.9 69

Estado 73.6 68.4 78.2

2019

Colonia (o Localidad) 51.5 45.1 57.4

Municipio o Delegación 69.1 63 74.6

Estado 77.8 72 83

2020

Colonia (o Localidad) 46.4 41.6 50.6

Municipio o Delegación 63.9 59.2 68

Estado 76.4 71.2 80.9

2021

Colonia (o Localidad) 41.8 35.1 47.4

Municipio o Delegación 62.7 57.3 67.3

Estado 76 70 81.1

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENVIPE

Cifra negra

Ahora bien, es posible que los patrones de incidencia delictiva difieran 
de los de percepción estatal de inseguridad debido a que, por falta de 
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denuncias, los reportes oficiales de incidencia no reflejan el nivel real 
con el que ocurren los delitos. Jiménez Ornelas (2003) se refiere a la 
ausencia de denuncias ciudadanas como cifra negra de la criminalidad. 
El INEGI, en los reportes de resultados de la ENVIPE, mide a la cifra 
negra como la suma total de delitos no denunciados, delitos sin carpeta 
de investigación, y delitos donde no se especificó si se denunció o si se 
inició carpeta de investigación, como proporción del total de delitos. 
En el 2018 se calcula una cifra negra en Jalisco de 91.8%, en el 2019 la 
cifra se situó en 91.2% y en 2020 se incrementó a 92.9%4 (ver Figura 3). 

Al igual que los cambios en los niveles percepción de seguridad, los 
movimientos en la cifra negra son relativamente pequeños, por esta ra-
zón procedemos a probar si existe justificación estadística que los vali-
de. La Figura 3 muestra los resultados. Esto indica que, estadísticamente, 
no ha habido cambios en la cifra negra de criminalidad en Jalisco en los 
últimos años. En promedio, 2018-2020, la cifra negra ha sido de 91.97%. 
La magnitud de este valor, amplifica la concepción oficial de actividad 
delictiva en el estado,  pero, dado que estadísticamente se mantuvo 
constante,  el descenso observado en los reportes de incidencia delictiva 
también se mantiene.  Aunque de inicio nos preguntamos si registros 
más realistas de la incidencia delictiva producirían una relación consis-
tente con la percepción de inseguridad, estos hallazgos sugieren que no 
habrían argumentos suficientes para explicar su discrepancia.

En términos de política pública, la prioridad no radica en explicar 
la disociación aparente entre los fenómenos previamente menciona-
dos, sino en reforzar políticas que promuevan la reducción tanto de 
la actividad delictiva y la percepción de inseguridad, como de la cifra 
negra. Sin pretender ser exhaustivos, en lo que sigue, indagamos la 
importancia de dos razones por las que los delitos podrían no concluir 
en carpetas de investigación: el deterioro de la confianza en las institu-

4. La cifra negra de 2021 no se conoce al momento en que se realiza este análisis, se podrá cal-
cular cuando se tengan los resultados de la ENVIPE de 2022.
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ciones de seguridad pública y justicia, y  el costo incurrido al hacer una 
denuncia, esperando contribuir a orientar estos esfuerzos de política. 

Confianza en las instituciones de seguridad pública y justicia
Las respuestas a la pregunta: ¿Cuál fue la razón principal por la que 
no denunció o no denunciaron el delito ante el Ministerio Público? se 
presenta en la Figura 4. La proporción de personas que señalan que se 
debe a la desconfianza en la autoridad, fue cada vez menor. Pasó de 
15.6% en 2018 a 14.5% en 2019, con una baja pronunciada en 2020 a 8.6 %. 
Esta reducción no fue suficiente para reflejarse en menor cifra negra, 
que precisamente, en el 2020 mostró un incremento (Figura 3). Otra 

Figura 3: Evolución de la cifra negra en el Estado de Jalisco 2018-2020

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENVIPE

Nota: La cifra negra se calcula como el porcentaje de delitos no denunciados, delitos sin carpeta 

de investigación y aquellos donde no se especificó si se denunció o si se inició carpeta de inves-

tigación, comparado con el total de delitos reportados. Las barras verticales mostradas para cada 

valor en cada año denotan los intervalos de confianza al 90%.
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Figura 4: Razones para no denunciar los delitos Jalisco 2018 - 2021

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENVIPE

Nota: Se excluyen los casos donde no se especificó la razón que en general ronda el 2%.

de las opciones relacionada es: actitud hostil de la autoridad, pero esta 
sólo pareció importante en 2018, en los años posteriores, menos del 2% 
de las personas la mencionó.

No obtenemos más información que ayude a abundar sobre la des-
confianza de esta pregunta. Afortunadamente, la ENVIPE nos permite 
evaluar el desempeño de diferentes autoridades usando la relación de 
preguntas sobre confianza que inspiran, si se califican como corruptas, 
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la efectividad de su desempeño y su disposición para ayudar. Logra-
mos profundizar en el aspecto de desconfianza usando la respuesta a la 
pregunta que a la letra dice ¿cuánta confianza le inspira la autoridad? 
Las posibles respuestas son: mucha confianza, algo de confianza, algo 
de desconfianza y mucha desconfianza. La tabla 2 agrupa la proporción 
de Jaliscienses que respondieron que la autoridad les inspira mucha o 
algo de confianza.

Tabla 2: Percepción de confianza en las autoridades.

Jalisco 2018-2021

Autoridades de Seguridad Pública
Año de Encuesta

2018 2019 2020 2021

Policía de Tránsito de su Municipio 46.7 50.5 52.1 50.6

Policía Preventiva Municipal 47.0 52.1 54.7 55.9

Policía Estatal 57.7 58.8 62.8 62.4

Policía Federal 66.3 70.3 66.2 NA

Policía Ministerial o Judicial 54.3 55.5 58.8 60.8

Guardia Nacional NA NA 84.7 82.6

Ministerio Público (MP) y  
Procuradurías Estatales

57.1 59.6 61.9 61.7

Fiscalía General de la República 56.7 62.3 65.9 64.6

Ejército 84.8 85.8 86.2 87.9

Marina 89.2 91.2 91.3 90.6

Jueces 53.3 52.6 54.3 58.9

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENVIPE.

Nota: La proporción de personas que respondieron la pregunta mostrada en la tabla son solo 

aquellas que respondieron conocer a dicha autoridad.

La tabla no sugiere deterioro en la confianza hacia ninguna corpora-
ción policiaca (tránsito, municipal, estatal y federal); más bien, de 2018 
a 2019, se observa lo opuesto, una mejoría en todas, que se reduce lige-
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ramente en el último año para la policía de tránsito y la policía federal. 
Es de especial interés la evaluación hacia el Ministerio Público, pues 
es el encargado de conducir las investigaciones en el estado. Menos 
de 62% de los Jaliscienses señaló tener confianza en esta institución 
en todo el periodo,  pero es claro que tampoco existieron retrocesos 
importantes respecto al 2018. En relación a la confianza que inspiran 
los jueces, se observa que el porcentaje se incrementó de 53.3 en 2018 a 
58.9 en 2021. El Ejército y la Marina son las instituciones en las que más 
personas mencionan confiar, alcanzando porcentajes de 87.9 y 91.2, res-
pectivamente, tampoco en estas hay indicios de deterioro.

En general, la proporción de personas a las que las distintas auto-
ridades les inspira confianza no presenta variaciones importantes en 
este periodo, por lo que si bien es cierto que no podemos concluir que 
ha existido un deterioro, tampoco hay evidencia contundente de que se 
haya experimentado una mejoría. De tal manera que no se descarta que 
la cifra negra se mantenga elevada porque no han existido aumentos 
sostenibles en la confianza que inspiran las instituciones de seguridad 
pública y justicia en el estado. 

Costos de transacción
El costo de transacción se refiere a todos los gastos en los que se in-
curre al realizar una transacción, incluyendo los costos de planeación, 
búsqueda de información, elaboración de contratos, etc. González-Vega 
(2003), en un contexto de finanzas rurales, señala que los costos de tran-
sacción también lo constituyen factores asociados a las distancias. El 
autor enfatiza que no es sólo el costo de recorrer distancias geográficas, 
sino también la distancia cultural, de etnicidad y de clase social que, 
en suma, crean barreras de comunicación entre las partes. En nuestro 
contexto, entre la presunta víctima y la institución pública de seguri-
dad y justicia. Los costos pueden crear obstáculos insuperables para las 
víctimas, de tal forma que estas prefieran no interponer una denuncia.
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Aunque la información contenida en la encuesta no es suficiente 
para generar una estimación monetaria sobre el costo de proceder a 
denunciar, sí proporciona indicios de su importancia. Como se observa 
en la Figura 4, Trámites largos y difíciles creció de 6.6% en 2018 a 8.8% 
en 2019 y 13.6% en 2020, con una reducción a 7.3% en 2021. El factor 
más relevante por el que no se denuncia, cada año ha sido la pérdida 
de tiempo, y con una clara tendencia positiva, de 29.8% en 2018 subió a 
36.2% en 2021. Este aspecto puede ser visto desde varias aristas, una de 
ellas es la de impunidad, no obstante, como anteriormente se mencio-
nó, no se observó un deterioro en la confianza en las autoridades, ade-
más, los resultados de la encuesta señalan que mientras que en 2018, en 
el 55.1% de los casos no pasó nada (o no se resolvió) con la carpeta de 
investigación, en 2020, la proporción bajó a 48.4%.

Figura 5: Evolución del tiempo dedicado a la denuncia Jalisco 2018-2021

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENVIPE

Nota: Se excluyen los casos donde no se especificó el tiempo que tomó realizar una denuncia que 

en general ronda el 1%.
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Otra forma de interpretar pérdida de tiempo es considerando la 
cantidad de tiempo que tomaría interponer la denuncia. Si el delito 
es menor y el tiempo dedicado a la denuncia es elevado, la presunta 
víctima preferirá no denunciar. Esto es consistente con la información 
presentada. Observe en la Figura 3 que entre 12 y 16% de la población 
menciona que no denunció debido a que considera que el delito es 
de poca importancia, y en la Figura 5 que la proporción de presuntas 
víctimas que dedicaron más de 4 horas a la denuncia, solo se redujo en 
2021, después de haber incrementado en 2019 y 2020, esta contracción 
se compensa principalmente con el incremento del grupo que reportó 
dedicar entre una y dos horas. La proporción de quienes dedican me-
nos de una hora se mantiene entre 16 y 21% en todo el periodo. 

Reflexiones finales

La incidencia delictiva en el estado de Jalisco se ha reducido significa-
tivamente en los últimos años; de 2018 a 2021 el total de delitos se con-
trajo en 21%,  alcanzando su nivel más bajo en el 2020. No obstante, esto 
no se ha reflejado en incrementos en la percepción de seguridad de los 
Jaliscienses; en 2018, 73.4% de las personas reportaron sentirse insegu-
ros en el estado, para el 2021 esta cifra fue de 76.0%. Lo opuesto, de 2018 
al 2019 se observó un incremento estadísticamente significativo en la 
proporción de personas que se sienten inseguras. Profundizando en la 
percepción de inseguridad, resalta que sistemáticamente son más las 
mujeres que los hombres quienes reportan sentirse inseguras, y que la 
resistencia a reducir es únicamente a nivel estatal, pues desde el 2019, 
cada vez más personas se sienten seguras en su colonia (o localidad) 
y en su municipio. De lo anterior aprendemos qué la creación de polí-
ticas enfocadas a mejorar la percepción de inseguridad deberá tomar 
lecciones de la interacción de las personas en su medio a nivel local, 
donde más se sienten seguras y deberán priorizar la percepción de las 
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mujeres que han sido afectadas por las condiciones de inseguridad en 
mayor proporción.

Después de notar que la incidencia delictiva no refleja el monto to-
tal de delitos que se cometieron en el estado, sino solo los que deriva-
ron en una carpeta de investigación, exploramos la posibilidad de que 
dicha proporción, conocida como cifra negra de la criminalidad, ayude 
a mitigar tal divergencia. El valor de la cifra negra, entre 91 y 93%, en-
sancha la actividad criminal en el estado, pero estadísticamente se ha 
mantenido sin cambios, esto implica que, si bien es cierto que la inci-
dencia delictiva es mucho mayor a las que se reporta, la reducción es 
genuina. El presente documento no alcanza, ni pretende explicar esta 
reducción, la literatura que analiza las disrupciones causadas por la 
pandemia de la COVID-19 ya explora este fenómeno con vehemencia. 
En el contexto de este trabajo, una línea de estudio que podrá resultar 
de interés es la relación de delitos específicos con la percepción de 
seguridad. Es posible, por ejemplo, que sean aquellos relacionados con 
la vida y la integridad los que se correlacionen con la percepción de 
inseguridad, o que se deban considerar los del orden federal.

Finalmente, en términos de política pública, la prioridad no radica 
en explicar la disociación aparente entre los fenómenos previamente 
mencionados, sino en reforzar políticas que promuevan la reducción 
tanto de la actividad delictiva y la percepción de inseguridad, como de 
la cifra negra. En relación a la cifra negra, indagamos la importancia de 
dos razones: el deterioro de la confianza en las instituciones de segu-
ridad pública y justicia, y el costo incurrido al hacer una denuncia. No 
se encuentra evidencia de deterioro en la confianza a las autoridades, 
pero tampoco de que se haya experimentado una mejoría. De tal ma-
nera que no se descarta que la cifra negra se mantenga elevada porque 
no han existido aumentos sostenibles en la confianza que inspiran las 
instituciones de seguridad pública y justicia en el estado. 
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El costo de transacción lo entendemos como los gastos en los que se 
incurre al realizar una transacción, incluyendo la distancia cultural, de 
etnicidad y de clase social que, en conjunto, crean barreras de comuni-
cación entre la presunta víctima y la institución pública de seguridad y 
justicia. No es posible generar una estimación monetaria del costo de 
denunciar con la información disponible,  pero es posible rescatar la im-
portancia de este aspecto al observar que el factor más relevante por el 
que no se denuncia es la pérdida de tiempo. La proporción de presuntas 
víctimas que dedicaron más de cuatro horas a la denuncia, solo se redujo 
en el último año y la de quienes dedican menos de una hora a la denun-
cia se mantiene en niveles similares durante todo el periodo de análisis. 
Así, correcciones en el proceso de denuncia presentan una oportunidad 
inmediata para influir en el costo de denunciar y la cifra negra.
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Resumen: Con el presente artículo in-
vestigamos la forma como surgió y se 
desarrolló en nuestro país el control de 
legalidad de los actos de la administra-
ción pública por parte del inicial Tribu-
nal Fiscal de la Federación, hoy Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, me-
diante el hoy procedimiento contencioso 
administrativo (anteriormente juicio de 
nulidad). Para ello es pertinente analizar 
como la justicia administrativa federal en 
México se creó para permitir la adecuada 
defensa de los particulares contra actos 
de diversa(s) autoridad(es) que vulne-
ren sus derechos, por no estar ajustados 
estos a la legalidad y constitucionalidad 
correspondiente.

Abstract: With this article we investiga-
te the way in which the control of legality 
of the acts of the public administration 
by the initial Fiscal Court of the Federa-
tion, and today the Federal Court of Ad-
ministrative Justice arose and developed 
in our country, through the controls of 
the nowadays administrative contentious 
procedure (before annulment trial). For 
this, it is pertinent to analyze how the 
federal administrative justice in Mexico 
was created to allow the adequate defen-
se of individuals against acts of authori-
ty (ies) that violate their rights, because 
these are not adjusted to the legality and 
constitutionality that corresponds.
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Lo cierto es (...), que, si en algún plano de la vida social tiene lugar la democracia, 

es en el campo institucional del proceso administrativo, porque sólo en este ámbito 

se da la igualdad de partes entre gobernante y gobernado, y sólo aquí es que cabe 

argumentar la necesidad de cualquier conducta por respeto y en cumplimiento 

a la ley, como norma que se destina lo mismo a los órganos del estado que a los 

miembros singulares que a él pertenecen como sus componentes. (Briseño Sierra, 

1982, p. 15)

Introducción

En el presente artículo abordaremos la evolución histórica (abarcando 
el surgimiento y posterior desarrollo en nuestro país del control de le-
galidad de los actos de la administración pública por parte del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa (inicialmente Tribunal Fiscal de la 
Federación), mediante el procedimiento contencioso de control de le-
galidad respectivo, haciéndolo desde un enfoque de lo general a lo par-
ticular que nos proporciona como herramienta el método deductivo.

Más que pretender resolver una problemática específica, pretende-
mos desarrollar el panorama evolutivo de este medio de control que 
inició como una figura que pretendía copiar las actuaciones del Conse-
jo de Estado francés, pero que al final adquirió identidad propia y carta 
de naturalización en una sociedad y estado como el nuestro, con una 
inicial desconfianza hacia las resoluciones de un tribunal que juzgaba 
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las actuaciones del poder tributario federal (Secretaría de Hacienda) 
y que logró generar la confianza de autoridades y sociedad desde el 
principio por el profesionalismo y carácter eminentemente técnico de 
sus resoluciones.

El autor español Jesús González Pérez, citado por Héctor Fix Za-
mudio (1982), sostiene que la justicia administrativa es el grado más 
elevado de la protección jurídica del administrado en el mundo con-
temporáneo. Opinamos de forma similar, ya que si se otorga al go-
bernado un instrumento jurídico de defensa frente a la acción de la 
autoridad, que a veces puede ser arbitraria o ilegal, se ofrece un medio 
de defensa con amplias posibilidades para brindar estabilidad y paz 
social al conglomerado social.

Así, con la formulación del análisis teórico e histórico de la defensa 
de los particulares frente a la administración pública, se pretende aten-
der la necesidad de información sobre el origen y evolución de este 
proceso, cosa que hacemos a continuación.

Parte I. Régimen de derecho y legalidad:  
supuestos del estado de derecho

A) Estado de derecho y principios constitucionales en materia fiscal
Hemos querido iniciar con el supuesto previo de caracterizar a nuestro 
sistema jurídico-político como de Estado de Derecho, término que ha 
sido conceptualizado para efectos de señalar la sujeción de los particu-
lares y del gobierno (en todas sus instituciones) por igual a los precep-
tos legales y a la normatividad jurídica, creada para regular y dar cauce 
a las relaciones sociales.

Así, el estado de derecho regula las relaciones entre particulares, y 
las de la autoridad (gobierno en sentido amplio) con los mismos admi-
nistrados (supra-subordinación legitimada), o las que se dan entre los 
distintos órganos de poder que se encuentran interactuando, esto con 
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la finalidad de evitar conflictos (prevención) o solucionar los que se 
presenten. Una definición cercana sería la siguiente que expone Brise-
ño Sierra (1982): “Régimen estatal de derecho es la denominación que 
reciben aquellas organizaciones sociales que presentan el dispositivo 
jurídico que consiste en que las autoridades se supediten a una norma-
tividad implantada con anterioridad a su función” (p. 55).

Entendido en este sentido como la sujeción del poder político a la 
norma, buscando con ello que no se den situaciones ajenas a la función 
o facultad que tiene conferida la autoridad y que deriven en anarquía, 
tiranía o autoritarismo, donde se actúa a capricho del gobernante y 
se imponen cargas o esquemas alejados del derecho y la justicia a los 
gobernados.

Pero ¿cómo está estructurado y cuál es la organización jurídica del 
Estado de Derecho? De acuerdo con la concepción de Hans Kelsen, 
es toda estructura normativa, básicamente de Derecho escrito, donde 
se da una jerarquía de leyes en la cual se conforma un sistema legal 
que parte de un Congreso Constituyente, que elaboró la norma supre-
ma o Constitución, el poder reformador de la misma (o constituyente 
permanente en nuestro país), el Poder Legislativo Federal y el Poder 
Ejecutivo Federal, desenvolviéndose en un orden estrictamente jerar-
quizado y organizado de la manera siguiente:
1) La Constitución Política o la Ley Fundamental del Estado;
2) Los tratados y convenciones que el Estado celebre con otros sujetos 

del Derecho Internacional;
3) Las leyes ordinarias expedidas por el Poder Legislativo Federal;
4) Las leyes ordinarias que son expedidas por el Poder Ejecutivo Fede-

ral, en los casos de excepción autorizados por la misma Constitución 
(casos de excepción establecidos en el artículo 29 constitucional);

5) Los reglamentos de la administración pública que expide el Poder 
Ejecutivo Federal (Serra Rojas, 2016, pp. 163-164).
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De tal forma que la Constitución es la norma suprema, y con ella 
o derivadas de ella, las leyes y tratados internacionales expedidas o 
celebrados de conformidad con las disposiciones constitucionales, con 
lo que concluimos que la ley es la regulación preponderante del orden 
social y político, jerarquizada en un orden específico. El estado tam-
bién debe acatar la ley, cumpliéndola y haciéndola cumplir, por eso se 
habla de Estado de Derecho.

En el ámbito fiscal para cumplir con sus funciones el Estado, (de 
acatar y hacer cumplir la ley, básicamente en su carácter guberna-
mental) se halla investido de la potestad tributaria, dicha potestad es 
aquella por la que se imponen contribuciones a los integrantes de la 
organización estatal, y se confiere como una característica de la sobe-
ranía, y por lo mismo dicha potestad impositiva, tal y como lo señala el 
autor Miguel Valdés Villarreal (1972):

Comparte de cierto modo las características de poder supremo, en lo económi-

co; inalienable, en cuanto no se puede comprometer, dar en garantía, transigir o 

arrendar a la manera de los negocios privados; y solamente limitado en su eficacia 

por la reciedumbre de la vivencia democrática y de la posibilidad de la aplicación 

razonable de la ley; y en su legitimidad por las garantías individuales y por la forma 

de gobierno de equilibrio y coordinación de los poderes de la Unión y de funciones 

o competencias de la autoridad (p. 331).

Al respecto de la potestad tributaria, nuestra Constitución en su 
artículo 31 fracción IV establece la obligación a cargo de los particu-
lares de contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional 
y equitativa que señalen las leyes. Dicha obligación para los contribu-
yentes se convierte en una facultad de la autoridad y asimismo en una 
obligación de recaudar los tributos necesarios para los gastos públicos, 
estableciendo cuales serán dichas contribuciones y la forma de recau-
darlas.
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El precepto constitucional antes citado contiene los principios 
constitucionales de generalidad (todos por igual obligados a contri-
buir), obligatoriedad (la contribución no está sujeta a la voluntad de 
los particulares, sino que es una obligación constitucional y de derecho 
público); de vinculación al gasto público (la obligación de contribuir 
se hace en función de los gastos públicos y no para efectos de atesora-
miento u otro fin distinto), de proporcionalidad y equidad (la contribu-
ción proporcional significa que los causantes deben de contribuir a los 
gastos públicos en función de sus respectivas capacidades económicas, 
aportando a la Hacienda Pública una parte justa, adecuada de su capa-
cidad contributiva; y la característica de que sea equitativa significa 
la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos 
de una obligación fiscal, sin hacer distingos o excepciones de ninguna 
clase); y por último el principio de legalidad se refiere a que todas las 
contribuciones y sus elementos esenciales (sujeto, objeto, base, tasa o 
tarifa, época de pago y exenciones generales) deben de estar contem-
plados y fijados en la ley, para que no se dejen al libre arbitrio o criterio 
de la autoridad fiscal administrativa y esta determine conforme a su 
parecer.

De lo estipulado en el artículo 31 fracción IV de nuestra CPEUM 
(2021) se desprenden las obligaciones básicas en materia impositiva, 
pero en otros artículos de la carta magna también encontramos otro 
tipo de principios que igualmente representan obligaciones a ser ob-
servadas por parte de la autoridad o sujeto activo de la obligación tri-
butaria, a saber:
a) La prohibición de los impuestos o gravámenes que limiten el desa-

rrollo libre del trabajo (art. 5º);
b) La prohibición de la retroactividad, determina la garantía de au-

diencia y las facultades de la autoridad siguiendo las formalidades 
esenciales del procedimiento, para poder privar a los particulares 
de su vida, libertad, bienes o derechos (art. 14);
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c) Señala las formalidades para con los particulares (art. 16);
d) Establece la prohibición de leyes privativas (art. 13);
e) Prohíbe las costas judiciales en asuntos relacionados con todas las 

materias, incluida la fiscal (art. 17);
f) Limita la obligación de proporcionar alojamiento y otras prestacio-

nes a los militares sólo a tiempos de guerra (art. 18);
g) al mismo tiempo que prohíbe tajantemente la confiscación de bie-

nes como pena, señala la excepción en la aplicación total o parcial 
para el pago de impuestos o multas (art. 22).

Estos son los principios “adyacentes” que se aplican (constitucio-
nalmente) a la materia fiscal. Nuestro objetivo al mencionarlos en este 
apartado fue el de considerar solamente su estructura y destacar la 
importancia de aquellos que se desprenden del artículo 31 fracción IV 
y dar una idea de los demás que integran los diversos preceptos cons-
titucionales.

La única excepción a este rápido repaso será lo estipulado en los 
artículos 14 y 16 constitucionales (2021), ya que por su contenido dispo-
sitivo constriñen a la autoridad en el ejercicio de sus facultades a que 
se cumplan determinados requisitos en su accionar frente a los parti-
culares y resultan de suma trascendencia para los aspectos de control 
de legalidad que en México se han encargado al antes Tribunal Fiscal 
de la Federación, y hoy Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
mismos que desarrollaremos en un apartado posterior.

Concluyendo con este apartado queremos señalar que al ser un Es-
tado de Derecho la organización jurídico-política que nuestro país se 
ha dado, la Constitución como pilar fundamental de ese estado de de-
recho representa la ley suprema a la cual deben de ajustar su actuación 
la autoridad que ejecuta las leyes y el órgano facultado para crear las 
mismas (el poder legislativo).
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Los particulares en todo momento tienen garantizada una protec-
ción mínima de derechos humanos y sus garantías que les concede 
la ley suprema, a fin de que el actuar del gobierno no sea arbitrario o 
ilegal. Los principios constitucionales anteriormente vistos reflejan la 
consistencia de nuestro Estado de Derecho y los lineamientos que se 
ordenan cumplir a la autoridad en la vigencia del estado de derecho 
(para erradicar el desvío de poder, la arbitrariedad y la discrecionali-
dad a ultranza).

A continuación, pasaremos al estudio de la legalidad que debe pre-
cisamente conformar las actuaciones de cualquier órgano de gobierno 
frente a los particulares.

B) La legalidad, y presunción de la misma, en los actos de autoridad
Dentro del marco legal que nos rige, de leyes ordinarias emanadas de la 
Constitución General de la República, y en el caso concreto de la ma-
teria del Derecho Fiscal, el Código Fiscal de la Federación concede a 
favor de los contribuyentes una serie de derechos que deben ser acata-
dos y respetados por las autoridades fiscales, igualmente se le otorgan 
facultades especificas a dichas autoridades para estar en condiciones 
de cumplir con las atribuciones a su cargo.

Nos dice Manolo Sánchez Fernández (1988), que:

En el ámbito del Derecho Fiscal y debido a la influencia de los actos administrati-

vos, encontramos que los actos y resoluciones fiscales descansan en el principio de 

presunción de legalidad, ya que al ser manifestaciones del Estado a través de sus 

órganos y éstos son desinteresados, no se ve motivo para dudar de que –por regla 

general– lo que dichos órganos hacen, está apegado a las normas jurídicas (p. 387).

Encontramos aquí la manifestación propia y precisa de estado de 
Derecho, se presume que, al encontrarnos en un estado con esas carac-
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terísticas, la autoridad se apega y ajusta su actuar a lo estipulado por la 
Constitución y demás leyes de ella emanadas.

Esta presunción de legalidad de los actos y resoluciones de la au-
toridad administrativa (fiscal por el ordenamiento que lo rige) se en-
cuentra en nuestro Derecho Positivo en el artículo 68 del Código Fiscal 
de la Federación (2021) que a la letra señala:

Los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales. Sin em-

bargo, dichas autoridades deberán probar los hechos que motiven los actos o reso-

luciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa 

implique la afirmación de otro hecho.

Este principio constituye uno de los privilegios del fisco, pero se 
limita cuando el particular niegue hechos de una manera lisa y llana, 
haciendo recaer la carga de la prueba en las autoridades fiscales.

En relación con este aspecto de presunción de legalidad la Sala Su-
perior del extinto Tribunal Fiscal de la Federación (TFF) sostuvo el 
siguiente criterio:

resoluciones emitidas por las autoridades fiscales. - se presumen validas 

hasta en tanto no haya resolución firme que las anule o revoque. - El 

artículo 89 del Código Fiscal (68 del vigente), señala que se presumirán válidas las 

resoluciones de las autoridades fiscales, por lo que en tanto no haya una resolución 

o sentencia firme de autoridad competente que las revoque o anule, deben consi-

derarse verdad legal y producen por tanto todos sus efectos.

En consecuencia, las autoridades fiscales podrán basarse en ellas para emitir 

resoluciones subsecuentes en el procedimiento administrativo, pues de no razo-

narse así, la autoridad fiscal vería fácilmente caducar sus facultades para determi-

nar créditos fiscales, ya que si tuviera que esperar hasta que se resolviera en forma 

definitiva sobre una resolución previa, para poder ejercer facultades o derechos, 

por lo que se abriría la posibilidad de que causantes sin escrúpulos iniciaran de-
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mandas contra resoluciones correctas con el sólo fin de dejar transcurrir el tiempo 

y hacer negatorias las facultades de las autoridades para realizar lo que en el caso 

procediera (Revista del TFF ,1981, p. 138).

Como se puede observar, la tesis transcrita hace referencia al aspec-
to de la presunción de legalidad en relación con una serie de ejercicios 
subsecuentes en las facultades de las autoridades fiscales, y analiza el 
seguir continuado del actuar de la autoridad sin tener que esperar a 
la sentencia definitiva, cuando probablemente ya se hubiera dado la 
caducidad de las facultades de la autoridad. Sin embargo, la adminis-
tración fiscal, por su calidad de órgano del poder público, encargado 
de observar la ley y privado de un interés privado diverso del interés 
público, no es normal que dicte resoluciones arbitrarias o fundadas en 
preceptos inexactos; pero naturalmente esta presunción puede y debe 
ceder ante las pruebas y alegaciones del particular lesionado (Sánchez, 
1988).

A pesar de lo que significa el principio de presunción de legalidad, 
el mismo no exonera a la administración de acatar por su parte el prin-
cipio de legalidad que constitucionalmente le obliga. Esto se establece 
en la segunda parte del ya citado artículo 68 del Código Fiscal de la 
Federación. Con lo cual se obliga a la autoridad a probar los hechos 
que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa 
y llanamente.

Existe, al respecto, la siguiente tesis de la Sala Superior del anterior 
Tribunal Fiscal de la Federación, que en aquel momento fue referida 
al caso:

prueba. - cuando corresponde la carga de la misma a la autoridad fiscal 

y cuando al causante.- La situación de causante frente a las afirmaciones de la 

autoridad fiscal difiere de cuando esas aseveraciones se hacen sin base alguna o 

cuando se hacen con base en datos asentados en una acta levantada de conformi-
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dad con los preceptos legales aplicables. En el primer caso, la negativa por parte 

del causante traslada la carga de la prueba a la autoridad; en el segundo, habiéndo-

sele dado a conocer al contribuyente los hechos asentados en el acta, será él quien 

tenga la carga de la prueba para desvirtuar tales hechos. Si bien es cierto que los 

hechos asentados en el acta no implican su veracidad absoluta, puesto que admiten 

prueba en contrario, también lo es que, si esta prueba no se aporta o no es idónea, 

deberá estarse a la presunción de legalidad de tales elementos. (Revista del TFF, 

1982, p. 124).

En la tesis anterior observamos como de conformidad con lo que el 
artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, vigente, se establece la 
presunción de legalidad de los actos de la autoridad fiscal subsistente 
hasta en tanto no los niegue el particular, pero si la autoridad demues-
tra y comprueba con hechos su actuar de conformidad legal, la carga 
de la prueba se revierte al gobernado y es este quien debe probar o 
refutar con pruebas idóneas el dicho de la autoridad.

Ahora bien, en relación con esta presunción de legalidad ¿cómo se 
concibe el actuar conforme a Derecho y legal por parte de la autoridad 
en el sistema jurídico mexicano? En este punto y para dar contestación 
a la interrogante antes planteada debemos señalar que en cuanto al 
principio de legalidad que esgrime nuestro ordenamiento positivo nos 
estamos refiriendo a la legalidad en relación con la actuación y ejerci-
cio de las facultades que tienen las autoridades fiscales; ya que también 
podemos concebir el principio de legalidad en materia tributaria como 
aquel que se ha enunciado tradicionalmente mediante el aforismo lati-
no adoptado del Derecho Penal ‘nulum tributum sine lege’, que signifi-
ca que no hay tributo sin ley.

Este principio de legalidad en materia sustantiva para el nacimiento 
de la obligación tributaria y su característica de imperio frente a la vo-
luntad de los particulares, lo ubicamos en el marco constitucional del 
artículo 31, fracción IV que ya se comentó anteriormente.
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Pero además doctrinal y jurisprudencialmente se reconoce otro 
principio de legalidad ubicado dentro del campo o ámbito de aplica-
ción de las leyes tributarias por el Poder Ejecutivo y sus órganos. Aquí 
el principio de legalidad se explica como límite constitucional de dicho 
poder a la luz de lo consignado expresamente por el artículo 16 de la 
Carta Magna, que prescribe:

Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, 

sino en virtud de mantenimiento escrito de autoridad competente que funde y 

motive la causa legal del procedimiento. (…).

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias, (...) y exigir la 

exhibición de libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado 

las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos a las leyes respectivas (…) 

(CPEUM, 2021).

En este contexto, también el artículo 14 de la misma ley suprema 
reviste una importancia teórica y práctica adyacente al establecer que:

A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. Nadie 

podrá ser privado de la vida, libertad, posesiones o derechos sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las for-

malidades esenciales del procedimiento conforme a las leyes expedidas con ante-

rioridad al hecho (CPEUM, 2021).

Ambos textos (artículos 14 y 16 de la CPEUM) contienen principios 
de todo régimen de estado de derecho, como son las garantías de lega-
lidad, irretroactividad, audiencia, debido proceso legal, competencia, 
forma escrita y fundamentación y motivación, los que en suma tutelan 
la seguridad jurídica de los gobernados frente a los actos de autoridad.
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Estos dos preceptos constitucionales antes citados, son el baluarte 
de los gobernados porque garantizan la correcta conducción de la au-
toridad en lo que concierne a las facultades que la misma ley le otorga.

En relación con esta importante función de control de la legalidad 
vemos que, en su esfera de aplicación, el enunciado de legalidad signi-
fica la prohibición de que las autoridades tomen decisiones individua-
lizadas sin soporte legal que funde o motive sus actuaciones y además 
están obligadas a cumplir las formalidades esenciales del procedimien-
to. Desde este enfoque el alcance del principio está conformado por 
la adecuación de la actividad administrativa a la norma tributaria que 
funde o motive su acto, amén de las disposiciones que lo faculten ex-
presamente para ello. Lo anterior evidencia la importancia del prin-
cipio tanto en el ámbito de aplicación de la ley, como en la esfera de 
creación normativa, ya que el sometimiento al enunciado en uno sólo 
de estos ámbitos, lo haría ineficaz en detrimento del orden legal.

Si el resultado fuera inverso (actuación ilegal o inconstitucional de 
las autoridades administrativas) dos son los medios de impugnación 
que en el sistema mexicano de vías de defensa existen para dar la efi-
cacia al principio de legalidad:
1.- Medios de Control de Constitucionalidad de leyes y actos de la ad-

ministración y, 
2.- Medios de Control de la Legalidad de la actuación de las autorida-

des por incumplimiento a las leyes ordinarias, en función de los 
requisitos constitucionales contenidos en los artículos 14 y 16, que 
prescriben la legalidad de todo acto de autoridad.

De forma tal que, como se desprende de lo antes dicho, el control de 
la actuación del poder público opera en dos formas: en materia sustan-
tiva al imponerse los tributos, y en materia administrativa y procesal, 
al ajustar la autoridad su actuación a lo que dispone la Constitución en 
sus artículos 14 y 16.
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Con el control constitucional que se da en materia de juicio de am-
paro y con el control de legalidad, a través del contencioso adminis-
trativo, se da vigencia y se hace cumplir en la práctica el estado de 
Derecho.

A continuación, haremos un repaso descriptivo del nacimiento y 
evolución del contencioso administrativo en México.

Parte II. El procedimiento contencioso administrativo y el 
control de legalidad en la actuación de la autoridad

A) El contencioso administrativo en México, nacimiento y evolución
Existen dos grandes corrientes en el mundo (y que sostienen posicio-
nes encontradas) acerca del tratamiento jurisdiccional que se les debe 
dar a aquellas controversias que se presenten entre los particulares y 
la administración pública.

En primer término, encontramos el sistema judicialista, que es el 
que ha imperado en los países con Derecho Anglosajón o del Common 
Law, y que consiste en que el Poder Judicial es el que debe conocer 
de dichas controversias, situándose en una posición donde el judicial 
adquiere una característica de superpoder ya que juzga los actos de la 
Administración Pública (Poder Ejecutivo) a la luz de las reclamaciones 
y controversias que se susciten con los particulares. 

En cambio, el otro sistema es el que abandera Francia en donde por 
medio de un órgano de control que es el Consejo de Estado, creado 
dentro de la esfera formal de la administración, ya que desde la Revo-
lución Francesa se estableció el principio de “que los jueces ordinarios 
no podían resolver los conflictos administrativos, ya que ‘juzgar a la ad-
ministración es también administrar” (Fix Zamudio, en Tribunal Fiscal 
de la Federación, 1982, p. 385).
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El Consejo de Estado en Francia actúa como un órgano jurisdiccio-
nal dependiente del Poder Ejecutivo, pero con la característica de estar 
dotado de plena autonomía, le ha dado gran prestigio por su indepen-
dencia frente a la administración y su penetrante jurisprudencia (Fix, 
en Tribunal Fiscal de la Federación, 1982, p. 386).

Este sistema de justicia administrativa se ha adoptado (inclusive 
con el mismo nombre) en muchos otros países. En el nuestro es hasta 
el siglo XX, después de varios intentos infructuosos en el siglo XIX 
(como el procedimiento que pretendió implementar Teodosio Lares 
en 1853), donde se cristaliza la institucionalización de un tribunal ad-
ministrativo que conoce de las controversias entre las autoridades y 
los gobernados. Este tribunal fue denominado Tribunal Fiscal de la Fe-
deración, que, si bien al principio tenía una competencia bien definida 
para atender asuntos en materia fiscal, después ha ido evolucionando 
al dársele otros campos competenciales en materias como pensiones 
civiles y militares, contratos de obras públicas, o de responsabilida-
des de los funcionarios públicos (incluyendo el procedimiento sancio-
nador), hasta llegar a su denominación actual de Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, pasando por la de Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa y Fiscal.

El Tribunal Fiscal de la Federación inició sus actividades el 01 del 
mes de enero de 1937, y fue establecido por la ley de Justicia Fiscal del 
27 de agosto de 1936. Su característica principal es que fue concebido 
como un organismo jurisdiccional de jurisdicción delegada, a semejan-
za del modelo del Consejo de Estado Francés.

Esta concepción de justicia delegada fue lo que lo diferenció del mo-
delo de Teodosio Lares, ya que él proponía en la “Ley para el arreglo de 
lo contencioso administrativo” de 1853 un modelo de justicia retenida, 
en donde el tribunal dependiera y estuviera sujeto a las instrucciones 
del Poder Ejecutivo. Siendo por ende el Tribunal Fiscal de la Federa-
ción un tribunal de justicia delegada (dada su autonomía como órgano 
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desconcentrado), sus primeras características fueron las de un tribunal 
de mera anulación, dejando sin valor jurídico y fuera del mundo del 
Derecho aquellas resoluciones o actos de la autoridad que se deter-
minara que fueran ilegales o contrarios al mismo. Esta concepción del 
Tribunal en sus inicios se ha ido modificando y ahora es un tribunal 
de pleno derecho, con potestad de imperio, al poder emitir sentencias 
sustituyendo a la propia autoridad administrativa.

Otro punto importante en el nacimiento del Tribunal es el que de-
termina su inserción dentro del sistema jurídico mexicano, al no te-
nerlo como un tribunal de cosa juzgada, sino que se le situó en una 
característica intermedia, ya que las resoluciones del órgano de justicia 
fiscal (paulatinamente extendido a toda la materia administrativa) que 
dejaran inconformes a los particulares o autoridades, podían y pueden 
aún impugnarse por medio del juicio de amparo para los particulares y 
de la revisión para la autoridad.

La evolución del Tribunal Fiscal de la Federación en nuestro país a 
partir de la fecha de su creación (1937) ha significado también la evo-
lución y el desarrollo del contencioso administrativo en México abar-
cando competencia respecto de todos los actos de la administración 
pública.

Este cambio se logró cuando en el año 2000 en el Código Fiscal de 
la Federación se sustituyó juicio de nulidad y causales de nulidad por 
procedimiento contencioso administrativo y causales de ilegalidad, 
como un claro indicio de que el respeto y la independencia ganados 
por el Tribunal Fiscal de la Federación lo llevó a convertirse en un 
tribunal de plena jurisdicción, y por consiguiente en un tribunal de lo 
Contencioso Administrativo Federal (con la denominación actual de 
Federal de Justicia Administrativa), al extender su competencia a todos 
los asuntos administrativos del orden federal.

La autonomía del Tribunal ha existido de hace muchos años a la fe-
cha, y más que ser un órgano jurisdiccional, su evolución resultó en un 
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tribunal con carácter judicial, de tal forma que pudiéramos situarlo en 
un gran tercer sistema de justicia administrativa que es el alemán, don-
de se da una especialización de los tribunales administrativos, apar-
tados estos de los civiles, penales o de otro tipo. Esta especialización 
según el modelo alemán se ha ido dando también en nuestro país, pero 
igualmente respecto a los tribunales de amparo: juzgados de distrito, 
tribunales colegiados y salas de la Suprema Corte. La opinión de tra-
tadistas como Antonio Carrillo Flores, Héctor Fix Zamudio y Alfonso 
Cortina Gutiérrez, ha sido en el sentido en que la creación de este tri-
bunal de pleno derecho y jurisdiccional era ya un imperativo en nues-
tro sistema contencioso.

Con el cambio que se dio de denominación de Tribunal Fiscal de 
la Federación a Tribunal Federal de Justicia Administrativa (pasando 
como se dijo por la de Tribunal Federal de Justicia Administrativa y 
Fiscal), se le otorgó en 2004 la característica de un tribunal judicial y 
se le permitió con ello constituirse en uno de plena jurisdicción y con 
la garantía para los administrados de que el control de legalidad al cual 
está obligado dicho tribunal es estricto y puede hacer que con poder de 
imperio las autoridades administrativas cumplan sus sentencias.

Hemos considerado conveniente destacar la fecha de creación del 
Tribunal Fiscal de la Federación y su evolución a grandes rasgos, par-
tiendo de sus principales características jurídicas; porque nuestro ob-
jetivo en este apartado es el establecer y dejar sentado, que en nuestro 
país tenemos desde hace ochenta y cuatro años un órgano del estado, 
dotado de plena independencia y autonomía, evolucionando de ser en 
un su origen sólo de mera anulación, a un tribunal federal especializa-
do con plena competencia y plena jurisdicción.

En nuestra opinión el Tribunal Fiscal de la Federación cumplió con 
las expectativas que en un principio se tuvieron para su creación y ha 
sabido dignamente representar los intereses del Estado en su conjunto 
y de la sociedad en particular, al brindar justicia a todos los que recu-
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rren a él buscando que se aplique correctamente la ley y los principios 
constitucionales contenidos en los artículos 14 y 16, sin embargo el Tri-
bunal no resuelve planteamientos acerca de la inconstitucionalidad de 
las leyes ya que carecía (hasta hoy) de competencia para estudiar y 
resolver sobre la inconstitucionalidad de una ley, debido que tal facul-
tad corresponde al Poder Judicial de la Federación a través del juicio 
de amparo.

A pesar de ello su función como garante y protector del estricto 
cumplimiento de la legalidad por parte de la administración quedó fue-
ra de toda duda, ya que los particulares tenían y tienen en él a un ente 
juzgador confiable y autónomo que resuelve todas las disputas que se 
presenten conforme a Derecho, y en función de las probanzas aporta-
das por cada una de las partes que concurran al juicio.

B) Análisis del contenido y alcance de los supuestos  
del juicio contencioso administrativo actual
El principio de legalidad es el eje en torno al cual se deben sujetar las 
diversas conductas y formas de actuación de la autoridad apegadas a 
los requisitos constitucionales contemplados en los artículos 14 y en 
el 16.

En este contexto y siguiendo los señalamientos de construcción 
jurisprudencial que ha realizado el Máximo Tribunal Constitucional 
del país destacan aquellas resoluciones referidas a las facultades de las 
autoridades administrativas, las cuales han sido brillantemente extrac-
tadas por Sergio Francisco de la Garza (2015) y se transcriben:

En tesis número 47 de la jurisprudencia común al Pleno y a las Salas se ha estable-

cido que ‘las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.

También ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la Nación que las au-

toridades ‘no tienen más facultades que las que la ley les otorga, pues, si así no 
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fuera, fácil sería suponer implícitas todas las necesarias para sostener actos que 

tendrían que ser arbitrarios, por carecer de fundamento legal’. Que ‘los actos de 

las autoridades administrativas que no estén autorizados por ley alguna, importan 

una violación de garantías’. Que ‘las autoridades administrativas no tienen más 

facultades que las expresamente les conceden las leyes, y cuando dictan alguna 

determinación que no esté debidamente fundada y motivada por alguna ley, debe 

estimarse que es violatoria de las garantías consignadas en el artículo 16 constitu-

cional’. También ha considerado que ‘las autoridades administrativas, por una par-

te, sólo pueden hacer lo que las ley les permite, y por otra parte, la sola existencia 

de una ley que no ha sido debidamente aplicada y citada en el acto administrativo 

que se reclame, no le da a éste el carácter de constitucional, por lo que si no se 

señala expresamente como fundamento del acto éste es inconstitucional, aunque 

la autoridad respectiva alegue que por tratarse del cumplimiento de leyes de orden 

público, la simple omisión de una cita legal de una disposición administrativa, que 

tiene su apoyo en preceptos legales permanentes, no pueden ser causa para que se 

perjudique el interés público’. Que ‘las autoridades administrativas deben expresar 

las disposiciones legales en que se apoyan sus actos, y si no lo hacen en contra la 

ejecución de los mismos es procedente conceder la suspensión (p. 661-662).

Como podemos observar la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha ido integrando jurisprudencia en torno a nuestro tema de estudio 
que es el control de legalidad de la autoridad en su actuación, inclu-
so la misma Corte ha señalado lo que jurisprudencialmente debe en-
tenderse por fundamentación y motivación estableciendo en diversas 
épocas jurisprudencia al respecto, transcribimos la que consideramos 
más sencilla en su expresión:

De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad 

debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo 

que primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso 

y, por lo segundo, que también deban señalarse, con precisión, las circunstancias 
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especiales, razonamientos particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 

consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista ade-

cuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso 

concreto se configuren las hipótesis normativas (Segunda Sala, Apéndice de 1995).

Además, la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación sos-
tuvo en su momento que el objetivo del artículo 16 constitucional, al 
establecer la garantía de fundamentación y motivación, es el de:

… tutelar los derechos particulares, sujetando la actuación de las autoridades a su 

régimen de derecho, impidiendo que los particulares caigan en estado de indefen-

sión, por lo tanto la multicitada obligación debe ser vista en razón de los objetivos 

que persigue y no como un mero formulismo que obstaculice el desempeño de las 

autoridades en el cumplimiento de sus funciones de orden público y social, (...) 

la falta de motivación sólo puede ser aquello que impida o dificulte la defensa del 

causante y no la omisión de una situación que conoce perfectamente y que se sigue 

lógicamente de los diversos elementos de la resolución. (Revista TFF, 1982, p. 258).

En cuanto a la garantía de audiencia contemplada en el artículo 14 
constitucional, la cual, a pesar de haber sido estructurada para aplicar-
se a los procesos jurisdiccionales, la jurisprudencia de la Corte la ha 
extendido a los procedimientos administrativos. En relación con ello, 
la Corte ha dicho que los artículos 14 y 16 constitucionales, imponen a 
todas las autoridades del país la obligación de oír en defensa a los po-
sibles afectados con tales determinaciones, así como la de que éstas, al 
pronunciarlas, se encuentren debidamente fundadas y motivadas.

La Ley federal del Procedimiento contencioso administrativo en su 
artículo 51 establece las causales de ilegalidad (anteriormente en el Có-
digo fiscal de la federación de nulidad o anulación) que puede revestir 
una resolución administrativa. Con este artículo el legislador está dán-
dole al tribunal el papel de “controlador de la legalidad” en el sistema 
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tributario y administrativo mexicano, ya que a través del procedimien-
to contencioso administrativo el particular puede oponerse a los actos 
ilegales de la autoridad y ejercitar sus defensas.

Tal y como se desprende de dicho numeral, las sentencias del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa actualmente declaran la ile-
galidad del acto de autoridad, o reconocen su validez, tomando como 
base las causales de ilegalidad enunciadas en dicho precepto, que se 
convierte por ende en reglamentario del artículo 16 constitucional.

De esta forma la garantía de legalidad desarrollada por el artículo 
16 constitucional, ha sido acogida por la legislación tributaria federal 
en el numeral que estamos estudiando. Esto es así, ya que observamos 
que la incompetencia del funcionario que dicte, ordene o tramite el 
procedimiento o una resolución administrativa es causal de ilegalidad, 
y el artículo 16 constitucional señala que el acto autoritario de molestia 
debe ser de autoridad “competente”; la omisión de requisitos formales 
(inclusive la ausencia de fundamentación y motivación) que afecta las 
defensas del particular y trascienda el sentido de la resolución, esto 
también es regulado por el multicitado artículo constitucional que es-
tamos comentando cuando ordena fundar y motivar la causa legal del 
procedimiento y sujetarse la autoridad para las visitas domiciliarias 
a las leyes respectivas y formalidades prescritas para los cateos. Los 
vicios del procedimiento que trasciendan al sentido de la resolución 
impugnada, contemplados también como alejamiento de la autoridad 
de lo prescrito en las leyes respectivas y formalidades prescritas. Igual-
mente, los supuestos se refieren a indebida o incorrecta motivación, 
existiendo además la desviación de poder de la autoridad dictada en 
ejercicio de sus facultades discrecionales, mismas que le son concedi-
das por la ley, alejándose del fin de la misma.

Los vicios de ilegalidad que contempla dicha ley federal del proce-
dimiento contencioso administrativo también son muy parecidos a los 
que señala la doctrina, quedando resumidos en cuatro causales. Arga-
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ñarás (citado por Margáin Manatou, 1980), lo reseña de la siguiente 
forma:
a) Incompetencia del órgano administrativo que produjo el acto.
b) Inobservancia de las formas o procedimientos señalados por la nor-

ma administrativa para la emanación del acto;
c) Violación de la ley (o sea, disconformidad del acto administrativo 

con la norma legal que lo rige), y
d) Producción del acto por motivos extraños a la finalidad de la ley que 

lo autoriza (o sea el vicio especialmente conocido por ‘desviación 
de poder’) (p. 17).

La causal de incompetencia según la doctrina reconoce cuatro tipos 
de división de la misma, a saber:
1) Invasión de funciones de orden jerárquico, que se da cuando el su-

perior jerárquico ejerza aquellas que correspondan a funcionarios 
subordinados a él, o viceversa.

2) Invasión de funciones “ratione personae”, que es cuando una auto-
ridad administrativa ejerce funciones que corresponden a otra con 
la que no existe vínculo jerárquico.

3) Invasión de funciones “ratione loci”, que se da cuando la autoridad 
actúa fuera del área geográfica que legalmente tiene asignada; y 

4) Invasión de funciones “ratione temporis”, que se presenta cuando 
se tomen decisiones por funcionarios que han dejado de serlo o que 
deben cesar de inmediato en el cargo (Margain, 1980, p. 18-21).

La causal de incumplimiento de formalidad se presenta, según Mar-
gain Manatou (1980):

Cuando la autoridad omite dar cumplimiento a las formalidades que señala la ley. 

Este vicio puede darse en dos modalidades: a) omisión de las formalidades que 
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legalmente deben revestir la resolución y b) omisión de las formalidades que legal-

mente deben revestir el procedimiento impugnado. (p. 22)

La causal de violación de la disposición origina una nulidad o ile-
gitimidad de fondo “pues se impugna el derecho en que se apoya la 
autoridad para fundar su pretensión. Esta causal también puede darse 
en dos modalidades: a) Violación de la disposición aplicada y b) no 
haberse aplicado la disposición debida” (Margain, 1980, p. 22).

Por lo que se refiere al desvío del poder y siguiendo a Margain Ma-
natou en sus apreciaciones, mismo que cita a Cortina Gutiérrez para el 
desarrollo del tema, señala que:

El desvío de poder es en el fondo una teoría que permite a los jueces el examen 

mismo de las intenciones de los administradores, en la medida en que hayan podi-

do ser externadas en un acuerdo administrativo; al dictar una resolución dentro de 

la facultad discrecional si el administrador ha violado el objeto de la ley, si en fin, 

ha vulnerado con su acuerdo la moralidad administrativa, por desvío de poderes 

es posible nulificar la resolución, usándose el recurso de exceso de poder. (p. 24)

Con lo antes dicho, observamos como las causales de ilegalidad 
planteadas por el legislador en el ordenamiento positivo de la ley mexi-
cana, a la vez que son las mismas que reglamenta el artículo 16 (y el 
14 en cuanto a los aspectos de garantía de audiencia) dispone también 
una forma de controlar la actuación de la autoridad, y las mismas han 
sido también ampliamente expuestas por la doctrina administrativista 
como vicios de ilegalidad que dan materia al contencioso administra-
tivo.

Por lo tanto podemos afirmar que el contenido referido del artículo 
51 de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo (de 
2005 a la fecha) que dispone decretar la ilegalidad de los actos de la 
administración pública que no reúnan los requisitos que exige nuestra 
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Carta Magna, constituye un auténtico dique y freno a las actuaciones 
irregulares, arbitrarias, discrecionales o ilegales de las autoridades y 
por ende implica garantizar los derechos humanos relativos a la segu-
ridad y certeza jurídica que todo gobernado tiene.

C) Efectos, alcances y limitaciones de la declaración de ilegalidad por 
parte del Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Sí, como ya se ha visto en los apartados anteriores, la función de con-
trol de legalidad en el contencioso administrativo mexicano ha sido 
fijada por el legislador en el texto del artículo 51, sigue a continuación 
establecer que efectos, alcances y limitaciones tiene esta declaración 
de ilegalidad hecha a través del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa.

En efecto, como ya lo dijimos antes, el Tribunal Fiscal de la Federa-
ción surgió, en el momento de su creación a la vida jurídica como un 
Tribunal de mera anulación, aunque existan divergencias iniciales en 
la exposición de motivos de la Ley de Justicia Fiscal de 1936 que creo al 
tribunal en comento. En dicho sentido la exposición de motivos señala:

El tribunal pronunciará tan sólo fallos de nulidad de las resoluciones impugnadas 

pero con el fin de evitar los inconvenientes que presenta ahora la ejecución de 

sentencias de amparo, que también los fallos de nulidad, y que frecuentemente se 

prolonga a través de una o varias quejas en las que en forma escalonada el tribunal 

judicial va controlando la ejecución de su sentencia, en la Ley se establece que el 

fallo del Tribunal Fiscal que declare una nulidad, indicará de qué manera concreta 

en qué sentido debe dictar nueva resolución la autoridad fiscal (De la Garza, 2015, 

p. 661-662).

Además de que dicha exposición de motivos declara que:
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El tribunal no está dotado de competencia para pronunciar mandamientos diri-

gidos a obtener la ejecución de sus fallos, y la negativa de los agentes del Fisco a 

obedecer las disposiciones del Tribunal deberá combatirse mediante el amparo 

(De la Garza, 2015, p. 636).

Al respecto y en relación con el tipo de sentencias que eran emiti-
das por él Tribunal Fiscal de la Federación, Margain Manatou hace la 
distinción entre sentencias declarativas y de condena (aunque también 
existen las constitutivas y que no son tratadas por el autor menciona-
do). Refiere las declarativas como aquellas que sólo se limitan a señalar 
si se ha violado o no la ley con la resolución combatida; y menciona las 
de condena como aquellas que no sólo se limitan a declarar el Derecho, 
sino que “ordena su reposición” (De la Garza, 2015, p. 637).

La diferencia entre las sentencias declarativas y las de condena, las 
estableció la doctrina de la siguiente forma:
a). La sentencia declarativa produce el efecto de determinar el Dere-

cho.
b). La sentencia de condena, además de este efecto, produce también el 

efecto de constituir un título para la realización forzosa de la rela-
ción declarativa;

c). En la sentencia declarativa, la pretensión del actor sólo es declarada 
como existente; en la sentencia de condena, se declara cómo debe 
satisfacerse dicha pretensión;

d). La sentencia declarativa afirma un derecho a la pretensión; la sen-
tencia de condena comprueba un derecho que además debe tam-
bién ser satisfecho;

e). La sentencia declarativa afirma sólo el derecho; la sentencia de con-
dena afirma que este derecho debe ser cumplido o satisfecho.

f). De la sentencia declarativa no puede derivarse una ejecución forzo-
sa; la sentencia de condena puede dar lugar a una ejecución forzosa; 
y, 
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g). La sentencia declarativa es un puro juicio lógico; la sentencia de 
condena es un juicio lógico más un acto de voluntad (Margain, 1986, 
p. 158-159).

Como podemos observar en los anteriores conceptos diferenciales 
y distintivos, entre una sentencia de condena y una declarativa existen 
marcadas divergencias. ¿Cómo concibe entonces nuestro Derecho Po-
sitivo la sentencia en el procedimiento contencioso administrativo? El 
legislador federal estableció en el artículo 52 antes citado los términos 
en que las sentencias definitivas del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa pueden dictarse.

En la evolución que tuvo el Tribunal Fiscal de la Federación de ori-
ginalmente ser un tribunal de mera anulación a uno de plena juris-
dicción; en lo que actualmente está plasmado el artículo 52 de la Ley 
Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo está clara la 
atribución otorgada por el legislador para la plena jurisdicción al emi-
tir sentencias.

De lo anterior desprendemos que la consolidación del Tribunal 
como un órgano de plena jurisdicción sigue su marcha y que ya no 
solamente se contempla ratificar la validez o declarar la nulidad de la 
resolución impugnada, si no que también la declaratoria de nulidad 
de la resolución puede hacerse para determinados y precisos efectos, 
ordenando claramente a la autoridad la forma y términos en que debe 
cumplir la sentencia que se le notifique.

El artículo antes citado es también claro en la disposición de que 
se ordenará la emisión de una nueva resolución por parte de la auto-
ridad cuando no se cumplan las formalidades exigidas por las leyes, 
afectándose las defensas del particular y trascendiendo al sentido de 
la resolución administrativa que se combate, e igualmente en el mismo 
sentido cuando se den vicios en el procedimiento con las mismas ca-
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racterísticas (de afectación de las defensas del particular trascendien-
do al sentido de la resolución combatida).

Además, en el caso de ejercicio de facultades discrecionales por 
parte de la autoridad se debe declarar la nulidad y ordenar que se emi-
ta nueva resolución atendiendo a la sentencia de la Sala respectiva del 
Tribunal Federal. De tal suerte que las sentencias en el contencioso 
administrativo federal se caracterizan aparte de anular el acto viciado 
de ilegalidad, por el hecho de que se pueden señalar efectos por parte 
del juzgador administrativo.

Margarita Lomelí Cerezo, en su obra “Estudios fiscales” señala que 
desde un principio al crearse el Tribunal Fiscal de la Federación, a pe-
sar de que la contradicción, que ya comentamos en el comienzo de este 
apartado, se presentaba en la Exposición de Motivos de la Ley de Justi-
cia Fiscal de 1936, por el hecho de contemplar al tribunal como de mera 
anulación y sin embargo se permitía (para evitar las fallas del juicio de 
amparo) que el órgano jurisdiccional dictará su sentencia señalando 
para que efectos, pues bien, Lomelí Cerezo (1984) manifiesta que la 
tendencia en la evolución legislativa ha sido la de ir aumentando las 
posibilidades de que el Tribunal se fuera convirtiendo en uno de plena 
jurisdicción (lo que efectivamente ya señalamos sucedió en 2005) dado 
que:

El propósito de precisar las consecuencias de la declaración de nulidad siguió pre-

sentándose y aún se intensificó en el Código Fiscal de 1939, cuyo artículo 204 esta-

blecía ya no sólo el sentido concreto de la nueva resolución, sino de las bases que la 

sentencia anulatoria debía indicar. Siguiendo la misma tendencia hacia una mayor 

precisión de las consecuencias de la nulidad, el Código Fiscal de la Federación 

(1967) establecía en el artículo 230 que cuando se declare la nulidad (…), indicará 

los términos conforme a los cuales debe dictar su nueva resolución la autoridad 

fiscal (p. 134).
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Lomelí Cerezo (1984) también nos refería el alcance en aquel mo-
mento de las sentencias de nulidad y manifiesta que son diferentes los 
efectos de la misma según la causal de ilegalidad que se haya declarado 
existente en cada caso. Y si la causal de ilegalidad fue planteada por in-
competencia y esta prospera, la resolución o procedimiento se anula-
rán de modo absoluto, en tanto que no es posible que conserven algún 
valor jurídico si emanaron de funcionario incompetente. Sin embargo, 
dicha declaración de nulidad no impide que la autoridad competente 
resuelva sobre la misma cuestión o procedimiento análogo.

Por lo que hace al motivo o causal de ilegalidad consistente en la 
omisión o incumplimiento de las formalidades, sus efectos serán la nu-
lidad del procedimiento o acto impugnados, sin perjuicio de que la 
autoridad competente emita nueva resolución o actué cumpliendo las 
formalidades exigidas. En el caso de vicios de procedimiento donde se 
tengan que cumplir también formalidades los alcances de la nulidad 
son similares a los dos anteriores.

En el caso de nulidad por violación a la disposición aplicada o por 
no haberse aplicado la debida, aparte de tener el efecto y alcance de 
privar de todo valor jurídico a dicho acto, tendrá el de que “ninguna 
autoridad podrá estar en posibilidad legal de emitir otro o de llevar 
adelante un procedimiento sobre un fallo que examinando el proble-
ma ha establecido que tiene el valor de la cosa juzgada”. En el caso de 
que se considere que se incurrió en desviación de poder por el ejer-
cicio de facultades discrecionales por parte de la autoridad, el poder 
de la sentencia conlleva dos pronunciamientos; expresa o tácitamente. 
El primero necesariamente implica un reconocimiento de validez del 
proveído sancionador (en el caso de multas o infracciones), en cuanto 
tipificó una infracción y determinó sancionarla, pues de otro modo no 
procedería entrar al estudio del desvío de poder. El segundo supone la 
anulación del proveído, pero exclusivamente en cuanto la cuantifica-
ción de la multa fue realizada con abuso de poder.
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Las limitantes que se tienen al anularse un acto de autoridad, son 
las de que, cuando no tenía poder de imperio el Tribunal para hacer 
cumplir sus determinaciones, las mismas quedaban en meras senten-
cias declarativas, aunque dictándose los alcances de ellas (lo que ya 
significaba el inicio de la plenitud de jurisdicción).

Para terminar este artículo diremos que el camino de la búsqueda 
de mejores soluciones para controlar la actuación de la autoridad ad-
ministrativa, aún sigue su marcha, y ese control de legalidad que aquí 
hemos estudiado debe constituirse en la mejor arma ética y jurídica de 
cualquier gobierno, para seguir dando vigencia al Estado de Derecho.

Conclusiones

– El estado de Derecho se manifiesta con una de las formas más evo-
lucionadas y avanzadas de organización social, ya que por medio 
del mismo se somete a la autoridad de los diversos poderes públicos 
al imperio de la ley, a fin de no dejar al arbitrio del gobernante, o a 
merced del capricho de funcionarios la aplicación y ejercicio de las 
facultades concernientes al poder público.

– Dos son los principios de legalidad que instituye nuestra Carta Mag-
na. Se establece así la sujeción de los gobernados y de los gobernan-
tes a su imperio: el principio de legalidad sustantiva en materia de 
la obligación de contribuir, que consiste en que los tributos deben 
estar fijados en leyes; y por lo que hace al ámbito de aplicación de 
las disposiciones jurídicas por parte de la administración pública, la 
cual debe sustentarse a lo establecido por los artículos 14 y 16 cons-
titucionales.

– Por medio del juicio de nulidad, hoy procedimiento contencioso 
administrativo; y a través de un órgano específico (el primigenio 
Tribunal Fiscal de la Federación) se ha ejercido en nuestro país el 
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control de la legalidad administrativa desde 1937, fecha de la crea-
ción de dicho tribunal. 

– El control de legalidad que se realiza por dicho órgano jurisdiccio-
nal es similar al Consejo de Estado Francés, aunque no tenía en sus 
inicios el Tribunal en México plena jurisdicción y fuerza de cosa 
juzgada para sus sentencias.

– La transformación que ha tenido el Tribunal Fiscal de la Federa-
ción a lo largo de estos ochenta y cuatro año ha sido constante y 
destacada, dado que se ha extendido su competencia, y evolucionó 
(aunque lentamente) de un órgano de mera anulación a uno de ple-
na jurisdicción, ha crecido y se ha descentralizado estableciéndose 
salas regionales y/o especializadas a lo largo del país; se dio la trans-
formación a un tribunal federal de lo contencioso administrativo 
denominado Tribunal Federal de Justicia Administrativa y Fiscal, 
primero, y luego se suprimió el sustantivo “fiscal” para generalizar 
su competencia a todo el ámbito administrativo, comprehensivo de 
todos los asuntos en materia administrativa.

– El control de legalidad que está instrumentando en México a tra-
vés del procedimiento contencioso administrativo (como ya se dijo 
anterior juicio de nulidad), ofrece un mecanismo eficiente de pro-
tección del orden jurídico y específicamente de los intereses de los 
administrados, dado que las causales de ilegalidad planteadas en el 
ordenamiento legal contemplan las regulaciones constitucionales, y 
encuadran perfectamente en los supuestos que plantea la doctrina 
como causales de anulación a través del contencioso administrati-
vo.

– La evolución tanto del procedimiento (causales de ilegalidad y su-
puestos de anulación), así como el incremento de las competencias 
materiales y organización territorial del ente juzgador, han permiti-
do mejorar bastante la impartición de justicia administrativa en Mé-
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xico en beneficio de los particulares agraviados y de la salvaguarda 
del derecho humano a una impartición de justicia imparcial y eficaz.

Referencias

Briseño Sierra, H. (1982) Derecho Procesal Fiscal. México: Trillas.

Carrillo Flores, A. (1987), Estudios de derecho administrativo y constitucional, Mé-

xico: UNAM.

Colegio Nacional de Profesores e Investigadores de Derecho Fiscal y Finanzas 

Públicas, A.C., (1998). Justicia administrativa. México: Editorial Trillas. 

Cortina Gutiérrez, A. (1990). Ciencia financiera y derecho tributario. México: Tri-

bunal Fiscal de la Federación.

De la Garza, S. F. (2005). Derecho financiero mexicano. México: Editorial Porrúa.

Lomelí Cerezo, M. (1984). Estudios fiscales, Tribunal Fiscal de la Federación.

Margain Manatou, E. (1980). De lo contencioso administrativo de anulación o de 

ilegitimidad. México: Universidad Autónoma de San Luis Potosí.

Sánchez Hernández, M. (1988). Derecho tributario. México: Cárdenas Editor y Dis-

tribuidor.

Sánchez Piña, J. J. (1987). Nociones del derecho fiscal, Editorial PAC.

Serra Rojas, A. (2016). Derecho administrativo. México: Editorial Porrúa.

Tribunal Fiscal de la Federación. (1982). Tribunal Fiscal de la Federación, cuarenta 

y cinco años al servicio de México. Ensayos. II.

Legislación y jurisprudencia
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Código Fiscal De La Federa-

ción. Diario Oficial de la Federación. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-

blio/pdf/8_310721.pdf.

Congreso Constituyente de los Estados Unidos Mexicanos. (1917, 5 de febrero). 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Fe-

deración. http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_280521.pdf.

Tribunal Fiscal de la Federación. (1986). Jurisprudencia de 1937-1985, México, 1985.





Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 167-190 167

La interrupción del embarazo en Jalisco:  
el paso de un delito a un derecho que atraviesa 

el cuerpo

The interruption of pregnancy in Jalisco: the passage 
from a crime to a right that crosses the body

Sofía Gutiérrez Pérez
Investigadora de la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco,  

Correo electrónico: sofiagutierrezperez1982@gmail.com,  
ORCID 0000-0002-2425-3825

María Rocío Villaseñor Corona
Abogada de la Secretaría de Educación Jalisco;  
Correo electrónico: roovillacorona@gmail.com,  

ORCID 0000-0002-9266-911X

Desde que tenemos la primera menstruación vivimos temiendo un embarazo no 

deseado. Cuando somos niñas crecemos con ese temor a la violación de ese tipo 

extraño que nos puede agarrar en una calle oscura. Después, cuando disfrutamos 

del sexo consensuado, el temor persiste porque sabemos que el preservativo se 

puede romper y salirse y quedar adentro. Le pasa a una amiga, a una amiga de una 

amiga, y un día nos pasa a nosotras. Es un miedo que un varón no puede llegar a 

imaginar. 

Mariana Carbajal

Resumen: El artículo presenta un aná-
lisis y reflexión sobre la situación que 
enfrentan las mujeres en cuanto a la ma-
terialización de sus derechos sexuales 
y reproductivos. Se aborda la temática 
principalmente desde una perspectiva 
social y jurídica –y siempre abordada 
desde los derechos humanos-. Presenta 

Abstract: The article presents an analy-
sis and reflection on the situation faced 
by women with regard to the materiali-
zation of their sexual and reproductive 
rights. The subject is approached mainly 
from a social and legal perspective -and 
always from a human rights perspective-. 
It presents a study of documents and cu-
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un estudio de documentos y casos actua-
les que engloban la temática para final-
mente obtener conclusiones inclusivas 
y cerrar el artículo con un apartado de 
propuestas de soluciones que parten de 
las problemáticas detectadas. 

Palabras clave: Feminismo, aborto, de-
rechos humanos.

sumario. i. introducción. / ii. reflexión desde el holón jurídico. / iii. objeción 
de conciencia / iv. caso jalisco. / v. objeción de conciencia en jalisco./ vi. re-
flexión desde el holón social. / vii. conclusiones. / viii. propuestas. / ix. refe-
rencias.

Introducción

El tema de decidir sobre los propios cuerpos cobra una especial rele-
vancia cuando se trata de las mujeres. Este es un tema de conversación 
que por muchos años permanecía en los espacios más privados e inac-
cesibles, ya que el apoyar la interrupción del embarazo era causa de re-
chazo y discriminación. Actualmente ya se ha logrado una aceptación 
mucho más amplia, al menos, ya se puede conversar en foros académi-
cos, políticos, de salud y hasta familiares sobre la despenalización del 
aborto y su legislación. El simple hecho de poder alzar una pañoleta 
verde en la calle ya es una escena cotidiana que antes era totalmente 
inimaginable; no obstante, aún persisten discursos con fuertes oposi-
ciones al respecto. Esta apertura al diálogo da un tono distinto al cen-
tro de discusión y proyecta la capacidad de transformar la realidad en 
la que viven y vivirán las mujeres que deciden no verse forzadas a la 
maternidad.

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), cada año se 
practican aproximadamente 22 millones de abortos inseguros, el 98% 

rrent cases that encompass the issue to 
finally obtain inclusive conclusions and 
close the article with a section of pro-
posed solutions based on the problems 
detected. 
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rights.



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 167-190 169

de los cuales tienen lugar en los países en desarrollo. Globalmente, el 
aborto inseguro causa la muerte de aproximadamente 47,000 mujeres 
y la discapacidad de 5 millones más. Esto representa alrededor del 13% 
de las muertes maternas, lo que convierte el aborto inseguro en la ter-
cera causa de mortalidad derivada de la maternidad en el mundo. Los 
regímenes restrictivos sobre el aborto contribuyen de manera impor-
tante a que se recurra al aborto inseguro.

Los cálculos de la OMS confirman que la situación jurídica del abor-
to no reduce el número de abortos inducidos, pues las mujeres y las 
niñas intentarán abortar con independencia de que el aborto sea legal 
o no. Así como el aborto es un procedimiento seguro cuando lo prac-
tican profesionales de la salud competentes en condiciones higiénicas, 
los abortos ilegales son por lo general inseguros, generan gran número 
de complicaciones y dan lugar a muertes o morbilidad maternas. Según 
la OMS, el primer paso para evitar muertes maternas es garantizar que 
las mujeres y las niñas tengan acceso a anticoncepción, a información 
y a un aborto seguro. Esto reduciría los embarazos no deseados y los 
abortos inseguros. Las leyes altamente restrictivas sobre el aborto son 
incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos; 
los Estados tienen la obligación de garantizar el acceso al aborto en la 
ley y en la práctica, como mínimo en los casos en los que el embarazo 
entraña un riesgo para la vida o la salud de la mujer, en los casos de 
discapacidad fetal grave y en caso de violación o incesto.

Y con independencia de que el aborto sea o no legal, las mujeres 
siguen necesitando servicios de aborto y accediendo de manera habi-
tual a ellos. De acuerdo con el Instituto Guttmacher, organización sin 
ánimo de lucro del campo de la salud reproductiva con sede en Estados 
Unidos, la tasa de abortos es de 37 por 1.000 personas en los países que 
prohíben el aborto totalmente o lo permiten sólo en caso de riesgo 
para la vida de la mujer y de 34 por 1.000 personas en los que lo per-
miten en general, diferencia que no es significativa estadísticamente.
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La OMS define el aborto inseguro como “un procedimiento para 
finalizar un embarazo no deseado realizado por personas que carecen 
de la capacidad necesaria o que se lleva a cabo en un entorno donde 
se carece de un estándar médico mínimo, o ambos” (Amnistía interna-
cional, 2021).

Entre 1990 y 2016 se registraron a nivel nacional 32 mil 284 muertes 
maternas, de las cuales 2 mil 418 estuvieron relacionadas con abortos; 
305 fallecimientos fueron de niñas y adolescentes de entre 10 y 18 años 
de las cuales el 70% había sido víctima de violación, según cifras del 
Observatorio de Muerte Materna. En contraste, desde que el aborto 
se legalizó en la Ciudad de México, de abril de 2007 a diciembre de 
2018, la Secretaría de Salud local reportó que 205 mil 580 mujeres han 
accedido al servicio en las clínicas públicas y la tasa de mortalidad se 
ha reducido a cero.

El camino por la despenalización y legalización del aborto tiene una 
trayectoria que inició desde la década de los 80, principalmente en 
Argentina. Fue ahí donde las mujeres feministas comenzaron a organi-
zarse a favor de este derecho, constituyendo la primera comisión por 
el derecho al aborto. También se debe de reconocer el tercer encuentro 
nacional de mujeres en Mendoza, Argentina en 1988, donde las mujeres 
convocaron para un taller sobre aborto. Posteriormente en el año de 
1990 en el primer encuentro feminista latinoamericano en San Bernar-
do, Argentina, se reunieron incluso grupos católicos para fomentar el 
derecho a decidir.

Popularmente la sociedad de la región americana enlaza la lucha 
por el derecho a decidir sobre su propio cuerpo con la Campaña na-
cional por el aborto legal, seguro y gratuito, que se conformó en el año 
2005 en Argentina –la que se reconoce popularmente como el movi-
miento de los pañuelos verdes–, presentó el primer proyecto en forma 
con dichos fines. Esta campaña está formada por más de 300 organiza-
ciones feministas y de derechos humanos e incluso tuvo la filiación de 
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algunos partidos políticos. Las organizaciones involucradas han estado 
presentes y constantes desde hace 16 años y no pararon cuando se le-
galizó y despenalizó el aborto, han seguido empujando para que esto 
sea una garantía cotidiana real.

En México el camino por el derecho a decidir sobre nuestros cuer-
pos también tiene una trayectoria impulsada por el activismo social; 
sin embargo, no se ha logrado tejer una red nacional de organización 
para quizá poder tener la misma contundencia y democratización que 
tuvo en Argentina, país que sin duda es un ejemplo a seguir en cuanto 
a la lucha a favor de los derechos de las mujeres. Sin esas alianzas los 
movimientos mexicanos feministas se están quedando en purismos en 
vez de poder hacerse de lugar en los espacios políticos para la decisión.

Reflexión desde el holón jurídico

El argumento de que el embrión es persona y es sujeto de derechos humanos no 

tiene sustento en el sistema internacional de Derechos Humanos.

Gastón Chillier

En México, el aborto se encuentra legislado tanto a nivel federal como 
a nivel local en cada entidad federativa. El aborto es considerado como 
un delito con excluyentes de responsabilidad penal o causales de no 
punibilidad, es decir, hay circunstancias bajo las cuales no se castiga o 
no se considera como un delito (Gire, 2018).

A nivel federal, el Código Penal Federal establece que el aborto no 
es punible cuando es causado por imprudencia de la mujer embaraza-
da o cuando el embarazo sea producto de una violación, quedando sin 
sanción el abortar cuando de no provocarse el aborto, la mujer corra 
peligro de muerte a juicio del personal médico que la asista, consultan-
do la opinión de otro médico siempre que esto fuere posible y no sea 
peligrosa la demora de la consulta.
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En 2017 la Procuraduría General de la República interpuso una ac-
ción de inconstitucionalidad en contra de los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo del Estado de Coahuila, demandando la invalidez de los artí-
culos 195, 196 y 224, fracción II del Código Penal del Estado de Coahui-
la de Zaragoza, contenidos en el decreto de reforma publicado en el 
Periódico Oficial local el día 27 de octubre de 2017, artículos entre los 
cuales se establecía pena de prisión a la mujer que voluntariamente 
practicara su aborto o en su caso, a quien la hiciere abortar con su 
consentimiento; registrada como la Acción de inconstitucionalidad 
148/2017.

No obstante de estar regulado a nivel federal, el aborto es un tema 
de regulación local, los estados que forman parte de la república mexi-
cana establecen en su normativa si el aborto es delito o no, bajo que 
supuestos, los procedimientos a seguir tanto para que las mujeres so-
liciten la interrupción del embarazo, así como los respectivos sobre la 
prestación del servicio.

En cuanto a su regulación a nivel local, en 29 entidades federativas 
se establece como causal de excepción o no punibilidad que el abor-
to sea consecuencia de una conducta imprudencial o culposa; 23, que 
concurra peligro de muerte de la mujer embarazada; 15, que la mujer 
afronte riesgo a su salud; 16, que el producto presente alteraciones con-
génitas o genéticas graves; 15, que el embarazo sea resultado de insemi-
nación artificial no consentida, y 2, que haya causas económicas para 
interrumpir el embarazo. 

En nuestro país, la Ciudad de México, Oaxaca, Veracruz e Hidalgo, 
son las únicas entidades donde las mujeres pueden abortar hasta las 12 
semanas de gestación de manera legal sin importar la causa, pero en 
otros lugares el camino a la despenalización es más estrecho y existen 
leyes a nivel estatal que se relacionan con la interrupción del embarazo.

Un ejemplo es el caso de Dafne, una ex empleada de 28 años de 
la tienda departamental Liverpool, que está recluida en un Centro de 
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Readaptación Social por un aborto involuntario que vivió en el baño 
de una sucursal ubicada en San Juan del Río, Querétaro. Familiares re-
latan que la joven tiene un padecimiento de tiroides y nunca supo que 
estaba embarazada hasta el día en que el producto de su vientre fue 
encontrado sin vida en un excusado, luego de que ella entró en shock, 
se paralizó por completo y se desmayó al dar a luz. En junio de 2015 
Dafne fue detenida por policías judiciales y el 3 de septiembre de ese 
año un juez de Querétaro le dictó sentencia de 16 años de prisión por el 
delito de homicidio calificado agravado en contra de su hija. Tres años 
y cuatro meses tuvo que esperar Dafne en la cárcel hasta que logró 
demostrar que la sentencia que la mantenía en la cárcel estaba basada 
en estereotipos de género.

Casos como el anterior siguen siendo actuales. En septiembre del 
2021 quedó en libertad Diana Patricia, una mujer veracruzana quien 
pasó cuatro meses de cárcel, luego que le retiraran el cargo de homi-
cidio, mismo que la Fiscalía General del Estado le imputó por sufrir 
un aborto espontáneo en Oluta, municipio al sur de Veracruz. Ella se 
convirtió en la primera beneficiada con la despenalización del aborto 
en Veracruz mismo que se dio a consecuencia de la resolución de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de no penalizar el aborto.

La decisión de la Corte se ha basado en la autonomía de la mujer 
para decidir sobre la maternidad, más allá de otros conceptos sobre la 
vida prenatal. “Hablar de una idea de la vida sobrepasa el derecho y un 
Tribunal Constitucional no puede sustentar sus decisiones en aprecia-
ciones particulares y subjetivas, sino universales”, ha dicho la ministra 
Margarita Ríos Farjat. Y ha añadido: “El asidero del derecho penal para 
sancionar no es potestad del legislador sino de los Derechos Humanos, 
lo demás son sofismos que obnubilan el problema de las mujeres”. De 
lo que deben hacerse cargo los Estados es de garantizar la salud públi-
ca y la seguridad. 
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La justicia mexicana abre así un camino expedito para la interrup-
ción voluntaria del embarazo, una práctica muy desigual en todo el 
país, donde solo cuatro Estados de los 32 han legislado una ley de pla-
zos. En el resto se manejan con normas restrictivas que apenas con-
templan los riesgos para la madre, las malformaciones del feto y los 
casos de violación como causas no punibles para abortar. Y no siempre 
se cumplen.

Tras el análisis constitucional al respecto por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, el 7 de septiembre de 2021, para sorpresa de la so-
ciedad mexicana, resolvió por unanimidad de votos que es inconstitu-
cional criminalizar el aborto de manera absoluta, pronunciándose por 
primera vez a favor de garantizar el derecho de las mujeres y personas 
gestantes a decidir, sin enfrentar consecuencias penales, concluyendo 
que la protección del producto de la gestación no puede desconocer 
los derechos de libertad reproductiva de las mujeres y personas ges-
tantes. 

Dicha resolución impacta en los derechos de las mujeres a abortar 
en una sociedad que criminaliza su actuar, permitiéndoles realizarlo 
sin consecuencia legal alguna; las mujeres son personas libres e inde-
pendientes a elegir el cómo quieren vivir, de decidir sobre su vida y su 
cuerpo. 

La declaración de inconstitucionalidad a la criminalización total 
del aborto se convierte en la piedra angular de una serie de cambios 
trascendentales tanto en la sociedad mexicana como en el sistema ju-
rídico del país, quedando obligadas todas y todos los jueces de México 
a considerar y resolver en casos futuros con una visión pro persona a 
favor de las mujeres, que son inconstitucionales las normas penales de 
la entidad federativa respectiva por la criminalización del aborto de 
manera absoluta, o por no contemplar la posibilidad de interrumpir el 
embarazo en un periodo cercano a la implantación o en su caso, las que 
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solo prevean la posibilidad de abortar como causas absolutorias, aún 
exista o no sanción alguna al delito. 

No obstante, jurídicamente, dicha declaración de inconstitucionali-
dad convierte el aborto como un trámite burocrático más ya que si al-
guna mujer que se encuentre en algún estado de la república mexicana 
que penaliza dicho actuar, se verá forzada a solicitar ‘’permiso’’ a ejer-
cer sus derechos en cuanto a su cuerpo a la autoridad judicial para que 
esta la ampare y proteja para poder llevar a cabo dicha interrupción a 
efecto de que no sea penalizada por su actuar.

Por ello, a pesar de parecer ser un logro histórico a favor de las 
mujeres y a su lucha por sus derechos y libertades en México; es nece-
sario modificar la normativa de las entidades federativas para que las 
mujeres puedan acceder y ejercer su derecho a decidir sobre su propio 
cuerpo por su propio derecho y no como una concesión de un tercero a 
su favor. Necesitamos cambios normativos reales para lograrlo ya que 
de no ser así, dicho derecho será reconocido pero al final no podrían 
acceder a ello todas las mujeres mexicanas que lo necesiten, generando 
ello un obstáculo para su libre desarrollo y elección, quedando la de-
claración de inconstitucionalidad a la criminalización total del aborto 
en un discurso y un obstáculo más.

También es importante discutir de la NOM-046-SSA2-2005 (NOM-
046), misma que modificó diversos puntos de la entonces NOM-190-
SSA1-1999 en cuanto la prestación de servicios de salud y criterios para 
la atención médica de la violencia familiar y sexual en contra de las 
mujeres cuyo problema de aplicación nace de la objeción de concien-
cia por parte del personal de salud. 

Dicha modificación estableció que en caso de embarazo por viola-
ción, las instituciones públicas que presten servicios de atención mé-
dica tienen el deber de prestar servicios de interrupción voluntaria del 
embarazo en los casos que permita la ley respectivamente en protec-
ción a los derechos de las víctimas, quedando dicho servicio a solicitud 
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por escrito de la mujer afectada; sin embargo, en caso de contar con 
menos de 12 años de edad, dicha solicitud será presentada por su padre, 
madre o tutor, quedando la decisión de la mujer en el olvido en caso de 
que estos respectivamente estén en contra de su deseo a interrumpir 
el embarazo. 

Por parte del personal médico y de enfermería, se les estableció 
como deber el brindarle a la mujer previamente a la intervención de in-
terrupción del embarazo, información sobre los posibles riesgos y con-
secuencias de dicho procedimiento; no obstante, dicho personal puede 
ejercer su derecho a la objeción de conciencia cuando el procedimiento 
no sea acorde a su moral, sus ideales, es decir, por motivos personales.

Ello genera un gran problema ya que el personal médico y de en-
fermería anteponen sus propias creencias ante la urgencia médica a 
interrumpir un embarazo, dejando el derecho a la salud e incluso a la 
vida de la mujer en peligro. 

Ante dicha situación, la NOM-046 trató de prever que las institucio-
nes públicas de salud contarán con personal no objetora de conciencia 
para que si la persona que atiende a la mujer ejerce su derecho a no 
proporcionarle dicho servicio, esta sea referida de inmediato a diver-
sa unidad de salud que cuente con personal capacitado para llevar a 
cabo el procedimiento requerido; sin embargo, si el procedimiento es 
de carácter urgente, con las derivaciones de un centro de salud a otro, 
las complicaciones serán elevadas. Resulta un tanto contradictorio que 
la NOM-046 requiera a los centros de salud contar con personal no 
objetor de conciencia y que a pesar tener que cumplir con dicha obli-
gación, se tenga que derivar a diversa institución para que esta sí pueda 
brindar el servicio de manera oportuna y adecuada ante la omisión e 
incompetencia para llevar a cabo el procedimiento por la primera ins-
titución pública. 

Esto evidencia que uno de los tantos problemas medulares de Mé-
xico ya que la normativa no siempre regula ni sanciona la acción u 
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omisión de las y los servidores públicos en el sector salud frente a la 
usuaria.

En el informe del año 2018 del Grupo Interdisciplinario de Repro-
ducción Elegida (GIRE) se reportó que en la práctica las autoridades 
obstaculizan o niegan el acceso a este servicio solicitando requisitos 
adicionales, como una denuncia previa o una autorización por parte 
del ministerio público. Esto revela el desconocimiento de las autorida-
des con respecto a sus obligaciones, dejando completamente a un lado 
el principio pro persona y no revictimización. Aunado a ello, los pro-
tocolos, lineamientos administrativos y códigos penales vigentes que 
no han sido homologados con la legislación general vigente relaciona-
da con víctimas de violencia sexual, sumando a ello entorpecimiento 
intencional por parte de las autoridades para entregar los documentos 
requeridos para poder interrumpir el embarazo. 

La realidad es que aunque exista un programa estatal de interrup-
ción del embarazo que parte de la NOM-0461 y del Código Penal del 
Estado2, y que el programa regule quién es el obligado en brindar la 
atención, dónde se debe de brindar, cuáles son los pasos a seguir, al 
final el servicio y el procedimiento depende del personal público que 
recibe y atiende personalmente a la mujer. Es en ese espacio privado 
donde nadie escucha lo que se le dice a la mujer, lugar en dónde se 
hacen frecuentemente las violaciones a sus derechos ya reconocidos 
jurídicamente a su favor. 

Por todo ello, se debe de trabajar en una despenalización del aborto 
no tan sólo en el ámbito jurídico, sino también en el social y cultural, 
para que la interrupción del embarazo sea atendido por parte del sec-
tor salud como un derecho pleno de las mujeres.

1. El cual menciona como causal de interrupción del embarazo el haber sido víctima de un abu-
so sexual.

2. El cual incorpora otras causales como el riesgo para la salud o la vida de la madre.
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Objeción de conciencia
El 11 de junio de 2018, el entonces Presidente de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos interpuso acción de inconstitucionalidad 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación demandando la inva-
lidez del decreto publicado el 11 de mayo de 2018 en el Diario Oficial 
de la Federación mediante el cual se adicionaron los artículos 10 Bis, 
Segundo y Tercero Transitorios de la Ley General de Salud.

Admitida y analizada dicha acción, misma que fue registrada como 
Acción de Inconstitucionalidad 54/2018, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación mediante comunicado de prensa No. 276/2021 del 20 de 
septiembre de 2021 informó que en sesión se invalidó la objeción de 
conciencia de forma amplia al personal médico y de enfermería del 
Sistema Nacional de Salud, limitándolo cuando se pusiera con dicha 
objeción en riesgo la vida de la o el paciente o se tratase de una emer-
gencia ya que dicha normativa no establece ni los lineamientos ni los 
límites para ejercer la objeción de conciencia sin poner en riesgo los 
derechos humanos de las personas, entre ellos el derecho a la salud, en 
las instituciones tanto públicas como privadas.

En la resolución de la acción de inconstitucionalidad, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación establece como estándares mínimos para 
garantizar la disponibilidad de los servicios médicos los siguientes: a) 
que las instituciones garanticen contar en todo momento con personal 
no objetor de conciencia, b) caso contrario, el Estado garantice la pres-
tación del servicio y c) se remita a la persona cuya atención fue excu-
sada por personal médico y/o enfermería a una persona no objetora de 
conciencia; exhortando al Congreso de la Unión a tomar en cuenta los 
mismos al reformar la Ley General de Salud.

No obstante que la Suprema Corte de Justicia de la Nación sugi-
rió estándares mínimos, los mismos caen en la misma problemática de 
la NOM-046 antes analizada ya que establece primeramente que los 
centros de salud deben de contar en todo momento con personal no 
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objetor de conciencia, pero que si dichos centros no cuentan con los 
mismos, se debe de garantizar el servicio y referir a la persona usuaria 
a diverso centro donde sí se cuente con un objetor, quedando el dere-
cho a la salud de las mujeres de nueva cuenta ante un obstáculo más 
en manos de terceros así como de un trámite para su debida atención. 
Para poder garantizar los servicios, el Congreso de la Unión cuenta 
con el gran reto de establecer lineamientos reales, verdaderamente 
contundentes que no entorpezcan llevar a cabo los procedimientos so-
licitados por las usuarias.

Caso Jalisco
En Jalisco, de acuerdo al Código Penal para el Estado Libre y Soberano 
de Jalisco, en el caso de las mujeres que abortan y profesionistas que lo 
practican, la pena mínima en prisión va de los cuatro meses hasta los 
seis años de prisión3, según sea el supuesto jurídico. 

Para el caso de quien lo practica, siendo una o un médico cirujano, 
pasante o estudiante de medicina, partera, comadrona o personal de 
enfermería, además de la penalidad en prisión, se suma una suspensión 
en el ejercicio de su profesión u actividad por el periodo de uno a cinco 
años. Para la mujer a quien se lo practican, la o el juez queda facultado 
para sustituirlas por un tratamiento médico integral, mismo que bas-
tará con que lo solicite y ratifique la misma, tratamiento a cargo de las 
instituciones de salud del Estado de Jalisco con el objeto de reafirmar 
los valores humanos por la maternidad, procurando el fortalecimiento 
de la familia. 

Lo anterior refuerza la idea y los estereotipos de género en cuanto a 
que las mujeres pertenecen al ámbito privado, al ámbito familiar y que 

3. Sin embargo, si el aborto se efectúa después de los primeros cinco meses del embarazo se 
duplicará la pena, es decir, si se tipifica en el supuesto de 6 años de prisión, se convierte en 
una penalidad de 12 años.
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por el simple hecho de ser mujer su vida gira en torno a la maternidad 
y a la familia como única finalidad en la sociedad mexicana.

En Jalisco, normativamente no es punible el aborto culposo causado 
por la mujer embarazada, ni cuando el embarazo sea resultado de una 
violación, o cuando de no provocarse el aborto, la mujer embarazada 
corra peligro de muerte o de un grave daño a su salud a juicio del per-
sonal médico que la asista, retomando de nueva cuenta a lo establecido 
en el Código Penal Federal, tomando en cuenta el dictamen de otro 
médico en la medida de lo posible y no sea peligrosa la demora de la 
decisión.

No obstante, como ya se analizó con anterioridad, a pesar de que el 
Estado de Jalisco en su normativa penal contemple lo antes descrito, a 
partir del 7 de septiembre de 2021, de conformidad a la declaración de 
inconstitucionalidad de a la criminalización total del aborto, las y los 
jueces en Jalisco se encuentran obligados a considerar y resolver con 
el criterio de que son inconstitucionales las normas que criminalicen 
el aborto de manera absoluta, o por no contemplar la posibilidad de 
interrumpir el embarazo en un periodo cercano a la implantación o 
en su caso, las que solo prevean la posibilidad de abortar como causas 
absolutorias, aún exista o no sanción alguna al delito; pudiendo solici-
tar amparo las mujeres a la autoridad judicial para que se les permita 
interrumpir su embarazo sin penalización.

Objeción de conciencia en Jalisco
En cuanto a la objeción de conciencia, Jalisco cuenta con una norma-
tiva progresista ya que desde el 7 de octubre de 2004 se publicó en el 
Periódico Oficial “El Estado de Jalisco’’ el decreto mediante el cual se 
adiciono el artículo 18 en la entonces Ley Estatal de Salud, misma que 
entró en vigor a los 120 días naturales a partir de su fecha de publi-
cación, estableciendo el deber a la Secretaría de Salud del Estado del 
Estado de Jalisco emitir las disposiciones y lineamientos al respecto.



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 167-190 181

Dentro del contenido de dicho artículo se estableció que el perso-
nal en su carácter de profesionales, técnicos, auxiliares y/o prestadores 
de servicio social del Sistema Estatal de Salud podían hacer valer la 
objeción de conciencia y excusarse de participar en diversos progra-
mas, actividades, prácticas, tratamientos, métodos o investigaciones 
que fueran en contra de su libertad de conciencia con motivo de sus 
valores, principios éticos o creencias religiosas; sin embargo, si dicha 
objeción pone en riesgo la salud o vida de la persona usuaria sin que 
esta pudiera ser derivada a personal diverso integrante del sistema de 
salud, el objetor no podrá hacer valer su derecho, teniendo el deber de 
aplicar las medidas médicas necesarias ya que de no hacerlo, incurriría 
en una causa de responsabilidad profesional.

Con el transcurso del tiempo, dicha ley fue abrogada el 6 de diciem-
bre de 2018; sin embargo, al crear la Ley de Salud del Estado de Jalisco, 
misma que entró en vigor en esa misma fecha, el contenido normativo 
respecto a la objeción de conciencia del personal del sistema de salud 
en Jalisco conserva su esencia, situación que prevalece a la actualidad.

El 6 de mayo de 2006 se publicaron en el Periódico Oficial “El Es-
tado de Jalisco’’ las disposiciones y lineamientos generales para que 
el personal antes señalado en el sistema de salud estatal pueda hacer 
valer su objeción de conciencia.

Dentro del contenido de dicho documento se desprende que el 
personal que se encuentre prestando servicios en unidades de primer 
nivel de atención médica en el Sistema Estatal de Salud, únicamente 
podrán hacer efectiva la objeción de conciencia cuando la persona no 
presente un problema médico-quirúrgico agudo cuya falta de atención 
inmediata ponga en peligro su vida, algún órgano o alguna función.

En el caso del personal adscrito al segundo o tercer nivel de aten-
ción médica, estos deberán hacer del conocimiento a la brevedad posi-
ble por escrito al titular del centro de salud su objeción de conciencia a 
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efecto de que se tomen las medidas correspondientes para evitar algún 
perjuicio.

A efecto de brindar una mayor protección a las localidades de difícil 
acceso, altamente marginadas o en caso de que el centro de salud no 
cuente con otra persona de medicina que pudiera brindar el servicio 
requerido, la objeción de conciencia no podrá ser ejercida.

Al no observar el personal médico y de enfermería lo antes seña-
lado en el Estado de Jalisco, estos serán acreedores a sanciones ad-
ministrativas, responsabilidades civiles o en su caso penales por su 
inobservancia.

Reflexión desde el holón social

Ninguna mujer quiere un aborto como se quiere un helado o un Porsche. Ella quie-

re un aborto como un animal en una trampa quiere roer su propia pierna, una mu-

jer que busca el aborto está tratando de escapar de una situación desesperada por 

un acto de violencia y auto-pérdida.

Frederica Mathewes-Verde

La ola verde que tomó fuerza en Argentina en el año 2020, azotó a 
toda Latinoamérica haciendo girar las miradas para abordar la proble-
mática desde sus distintos espacios, incluido el mexicano. Hizo que 
las personas viéramos la realidad social desde un enfoque diverso. El 
vínculo que estas mujeres argentinas mostraron con su cuerpo, con su 
sexualidad, con sus relaciones de pareja, con la manera que visualiza 
la maternidad ha cambiado trascendentalmente la visión que el Estado 
debe de tener ante los derechos de las mujeres. Entre los cambios que 
han sucedido es que se ha difuminado esa idealización de la materni-
dad de que el ser madre es el único objetivo y la esencia de las mujeres. 

Actualmente las mujeres contemporáneas saben que hay una am-
plia variedad de aspectos de la vida social, escolar, familiar, laboral, 
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que les enriquecen y que quieren vivir mucho antes de ser madres. 
Incluso los cuestionamientos sobre la mesa ya son si querrán o no en 
algún momento de su vida ser madres. Es justo entonces cuando la 
decisión sobre los cuerpos de las mujeres entra a ser un papel central.

El 28 de septiembre –día de Acción Global por el acceso al Aborto 
Legal y Seguro conocido también como el Día por la Despenalización 
y Legalización del Aborto- tiene anualmente mayor convocatoria de 
mujeres en Guadalajara. Las marchas que se viven en la ciudad tienen 
una alta participación de mujeres jóvenes con posicionamientos cada 
vez más claros ante la violencia que viven por ser mujeres. Ellas han 
dado una brisa fresca y han realizado movilizaciones importantes ante 
las demandas que se realizan al Estado. 

Antes se pensaba que la lucha por la despenalización y legalización 
del aborto era a través de las voces de mujeres adultas en ejercicio de 
sus derechos sexuales y reproductivos o que en su juventud habían 
pasado por algún proceso relativo al aborto y que al adquirir más edad 
luchaban por obtener los derechos que en el pasado se les negaron. 
Ahora queda claro que hay jóvenes que incluso ni siquiera han inicia-
do su vida sexual y reproductiva, pero que logran vaticinar que estas 
formas de violencia las pueden alcanzar y están tratando de asegurar 
el acceso a servicios que podrían necesitar. Otras de estas mujeres qui-
zá nunca requieran dichos servicios o ni siquiera tengan proyectado 
utilizarlos algún día, pero que a través de los lazos de la sororidad, 
viven como estas acciones pueden ser un parteaguas en la vida de las 
mujeres. 

En la marcha del año 2020, a pesar de la pandemia por Covid-19, 
cientos de mujeres en Guadalajara marcharon por la despenalización 
del aborto, marcha que fue rodeada tanto por la policía estatal como 
por integrantes de grupos ‘’pro-vida’’, concluyendo la misma con la en-
trega de pliego petitorio al Congreso del Estado de Jalisco a favor de 
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los derechos de las mujeres, así como la legalización del aborto libre, 
seguro y gratuito.

No obstante las movilizaciones sociales, la legislación de la inte-
rrupción del embarazo y las políticas públicas resultan una clave para 
realizar cambios a nivel social. Por citar el ejemplo, en la Ciudad de 
México que en el 2007 pasó por este proceso de legalización, la so-
ciedad empezó a ver cómo el Estado inicia a asumir el cuidado y la 
atención digna de las usuarias de este servicio y eso ayudó a que la 
percepción de la opinión pública cambiará radicalmente. 

Entonces, la reflexión en cuanto al aborto no debe de girar en cuan-
do a sí hay vida o no, porque la respuesta ya está dada: hay vida. Lo que 
está en discusión es el concepto de vida, el cual no puede estar sujeto 
exclusivamente desde la biología, el concepto de vida intrauterina –al 
menos hasta l semana 12 o 14– no implica una vida con predicados mo-
rales sensibles ya que aún no tienen todos los componentes necesarios 
para la vida autónoma o al menos sensible, todavía no se desarrolla el 
tallo cerebral. Se debe de discutir desde una ponderación de derechos, 
se debe de problematizar que las muertes evitables por abortos mal 
prácticos también son vidas. Incluso la discusión puede entrar en te-
rrenos filosóficos en cuanto a que el hecho de que haya vida no es igual 
a que haya persona.

Reflexión desde el holón económico 

No se puede seguir favoreciendo que las mujeres ricas accedan al misoprosol y las 

pobres a la rama del perejil.

Luis Novaresio

Hay un componente económico muy claro en la interrupción del em-
barazo. Este se ha convertido en un privilegio en la medida de que hay 
mujeres que viviendo en Guadalajara puedan ir a la ciudad de México 
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o a alguna ciudad de los Estados Unidos donde ya es legal el aborto. 
Por ello, el que este penalizado afecta a las mujeres que menos tienen, 
aquellas que no cuentan con los recursos para poder ir a solicitarlo a 
otro punto geográfico o a aquellas que no saben que pueden solicitarlo 
en otros lugares. 

No se debe de olvidar que una maternidad forzada en un contexto 
de precariedad es condenarlas toda su vida a la pobreza. Es importante 
visibilizar que las mujeres que más requieren de la legislación y des-
penalización del aborto son aquellas que viven contextos de violencia, 
de alta marginación económica, escasez de educación y una falta de 
información sobre educación reproductiva.

Conclusiones

En Jalisco se detecta una acción organizada de la gente nombrada como 
anti derechos, muchas limitantes personales por parte de las personas 
que están en el Congreso del Estado de Jalisco que con su autocensura 
y su manera de percibir la realidad quedan lejanas a tocar las esferas 
que involucran las realidades de las mujeres en cuanto a sus derechos 
sexuales y reproductivos.

Hasta el momento, parece que las personas que integran el Con-
greso, son sensibles al cambio climático, al maltrato animal, pero no 
reconocen las realidades que viven las mujeres. Eso hace un panorama 
poco alentador y sin futuro claro de legislar en beneficio de las muje-
res.

Actualmente se ve que personas que integran las bancadas de par-
tidos que no han sido tradicionalmente relacionados con los conserva-
dores, comulgan con ellos en cuando a las ideas de la despenalización 
y la legislación del aborto. Incluso llegan a ser de mentalidades más 
tradicionales que los abiertamente conservadores.
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El empuje para retirar mentalidades ortodoxas y convertirlas en he-
terodoxas entonces viene desde los movimientos sociales, las organi-
zaciones, las marchas que se manifiestan en contra de la opresión del 
reconocimiento de los derechos

Un cambio en la legislación puede afectar positivamente a todas 
aquellas mujeres que se ven enfrentadas a tomar dicha decisión. Ello 
ayudaría a que las mujeres que deciden suspender el embarazo dejarán 
de ser linchadas socialmente, juzgadas en los tribunales, criminaliza-
das por el Estado, expuestas a peligrosas prácticas médicas. Además, 
esto les facilitaría afrontar el miedo a la toma de la decisión, y podrían 
tener acompañamientos psicológicos más abiertos para afrontar las 
posibles consecuencias. 

Que la vida intrauterina pueda ser suprimida dentro del primer tri-
mestre y que esto sea un acto moralmente reprochable es producto de 
un posicionamiento religioso o ético determinado que no se alía con la 
laicidad del Estado mexicano. México es laico únicamente en términos 
constitucionales, no suele comportarse de manera laica. La laicidad se 
hace difícil y genera muchas discusiones.

La discusión no se debe de centrar en si el aborto el moralmente 
bueno o malo, lo que se debe de discutir si como sociedad existen los 
consensos para que cuando alguien aborte vaya a prisión y si las únicas 
personas que pueden abortar de manera seguras son aquellas que pue-
den acceder económicamente a él.

Por último se enfatiza que una ley que permite la interrupción legal 
del embarazo no obliga a todas las mujeres a abortar. Por ello es que 
aquellas mujeres que por cuestiones personales, religiosas o morales 
no están a favor, no verán utilidad en la ley, ni abortaran: el juego está 
en la contraparte, porque es ahí donde entra la democracia. La pre-
gunta es si debemos de vivir todas y todos en un Estado laico bajo las 
mismas normas morales y religiosas que imponen algunos grupos.
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Propuestas

– La primera propuesta sin duda es abordar el tema con una mirada 
comprensiva. Entender que la mujer que toma dicha decisión no lo 
hace como si fuera un método anticonceptivo o en medio de un día 
de feria. La decisión es una situación complicada, indeseada y que 
tiene situaciones particulares que la atraviesan, y que si la mujer 
considera que esa es la mejor opción para su vida, lo más probable 
es que así sea;

– Las mujeres feministas a favor de la interrupción legal del embarazo 
deben de estar en puestos donde se puedan tomar decisiones refe-
rentes a la legalización y despenalización del aborto;

– Trabajar con las y los legisladores en temas de derechos humanos y 
en teoría de género para que entiendan las razones que involucran 
al aborto necesariamente deben de ser abordados por el Estado con 
un enfoque de derechos humanos y de salud;

– Evidenciar que el reconocimiento y avance de los derechos huma-
nos no se hace desde las mayorías. Incluso, históricamente estos 
han sido impuestos sobre las mayorías opresivas; 

– Fomentar la discusión en el tema. Entre más se lleve al debate es 
una manera de ir desatorando el avance del reconocimiento del de-
recho;

– Fortalecer la educación sexual y reproductiva dentro de los espa-
cios escolares; 

– Proyectar que la lucha por la legalización y la despenalización del 
aborto no debe de cesar cuando este llegue –porque en algún mo-
mento sucederá-, sino que la lucha concluirá hasta que se garanti-
ce un aborto seguro y económicamente alcanzable para todas las 
mujeres. Nunca se debe de perder que el derecho a decidir sobre 
nuestros cuerpos es un derecho que se debe de ejercer en igualdad 
de condiciones.
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Resumen: Vivimos en uno de los cam-
bios más radicales que ha experimentado 
la humanidad, esto a causa de las redes 
sociales que han revolucionado los vie-
jos modelos de comunicación. Un claro 
ejemplo de ello es la red social conocida 
como Facebook, en la cual se debe apor-
tar la siguiente información: un perfil 
público y se plasman datos personales 
como nombre, fecha de nacimiento, nú-
mero de celular, lugar donde vive, entre 
otros.

La sociedad-gobierno se han visto re-
basados por estas redes, convirtiéndose 
en el medio perfecto para obtener datos 
personales de los usuarios mediante en-
gaños, hackeos u interacciones, llegando 
a ocasionar lo siguiente; un grave perjui-
cio moral, desprestigio social, angustia, 
ansiedad, inseguridad, inquietud, frus-
tración, fastidio, irritación o temor que 
suele conllevar.

Abstract: We live in one of the most 
radical changes that humanity has expe-
rienced, this because of social networks 
that have revolutionized the old commu-
nication models. A clear example of this 
is the social network known as Facebook, 
in which the following information must 
be provided: a public profile and perso-
nal data such as name, date of birth, cell 
phone number, place where you live, 
among others.

The society-government have been 
overwhelmed by these networks, beco-
ming the perfect means to obtain perso-
nal data from users through deception, 
hacking or interactions, leading to the fo-
llowing; serious non-pecuniary damage, 
social loss of prestige, anguish, anxiety, 
insecurity, restlessness, frustration, an-
noyance, irritation or fear that it usually 
entails.

Recibido: 05 de noviembre 2021. Dictaminado: 07 de diciembre de 2021



192 La necesidad de proteger los datos personales y privados en las redes sociales  

 Manuel Fernando García Barrios

Palabras clave: Redes sociales, Dere-
chos Humanos, Personalidad, vida pri-
vada y Protección de Datos Personales, 
Derecho Internacional, Nacional y Local, 
Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Keywords: Social networks, Human 
Rights, Personality, private life and Pro-
tection of Personal Data, Law Internatio-
nal, National and Local, Inter-American 
Court of Human Rights, Supreme Court 
of Justice of the Nation, Constitution Po-

litical of the United Mexican States

sumario: introducción / 1. antecedentes / 2. planteamiento del problema / 3. 
marco teórico (estado del arte): las redes sociales en un marco general del 
derecho / conclusiones / referencias.

Introducción

En la actualidad, el contar con un equipo telefónico móvil más que un 
lujo es una necesidad; ya sea para estar en comunicación con algún fa-
miliar, amigo, para uso laboral, académico o simplemente como forma 
de matar el tiempo. También se ha convertido en el medio perfecto 
para obtener datos personales de los usuarios, esto mediante engaños, 
hackeos u interacciones con perfiles falsos.

Estas prácticas de obtener datos personales también se dan al mo-
mento de realizar una publicación que no sea verídica o falsa y que 
contenga información confidencial y/o privada de alguna tercera per-
sona, la cual puede llegar a ocasionar un daño moral hacia esa tercera 
persona, como son; daños a su imagen, honor, reputación, dignidad y 
vida privada.

Antecedentes

Evolución de la Comunicación en las Redes Sociales
A lo largo de la historia, la comunicación ha servido como una fuente 
fundamental de poder y del cambio social. La comunicación depende 
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de una amplia masa de conocimiento y de realidad, pero está cubier-
ta por un tejido de apariencias que lo hace sumamente arduo y que 
actualmente se vive en las redes sociales. “Los seres humanos siempre 
hemos formado redes sociales. Son éstas las que nos han ayudado a evo-
lucionar como sociedad y las que han dado lugar a la creación y desarro-
llo de comunidades” (Cano L. C., 2015).

Actualmente vivimos en uno de los cambios más radicales que ha 
experimentado la humanidad, esto a causa de las redes sociales que 
han revolucionado los viejos modelos de comunicación como; la carta, 
fax, telegrama, correo electrónico, foros, podcast, por mencionar algu-
nos. Un claro ejemplo de ello es la red social conocida como Facebook, 
en la cual se debe aportar la siguiente información para poder interac-
tuar: se genera un perfil público, se plasman datos personales como 
nombre, fecha de nacimiento, número de celular, correo electrónico, 
lugar donde vive, también se da opción de incrementar más tu infor-
mación agregando datos académicos y laborales, lugares de concurren-
cia, creencias religiosas, estado civil, pasatiempos, ideología política y 
temas de interés.

Evolución de los Derechos Humanos
La historia de la especie humana es la narración de la larga y trágica lu-
cha del hombre por lograr el pleno disfrute de sus derechos fundamen-
tales, es decir, de aquellos que les corresponden por el simple hecho 
de ser personas. Esos derechos son llamados derechos humanos, los 
cuales se ha ido ampliando cada vez más, que en diferentes épocas han 
conducido pueblos y personas en participar en la maravillosa aventura 
de lograr su reconocimiento y respeto.

Después de la Declaración Universal de Derechos Humanos, se 
crean las siguientes herramientas jurídicas comprendidas para mejorar 
la naturaleza de los derechos humanos,
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Recientemente también se incorporan los derechos sociales, económicos y cultu-

rales (derecho al trabajo, a la seguridad social, derecho de huelga, de sindicaliza-

ción, derecho a la educación, a la salud, a la cultura, a la protección de la familia, 

etc.), que hoy día se estiman tan fundamentales para toda persona como los mis-

mos derechos individuales (derecho a la vida, a la libertad, etc.). (Bernheim, 1997). 

A continuación, se presentaran algunos antecedentes sobre el dere-
cho de la personalidad, vida privada y la protección de datos persona-
les, derechos que serán tratados a lo largo de esta investigación y que 
nos servirá de base para justificar los objetivos del mismo la cual ha 
quedado desprotegida por el mal uso que generan los usuarios de las 
redes sociales.

Evolución del Derecho de la Personalidad, Vida  
Privada y la Protección de Datos Personales
Llamas Porto (con referencia a Fuentes, 2004) describe los derechos de 
la personalidad como; “una amplia gama de derechos fundamentales 
o humanos, destacados por unas características concretas y la funda-
mental es su inherencia e inseparabilidad del hombre como sustancia 
raciocorporal” (Evolución Doctrinal de los derechos de la personali-
dad y el daño moral), es decir que es adquirido por el simple hecho 
de ser humano, el cual no es, ni debe ser sujeto de algún requisito o 
cumplimiento de obligación.

La violación a estos derechos constitucionales y civiles puede oca-
sionar lo siguiente, “un grave perjuicio moral, desprestigio social y 
la ruptura en el entorno, angustia, ansiedad, inseguridad, inquietud, 
frustración, fastidio, irritación o temor que suele conllevar” (Fuentes, 
2004), siendo de los derechos más violentados y desprotegidos en las 
redes sociales.

La privacidad se entiende como todo dato, documento, propiedad u 
objeto de alguna persona los cuales por mandato constitucional e in-
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ternacional le pertenecen a la persona y a su vida privada, por lo tanto, 
los datos personales pertenecen a la vida privada de las personas como 
un derecho fundamental para un sano desarrollo, mismos que el estado 
debe de proteger.

El derecho a una vida privada y a la protección de datos personales, 
servirán como base y pilar para el desarrollo de nuestra investigación, 
los cuales considero que en la actualidad no se encuentran bien defini-
dos y/o aplicados de manera correcta por los usuarios en las redes so-
ciales, algunos por desconocimiento del tema u otros por indiferencia. 

El desarrollo de esta investigación busca crear conciencia a este 
grupo de personas integrantes de la sociedad, que quizá sin darse 
cuenta de una posible afectación continúan usando las redes sociales 
de manera muy inocente, por lo tanto, la inclusión que se propone es 
de suma importancia para el orden y la paz social.

Planteamiento del Problema

Las redes sociales vinieron a evolucionar la forma de comunicación 
antigua, eliminando casi por completo el uso del correo, telégrafo, car-
ta, mensajería, entre otros. Asimismo, su evolución no solo se ha utili-
zado como una forma de comunicación sino también como un medio 
de información hacia la sociedad en general. Sin embargo, esto ha oca-
sionado que algunos usuarios de estas plataformas la utilicen a manera 
de dañar el honor1 y la imagen de otras personas; esto por motivos de 
que en las redes sociales no existe un control adecuado de las publica-
ciones, ocasionando un desorden dentro de ellas y afectando tanto a 

1. El honor es una cualidad humana que se aplica sobre aquellos individuos que se comportan 
estrictamente de acuerdo a las normas morales y sociales aceptadas y consideradas como 
correctas en la sociedad.
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personas físicas, morales e instituciones públicas a través de lo que lla-
ma “Fake News”2, al no contar con la información verídica y correcta.

La vida privada y los datos personales del titular víctima de alguna 
difamación y/o publicación realizada, quedan expuestas y publicadas 
en la plataforma de Facebook y en otras redes sociales, al exponer sus 
datos sensibles como su domicilio, teléfono, orientación sexual, entre 
otros, donde miles de usuarios acceden y pueden ver la publicación, 
quedando vulnerables sus derechos y ocasionando un daño a su vida 
privada “Nadie ha dejado de utilizar Facebook, al contrario, ha seguido 
creciendo, no veo que nadie utilice sus derechos para oponerse a que 
sean cedidos. Esta todo igual” (Parra, 2018)

Permanecen algunas tendencias o modas por los cuales la publica-
ción de la información se convierte en una situación de peligro, por 
ejemplo, los sexting3, grooming4 y ciberbullying5.

Las redes sociales permiten todo tipo de abusos que en algunos casos constituyen 

graves delitos como la pedofilia (abuso sexual de menores), la captación de perso-

nas para la prostitución (reducción a servidumbre, trata de personas, corrupción 

de menores, entre otros), la difamación (injurias y calumnias) o el ciberbullying 

(acoso, amenazas y/u hostigamiento). (Diario Popular, 2016).

Las redes sociales pueden ser un fácil mecanismo de manipulación 
ya que los usuarios de estas pueden emitir o sesgar el contenido de 
la información desarrollada, tanto dentro y fuera de sus plataformas 

2. Un término inglés, que hace referencia a noticias falsas, difundidas en internet.
3. Alude al envío de mensajes con contenido de tipo pornográfico y/o erótico a través de los 

teléfonos celulares (ConceptoDefinicion.de, s.f.).
4. Practica de acoso y abuso sexual en contra de niños y jóvenes a través de las redes sociales, 

teniendo como resultado un grave daño moral y psicológico del menor (Escobar, 2015). 
5. Es un término que se utiliza para describir cuando un niño o adolescente es molestado, ame-

nazado, acosado, humillado, avergonzado o abusado por otro niño o adolescente, a través 
de Internet o cualquier medio de comunicación como teléfonos móviles o tablets (Corona, 
2016).
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sobre diferentes hechos o sucesos, compartiendo la información hacia 
su grupo de amigos, familiares y público en general, creando en ellos 
incertidumbre, por la información falsa que circula en la red.

Del mismo modo, han sido utilizadas para cometer abusos, dañar la 
imagen, integridad, personalidad, intimidad y vida privada de alguna 
persona o grupo de personas al recabar información sensible como lo 
son los datos personales, ocasionándole un daño moral de forma direc-
ta tanto a él afectado como a sus familiares, amigos y conocidos, tal es 
el caso de Iván Padilla 

Me daba miedo, pensé que me querían secuestrar, descubrió su otro yo cuando el 

impostor intentó contactar a una de sus amigas de la preparatoria, me escribió para 

preguntarme si tenía otro Facebook me dijo que un tipo le había hablado por men-

saje directo y la había invitado a salir. Se hace llamar Brayan Martínez y aunque no 

tiene mucha información en su perfil, utiliza las fotos que me robó, Mi denuncia 

por el robo de identidad6 fue prácticamente ignorada, afirm. (Informador, 2016)

Objetivos
Las redes sociales forman parte del día a día de las personas, es una 
bomba virtual de información de todo tipo de fuentes desde expertos 
hasta farsantes, estas plataformas digitales están en constante evolu-
ción, pero su control ha quedado muy atrasado, es así que se puede 
observar que no existe una herramienta que regule el uso de estas pla-
taformas de comunicación, al ver como fácilmente puede ser manipu-
lable la información contenida ahí.

Hoy en día se puede observar que en Jalisco constantemente son 
realizados homicidios, siendo el pan de cada día en los medios de co-
municación, por lo tanto el crearse una política y orientación adecuada 

6. Se llama robo de identidad cuando una persona obtiene, transfiere, posee o utiliza de manera 
no autorizada datos personales de alguien más, con la intención de asumir de manera apócri-
fa su identidad (TRIGO, 2016)
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del uso de las redes sociales como Facebook que proteja la información 
personal del usuario que es solicitada por la plataforma digital para 
la creación del perfil y navegar en esta red social, ayudaría a que los 
ciudadanos se sientan más seguros al momento de ingresar su infor-
mación personal, ya que actualmente cualquier persona puede conocer 
donde trabaja o vive una persona ingresando a su perfil de Facebook, 
ya que la siguiente información puede ser vista por todos los usuarios 
de esta red social; además de su fecha de nacimiento, número de celu-
lar, correo electrónico, información académica, lugar de trabajo, estado 
civil, orientación sexual y ciudad de residencia. 

El robo de datos personales o confidenciales pueden ser usados a 
manera de realizar y fomentar delitos como la suplantación de identi-
dad, extorsión, secuestro u homicidio, por lo tanto la presente investi-
gación es necesaria para tener una amplia protección de los derechos 
humanos y ayudar a que las generaciones actuales y futuras tengan un 
buen desarrollo de vida, por lo cual es de importancia y urge que se 
cuente con un mecanismo que garanticen la seguridad, paz y el buen 
uso tanto dentro y fuera de las redes sociales.

Hipótesis
El uso de la información confidencial y privada publicada en las redes 
sociales ha tenido consecuencias en la vida de las personas, empresas 
e instituciones desde el momento en que una tercera persona tiene ac-
ceso total o parcial  ya sea sobre un intercambio de información, ideas, 
imágenes o videos, 

la perturbadora relación de Facebook con los datos personales, y la forma en que 

esos datos han sido explotados en repetidas ocasiones, muestra la precaria natu-

raleza de un negocio que depende de saber todo lo que pueda sobre sus usuarios. 

La recolección de datos de Facebook recopilada por desarrolladores externos se 

convirtió una preocupación tal que Facebook, con el tiempo, restringió la práctica, 
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la compañía es incapaz de anticipar las formas, y el tesoro increíblemente podero-

so de datos sensibles que produce, pueda ser usada indebidamente. (Mims, 2018)

Además de estar expuestos nuestros datos personales en esta red 
social, terceras personas pueden utilizar y modificar la publicación ori-
ginal emitida.

Toda persona física, moral y/o jurídica que trate datos personales en las redes so-

ciales debe cumplir con las obligaciones contenidas en la misma a fin de garanti-

zar ese derecho, protegiendo la imagen, honor, dignidad, vida privada y los datos 

personales de los usuarios y de la sociedad en general, beneficiando alrededor de 

66.5 millones de mexicanos que se encuentran registrados como usuarios de la red 

social Facebook, siendo la red social más utilizada. (Periódico Excélsior, 2017)

Justificación
Toda persona tiene derecho al reconocimiento y protección de sus da-
tos personales y confidenciales, así mismo a su acceso, rectificación, 
cancelación en cualquier momento y oponerte a cualquier tratamiento 
de tus datos, los cuales son conocidos como derecho ARCO7. El dere-
cho a la personalidad, a la vida privada y a la protección de datos per-
sonales, son derechos humanos que deben ser protegidos y vigilados 
por el estado. 

Al continuar omitiendo estas acciones que incurren en faltas a la 
privacidad y confidencialidad de las personas y no buscar una solu-
ción al uso de estas plataformas se generaría un mayor descontrol y 
desequilibrio, no solo entre los usuarios de estas redes sociales, sino 
también a la población en general.

7. Tú eres el único que autoriza su uso y en cualquier momento puedes ejercer los derechos 
ARCO: Acceder a tus datos; rectificarlos cuando sean inexactos o incorrectos; cancelar su uso 
cuando resulte inadecuado, innecesario o irrelevante para la institución que los tiene; y, opo-
nerte a cualquier tratamiento de tus datos (Instituto de Transparencia , Información Pública 
y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, s/f).
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Marco Teórico: las redes sociales en  
un marco general del derecho

Introducción: discusión en torno a las redes sociales, el uso de la 
información falsa, personal o privada y sus antecedentes
Actualmente vivimos en un mundo virtual, donde a lo largo de nuestros 
días somos acompañados por el uso de una red social, desde personas 
pequeñas hasta de avanzada edad, hombres y mujeres recurren al uso 
de una red social, ya sea como medio para sus actividades laborales, 
comunicarse, informarse o para uso de momentos de ocio, en donde 
podemos describir un poco de nuestra vida, trabajo, gustos, cultura y 
costumbres. En las redes sociales, se puede apreciar la información de 
interés de una persona, mediante alguna publicación, idea, pensamien-
to o imagen, la cual puede ser vista por otra persona. Tan extensa es la 
cobertura de las redes sociales que algunos periodistas, de noticieros 
específicos, utilizan estas herramientas para tener una amplia cobertu-
ra y extensión de sus seguidores. “Los usuarios las utilizan para estar 
informados sobre las noticias más relevantes ya que algunas noticias 
pueden ser trasmitidas en el momento en que sucedieron los hechos.” 
(Cano S. G., 2013)

A) Contexto Internacional
En la Unión Europea mencionaremos algunas herramientas realizadas 
por el Estado con la intención de regular la información de los datos 
personales; 

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fun-

damentales de 1950, Convenio del Consejo de Europa para la Protección de las Per-

sonas con Respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal 

de 1981, Parlamento Europeo y del Consejo Relativa a la Protección de las Personas 

Físicas en las que Respecta el Tratamiento de Datos Personales y a la Libre Circu-
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lación de estos Datos de 1995, el Derecho a la Determinación Informática (habeus 

data) de 1993. (Ramírez, Proteccion de Datos Personales en México, 2010)

De modo general mencionamos que en países como Malasia, Siria, 
Uzbekistán, Blangadesh, Vietnam, China, Corea del Norte, Pakistán, 
Turquía, Irán, entre otros, algunas redes sociales, entre ellas Facebook, 
han sido bloqueadas casi en su totalidad por iniciativa de su actual 
gobierno (Infobae, 2014). El bloqueo del uso de las redes sociales, va 
más allá de intentar regular estas plataformas, así como la información 
y contenido que se circula en ellas, considerado además esta opción 
como una censura al derecho de libertad de expresión, al prohibir el 
uso de las redes sociales, siendo considerada esta restricción como una 
dictadura. 

En América Latina, países como Venezuela, Ecuador, Perú y Guate-
mala han expresado la necesidad de regular las redes sociales con la in-
tención de combatir informaciones falsas y publicaciones que buscan 
crear cierto tipo de caos (Peña, 2015). Como se puede analizar, México 
no es el único país interesado y que ha tenido estos problemas por el 
contenido irregular publicado en las redes sociales: esto se debe a que 
no se cuenta con una herramienta o programa que permita controlar 
o regularizar la información contenida en las publicaciones realizadas 
por los usuarios, quienes han sido afectados en más de alguna ocasión 
de forma directa o indirecta. Por lo tanto, es de suma importancia que 
se cuente con la seguridad y protección al navegar en estas platafor-
mas, teniendo un mejor control en ellas.

Hace algunos años se presentó el director de Facebook, Mark 
Zuckerberg, ante el Congreso de los Estados Unidos de América. Lo 
anterior después de que presuntamente se revelara que habían sido 
filtrados datos personales de los usuarios registrados en sus redes so-
ciales a otro país, con la finalidad de alterar las elecciones llevadas a 
cabo en el 2016 en EE.UU. En esa misma audiencia el director de Face-
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book señaló: “el internet adquiere importancia creciente alrededor del 
mundo en la vida de la gente y me parece inevitable que haya cierta 
regulación” (Periódico Mural, 2018). Como se puede apreciar con las 
declaraciones realizadas por el creador de estas redes sociales, es ne-
cesario que los usuarios de estas plataformas obtengan la certeza de 
que los datos registrados, en sus bases de datos, cuentan con la segu-
ridad idónea y efectiva, para que los datos confidenciales o personales 
ahí registrados sean protegidos “El verdadero poder de los datos para 
llegar íntimamente al electorado. El escándalo de Cambridge Analítica 
no es que destapase una práctica nueva, sino que mostro como se hizo 
a una escala sin precedentes.” (Romero, 2019)

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y en el Dere-
cho Internacional, se ha destacado, en diversas ocasiones, que el acce-
so a recursos idóneos y efectivos que constituyen la primera línea de 
defensa de los derechos básicos de las personas, existiendo registros 
de antecedentes con algún grado de similitud en los casos donde son 
expuestos la imagen, el honor, la personalidad y la vida privada de las 
personas, como lo es el caso en el que reclaman daños a la honra, dig-
nidad y prestigio. (Calderón y Zurita “el gran hermano”, 2011)

Como podemos observar la información personal de los ciudadanos 
mexicanos comparadas con otros países, se encuentra relativamente 
desprotegida al no contar con herramientas idóneas para la estas lagu-
nas que existen en la protección de datos personales en redes sociales, 
ya que existe la transferencia de datos a terceras personas y hasta otros 
países, los cuales cuentan con domicilio de algún sitio web en uno o 
varios países.

B) Contexto Nacional
En el contexto nacional, la asociación mexicana de internet exhibió 
algunas normas que presuntamente garantizarían los derechos de sus 
usuarios en Facebook: como es la protección de datos personales, re-
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gular la interacción de sus usuarios y evitar la ilegalidad. Para garan-
tizar estos derechos fueron presentadas las siguientes herramientas 
jurídicas: la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Pose-
sión de Particulares, la Ley Federal del Consumidor, la Ley Federal de 
Derechos de Autor y las Políticas propias que regulan las actividades 
en Internet. Pero hasta hoy no se ha garantizado la seguridad de na-
vegar en estas redes sociales, generando un descontrol dentro y fuera 
de ellas, por lo cual es de suma importancia la modificación que más 
adelante presentaremos, para el caso específico de Jalisco, el cual ayu-
daría a garantizar la seguridad y protección de datos personales de sus 
usuarios en esta y otras plataformas virtuales, teniendo un castigo y 
obligando la reparación integral del daño ocasionado por el mal uso en 
estas redes sociales.

Conclusiones

Queda demostrado que, en materia de protección a la vida privada, in-
timidad y datos personales en Jalisco y en todo México, hay mucho por 
hacer, el decidir libremente cuando, como y quien va a tratar nuestra 
información personal, es un derecho que debe ser reconocido por toda 
persona en las nuevas tecnologías.

La presente investigación es de suma importancia y necesaria para 
la regularización de la información, su uso y el contenido difundido 
por los usuarios en las redes sociales.

Por lo tanto, el seguir omitiendo la divulgación de la información 
personal considerada confidencia y/o privada en las redes sociales sin 
el consentimiento del titular o publicaciones realizadas por una terce-
ra persona en la que se divulgue u obtengan datos personales, perma-
necerían vulnerables los Derechos Humanos de los usuarios de estas 
aplicaciones, así como de la sociedad en general.
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La vida privada, intimidad y protección de datos personales, son 
derechos humanos tutelados por el derecho internacional y nacional 
en nuestra constitución, la cual hasta la fecha no ha sido corregido o 
aplicado de manera correcta en las redes sociales, lo cual ha generado 
un descontrol en estas plataformas digitales al no existir una vigilancia 
y/o corrección de estas malas prácticas.

Por lo tanto, el seguir omitiendo la divulgación de la información 
personal considerada confidencia y/o privada en las redes sociales sin 
el consentimiento del titular o publicaciones realizadas por una terce-
ra persona en la que se divulgue u obtengan datos personales, perma-
necerían vulnerables los derechos humanos de los usuarios de estas 
aplicaciones, así como de la sociedad en general.

El continuar omitiendo estos problemas presentados en las redes 
sociales y no poner atención a la información delicada o confidencial 
que circula en ellas generaría a corto plazo un mayor desorden en la 
sociedad, las cuales como hemos visto han ido en constante evolución 
sin una herramienta en materia jurídica que equilibre su uso, por lo 
cual su control ha sido rebasado por el desorden que presentan el uso 
de estas plataformas viéndose afectadas personas físicas y morales.
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desechos de residuos de las principales 
ciudades y/o regiones y su entorno, sin 
embargo, falta gestiones para concienti-
zar la participación activa de la sociedad.
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políticas gubernamentales y gestión de 
sustentabilidad normativa.

and their surroundings, however, there is 
a lack of steps to raise awareness of the 
active participation of society.

Keywords: environmental education, 
government policies and regulatory sus-
tainability management.

sumario: introducción. / i. historia de la educación ambiental / ii. concep-
tualización. / iii. normatividad. / iv. políticas y gestiones. / v. conideraciones 
finales. / referencias. 

Introducción

La existencia de una cada vez más numerosa y rigurosa legislación am-
biental en todos los países, ha tenido contundentes reivindicaciones en 
los consumos, por ejemplo, de los productos orgánicos, productos bio-
degradables, participación en auditorías voluntarias y compromisos 
con el ambiente para restauración de espacios verdes en corredores, 
andadores, calles, principales vialidades, zonas urbanas, entre otros.

La educación ambiental es un proceso permanente en el cual los 
individuos y las comunidades adquieren conciencia de su medio y 
aprenden los conocimientos, los valores, las destrezas, la experiencia 
y también, la determinación que les capacite para actuar, individual y 
colectivamente, en la resolución de problemas ambientales presentes 
y futuros” (Congreso Internacional de Educación y Formación so-
bre Medio Ambiente. Moscú, 1987). 

La investigación en educación ambiental para la sustentabilidad en 
México se encuentra poco desarrollada. Es muy reciente data de los 
años ochenta, por este motivo, tanto la Academia Nacional de Educa-
ción Ambiental, como otros organismos gubernamentales han insisti-
do en la necesidad de promover un mayor número de estudios en este 



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 211-239 213

campo, así como abrir nuevos espacios y oportunidades instituciona-
les para darle aliento a este campo de naturaleza consustancialmente 
interdisciplinaria.

La construcción de lo ambiental, entendido como la relación entre 
naturaleza y sociedad, precisa de una nueva visión, que considere la rea-
lidad como un todo, esto es, la articulación de los procesos naturales y so-
ciales y la interrelación entre ellos. De ahí que, además de los obstáculos 
económicos y sociales originados por el estilo de desarrollo para abordar 
la problemática ambiental, las posibilidades de revertir los procesos de 
deterioro ambiental se ven también limitados por la propia conformación 
del proceso educativo y la construcción del conocimiento.

De ahí que, además de los obstáculos económicos y sociales origi-
nados por el estilo de desarrollo para abordar la problemática de rever-
tir los procesos de deterioro ambiental se ven también limitados por la 
propia conformación del proceso educativo y la construcción del co-
nocimiento. En este sentido, la educación y la participación ciudadana 
constituye un espacio donde la dimensión de la cultura ambiental pue-
de dar un nuevo sentido a los procesos de transformación del sujeto a 
través de concepciones y prácticas educativas.

La investigación debe realizar un análisis crítico de las formas con-
cretas de relación entre la sociedad y la cultura de preservación am-
biental, y de la educación humana como estrategia de cambio cultural 
y paradigmático, en la búsqueda de una explicación integral de la rea-
lidad en que se encuentra nuestro medio ambiente.

Historia de la educación ambiental

Es necesario hacer una cronología del origen del termino Educación 
Ambiental EA en el que a finales de la década de los años 60 y princi-
pios de los años 70, se muestra claramente una preocupación interna-
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cional por las graves condiciones ambientales en el mundo, por lo que 
se menciona que la EA es heredera del deterioro ambiental.

Así, en la UNESCO desde 1949, encontramos que se desarrolló un 
estudio donde expresaba su preocupación por la problemática del 
medio ambiente y sus implicaciones educativas, celebrada en Lucer-
na Suiza, el Simposium sobre Educación en Materia de Conservación, 
convocado por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en 
1966, representando una de las primeras iniciativas en relación con la 
educación ambiental, convirtiendo hasta la fecha a esta organización 
como la principal impulsora de programas y estudios relacionados con 
la educación ambiental.

El Consejo Internacional de Coordinación del Programa sobre el 
Hombre y la Biosfera (Programa MAB por sus siglas en inglés) en 1970, 
cuya creación respondió a la necesidad de implementar un programa 
multidisciplinario de investigación, se incluía la propuesta de proyec-
tos encaminados al estudio de la biosfera, de los impactos que ha te-
nido sobre ella la acción de la humanidad, de los efectos globales de 
esos impactos y en las actividades de enseñanza e información de estos 
problemas. 

En Estocolmo, Suecia en junio de 1972, como concepto y estructura 
la EA se da en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Humano, en el contexto establece el Principio 19: “Es indispensable 
una labor de educación en cuestiones ambientales, dirigida tanto a las 
generaciones jóvenes como a los adultos, y que preste la debida aten-
ción al sector de la población menos privilegiado, para ensanchar las 
bases de una opinión pública bien informada y de una conducta de 
los individuos, de las empresas y de las colectividades, inspirada en 
el sentido de responsabilidad en cuanto a la protección del medio en 
toda su dimensión humana. Es también esencial que los medios de co-
municación de masas eviten contribuir al deterioro del medio humano 
y difundan, por el contrario, información de carácter educativo sobre 
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la necesidad de protegerlo y mejorarlo, a fin de que el hombre pueda 
desarrollarse en todos los aspectos”. 

De esa manera, en la Conferencia de Estocolmo se formó el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), señalan-
do el 5 de junio como Día Mundial del Medio Ambiente y se pronunció 
tanto en la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO) y en el PNUMA, poner en camino el 
Programa Internacional de Educación Ambiental (PIEA)1. 

En Belgrado, Yugoslavia en 1975 se exhorta la enseñanza de nuevos 
conocimientos teóricos y prácticos, valores y actitudes que constitui-
rán la clave para conseguir el mejoramiento ambiental. En Belgrado se 
definen también las metas, objetivos y principios de la EA.

Los principios recomiendan considerar el medio ambiente en su 
totalidad, es decir, el medio natural y el producido por el hombre. 
Constituir un proceso continuo y permanente, en todos los niveles y 
en todas las modalidades educativas. Aplicar un enfoque interdisci-
plinario, histórico, con un punto de vista mundial, atendiendo las di-
ferencias regionales y considerando todo desarrollo y crecimiento en 
una perspectiva ambiental. La meta de la acción ambiental es mejorar 
las relaciones ecológicas, incluyendo las del hombre con la naturale-
za y las de los hombres entre sí. Se pretende a través de la educación 
ambiental lograr que la población mundial tenga conciencia del medio 
ambiente y se interese por sus problemas conexos y que cuente con los 
conocimientos, aptitudes, actitudes, motivaciones y deseos necesarios 
para trabajar individual y colectivamente en la búsqueda de soluciones 
a los problemas actuales y para prevenir los que pudieran aparecer en 
lo sucesivo.

Los objetivos son la necesidad de desarrollar la conciencia, los co-
nocimientos, las actitudes, las aptitudes, la participación y la capacidad 

1. Plan de Educación y Cultura Ambiental del Estado de Jalisco https://semadet.jalisco.gob.mx/
gobernanza-ambiental/cultura-y-educacion-ambiental/educacion-ambiental-formal/741
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de evaluación para resolver los problemas ambientales. En el docu-
mento denominado Carta de Belgrado que se deriva de este evento se 
señala la necesidad de replantear el concepto de Desarrollo y a un rea-
juste del estar e interactuar con la realidad, por parte de los individuos. 
Así la EA debe ser una herramienta que contribuya a la formación de 
una nueva ética universal que reconozca las relaciones del hombre con 
el hombre y con la naturaleza; la necesidad de transformaciones en las 
políticas nacionales, hacia una repartición equitativa de las reservas 
mundiales y la satisfacción de las necesidades de todos los países.

En el Programa Internacional de Educación Ambiental. Oficialmen-
te mundialmente, desde 1975 con la creación del Programa Internacio-
nal de Educación Ambiental, bajo la conducción del Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) y la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO); se ha venidos hablando de la EA como una herramienta 
fundamental para preservar los recursos naturales de nuestro planeta. 

En Tbilisi, URSS en 1977, se acuerda la incorporación de la EA a los 
sistemas de educación, estrategias; modalidades y la cooperación inter-
nacional en materia de educación ambiental, se mencionó la necesidad 
de no solo sensibilizar sino también modificar actitudes, proporcionar 
nuevos conocimientos y criterios y promover la participación directa 
y la práctica comunitaria en la solución de los problemas ambienta-
les. En síntesis se planteó una EA diferente a la educación tradicional, 
basada en una pedagogía de la acción y para la acción, donde los prin-
cipios rectores son la comprensión de las articulaciones económicas 
políticas y ecológicas de la sociedad y a la necesidad de considerar al 
medio ambiente en su totalidad.

En Moscú URSS, en 1987, nace la propuesta de una estrategia In-
ternacional para la acción en el campo de la Educación y Formación 
Ambiental para los años 1990-1999. En el documento de esta reunión se 
mencionan como las principales causas de la problemática ambiental 
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a la pobreza, y al aumento de la población, menospreciando el papel 
que juega el complejo sistema de distribución desigual de los recursos 
generados por los estilos de desarrollo acoplados a un orden interna-
cional desigual e injusto, por lo que se observa en dicho documento 
una carencia total de visión crítica hacia los problemas ambientales.

En Río de Janeiro, Brasil, de la Cumbre de la Tierra y Foro Global 
Ciudadano de 1992, se emitieron varios documentos, entre los que se 
destaca la Agenda 21, que contiene una serie de tareas a realizar hasta 
el siglo XXI. En la Agenda se dedica un capítulo, el 36, al fomento de la 
educación, capacitación, y la toma de conciencia; establece tres áreas 
de programas: La reorientación de la educación hacia el desarrollo sos-
tenible, el aumento de la conciencia del público, y el fomento a la ca-
pacitación. Paralelamente a la Cumbre de la Tierra, se realizó el Foro 
Global Ciudadano de Río 92. En este Foro se aprobó 33 tratados; uno 
de ellos lleva por título Tratado de Educación Ambiental hacia Socie-
dades Sustentables y de Responsabilidad Global el cual se señala como 
un acto para la transformación social, no neutro sino político, contem-
pla a la educación como un proceso de aprendizaje permanente basado 
en el respeto a todas las formas de vida. En este Tratado se emiten 16 
principios de educación hacia la formación de sociedades sustentables 
y de responsabilidad global. En ellos se establece la educación como 
un derecho de todos, basada en un pensamiento crítico e innovador, 
con una perspectiva holística y dirigida a tratar las causas de las cues-
tiones globales críticas y la promoción de cambios democráticos2.

Respecto a la EA en México, al igual que en el resto de América 
Latina y el Caribe, tuvo un inicio tardío con respecto a Europa, Canadá 
y Estados Unidos, sin embargo, ha gozado de diversos períodos de de-
sarrollo y crecimiento. A la fecha se han registrado avances en proce-
sos y prácticas en diferentes ámbitos como: procesos de organización, 

2. https://www.semahn.chiapas.gob.mx/portal/dgeads/historia
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formación profesional, producción de literatura e institucionalización 
del campo de la EA3. 

En Guadalajara, Jalisco, México, el Congreso Iberoamericano de 
Educación Ambiental de 1992, en las conclusiones se estableció que la 
EA es eminentemente política y un instrumento esencial para alcanzar 
una sociedad sustentable en lo ambiental y justa en lo social, ahora no 
solo se refiere a la cuestión ecológica sino que tiene que incorporar las 
múltiples dimensiones de la realidad, por tanto contribuye a la resig-
nificación de conceptos básicos. Se consideró entre los aspectos de la 
EA, el fomento a la participación social y la organización comunitaria 
tendientes a las transformaciones globales que garanticen una óptima 
calidad de vida y una democracia plena que procure el autodesarrollo 
de la persona4.

Así, en 1993 se produjo, como resultado del análisis y discusión de 
documentos de la UNESCO y del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) dirigidos a impulsar el desarrollo de estra-
tegias en EA en países latinoamericanos y del Caribe, el documento 
Hacia una estrategia nacional y Plan de acción en Educación Ambiental 
en México por parte del Instituto Nacional de Ecología y de la misma 
UNESCO. Por otro lado, en la década del 2000-2010 se buscó fortale-
cer el andamiaje de soporte a la EA y en 2005 se elaboraron 32 planes 
estatales de educación, capacitación y comunicación ambientales por 
parte de la SEMARNAT, así como la Estrategia Nacional de Educación 
Ambiental para la Sustentabilidad en 2006. 

Esta estrategia representó un esfuerzo que marcó el rumbo de 
múltiples acciones posteriores pero cuya implementación ha sido in-
completa debido a factores político-administrativos que incluyen la 
progresiva reducción de funciones y recursos del Centro de Educa-

3. Plan de Educación y Cultura Ambiental del Estado de Jalisco https://semadet.jalisco.gob.mx/
gobernanza-ambiental/cultura-y-educacion-ambiental/educacion-ambiental-formal/741.

4. https://www.semahn.chiapas.gob.mx/portal/dgeads/historia
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ción y Capacitación para el Desarrollo Sustentable (CECADESU), res-
ponsable principal de su implementación. No obstante, se mantienen 
proyectos y procesos de cierta fuerza en diversas regiones de México, 
lo que generó corrientes de reorganización que llevaron a la amplia-
ción o actualización de los planes estatales de Educación Ambiental de 
Chiapas (2011), Michoacán (2015) y Jalisco (2018), entre otros. Asimis-
mo, se mantiene activa la Academia Nacional de Educación Ambiental 
(ANEA) y existen numerosos proyectos en la materia para áreas natu-
rales protegidas, espacios verdes urbanos, centros municipales y otros 
espacios, con diferentes grados de estructuración e impacto. 

El Plan de Educación y Cultura Ambiental del Estado de Jalisco, in-
dica que el Estado ha sido un territorio importante dentro del contexto 
educativo ambiental nacional, ya que ha cobijado diversas iniciativas 
y procesos de relevancia. Se han producido momentos de importante 
vinculación intersectorial que por desgracia no han terminado de arti-
cularse en forma sólida5.

Conceptualización

En este apartado se pretende dar un escuadre reflexivo de algunos con-
ceptos de Educación y también se incluye tanto a la EA, como la Ges-
tión Ambiental GA.

Concepto de Educación
La educación es una actividad inherente a la existencia humana y al 
ser social del hombre, que surge de las necesidades y circunstancias 
frente a las cuales y en las cuales vive y se desarrolla el ser humano; el 
hombre es un ser natural, un ente biológico que necesita alimentarse 
para vivir y desarrollarse, que para lograrlo, invariablemente requiere 

5. Plan de Educación y Cultura Ambiental del Estado de Jalisco https://semadet.jalisco.gob.mx/
gobernanza-ambiental/cultura-y-educacion-ambiental/educacion-ambiental-formal/741.
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de los demás, lo que lo marca como un ser social a la vez. La educación 
nace con el hombre, su naturaleza biológica y social lo impulsa a crear 
actividades de transmisión e interacción social, que intervienen desde 
la cuna y juegan un papel cada vez más decisivo en la existencia y de-
sarrollo del ser humano:

Con el correr del tiempo, las prácticas sociales trajeron como re-
sultado nuevas formas de organización social, lo que provocó cambios 
sustantivos en distintos niveles, factores determinantes que influyeron 
para pasar de una educación primitiva-espontánea a una educación sis-
tematizada-organizada, cuyo ejercicio estará a cargo de personas espe-
cializadas, donde el contenido de lo que se va a enseñar se especificará 
en programas, de acuerdo con ciertos objetivos y propósitos, que en 
sus inicios fueron religiosos, políticos, económicos.

“Etimológicamente, la palabra educación procede del latín educare, 
que significa ‘criar’, ‘nutrir’ o ‘alimentar’, y de exducere, que equivale a 
‘sacar’, ‘llevar’, o ‘conducir desde adentro hacia afuera’”.

El análisis etimológico pone de manifiesto que educación, desde la 
antigüedad recoge semánticamente dos modelos conceptuales bási-
cos; la educación como un modo de alimentar o intervenir desde fuera, 
ajustado a la idea semántica de educare, y la educación como un mode-
lo de sacar o extraer disposiciones ya existentes en el alumno, referido 
a la versión semántica de exducere.

Con claridad y precisión, nos ilustra el doctor Nassif respecto a esa 
doble etimología de la palabra educación:

Los dos sentidos que esas raíces etimológicas sustentan han recibi-
do, respectivamente, la calificación de acrecentamiento (educare) y de 
crecimiento (exducere), y constituyen los conceptos centrales de dos 
ideas distintas de la educación que a través del tiempo han luchado 
por imponerse. Esa misma oposición sirve a los pedagogos de hoy para 
distinguir la llamada educación tradicional, de corte intelectualista, 
con predominio del educador sobre el educando convertido en pasivo 
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receptáculo de conocimientos, de la educación nueva o progresiva, ba-
sada en la actividad, la libertad y la espontaneidad del alumno (Sotelo 
C., 2015).

Sarramona (1989, pp. 35-36) señala a la educación, con el grado de 
intencionalidad y sistematismo que converjan en un determinado pro-
grama educativo, en que se puede distinguir entre: 

…a) Educación formal, aquélla que es plenamente intencional y acontece en una 

estructura sistémica institucionalizada (escuela), lo cual suele conllevar el logro 

de titulaciones académicas reconocidas. Es la educación que está legal y adminis-

trativamente regulada. 

b) Educación no formal, así se denomina un conjunto de actividades claramente 

intencionales que acontecen fuera del sistema escolar formal, y que’ no pretenden 

concluir con aprendizajes reconocidos oficialmente: El nivel de organización pue-

de ser muy variable según la naturaleza del programa, desde altamente estructura-

do, al estilo escolar, hasta un mínimo nivel de estructuración. 

c) Educación informal, es el conjunto de acciones sociales que tienen consecuen-

cias educativas sin que hayan sido elaboradas específicamente para la educación… 

Los fines de la educación juegan un papel importante ya que consti-
tuyen un todo coherente que conllevan al perfeccionamiento del sujeto 
a través del direccionamiento o el grado de intencionalidad de lo que 
se pretende impartir en el proceso enseñanza-aprendizaje: 

(…) 

La Secretaría de Educación Pública (SEP), enlista diversas definiciones de edu-

cación de acuerdo con el nivel, la población a la que va dirigida así como aquella 

que específica de alguna materia; sin embargo, en el presente capítulo solo ten-

dremos en consideración las definiciones de educación que la abordan de manera 

comprensible. 
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Así que de acuerdo con el máximo organismo en materia educacional en Mé-

xico, “Educación General es el servicio más común que se presta en los niveles de 

preescolar, primaria, secundaria y bachillerato (SEP, 2008, p. 88). 

Del mismo modo, la educación formal es el “Sistema destinado a 
proporcionar la educación correspondiente a un nivel y servicio edu-
cativos mediante la atención a grupos que concurren diariamente a un 
centro educativo, de acuerdo con las fechas laborables marcadas en el 
calendario escolar” (SEP, 2008, p. 88). 

Dentro de nuestro sistema jurídico mexicano, la Ley General de 
Educación indica en el artículo 2º la siguiente definición de educación: 

…La educación es medio fundamental para adquirir, transmitir y acrecentar la 

cultura; es proceso permanente que contribuye al desarrollo del individuo y a la 

transformación de la sociedad, y es factor determinante para la adquisición de co-

nocimientos y para formar a mujeres y a hombres, de manera que tengan sentido 

de solidaridad social… (C. Diputados, México, 1993)

Es apreciable que la Ley considera que a la educación como un pilar 
en la transformación de la sociedad en el proceso de transformación 
social, asimismo, incluye el sentido de solidaridad social, valor que es 
ampliamente valorada en la categorización del derecho ambiental y 
la educación ambiental, toda vez que como se detalla más adelante la 
gama de Derechos humanos a la que pertenecen requiere de este sen-
tido de solidaridad para llegar al nivel de comprensión que requiere el 
respeto al derecho humano por un medio ambiente sano6. 

6. Ver. Álvarez de Jesús, José Mauricio. “Educación Ambiental en México, Análisis desde un En-
foque Jurídico”. Tesis de Maestría en Derecho Ambiental, diciembre de 2017. http://ri.uaemex.
mx/handle/20.500.11799/68568.
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Concepto de Educación Ambiental 
El concepto de EA permanece estrechamente arraigado a aquello que 
se concibe como medio ambiente en sí, es por ello, que dada la proble-
mática que se tiene por definir “ambiente”, en el mismo grado existe la 
confusión al intentar explicar lo que se entiende por EA. 

En este sentido, se analizarán diversas posturas tanto en definición 
de ambiente como de educación con la finalidad de establecer un acer-
camiento con mayor propiedad hacia lo que en la presente investiga-
ción se entenderá por Educación Ambiental. 

La UNESCO (1989, pp. 44-45), define la educación ambiental como 
“el proceso de reconocer valores y aclarar conceptos para crear habi-
lidades y actitudes necesarias que sirvan para comprender y apreciar 
la relación mutua entre el hombre, su cultura y su medio circundante 
biofísico. La educación ambiental también incluya la práctica de tomar 
decisiones y autoformular un código de comportamiento respecto a 
cuestiones que conciernen a la calidad ambiental” 

En nuestro sistema jurídico mexicano, la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, refiere en su artículo 3°, frac-
ción XXXVIII lo siguiente: 

XXXVIII. Educación Ambiental: Proceso de formación dirigido a toda la sociedad, 

tanto en el ámbito escolar como en el ámbito extraescolar, para facilitar la percep-

ción integrada del ambiente a fin de lograr conductas más racionales a favor del 

desarrollo social y del ambiente. La educación ambiental comprende la asimilación 

de conocimientos, la formación de valores, el desarrollo de competencias y con-

ductas con el propósito de garantizar la preservación de la vida… (C. Diputados, 

México, 1998) 

No hace falta ser un experto para notar lo que el hombre ha hecho 
con su paso por el mundo y los grandes problemas que ha ocasionado 
al ambiente con su desarrollo, por ello, en años recientes la lucha ha 
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sido constante y creciente para adoptar una conciencia generalizada, 
que nos permita reconocer que la relación de los seres humanos con el 
medio que los sustenta, es algo que debe ser replanteado si queremos 
ofrecer un futuro equilibrio a las generaciones que nos van a suceder. 

En esta inteligencia, es pertinente resaltar que la problemática am-
biental y sus posibles soluciones dejaron ser competencia exclusiva de 
la comunidad científica para requerir la atención de los políticos y la 
sociedad (cf. Novo, 2003, p. 22). 

Como seres humanos debemos estar en el entendido de que las con-
diciones han sido cambiantes y que ya no hay lugar a seguir creyendo 
que somos el centro de todo, que somos los absolutos dominadores y 
propietarios de lo existente en el planeta o incluso, de lo que hay fuera 
del mismo. Posiblemente sea complicado, hiriente e inaceptable alejar-
nos de nuestro excesivo protagonismo como dueños del mundo (Novo, 
2003, p. 23). 

La EA también puede catalogarse en formal, no formal e informal. 
La Educación Ambiental Formal, es “aquella que se realiza a través de 
las instituciones y planes de estudio que configuran la acción educati-
va ‘regulada’, cuya característica es su intencionalidad y especificidad, 
además de que no se resuelve por medio del simple ‘añadido’ de unos 
temas ambientales al currículo” (Novo, 2003, p. 222). 

La EA no formal, es la que “siendo intencional como la anterior, 
no se lleva a cabo en el ámbito de instituciones educativas y planes 
de estudio reconocidos oficialmente, sino por parte de otro tipo de 
entidades” (Novo, 2003, p. 223), puede practicarse con procesos mucho 
más flexibles como el caso de los Centros de Educación Ambiental, los 
zoológicos, el ecoturismo y el estudio de las Áreas Naturales Protegi-
das, entre otros. 

Lo referente a la educación informal, 
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es aquella que tiene lugar pese a la falta de intencionalidad educativa de quienes la 

promueven, como en el caso de los medios de comunicación… Lo que caracteriza 

a este tipo de educación es que ni el emisor, ni el receptor, se reconocen explícita-

mente como participantes de una acción educativa, sino que más bien sienten que 

toman parte de un fenómeno de comunicación que ‘contiene’ dimensiones educa-

tivas latentes, pero que ‘es’, ante todo, comunicación (Novo, 2003, p. 224) 

Es momento para echar un vistazo hacía atrás y comprender que 
el planeta, las especies, los recursos, los ecosistemas y sobre todo, no-
sotros mismos, necesitamos volver a sentirnos parte del sistema am-
biental para saber y conocer que la tierra tiene su propia dinámica de 
funcionamiento. 

En este sentido la Conferencia Intergubernamental sobre Educación 
Ambiental, Tbilisi, Georgia, se desprende que la “Educación Ambiental 
es un proceso dirigido a desarrollar una población mundial consciente 
y preocupada por el ambiente en su totalidad y los problemas asocia-
dos. Esta población tiene el conocimiento, actitudes, habilidades, mo-
tivación y compromiso para trabajar individual y colectivamente hacia 
la solución y prevención de problemas relacionados con el bienestar 
del medio ambiente” (UNESCO, 1980). 

La realidad jalisciense es parte de esta caracterización. Así lo ma-
nifiestan sus dos últimos trabajos estratégicos que revelan la situación 
actual de la entidad y proponen nuevas acciones de relación entre las 
sociedades humanas en y de Jalisco con sus ecosistemas. Entre otros, 
tratan dos ejes importantes de esta problemática: la biodiversidad y el 
cambio climático. 

Una educación transformadora que promueva el estar aquí y ahora 
con relaciones armónicas entre los humanos y su ambiente es requeri-
da con mayor ímpetu, pues el actual modelo de desarrollo hegemónico 
no se sustenta en un medio ambiente saludable y su capítulo educativo 
no contribuye a la sustentabilidad. 
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La EA es eficaz por su poder transformador, su fortaleza radica en su 
acción. Agustín Yánez señaló: “La educación es adiestrar las facultades 
humanas para el ejercicio responsable de la libertad que funda la dig-
nidad de la persona y la grandeza de la patria”. Este proceso formativo 
es resultado de procedimientos profundos y representa la realización 
de acciones de aprendizaje fundamentadas teóricamente en análisis de 
sistemas complejos y experimentados en la práctica, lo que permite el 
entendimiento de los problemas ambientales y la construcción inte-
grada de soluciones a los mismos, propiciando de manera intenciona-
da acciones para la generación de una cultura distinta propiciatoria de 
la solidaridad porque construye “un modo de ser y de comprendernos 
como seres humanos, consistente en ser los unos para los otros para 
llegar a estar los unos con los otros, abiertos a dar y recibir unos a otros 
y unos de otros” (Sobrino, 2002, p. 355), a lo que también García Roca 
(1998) expresa que: 

La solidaridad es una construcción moral edificada sobre tres dinamismos: a) el 

sentimiento compasivo, que nos lleva a ser unos para los otros; b) la actitud de 

reconocimiento, que nos convoca a vivir unos con otros, dando y recibiendo unos 

de otros; y c) el valor de la universalización, que nos impele a hacer unos por otros, 

lo cual significa un cambio radical en el modo en el que se comportan los humanos 

(p. 27). 

La EA desarrolla capacidades y convicciones necesarias para cons-
truir una sociedad más justa e incluyente. Busca contribuir a formar 
ciudadanos libres, participativos, responsables e informados capaces 
de ejercer, defender e involucrarse en acciones que mejoren y propi-
cien un medio ambiente sano. Requiere la integración de los problemas 
de sustentabilidad en todos los niveles de enseñanza, una aproxima-
ción trans e interdisciplinaria y con un claro enfoque en competencias, 
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esto es, en la integración de conocimientos, habilidades y valores para 
el desarrollo sustentable.7

Concepto de Gestión Ambiental
El término gestión significa: acción y efecto de gestionar. A su vez, ges-
tionar implica hacer los trámites necesarios para lograr algún asunto. 
En cuanto a la preservación del patrimonio cultural mencionamos re-
glamentos, planes –plan de desarrollo urbano, plan rector, entre otros-; 
en cuanto “gestión ambiental que tienen como objetivo el ordenamien-
to del ambiente: sus componentes principales son la política, el dere-
cho y la administración… Por ende, la instrumentación de la política y 
la legislación relativa al medio ambiente, es una tarea que forma parte 
de la gestión ambiental” (QUINTANA, 2009: 92).

Se denomina Gestión Ambiental GA o gestión del medio am-
biente al conjunto de diligencias conducentes al manejo integral del 
sistema ambiental. Dicho de otro modo e incluyendo el concepto de 
desarrollo sostenible, es la estrategia mediante la cual se organizan las 
actividades antrópicas que afectan al medio ambiente, con el fin de lo-
grar una adecuada calidad de vida, previniendo o mitigando los proble-
mas ambientales. La GA es la interacción y desarrollo de los procesos 
establecidos en la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de 
la Meseta de Bucaramanga “Colombia” CDMB para el cumplimiento 
de sus objetivos misionales. Su punto de partida es el conocimiento de 
la situación físico-biótica y socio-económica de los diferentes ecosis-
temas existentes en su área de jurisdicción, que permite con la partici-
pación de los diferentes actores sociales, diseñar instrumentos para la 
recuperación y conservación del medio ambiente y los recursos natu-
rales renovables, propiciando su desarrollo sostenible.

7. Véase: Instituto Corazón de la Tierra, en Plan de Educación y Cultura Ambiental del Estado 
de Jalisco. https://semadet.jalisco.gob.mx/gobernanza-ambiental/cultura-y-educacion-am-
biental/educacion-ambiental-formal/74
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La GA responde al “cómo hay que hacer” para conseguir lo plan-
teado por el desarrollo sostenible, es decir, para alcanzar un equilibrio 
adecuado para el desarrollo económico, crecimiento de la población, 
uso racional de los recursos y protección y conservación del ambiente. 
Abarca un concepto integrador superior al del manejo ambiental: de 
esta forma no sólo están las acciones a ejecutarse por la parte opera-
tiva, sino también las directrices, lineamientos y políticas formuladas 
desde los entes rectores, que terminan mediando la implementación.  
Las áreas normativas y legales que involucran la gestión ambiental 
son:   la política ambiental, la ordenación del territorio, evaluación del 
impacto ambiental, contaminación, vida silvestre, educación ambiental 
y estudios de paisaje8.

Por tanto, la GA debe ser analizada como parte de la gestión de 
cualquier institución, pues constituye la base para la mejora del des-
empeño ambiental de las organizaciones. En algunos países se han 
dado pasos que conducen al perfeccionamiento de la gestión ambien-
tal, sobre todo con la introducción del enfoque estratégico en ella. Esto 
ha conducido a hacer valer el carácter proactivo en el enfrentamiento 
a los problemas ambientales. Lo modelos de gestión referidos poseen 
rasgos que se pueden declarar como invariables, estos son: la necesidad 
del diagnóstico para conocer los impactos generados por las empresas, 
la utilización de indicadores claves para el diagnóstico y gestión am-
biental que desarrolla la organización y la implementación de planes 
de mejora del desempeño ambiental.

Marco normativo de la educación ambiental en México 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los trata-
dos y convenios internacionales en los que participa, leyes generales y 

8. Ver: https://rds.org.co/apc-aa-files/ba03645a7c069b5ed406f13122a61c07/gestion_ambiental.pdf
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federales, reglamentos, Normas Oficiales Mexicanas (NOM), Normas 
Mexicanas (NMX), decretos y acuerdos, constituciones estatales, leyes 
estatales y municipales.

Dentro de los tratados internacionales en los que participa México 
encontramos la Comisión de Cooperación Ambiental de América del 
Norte 1994 y el Protocolo de Kyoto de la convención marco de las na-
ciones unidas sobre el cambio climático 1992.

Las leyes que conforman la legislación ambiental en México son: 
Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, Ley de 
Aguas Nacionales, Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, Ley 
General de Vida Silvestre, Ley de Desarrollo Rural Sustentable, Ley 
General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos, Ley de Bio-
seguridad de Organismos Genéticamente Modificados, Ley de Produc-
tos Orgánicos, Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, Ley 
de Promoción y Desarrollo de los Bioenergéticos, Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental y la Ley General de Cambio Climático, cada 
una con sus reglamentos. De este compendio de leyes y reglamentos 
se derivan las diferentes normas (NOM, NMX) aplicables a cada rubro 
ambiental; agua, suelo, aire, desarrollo rural, residuos, entre otros. De 
ahí surgen los acuerdos, decretos y así sucesivamente siguiendo la ca-
dena terminando en los bandos municipales.

Como podemos ver México cuenta con un sólido desarrollo en 
legislación ambiental con una estructura que se fortalece a cada mo-
mento, mejorando el entorno mexicano, mundial y que despierta una 
cultura ambiental nacional.

Es importante revisar lo que la legislación dicta, en términos de for-
mulaciones generales y de instrumentos específicos, a fin de sustentar 
las acciones de capacitación para el desarrollo sustentable, la educa-
ción ambiental y la comunicación educativa.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
el artículo 3°. En él se garantiza el derecho que todos los mexicanos tie-
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nen a recibir educación. Aun cuando se plantea (fracción II, inciso b) 
que el criterio que orienta la educación es atender a la comprensión de 
nuestros problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos (...), no 
se hace mención explícita a la necesidad de que la educación fomente 
el respeto de la naturaleza y su uso adecuado. Y sí llaman la atención, 
en cambio, las frecuentes referencias al fomento del progreso científi-
co y tecnológico.

Aunque no incluye cuestiones educativas, el artículo 27 da rango 
constitucional a la conservación de los elementos naturales y a la pre-
servación y restauración de los equilibrios ecológicos.

Respecto a la Ley General de Educación, la única mención que se 
hace en dicha ley sobre el ambiente está contenida en el artículo 7°, en 
cuyo inciso XI se plantea que un fin de la educación es “hacer concien-
cia de la necesidad de un aprovechamiento racional de los recursos 
naturales y de la protección del ambiente”9.

En la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente (LGEEPA creada en la década de los ochenta), es donde se basa 
la política y jurídico ambiental del país, establece: En el cuerpo de esta 
ley destacan dos artículos que abordan el ámbito educativo: Artícu-
lo 39. “Las autoridades competentes promoverán la incorporación de 
contenidos ecológicos en los diversos ciclos educativos, especialmente 
en el nivel básico, así como la formación cultural de la niñez y la ju-
ventud…”, mientras que en 1994 se fundó la Secretaría de Medio Am-
biente, Recursos Naturales y Pesca (SEMARNAP) que desde el 2000 
se transformó en Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(SEMARNAT). 

Si bien, México ha sido pionero en Educación Ambiental, ésta ten-
dió a estar ausente del ámbito normativo y de las políticas públicas. En 

9. Ver. Álvarez de Jesús, José Mauricio. “Educación Ambiental en México, Análisis desde un En-
foque Jurídico”. Tesis de Maestría en Derecho Ambiental, diciembre de 2017. http://ri.uaemex.
mx/handle/20.500.11799/68568.
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1995, a la par de la creación de la entonces SEMARNAP, se creó el CE-
CADESU (Centro de Educación y Capacitación para el Desarrollo Sus-
tentable), que por décadas fue un fuerte impulsor de la EA. Además, 
hubo algunos intentos para integrar la sustentabilidad en el sistema 
educativo nacional a través de propuestas de reformas a la Ley General 
de Educación e incluso, en 2004, se lanzó una propuesta de Ley General 
de Educación para el Desarrollo Sustentable, la cual se elaboró en forma 
conjunta por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México y el citado CECADESU. 

Políticas y gestión

La política se puede identificar como una conducta humana, impul-
sa reacomodos y redistribución de bienes y ventajas en el seno de la 
comunidad; refleja necesidades de cambio; promueve situaciones de 
conflicto, pero también los resuelve. Las políticas puedes ser explícitas 
(leyes, planes, programas, etc.) e implícitas (agregación de decisiones, 
abstenciones, etc.). Luego entonces, las políticas gubernamentales son 
producto del sistema político.

En ese orden la política urbana-ambiental puede ser formulada por 
tres vías: legislativa, administrativa y de planeación10.

Tradicionalmente se conocen tres formas de organización de ges-
tión ambiental: Centralizada-Descentralizada; Sectorización-Transec-
torización; y Participación social. 

En cuanto a la 1ª, la centralización corresponde a la administración 
pública federal y la descentralización a los gobiernos estatales y muni-
cipales que permite la participación directa de la población (sectores 
público, social y privado) en la toma de decisiones de la gestión. De esa 
manera, los artículos 5º, 7º, 8º, 9º, 11, 13, 111, 111 bis y 112 de la Ley General 

10. Cfr. Quintana Valtierra, Jesús. Derecho Ambiental Mexicano. Lineamientos Generales. 4ª ed. 
Ed. Porrúa. México, 2009, p.p. 92 y 94.
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de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente señala atribuciones 
en materia de impacto ambiental y control y prevención de la conta-
minación, lo que a su vez permite que las mismas sean conferidas a la 
autoridades estatales y municipales11. 

Por ello, en las legislaciones federales, estatales y municipales invo-
lucradas en materia patrimonial y ambiental, se especifican los planes 
contemplados para la solución de problemas en el centro histórico de 
la ciudad de Guadalajara, en las que se incluye la participación ciuda-
dana para lograr su salvaguarda.

Planes de Desarrollo
El Programa de Medio Ambiente 1995-2000, entre otros objetivos es 
“propiciar una mayor participación organizada de la sociedad, en lo 
que a la política ambiental se refiere, así se desprende cuando men-
ciona que “la participación de la sociedad en la toma de decisiones, la 
ejecución y evaluación de las políticas ambientales es una condición 
necesaria para dotar a las mismas de legitimidad y generar condiciones 
propicias para su aplicación. 

En éste orden de ideas el Programa en comento, trata de recoger el 
principio establecido en la Declaración de Río sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo No. 10 que establecía que: “el mejor modo de tratar las 
cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudada-
nos interesados, en el nivel que corresponda… Deberá proporcionarse 
acceso efectivo a los procedimientos judiciales y administrativos, entre 
éstos, el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes”. 

Las estrategias que promueve el Programa de referencia para fo-
mentar la participación ciudadana es el desarrollo de Consejos Con-
sultivos Nacionales y Regionales, mismos que son concebidos como 
“órganos de participación social en los que se establezca una relación 

11. Ibidem, p. 65, 69 y 71.
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permanente y fluida entre los sectores sociales y la autoridad ambien-
tal”. Los Consejos Regionales se conforman con miembros del sector 
académico, las organizaciones no gubernamentales, el sector social y 
cada gobierno estatal. Para ello el país se dividió en cuatro regiones y 
participan todos los estados.

El Consejo Consultivo Nacional, se integra a partir de los Consejos 
Regionales, con la participación además de Representantes del Con-
greso de la Unión, de las Autoridades Federales, de centros de educa-
ción superior y de organizaciones empresariales y sociales. 

La participación ciudadana en México desde la perspectiva ambien-
tal generalmente ha obedecido a determinaciones de problemáticas 
ambientales, construidas a través de un conocimiento previo de carác-
ter científico, sin embargo, la participación ciudadana persista mucho 
de crear espacios jurídicos que de manera definitiva no coyuntural li-
miten la actuación de las autoridades en pro de la defensa de intereses 
públicos12. 

Guadalajara, como parte predominante de un sistema urbano, ha 
ejercido una significativa influencia económica, social y política en los 
ámbitos de la Región Centro del Estado, en la totalidad de Jalisco, en 
la Región Centro Occidente y en el país, pues su dinámica espacial se 
fundamenta en la cantidad de flujos de bienes, personas y recursos 
financieros. También destaca que la mayor concentración de servicios, 
comercios, fuentes de empleo, equipos e infraestructura urbana. El 
reto de la planeación del desarrollo de Guadalajara es fortalecer su 
primacía en el sistema urbano y regional, garantizar un eficiente fun-
cionamiento como motor del desarrollo en sinergia con su región y los 
municipios vecinos, aprovechando las ventajas y fortalezas para en-
frentar las desigualdades persistentes y reducir los problemas. Así, en 
Guadalajara deberán habilitarse proyectos estratégicos que favorezcan 

12. Guía de Participación Ciudadana en Materia Ambiental de México, Estados Unidos y Canadá. 
elawus@elaw.org
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el aumento de las condiciones de bienestar de las personas y la com-
petitividad económica, bajo un proceso sustentable y socialmente res-
ponsable, aprovechando su posición geográfica y atractivo.

Los principales planes y programas de desarrollo de las administra-
ciones federal y estatal que se toman como referencia para el Progra-
ma Municipal de Desarrollo Urbano de Guadalajara, establecen 
cuatro grandes campos de actuación estratégica coincidentes que de-
ben ser incorporados y observados: desarrollo social, económico, am-
biental y territorial. El resultado de su consideración es consignar las 
principales líneas estratégicas de estos niveles de planeación, agrupán-
dolas y sintetizándolas para conocer y destacar sus coincidencias de 
fundamento, otorgando con ello mayores posibilidades de apoyo para 
la implementación del Programa.

Entre las políticas del Plan Estatal de Desarrollo 2030 se estable-
cen: Desarrollo regional y equitativo con énfasis en la infraestructura 
productiva y la sustentabilidad del medio ambiente,… Uso y gestión 
sostenible del agua, con énfasis en el fomento a la cultura del apro-
vechamiento racional y eficiencia de los servicios en zonas urbanas y 
rurales…

Plan Estatal de Desarrollo 2007-2011 
Este plan instaura ejes estratégicos referidos al fomento de la industria, 
comercio y servicios, la promoción a la inversión, el financiamiento 
para el desarrollo productivo y la generación de empleo,… fortaleci-
miento e impulso a la inversión turística pública y privada. Implanta 
programas y subprogramas sectoriales para desarrollo social, infraes-
tructura social, la preservación y restauración del medio ambiente, la 
preservación de los recursos naturales, la promoción de la cultura am-
biental y ordenamiento ecológico, etc. 
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Ordenamiento Ecológico Territorial del Estado de Jalisco
El antecedente de este ordenamiento13 reconoce la necesidad de me-
jorar la calidad de los asentamientos y se plantea objetivos: Vivienda 
adecuada para todos,...; Desarrollo sostenible de los asentamientos hu-
manos, que combine el desarrollo económico, el desarrollo social y la 
protección del medio ambiente…; La revitalización de centros históri-
cos y otras áreas centrales mediante la promoción de la inversión pú-
blica y privada, dando particular importancia a programas de vivienda; 
La conservación y manejo efectivo de zonas de conservación; La crea-
ción y mantenimiento de espacios públicos, la convivencia colectiva 
como factor de identidad, cohesión social y calidad de vida.; Mantener 
una política que atienda los ciclos de vida de las distintas áreas urba-
nas, previendo el decaimiento y combatiendo el abandono y el deterio-
ro urbano, mediante programas y acciones de renovación, reciclaje y 
re-desarrollo del suelo urbano orientados al contexto ambiental de la 
Ciudad… 

El Plan de la Región Metropolitana de Guadalajara establece 
como objetivo el mejoramiento en la calidad de vida urbana y el in-
cremento la competitividad de la Metrópoli, y las grandes tareas del 
ordenamiento son:
–  Promover el redimensionamiento y redistribución del crecimiento 

urbano, tomando en cuenta las tendencias del mercado, pero impri-
miendo dirección al desarrollo metropolitano con objeto de lograr 
un crecimiento más equilibrado y ordenado.

–  Proteger y mejorar las áreas naturales (…) integrándolas en forma 
sustentable al funcionamiento de la región…

13. Declaración de Estambul sobre los Asentamientos Humanos, 1996.
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– Transporte más eficiente y menos contaminante: redes de ciclo ru-
tas, corredores de movilidad, sistema integral de transporte público, 
crecimiento de la red del tren eléctrico urbano, etc…

– Centro Metropolitano (revitalización y rescate patrimonial).

El Plan de Desarrollo Urbano Territorial de la Zona Metropolita-
na declara objetivos básicos para su área de intervención en la cual se 
incluye al Municipio de Guadalajara.

Reorientar la política urbana con una visión estratégica territorial 
que se rija por criterios de sustentabilidad ambiental…

Explica la Vocación para Guadalajara: 

La vocación del municipio de Guadalajara principalmente se orienta a las activida-

des comerciales, de servicios y de turismo de negocios. Actividades que confirman 

su función de centro metropolitano, donde se concentra el mayor número de equi-

pamientos educativos, culturales, de salud, comerciales, de servicios y de admi-

nistración pública, así como los monumentos y espacios públicos que integran el 

patrimonio histórico y cultural de la ciudad.

El Plan indica, en materia de ordenamiento urbano, la visión de 
la Metrópoli (…) para el año 2030, enunciando que se encamina a lo-
grar una ciudad bajo las siguientes premisas: “…La ciudad central es 
la sede del centro metropolitano y donde se ubican los barrios con 
mayor tradición. Para esta ciudad central las políticas de ordenamien-
to consideradas son: Mejoramiento Urbano y Protección Patrimonial…
Incrementar la calidad y eficiencia del transporte público. Incrementar 
la calidad y eficiencia del transporte público… El transporte público 
como estrategia de renovación urbana y mejoramiento ambiental me-
tropolitano”.
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Consideraciones finales

La EA es un proceso de aprendizaje para facilitar la comprensión de las 
realidades del ambiente, del proceso socio histórico que ha conducido 
a su actual deterioro y su finalidad es generar conciencia de dependen-
cia y pertenencia del individuo con su entorno, que se sienta respon-
sable de su uso y mantenimiento, y que sea capaz de tomar decisiones 
en este plano.

Los documentos expresados señalan que debe incrementarse el 
esfuerzo del rescate del medio ambiente en general. Por su parte, el 
Plan Estatal de Desarrollo 2030 es plenamente concomitante con el 
Plan Nacional de Desarrollo, puesto que las políticas y estrategias de 
desarrollo se articulan en torno a los mismos cinco grandes ejes di-
rectrices: El primero indica el desarrollo social, empleo y crecimiento, 
medio ambiente, respeto y justicia y buen gobierno. En el segundo esta 
la igualdad de oportunidades, economía competitiva, promoción de la 
sustentabilidad ambiental, derecho y seguridad y democracia efectiva.

La política apunta hacia la formalización del vínculo entre desarro-
llo urbano y sostenibilidad, es decir, el desarrollo de la ligadura entre 
ambos temas a través del reconocimiento y regulación normativa del 
sistema ambiental del territorio: incrementar las actuaciones que faci-
liten la construcción de un mejor hábitat, la disminución del riesgo y 
de la contingencia así como el incremento de la calidad ambiental. Las 
áreas coincidentes de actuación y atención referidas por este conjunto 
instrumental que el Programa atiende de agua (administración, abasto, 
saneamiento de cuencas, etc.), ordenamiento ecológico, cambio climá-
tico, residuos sólidos y peligrosos, y educación y cultura ambiental, 
principalmente 

Lo anterior, sin olvidar que a través de la EA se desarrolle capacida-
des y convicciones para construir una sociedad más justa e incluyente 
que contribuya a formar ciudadanos libres, participativos, responsa-
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bles e informados capaces de ejercer, defender e involucrarse en accio-
nes que mejoren y propicien un medio ambiente sano. 
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La nueva Constitución va ligada a la reforma del Estado. Esto no quiere decir que 
la reforma del Estado se agote en el diseño constitucional, pero sin reglas jurídicas 
democráticas, fundamentalmente constitucionales, no podemos realizar ni sentar 
las bases para las otras reformas pendientes: ni aspiraciones de justicia social, ni 
desarrollo económico, ni protección a los derechos humanos ni, por supuesto, una 
nueva cultura democrática.
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Resumen: El debate contemporáneo 
donde se pone en tela de duda la utilidad 
de la Carta Magna vigente desde el 5 de 
febrero de 1917 ha obligado el estudio y 
análisis de viabilidad en la elaboración 
de una nueva Constitución Política para 
el Estado Mexicano. Sin embargo, avi-

Abstract: The contemporary debate 
where the usefulness of the Magna Carta 
in force since February 5, 1917 is questio-
ned, has forced the study and feasibility 
analysis in the elaboration of a new Poli-
tical Constitution for the Mexican State. 
However, envisioning the process, agents 
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zorando el proceso, agentes e insumos 
necesarios para tan titánica hazaña, con 
el anhelo de garantizar las nuevas nece-
sidades y derechos fundamentales a toda 
persona y ciudadano del país; resultará 
mejor proponer una reingeniería cons-
titucional más allá de la abrogación y la 
creación de una nueva ley fundamental. 

Palabras clave: Constitución. Reinge-
niería. Multidimensional.

and inputs necessary for such a titanic 
feat, with the desire to guarantee the new 
needs and fundamental rights to every 
person and citizen of the country; it will 
be better to propose a constitutional re-
engineering beyond the repeal and the 
creation of a new fundamental law. 

Keywords: Constitution. Reenginee-
ring. Multidimensional.

sumario. i. introducción. / ii. la constitución y el espíritu constitucional. / 
iii. la sala de máquinas y el legislador. / iv. la mutación del derecho ante la 
globalización. v. reingeniería constitucional. / vi. interpretación y constitu-
cionalismo multidimensional. / vii. conclusión. / viii. referencias.

Introducción

Nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 
1917 es la más longeva de la historia del Estado Mexicano y de Hispa-
noamérica, se caracteriza por ser carta magna y norma fundamental, 
donde se establecen los límites y define las relaciones de los poderes 
de la Federación: legislativo, ejecutivo y judicial.

Sin duda, el comienzo de la historia de la Constitución es con la 
promulgación de la Carta Magna de 1824, y no como muchos afirman 
en la convocatoria de Venustiano Carranza para formar un Congreso 
Constituyente que reformará la Ley fundamental de 1857.

Precisamente David Pantoja Morán, doctor en ciencias sociales por 
el Colegio de Michoacán en su libro Bases del constitucionalismo mexi-
cano. La Constitución de 1824 y la teoría constitucional, publicado en el 
año 2017, enfatizó sobre la influencia de la ley fundamental de 1824 en 
el proceso de conformación del país, además de aclarar sobre los po-
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cos cambios entre el documento del 24 y la de 1857, a excepción de la 
libertad religiosa, la supremacía legislativa y por supuesto la división 
de poderes.

Posteriormente, la Constitución de 1917 pese al arduo y sangriento 
proceso consecuencia de la inestabilidad social y política en el país, 
tomaría el texto constitucional anterior e incluiría la gran cantidad de 
demandas gestadas desde el periodo de Porfirio Díaz. Se establecería 
al juicio de amparo como medio número uno de control constitucional.

No obstante, debido a la ignorancia del legislador y demás acto-
res del poder, la Constitución vigente sería comprendida como norma, 
aunque no se asumiría a cabalidad, desvinculando el criterio supremo 
de validez. Probablemente dichas problemáticas o carencias podrían 
ser atribuidas al Partido Revolucionario Institucional debido a la hege-
monía por medio un régimen autoritario –en sus 71 años al poder– im-
puesto en la lectura e interpretación de la ley fundamental. Producto 
de lo anterior ha dado lugar a pensar sobre la elaboración de una nueva 
constitución.

El presente ensayo pretende dar mayor esclarecimiento a la premi-
sa, si ¿Es necesario crear una nueva Carta Magna en México? Partiendo 
de que es una Constitución, mencionar y analizar algunas reformas 
constitucionales, además de plasmar a manera de propuesta una alter-
nativa a la dicotomía entre la abrogación y la creación, es decir, desem-
peñar una reingeniería constitucional en México.

La Constitucional y el Espíritu Constitucional

Durante mucho tiempo existe el conflicto enorme por el desconoci-
miento del significado de la Constitución en México como un país de-
mocrático, ya que se ha distorsionado por parte de la ciudadanía y de 
la comunidad jurídica, como un documento procedimental utilizado 
a modo para satisfacer ciertos beneficios (económicos y políticos) en 
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determinados grupos de interés provenientes de quienes integran los 
poderes del estado –legislativo, judicial y ejecutivo.

Lo anterior no alude a extremos, cuando al año en curso la Car-
ta Magna vigente cuenta con aproximadamente más de 741 cambios 
mediante 243 decretos, lo cual genera que no sea un proyecto funcio-
nal a la realidad actual. La incongruencia e irracionalidad no pueden 
ser justificados al ver lo efectos de las reformas constitucionales como 
ejemplo la desarrollara en el sexenio del Presidente Felipe Calderón 
Hinojosa en el año 2008, donde aumentó el poder regulatorio de la Se-
cretaría de Energía (SENER) y la generó la expansión de la burocracia 
energética a través de siete decretos creando y reforzando organismos 
como el Consejo Nacional de Energía, la Comisión Nacional de Hidro-
carburos y su Foro consultivo, el Consejo Consultivo para el Fomento 
de las Energías Renovables, entre otros.

Adicionalmente en el poder judicial podemos mencionar, la reforma 
al sistema de justicia penal motivada en gran mayoría por los compro-
misos internacionales adquiridos como la Iniciativa Mérida, financiado 
por el Gobierno de Estados Unidos para crear un nuevo modelo de 
justicia.

Entonces, cuál es el verdadero significado de la Constitución –que 
no solo debe ser un concepto teórico sino también práctico–, bueno es 
un documento, un acuerdo de reglas de convivencia, en otras palabras, 
un pacto político y social dado a que establece, organiza y constituye 
normas que rigen a la sociedad de una país como el nuestro, y el mini-
mizarlo, además de distorsionarlo como hasta hoy solo genera desgra-
cia, adicional a la descomposición en la ciudadanía de la cual se debe 
garantizar sus derechos y garantías, así como el conocimiento sobre el 
cumplimiento de sus obligaciones. 

Ante el 104 aniversario a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos de 1917, me preguntó, ¿dónde quedó el espíritu 
constitucional? Partiendo de lo hecho por Montesquieu como una de 
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sus obras más críticas de la Ilustración, el espíritu de las leyes donde 
habla del equilibrio de los poderes partiendo de su división, nos dirige 
a recordar la evolución de las cartas magnas desde la de 1824, 1857 a la 
actual y cómo motivó que los derechos sociales sean una realidad más 
allá de un modelo neoliberal.

La Sala de Máquinas y el Legislador

La constitución vigente de 1917 está compuesta por 136 artículos divi-
didos en nuevos títulos, los cuales son subdivididos en capítulos, con-
formada por dos partes denominadas como dogmática –consignando 
los derechos humanos y sus garantías– y orgánica –correspondiente a 
la división de poderes de la unión y el funcionamiento de las institucio-
nes del Estado. La pregunta que surge, ¿las dos partes enunciadas más 
que dos partes de un documento normativo resulta ser una ficción?

Precisamente al cuestionamiento propuesto, favorece dar análisis a 
la magna obra La Sala de Máquinas de la Constitución del jurista argen-
tino Roberto Gargarella2, donde en los capítulos tercero y cuarto nos 
indica los dos problemas principales  tanto para él como los constitu-
cionalistas de la época
1. El Problema de las bases materiales de la Constitución (relación 

constitución igual a economía;
2. La forma de interpretación y los límites del pasado constitucional.

Partiendo de ello, las bases materiales centran dos aspectos, el re-
conocimiento compartido de la constitución vinculada de condicio-
nes económicas complicadas del momento, conduciendo así reformas 

2. Roberto Gargarella es sociólogo, abogado y doctor en Derecho por la Universidad de Buenos 
Aires; máster y doctor en Derecho por la University of Chicago; y máster en Ciencia Política 
por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales.
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constitucionales con reformas económicas. Así como una reflexión so-
bre el vínculo de independencia económica y política.

Por otra parte, en el marco de la sala de máquinas, referirnos al le-
gislador resulta primordial, dado que su figura versa en aplicar la cons-
titución y crear o reformar normas generales, siendo así también la 
técnica legislativa piedra angular de la estructura y coherencia con el 
fin de garantizar la seguridad jurídica. Significa el valor comunicativo 
de la ley, vital para la transparencia de lo normado y su eficacia.

Provoca incertidumbre y bastantes problemas futuros que no abo-
nan nada al ejercicio de pesos y contrapesos que el artículo 55° de 
nuestra ley fundamental establece los requisitos para ser legislador
I.  Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en el ejercicio de sus 

derechos.
II. Tener veintiún años cumplidos el día de la elección.
III.  Ser originario de la entidad federativa en que se haga la elección 

o vecino de esta con residencia efectiva de más de seis meses an-
teriores a la fecha de ella […]

IV.  No estar en servicio activo en el Ejército Federal ni tener mando 
en la policía o gendarmería rural en el Distrito donde se haga la 
elección, cuando menos noventa días antes de ella.

V.  No ser titular de alguno de los organismos a los que esta Cons-
titución otorga autonomía, ni ser Secretario o Subsecretario de 
Estado, ni titular de alguno de los organismos descentralizados 
o desconcentrados de la administración pública federal, a menos 
que se separe definitivamente de sus funciones 90 días antes del 
día de la elección […]

VI.  No ser Ministro de algún culto religioso, y
VII.  No estar comprendido en alguna de las incapacidades que señala 

el artículo 59.
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En las siete fracciones mencionadas no prevé grado de escolaridad 
(nivel básico, medio superior, licenciado, posgrado), tampoco especi-
fica un perfil de profesión o tópicos de experiencia (argumentación, 
redacción, resolución de conflictos), de esta manera dejando como 
precedente la victoria de artistas, ex deportistas, entre otros, los cuales 
empobrecen el escenario político y confunde a la sociedad al no contar 
con la experiencia y conocimiento del derecho.

La Mutación del Derecho ante la Globalización

La historia ilustra la mutación de las sociedades en cómo se relacionan 
y las necesidades que tienen, por ello las Constituciones por naturaleza 
también son modificadas, lo cual implica la garantía de su permanencia 
y durabilidad, en la medida en que es un mecanismo de articulación 
de la continuidad jurídica del Estado y un instrumento de adecuación 
entre la realidad jurídica y la realidad política3.

Jellinek señaló que es factible reformar las leyes constitucionales al 
igual que las leyes ordinarias de tres maneras: arrogándose totalmente, 
recibiendo otro texto o sustituyéndolo por leyes posteriores. En ese 
sentido, Smend considera la Constitución como ordenamiento jurídico 
de integración4 que busca canalizar, estimular y mantener abierto, al 
tiempo que normativiza los valores sobre los que existía acuerdo entre 
ciudadanos, especialmente los derechos fundamentales (KORIOTH). 

Ante el fenómeno de la globalización, se refuerza la transformación 
del Estado y más específicamente de su soberanía, es ahí donde debe 
distinguirse entre el fenómeno de la globalización y su conceptualiza-
ción jurídica (Manuel Atienza, 2010). Cada cambio es evidente a través 

3. Vega García, Pedro de. La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente, 
Madrid, Tecnos, 1985.

4. Rudolf Smend denomina integración al señalar que el Estado no se basa ya en ningún con-
trato social, ficticio o real, consensuado en un momento, sino por un proceso de continua 
renovación y permanente reviviscencia.
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de las decisiones de las cortes de los Estados en el momento de resol-
ver conforme a la normativa internacional en relación con los Dere-
chos Humanos.

La Globalización en sentido lato sensu significa aquel conjunto mul-
tidimensional de procesos sociales que crea, despliega, multiplica e 
intensifica intercambios, además de interdependencias sociales en el 
nivel mundial, efecto de ello da origen a personas con una conciencia 
de conexión creciente cada vez mayor entre lo cercano (local) y lo 
lejano (distante). 

Por su parte, advirtió Heller sobre la soberanía del estado como la 
organización más fuerte dentro del territorio y además sostiene al po-
der del estado soberano contenido en su territorio, exclusivo, irresis-
tible y sustantivo, lo cual es pertinente para comprender el fenómeno 
global en comento aun cuando los Estados detentan dicho poder sobe-
rano, ven erosionado este poder cuando las normas internacionales los 
obligan a modificar su sistema jurídico.

Reingeniería Constitucional

Reorganizar, reflexionar y luego actuar es lo que debe hacer el Estado 
Mexicano, no el hacer una nueva constitución, dado a que reconocería 
una ruptura del orden jurídico, señalando un estado de ingobernabili-
dad donde la conversión a una sociedad del conocimiento (que debe 
gozar de libertad de expresión, el acceso a la información, respeto a la 
diversidad cultural y lingüística…) tan necesaria sería imposible.

Al proponer este apartado como reingeniería constitucional se debe 
a lo equivocado que resulta la creación de una nueva carta magna, y 
también al ampliar el número de reformas sin sentido ético-político 
y social que merece la sociedad. El proponer este término reingenie-
ría comprende un rediseño radical de procesos para alcanzar mejores 
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resultados a niveles de costo, calidad, servicio y rapidez (Hammer y 
Champy, p. 34).

Justamente es valioso recordar los planteamientos del politólogo 
italiano Giovanni Sartori en su obra “ingeniería constitucional compa-
rada”, donde expresó que las constituciones no hacen milagros y ase-
gura lo difícil que gozar de buen gobierno sin un correcto instrumento 
de gobierno, haciendo hincapié en el deber de las constituciones de 
construir mecanismos funcionales y que produzcan algo. En el caso de 
México, el autor señaló sobre una propuesta de 121 reformas a nuestra 
carta magna equivalente a crear una nueva, que es un número imprác-
tico y contraproducente, además de ser una ruta plagada de riesgos.

Con respecto a las manifestaciones de Sartori en el caso nacional, 
también propuso tres prioridades de reforma, la primera para un nue-
vo sistema electoral, la segunda sobre la abolición de la no reelección 
de los legisladores y la tercera en la definición sin vicios, clara de los 
poderes constitucionales del presidente.

Por otra parte, cabe resaltar lo dicho por el jurista Jorge Carpizo, 
particularmente en su artículo “¿Se necesita una nueva Constitución en 
México? Algunas reflexiones y seis propuestas”, publicado en 2011, en él 
describe las reformas que considero prioritarias como la transforma-
ción de las procuradurías de justicia, la de los órganos fiscalizadores 
(como la Auditoría Superior de la Federación y sus análogos en la dis-
tintas entidades federativas), la conversión de los Institutos de acce-
so a la Información Pública en órganos constitucionales autónomos, 
referendo para las reformas constitucionales e iniciativa popular, por 
mencionar algunas.

Actualmente se cuentan con órganos constitucionales autónomos 
como el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales (INAI) anteriormente Instituto Fe-
deral de Acceso a la Información Pública (IFAI), el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones (IFT) y además un intento de sistema nacional 
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anticorrupción, dotados en sus respectivos fundamentos de la cons-
titución –artículo 1°, 6°, 16°–, no obstante aunque parece bastante bien 
el avance, a lo ya enunciado por el jurista Carpizo, deben eliminarse 
aberraciones a nuestra carta magna, por ejemplo

Cuadro de análisis de elaboración propia5.

1

 

 

 

 El artículo 26, apartado A, establece la 
obligación por parte del Estado mexicano de 
elaborar el llamado plan nacional de desarrollo: 
un plan sexenal de las políticas públicas del 
país. Esta disposición se traduce en una rutina 
inocua: cada seis años el nuevo gobierno 
elabora su proyecto.

En el sexenio anterior el artículo fue 
reformado para establecer que el plan de 
desarrollo debe ser producto de la elección 
democrática, deliberativa y de consulta, con 
fines bastantes románticos como promover 
la competitividad, permanencia y equidad 
al crecimiento de la economía, así como la 
democratización política.

2

 

 

El artículo 27 constitucional es uno de los 
extensos que aborda el tema de la propiedad.
“La propiedad de las tierras y aguas 
comprendidas dentro de los límites del territorio 
nacional, corresponde originariamente a la 
Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de 
transmitir el dominio de ellas a los particulares, 
constituyendo la propiedad privada”.

El artículo 27 no define con claridad los 
alcances y límites del Estado frente a la 
propiedad privada, dado a que no precisa el 
concepto y el mecanismo de la propiedad.

3

 

 

 

 

El artículo 41 consagra las líneas estructurales 
del sistema electoral, por obvias causas 
es modificado después de cada elección 
presidencial.
“El pueblo ejerce su soberanía por medio 
de los Poderes de la Unión, en los casos 
de la competencia de éstos, y por los de los 
Estados y la Ciudad de México, en lo que toca 
a sus regímenes interiores, en los términos 
respectivamente establecidos por la presente 
Constitución Federal y las particulares de 
cada Estado y de la Ciudad de México, las 
que en ningún caso podrán contravenir las 
estipulaciones del Pacto Federal”.

Al analizar la reforma del precepto 
constitucional se justifican las dificultades a las 
autoridades electorales con el fin del manejo 
discrecional de tarifas por parte de medios de 
comunicación, es decir, la eliminación de una 
importante fuente tanto de inequidad como 
de injusticia en las contiendas electorales.

5. López Noriega, Saúl. Desastres Constitucionales. Revista Nexos. Véase en: https://www.ne-
xos.com.mx/?p=31272 (Consultado 09/06/2021).
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Precisamente en lo dicho, se desea garantizar la tutela de derechos, 
no la simulación y mucho menos el cooptarlos en una presumible mala 
fe de técnica legislativa descrito en este ensayo en páginas atrás al se-
ñalar el rol del legislador. Ampliando el marco de estudio desarrollare 
en el siguiente punto la interpretación y el constitucionalismo multi-
dimensional.

Interpretación y Constitucionalismo Multidimensional

En este punto, queda claro el posicionamiento personal sobre el cual 
deseo se analice el panorama constitucional en México y el impacto 
que se tiene por la evolución internacional. La doctrina de la constitu-
ción significa precisamente la doctrina de la limitación del poder sobe-
rano según las necesidades de los ciudadanos, una vez que en esta se 
expresó un constitucionalismo como ciencia y técnica de las libertades 
(Guastini, 2010, p. 35).

Actualmente al hablar de la reingeniería, resulta obligado y pruden-
te referirnos a la interpretación de nuestra ley fundamental en sentido 
a los preceptos y contenidos con el deber de seguir las nuevas necesi-
dades y circunstancias sociales. Observamos la definición y su aplica-
ción por medio de la reforma en materia de derechos humanos del 10 
de junio de 2011, exigiendo el fundar y motivar las decisiones políticas 
y legales con esta perspectiva.

Con respecto a la función de la interpretación conforme, nos pro-
porciona otro lado de estudio sobre el papel que desempeña el juzga-
dor o intérprete jurisdiccional. La operación de hacer compatible la 
norma bajo estudio con el parámetro de conformidad implica asignar 
otro significado al texto que sea compatible con las normas de la Cons-
titución y los tratados. Sin embargo, presenta dos alternativas que no 
sea posible encontrar un sentido para el texto bajo estudio que sea 
compatible con el parámetro de conformidad o bien puede ocurrir que 
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exista más de un sentido compatible con las normas de referencia (Ro-
dríguez, Gabriela, et al., p. 31).

Por otra parte, resulta de vital importancia conocer el debate inter-
nacional entorno al constitucionalismo multidimensional entendido 
como un artefacto académico, un ejercicio hermenéutico consistente 
en la relectura del derecho internacional supliendo sus déficits de le-
gitimidad. Una perspectiva que ayuda a replantear preguntas sobre la 
justicia y efectividad de esta estructura de gobernanza transnacional 
(Peters, 2009, p. 344).

Conclusión

El presente ensayo tuvo como objeto el analizar, proponer y conjuntar 
preceptos constitucionales, comparativa constitucional para demos-
trar nuestro punto de que no se requiere una nueva constitución en el 
Estado Mexicano, sino una reingeniería reconociendo la importancia 
de los derechos humanos y sus garantías, así como sus límites y la rele-
vancia de la interpretación constitucional. Además de hacer énfasis en 
la eliminación de aberraciones que sólo obstaculizan y generan oscuri-
dad en el cuerpo de normas de la ley fundamental.  

Nuestro país debe ser parte de la agenda virtuosa de la tutela de 
los derechos humanos, a partir de la redacción de su artículo primero 
donde se establece la adhesión a todos los tratados internacionales de 
la materia en comento, además de sentar las bases de operación por 
medio de principios rectores como el de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad.

Sin embargo, lo anterior no será posible si no supera la dicotomía 
rancia de federalismo versus centralismo y se pasa al debate explica-
do del constitucionalismo multidimensional, lo cual requiere un perfil 
idóneo en los tres poderes del estado: legislativo, ejecutivo y judicial.
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Priorizar los asuntos bajo su orden jerárquico, como aquella estruc-
tura Kelseniana en donde las leyes generales, así como las codifica-
ciones federales sirvan para contemplar lo sustantivo y adjetivo en la 
diversidad de los casos concretos, y no lo que se tiene hoy a manera de 
caos formativo “estirando” los preceptos constitucionales lo más que 
se pueda. 

En síntesis, al generar una armonización transversal jurídica, social, 
política y económica y al interpretar disposiciones relacionadas con 
la laicidad y las libertades de religión, conciencia y de convicciones 
éticas, también tomándose en cuenta las disposiciones de rango inter-
nacional, confirma la inviabilidad de la creación de una nueva carta 
magna. Por tanto, la interpretación evolutiva no significa dar cualquier 
contenido a las normas constitucionales sino facultar al intérprete a 
cubrir aspectos no previstos, pero no contrarias las normas expresas o 
decisiones fundamentales tomadas en otro tiempo.

Finalmente, la interpretación tiene que ser práctica y útil, esto quie-
re decir, que tiene que ser apta para dar respuestas sensatas y pro-
veedoras para la sociedad donde los jueces deben contar con estas 
herramientas al momento de administrar justicia, y no, obligar al juez 
nada más que a repetir la letra de la ley debido a que, de tal manera no 
vamos a conseguir mejorar la justicia.
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“Lo virtual es por naturaleza instrumental…”

Resumen: El propósito de este este tra-
bajo seriado, se centra en la virtualidad 
como instrumento por el cual las ideas 
se materializan a través de diferentes 
mecanismos de señas y símbolos digi-
tales que se validan dentro de los diver-
sos procedimientos que nuestra Ciencia 
del Derecho previene, ante la necesidad 
de resolver conflictos dentro de una so-
ciedad, ya sea asistiendo las personas 
presencialmente, o en “su apariencia”, 
como es el caso de su actualización en 
lo virtual. Lo anterior con la finalidad de 
conceptualizar la Ciencia del Derecho 
como un conjunto de procesos jurídicos 
virtuales, ideados e instrumentados por 
la naturaleza misma de la mente huma-

Abstract: The purpose of this this serial 
work focuses on virtuality as an instru-
ment by which ideas materialize through 
different mechanisms of signs and digital 
symbols that are validated within the va-
rious procedures that our Science of Law 
prevents, given the need to resolve con-
flicts within a society, either by assisting 
people in person, or in “their appearan-
ce”, as is the case of their updating in the 
virtual. The foregoing with the purpose 
of conceptualizing the Science of Law as 
a set of virtual legal processes, designed 
and implemented by the very nature of 
the human mind, without any differen-
tiation between presence and virtuality 
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na, sin que proceda diferenciación entre 
presencialidad y virtualidad para los fi-
nes previstos de resolver adecuadamente 
cuestiones jurídicas. 

Palabras clave: Virtualidad, proceso ju-
rídico virtual, creación normativa virtual 
originaria.

for the intended purposes of adequately 
resolving legal issues.

Keywords: Virtuality, virtual legal pro-
cess, original virtual normative creation.

sumario: introducción. / 1. planteamiento de la cuestión. / 2. el derecho como 
conjunto de procesos virtuales. / 3. el derecho prospectivo y la creación nor-
mativa virtual. / conclusiones. / referencias.

Introducción

Con este trabajo pretendemos plasmar un cúmulo de cuestiones teó-
ricas sin resolver aún, y ensayar soluciones conceptuales que ayuden 
a un estudio mayor sobre el tema que nos propusimos. En efecto, se 
repasan problemas teóricos, que sin ser planteamiento formal de nues-
tro estudio, nos inquietaban como en el caso de entender si estábamos 
hablando de la existencia de una posible Cuántica jurídica (entendi-
da ésta como la cantidad de energía desplegada para hacer efectiva 
la práctica de un determinado proceso desde la virtualidad) o de un 
verdadero Derecho virtual; tal y como lo refiere en su obra “Pensar el 
derecho como derecho virtual” la profesora Dalia Dueñas Carreño, 
(Dueñas, 2010), sin contar como lo han venido denominando en ese y 
otros sentidos diversos autores, como aquellos conceptos de “Multi-
versos virtuales”, “realidad virtual”, “Informática jurídica”, “Ciberes-
pacio legal” u otros similares.

Pero adelanto que es una verdad indiscutible dentro de la actividad 
de la Ciencia del Derecho, de que se “Piensa el derecho” para luego 
aplicarlo y ejercerlo en su conjunto teórico-práctico, apoyándose para 
ello en cada época y nación, de las mejores herramientas que la tecno-
logía y la ciencia puedan ofrecer, sin ser una excepción en nuestro país, 
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aunque tarde, se va incorporando lentamente a la denominada infor-
mática jurídica dentro de sus diferentes trámites jurídicos y procesos 
jurisdiccionales.

Presento en este trabajo un adelanto de mis resultados investigati-
vos, consistentes en redescubrir que en esa actividad de pensar, funda-
mental en los individuos, radica lo “Virtual del Derecho”; si tomamos 
en cuenta que el pensamiento es claramente un objeto eidético o idea, 
producto de abstracciones mentales del ser humano, cuya existencia 
radica en su espacio lobo-temporal, que ayudan a configurar las diver-
sas instituciones conformadoras del entramado conceptual de nuestra 
ciencia –o constructos que a la postre– resultan en una Cultura jurídica.

Nos planteamos preguntas que confrontan conceptos y autores di-
versos sobre el tema, partiendo de preguntas tales como las siguientes: 
¿Derecho virtual o Derecho con procesos virtuales? Se pretendió res-
ponder en esta primera entrega, de manera precautoria, que no creemos 
en una ciencia del Derecho que sea completamente virtual pero sí cree-
mos que exista un Derecho con Procesos Virtuales que son la excepción 
a la regla y constituyen tan sólo una opción por los cuales buscamos 
encontrar respuesta a una nueva inquietud prospectiva1: ¿Hacia dónde 
va el Derecho como ciencia, considerando las necesidades y condicio-
nes actuales de su ejercicio por los participantes en los diversos dra-
mas procesales para cumplir con eficacia el propósito de su creación, 
aún en ausencia de la presencia física de los potenciales involucrados 
en sus audiencias y procedimientos?

Sin pretender ahondar en una primera entrega todo el cúmulo de 
información al respecto, y dado el espacio para ello, en este trabajo se 
ha dejado en claro y en resumen la cuestión que tratamos en nuestra 
investigación, que ampliamos en las siguientes líneas y ampliaremos 
en diversas entregas futuras, pero que, en vía de informe de investiga-

1. Al respecto: “Hacia una Teoría General del Derecho Prospectivo” de nuestra autoría.
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ción preliminar sobre este tema, ofrecemos al amable lector del pre-
sente artículo.

Planteamiento de la cuestión

Si entendemos a la Ciencia del Derecho como aquél conjunto de nor-
mas reflejadas en reglas de conducta individualizadas y principios 
generales, (Huerta Ochoa, 2003) encaminada a materializarse en accio-
nes concretas mediante el estudio, entendimiento del entorno social, 
la construcción de conceptos e instituciones necesarias para su aplica-
ción a la vida cotidiana, con el propósito fundamental de mantener el 
orden, la convivencia social, la seguridad y la paz; entonces –como pro-
ducto político que es– engendra esta ciencia, una estructura de certeza 
y seguridad normativa para todos los convivientes de un determinado 
territorio.

¿Pero qué sucede teóricamente cuando esta materialización del 
Derecho debe implicar un verdadero cambio hacia la virtualización 
en todos sus campos disciplinares, de tal manera que se reduzcan 
al máximo todos los procesos jurídicos que regula, donde se cuenta 
actualmente con presencia física de los participantes, y en cambio, 
aumenten los procesos donde impere la virtualidad? 

Esa es la pregunta principal de esta investigación en vista al fenó-
meno de la virtualidad dentro de nuestra ciencia, lo que nos obliga a 
estudiar la naturaleza íntima de lo virtual y sus efectos en la teoría y 
práctica de los procesos jurídicos. 

Esta investigación fue necesaria, debido a las tendencias recientes 
a la virtualidad y en la especie, los denominados juicios en línea, ex-
plorando tanto sus efectos y consecuencias, en vista a los fenómenos 
de salud como los que hemos venido sufriendo, por poner tan sólo un 
ejemplo. Aunque no hay que soslayar lo que ha sucedido al respecto de 
su virtualización en la práctica desde los años 80´s, fecha en que inicia 
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incipientemente el uso de los protocolos del internet y sus aplicacio-
nes o usos entre las poblaciones más avanzadas de la tierra. Y por-
que no decirlo, del manifiesto regreso –de conformidad a las mejoras 
tecnológicas– de esta ciencia social a sus originarios procedimientos 
de resolución de conflictos humanos, basados éstos, en la puesta en 
práctica de la confianza entre los individuos como medio de relacio-
narse los individuos y solucionar sus controversias, apoyado en signos 
y señales válidos entre ellos. 

Lo anterior, que se puede explicar dado a que el Derecho es un pro-
ducto cultural del ser humano; que se considera consecuentemente 
como un conjunto de procesos racionales impuestos por el propio ser 
humano para ser cumplidos por nosotros mismos, dentro del conglo-
merado social. Se entiende, claro está, que el sano propósito que da 
origen a esta potestad humana, es el de igualar a los desiguales y man-
tener sus relaciones cotidianas bajo un esquema de –diremos simple-
mente– “formalidad con procedimientos interesados y convenientes 
para todos”. 

El fenómeno en estudio presenta como respuesta naturalista de esto, 
las razones “constructivistas”2 de los individuos; o sea, que sólo con 
la suma de las voluntades humanas se pueden integrar eidéticamen-
te, verdaderas estructuras, tan “virtuales” como las abstracciones que 
suele hacer el ser humano –desde sus albores–, al crear las llamadas 
“Instituciones Jurídicas” comenzando con “La Nación o con el Estado”, 
para resolver sus problemas de convivencia y enfrentar sus relaciones 
interpersonales; llegando al extremo de crear “personas jurídicas” con 
facultades, poderes y prerrogativas, así como obligaciones, compara-
bles en sus efectos con las denominadas “personas físicas”. 

La meta en la construcción de la justicia es partiendo de las ideas o 
de lo ideal; pero en el Derecho, lo No ideal es el principio para validar 

2. Al respecto consultar la obra de John Rawls: Teoría de la Justicia. Ed. 2006 p. 227
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una construcción ideal de la justicia. En efecto, en ese sentido nos ex-
presa John Rawl en su obra que:

…La concepción ideal muestra en este caso cómo ha de construirse el esquema no 

ideal, y esto confirma la conjetura de que lo fundamental es la teoría ideal…Este 

principio es simplemente la consecuencia de considerar un sistema jurídico como 

un orden de normas públicas dirigidas a personas racionales para regular su coo-

peración, y para dar el valor apropiado a la libertad… (Rawls, 2006)

Eso significa para nosotros que, aun construyendo ideas, debe partir-
se de lo materialmente experimental, aunque no sea lo mejor o desea-
ble, para poder enmarcar lo ideal. Sobre todo, dentro de los procesos, 
convirtiéndolos en un conjunto de “situaciones jurídicas constatables” 
de acuerdo a los nuevos parámetros del Derecho procesal. 

En el fondo de nuestra cuestión subyace el enfrentamiento entre los 
conceptos: Proceso jurídico presencial o materialmente real, versus el 
Proceso jurídico virtual o idealmente considerado como una expectativa 
de derechos y obligaciones que se formalizan en la actualización o ejer-
cicio procedimental, de lo virtual, como sinónimo –para nosotros– de “lo 
jurídicamente esperado”.

Para ello contestaremos a las preguntas sobre realidad y virtualidad 
y si éstos conceptos se oponen o son parte de la misma naturaleza del 
actuar intelectual-racional del ser humano como creador de institucio-
nes jurídicas eficaces en la solución de controversias jurídicas.

El derecho como conjunto de procesos virtuales

Como vemos en este trabajo, esto nos lleva a contestar a nuestra pre-
gunta inicial, a formularnos nuevas preguntas al respecto y a estudiar 
necesariamente el tema, precisando los conceptos pertinentes que, 
nuestra Ciencia del Derecho requiere, en época de avances técnicos, 
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tecnológicos y adecuaciones jurídicas a las circunstancias imperantes. 
Para ello nos apoyamos de autores en otras disciplinas y de los propios 
estudiosos del Derecho que han tratado de dar luz a nuestra cuestión.

En ese sentido y en relación a lo que se entiende por virtualiza-
ción de la fuerza del Derecho, podremos decir concordando con Pierre 
Levy, en que:3 

…La humanidad surge a partir de tres procesos de virtualización. El primero está 

vinculado a los signos: la virtualización del tiempo real. El segundo, a las técnicas: 

la virtualización de las acciones, del cuerpo y del entorno físico. El tercer proceso 

crece con la complejidad de las relaciones sociales: para designarlo de la manera 

más sintética posible, diremos que se trata de la virtualización de la violencia… Los 

rituales, las religiones, las morales, las leyes, las reglas económicas o políticas son 

dispositivos sociales para virtualizar las relaciones fundadas en las relaciones de 

fuerza, las pulsiones, los instintos o los deseos inmediatos… Una convención o un 

contrato, por citar un ejemplo privilegiado, define una relación independiente de 

una situación particular… Las relaciones virtuales con fuerza legal, como los con-

tratos, son entidades públicas y se comparten en el seno de una sociedad. (Lévy, 

1999)

Estas afirmaciones son torales para entender el sistema del Derecho 
bajo el enfoque de la llamada “virtualidad” como generación de Ideas 
del ser humano que se plasman en concreciones y materializaciones 
que evidencian resultados tangibles de los valores imperantes en la 
sociedad como la Justicia, la Equidad, el Bien común, el orden y la paz 
sociales. 

Considerar –por otra parte– a la virtualidad o a un denominado 
(ocurrentemente puedo decir) Derecho Virtual que se sobreponga a 
la Ciencia jurídica, como estructura que desplace al contacto presen-
cial entre los individuos dentro del campo de interacciones persona-

3.  Lo resaltado en negritas es nuestra.
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les –por más que sean matizadas por imágenes o sonidos grabados o 
a distancia– en las múltiples actuaciones, situaciones o relaciones ju-
rídicas en una determinada relación jurídica; es menospreciar al pro-
pio generador y contenedor de conocimiento jurídico como lo es el 
ser humano, privilegiando a las herramientas y a los meros contenidos 
virtuales gestionados desde instrumentos –que aún validados por el 
propio sistema jurídico– no pueden reconfigurar o renombrar desde 
los principios de la Filosofía del Derecho, a nuestra Ciencia; argumen-
tando únicamente su vetustez o su prolongado arraigo, como se alega 
en los trabajos de algunos autores en el caso de Carlos María Cárcova 
que expresa en su obra ¿Hay una traducción correcta de las normas?, 
lo siguiente:4 

Fundamentar un derecho virtual conlleva un ejercicio filosófico de renombrar, de 

reactualizar por la vetustez de su práctica concreta, de reconquistar el discurso de 

la práctica social discursiva en la que consiste el derecho. Podría resultar claro y 

hasta sorprendente que las prácticas actuales del derecho no hacen una hermenéu-

tica jurídica posmoderna...”

En fin, en el presente estudio nos motiva el investigar específica-
mente los procedimientos de resolución de controversias o aquellos 
casos de mero trámite jurídico, que son llevados a través de formas y 
espacios procedimentales que se pueden identificar dentro de nuestra 
ciencia jurídica correctamente con el término de “virtualidad”, sin que 
por ello se materialice en un nuevo Derecho Virtual, que lo único que 
pudiese tener de nuevo esa disciplina –que no ciencia–, son las he-
rramientas que le sirven para cumplir el Derecho, con el antiquísimo 
propósito de hacer justicia dentro de la experiencia humana. 

Con esta finalidad, tratamos de diferenciar –en cambio- el concep-
to de derecho virtual, como aquella potestad, facultad o prerroga-

4. Lo resaltado en negritas es nuestro.
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tiva que tienen los sujetos establecida en determinadas leyes, para 
ocurrir ante los tribunales por vías de virtualidad; de tal manera que 
separamos esta definición importante de mero derecho subjetivo, de 
cualquier pretendida disciplina que asuma falsamente ese derecho de 
ejercicio, para con una sistemática jurídica que globalice el carácter de 
virtualidad del Derecho.

En ese sentido se puede afirmar que la Ciencia del Derecho con-
tiene un conjunto de expresiones virtuales originarias que no puede 
definirla en su aplicación normativa como totalmente virtual. Debido 
a su objeto propio, se puede conceptualizar como “derecho virtual” 
en cuanto a su formación de origen, pero por contener derechos y obli-
gaciones subjetivos (También denominados derechos digitales en en-
tornos específicos como en España) que se cumplen al acceder como 
“virtualidad”. 

Son en concreto, los derechos digitales: 

Aquellos derechos consagrados en la Constituciones políticas de los países, que 

permiten reconocerlos como derechos instrumentales necesarios para hacer posi-

ble los derechos constitucionales que tienen que ser ejercidos en entornos o espa-

cios digitales específicos, sin que modifiquen los elementales derechos contenidos 

en aquellas.5 

De tal suerte que sigue siendo la misma ciencia sin ramificaciones 
artificiosas, de ocurrentes autores que pretenden hacerla una Ciencia 
renovada o distinta de la originaria ciencia del Derecho, so pretexto de 
la dinámica social o las nuevas tecnologías.

La vertiente renovadora no nos convence. El Derecho es el mismo 
desde su naturaleza ancestral. Sólo cambian las formas y procesos sin 
que el fondo prácticamente varíe de sentido garantista (según la época 
y los destinatarios de la ley escrita o no escrita) y de justicia.

5. Las definiciones propuestas son nuestras.
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Salvo lo asentado arriba, nos convence el estudiar lo virtual, que es 
inherente a la naturaleza humana en su forma de crear el derecho y 
aplicarlo, sin negar las intenciones disciplinares de estarse construyen-
do cotidianamente dentro de las ciencias y en particular de la Ciencia 
del derecho, ciertas modalidades de procedimientos que hagan eficaz 
el trabajo procesal, cuando se formalizan los procesos jurídicos en base 
a juicios en línea, cumpliendo las bases adjetivas de la materia aplica-
ble a dichos procesos “virtualizados”.

Se repasa en este trabajo la base de las abstracciones mentales o 
eidéticas que –como materializadas en acontecimientos del ser huma-
no– se virtualizan instrumentalmente, para cerrar un círculo que “ac-
tualiza” o, mejor dicho, “realiza al derecho” contenido en un principio 
formalmente jurídico.

Insisto, esta afirmación apoyada en Pierre Lévy (Lévy, 1999) ayuda 
a entender el fenómeno de la virtualidad, lo que es verdad en princi-
pio y nos ayuda a la afirmación de que la Ciencia del Derecho es un 
conjunto de procesos naturalmente virtuales por naturaleza, pero que, 
para llegar a ser reales, requieren del elemento: “Actualización”, que es 
sinónimo de “Aplicación” para nosotros.6 

El afirmar lo virtual no significa que sea suficiente para definir como 
Derecho virtual a todo el contenido teórico y pragmático de la citada 
Ciencia del Derecho, que es objeto de tratamiento en nuestro trabajo, 
razonando que esto es debido a las múltiples manifestaciones de pre-
sencialidad física de los individuos y sus personificaciones, así como 
la materialidad que aún conserva nuestra ciencia hoy en día dentro 
de sus procesos componiendo el entramado real de esta Ciencia en 
repaso. 

Podremos agregar, que es precisamente dentro del Derecho Procesal 
donde se puede constatar la manifestación de esa llamada “virtuali-

6. Consultar las tablas que más adelante presentamos para la mejor comprensión de estas afir-
maciones.
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zación del derecho” a través del derecho a la virtualización que las 
partes tienen dentro de los procesos que lo contemplan; entendido éste 
como las facultades o prerrogativas de la ley procesal; dado que en este 
caso se actúa en ejercicio y representación de facultades y prerrogati-
vas propias y de terceros, virtualizando así –reitero– el proceso dentro 
del que actúan, así como de sus personificaciones, ya sean funcionarios 
del Estado o como representantes de personas morales o jurídicas. 

Son estos entes evidentemente virtuales o virtualizados por la vo-
luntad de los legisladores, (válgaseme la expresión) que ejemplifican 
ese fenómeno jurídico. 

Una manifestación primigenia y natural de estas prácticas virtuales, 
se evidencia en las prácticas procesales del pasado, dentro de comu-
nidades primigenias y originarias cuando se relacionaban entre ellos 
validando “figuras institucionales” resultantes de obligaciones o lazos 
virtuales imaginarios como el nexum; que explica ese lazo inmaterial 
para construir los contratos; o el parentesco por afinidad en el derecho 
de familia; o, como ideas que se convierten en base de acción en pro-
cesos, con vista a resolver sus problemas. Me refiero específicamente 
a formular eidética o idealmente con ese fin, instituciones procesales, 
aunque fuesen verdaderas abstracciones jurídicas.

Es un hecho que el Derecho ha sido objeto de adjetivaciones sin 
sustento científico que vuelven complejo el entendimiento pleno de 
esta ciencia. Es así que autores manejan diversos nombres para tratar 
de explicarla. Algunas postulan la existencia de un Derecho Flexible, 
del mencionado derecho virtual, de un Derecho Sustentable, de un De-
recho Virtual, de un Derecho Justo, de un Derecho Digital, etc. Pero 
insistimos en negar la existencia del Derecho como Derecho virtual o 
con sus connotaciones mayormente tecnológicas.

En cuanto al proceso en sí, podemos entender los términos Trámite, 
Proceso, y Procedimiento conforme a la Real Academia Española de la 
Lengua (RAE) atendiendo a nuestro tema lo siguiente: 
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Proceso Del lat. Processus... (progresión, por las fases o etapas sucesivas de que 

consta) 4. m. Der. Conjunto de actos y trámites seguidos ante un juez o tribunal, 

tendentes a dilucidar la justificación en derecho de una determinada pretensión 

entre partes y que concluye por resolución motivada.; Procedimiento… (Del lat. 

procedo, is, essi, essum, dere: de pro, hacia adelante, y cado, retirarse, moverse, 

marchar) 3. m. Der. Actuación por trámites judiciales o administrativos; Trámite…

Del lat. trames, –ĭtis ‘camino’, ‘medio’. 1. m. Cada uno de los pasos y diligencias que 

hay que recorrer en un asunto hasta su conclusión. 7

Los anteriores conceptos aplicables a la Ciencia del Derecho nos 
apoyan a entender que dentro de la misma se despliegan sendas accio-
nes que van desde lo simple hasta lo complejo, formulándose dichas 
fases o pasos para la debida resolución de pretensiones, diferencián-
dose en que exista o no jurisdicción para atenderlas. En efecto de con-
formidad a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en México, se 
ha dejado asentado y entendemos que, el Proceso es: “El conjunto de 
actos desplegados sucesivamente en etapas por los intervinientes, a fin 
de culminar con una resolución que resuelva una determinada contro-
versia, atendiendo a la facultad de jurisdicción”. Por otra parte, que el 
Procedimiento: “Debe entenderse como el conjunto de las formalidades 
que revisten los procesos para su adecuada resolución”; y por último, 
que el Trámite es: “El conjunto de los actos y las diligencias específicas 
que se despliegan en cada asunto hasta su conclusión, que no requieren 
de contar por quienes lo concluyen, de jurisdicción para ello: sólo de au-
toridad.”8

De teóricos que respaldan la virtualidad, encontramos de manera 
principal a Pierre Lévy, (Lévy, 1999) a quien mencionamos primordial-
mente en esta investigación, pero que no tenemos el propósito de ago-

7. RAE. Definiciones consultadas: https://dle.rae.es/proceso-procedimiento-trámite (el 28 de 
marzo a la 18.00 horas.)

8. Estas definiciones son nuestras.
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tar su extensa disertación en los ámbitos del hipercuerpo, hipertexto, 
hiperestado, hipersujeto y términos afines que no tienen relación di-
recta con nuestro estudio.

La virtualidad en dichos procesos y trámites no determinan su ne-
cesidad de diferenciación disciplinar; en el entendido de que las ac-
ciones desplegadas por las partes en ellos, estarán siempre validadas 
por materializaciones y respaldos que las vuelven un derecho real o 
actualizado, si entendemos la obra multicitada de Lévy cuyo cuadro es 
ilustrativo de ello. 

Latente Manifiesto

Sustancia Posible (insiste) Real (subsiste)

Acontecimiento Virtual (existe) Actual (llega)

Elaboración de Levy tomada para mostrar fielmente su idea. El resaltado es nuestro.

En efecto nos ilustra dicho autor que: 

…Este libro está dedicado a la virtualización, es decir, a los diversos movimientos y 

procesos que conducen a lo virtual, como extremo opuesto de la actualización. Sin 

embargo, lo real, lo posible, lo actual y lo virtual son complementarios y poseen 

una dignidad ontológica equivalente. Nuestro propósito no es oponer lo virtual a 

los otros modos de ser. En realidad, son indisociables y juntos forman una especie 

de dialéctica a cuatro polos…” (Lévy, 1999)

Esos cuatro polos a los que se refiere el autor en comento, se resu-
men en el siguiente cuadro:



268 El Derecho como conjunto de procesos virtuales  

 Rubén Jaime Flores Medina

Las cuatro travesías

Transformación Definición Orden Causalidad Temporalidad

Realización Elección,

Caída de potencial

Selección Material Mecanismos 

Potencialización Producción

de recursos

Selección Formal Trabajo

Actualización Resolución

de

problemas

Creación Eficiente Proceso

Virtualización Invención de

problemas

Creación Final Eternidad

Elaboración de Levy tomada para mostrar fielmente su idea. El resaltado es nuestro 

(Lévy, 1999) 

En este cuadro el autor resalta las tendencias o fuerzas que acompa-
ñan a una situación, un acontecimiento, un objeto jurídico o cualquier 
pretensión que se reclame en la virtualidad y que exige un proceso 
de resolución: la actualización o aplicación real dentro del problema 
jurídico.

Nos concreta lo que entendemos como actualización y que nosotros 
entendemos como aplicación o realización de la hipótesis contenida en 
el proceso virtual en esta expresión:

La actualización aparece entonces como la solución a un problema (lo real)9, una 

solución que no se contenía en el enunciado. La actualización es creación, inven-

ción de una forma a partir de una configuración dinámica de fuerzas y finalidades. 

Es distinto a asignar una realidad a un posible o a la elección entre un conjunto 

predeterminado: una producción de cualidades nuevas, una transformación de las 

9. Este agregado es nuestro. La página del autor es la 11 de su obra.
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ideas, una verdadera conversión que, por contrapartida, alimenta lo virtual… (Lévy, 

1999)

No se comparten por nuestra parte las bases en las que pretende 
fundar su afirmación Lévy (Lévy, 1999) de que existe un derecho vir-
tual, haciendo simples referencias al Derecho como cultura y sus face-
tas en las que se utiliza como herramienta a la virtualidad, sin ahondar 
en la filosofía que implica su inclusión dentro de nuevas disciplinas 
jurídicas, como lo pretende que sea el denominado derecho virtual en 
el caso reseñado. Ya hemos abordado el criterio de que si hay derechos 
virtuales como facultades o prerrogativas; mas no como disciplina ju-
rídica novedosa. Al efecto de puntualizar lo dicho, se transcriben las 
razones de otra autora y que se apoya en Lévy ya citado, y es la men-
cionada Dalia Carreño Dueñas en comento que tampoco se comparte:

El derecho virtual se trata de una transformación y, de manera fuerte, de mutación, 

de un malestar en la teoría y el fundamento del derecho que recoge los cambios en 

la cultura. El derecho, desde siempre, se ha afirmado como fenómeno de la cultura, 

y hoy día su práctica compleja exige hacer comprensión de la cultura, pero de la 

cultura virtual, digital. Si se prefiere, para una mejor y mayor carga de sentido, es 

una mutación en las formas de lo social.10 (Dueñas, 2010)

Mucho menos lo siguiente:

El derecho virtual parte de la concepción de la realidad, como creatividad y dina-

mismo, desde un modelo en donde no es requerido el esquema acto-potencia como 

única forma de explicar la actualización o las realizaciones de esta. La virtualidad 

está en el orden de la reactualización, de otros caminos, de divergencia; no se trata 

de que lo virtual se oponga a lo real, porque lo virtual no pierde el peso de lo real, 

se opone a que la actualización solo tenga un único camino. (Dueñas, 2010)

10. Lo resaltado en negritas es mío.
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Sin embargo, vale decir que la virtualidad es una característica cul-
tural de esta sempiterna ciencia del Derecho, que ha acompañado al 
ser humano en su camino de evolución y desarrollo como sociedad 
consciente y sapiente, si entendemos aquella como: 

La apariencia que tiene la virtud de producir un efecto, aunque no de presencia 

material pero susceptible de ser convalidada mediante los mecanismos que la ley 

establece previamente a ésta, por estar implícita en su conformación eidética.11 

El derecho prospectivo y la creación normativa virtual

En cuanto a nosotros y atendiendo al objeto particular de estudio, he-
mos propuesto desde la metodología jurídica, la disciplina jurídica que 
he denominado como “Derecho Prospectivo”, (Flores Medina, 2017) en 
tratándose de los procesos jurídicos de creación material de la norma 
por entes no formalmente legisladores, pero fundada en “Aconteci-
mientos virtuales que se Actualizan en la Realidad”12 cuya sistematiza-
ción y existencia disciplinar dada su relación con el tema aquí tratado 
es importante e invita a su desarrollo teórico; pero que –reitero- se in-
tegra por el estudio de los procesos de “creación material” de la norma 
jurídica a través de hipótesis normativas específicas que la deben hacer 
eficaz y observable en su vigencia, haciendo de la Ciencia del Derecho 
un verdadero “Derecho como proceso normativo” en el sentido de los 
autores españoles: Ma. Isabel Garrido Gómez, Federico Arcos Ramírez 
y Don Virgilio Zapatero”. (Zapatero, 2010)

11. Esta conceptualización previa sobre virtualidad es nuestra. Denominamos apariencia en su 
sentido de Aspecto o parecer exterior de alguien o algo. O como Conjunto de características 
o circunstancias con que una persona o una cosa se aparece o se presenta a la vista o al entendi-
miento. 

12. Consultar cuadro 1 de Pierre Lévy, que se cita en este trabajo para mejor entendimiento de 
esto.
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De la creación normativa desde luego, que es evidentemente virtual 
en su recomposición normativa, a través de la figura de la jurispruden-
cia y sus precedentes obligatorios, pero no convierte al Derecho en 
otra cosa. Al efecto consultar las tareas que realiza la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación en México y que pueden ser consideradas 
materialmente legislativas, no obstante su tratamiento teórico-concep-
tual, que lo hace un objeto virtual entre tanto se “actualiza” en la juris-
prudencia. (Palma González, 2010)

Como inquietudes anexas a nuestra investigación original nos pre-
guntamos sobre varias cuestiones: ¿Qué significa lo virtual como ges-
tión y guarda de Información de datos? o, ¿Qué deberemos entender 
como virtualidad cuando se materializa en un espacio para la comuni-
cación de Información? o ¿Cuándo se habla de virtual como espacio de 
aplicación efectiva de la Ley y sus procesos? o, ¿Qué es lo virtual consi-
derando un espacio de efectividad en el ejercicio de diversos derechos, 
así como en el medio para el debido cumplimiento de obligaciones, -en 
su caso- la contratación civil, administrativa o laboral, u otras de igual 
naturaleza? y, ¿Qué eficacia se le debe considerar a lo virtual frente a 
la materialización y concreción de actos, hechos y fenómenos jurídi-
cos? Estas y otras cuestiones intentamos resolver a partir de la Ciencia 
Prospectiva y el Derecho Prospectivo como disciplina del Derecho que 
es y sus procedimientos de creación material de la norma por entes No 
formalmente legisladores, pero que realizan el trabajo de prospectarlas 
debidamente para que sea eficaces; o se a que se cumplan por su reali-
zación eficaz y el entorno propicio para su aplicación y ejercicio bus-
cando en todo tiempo se cumpla con el principio de LEGE FERENDA. 

Reitero: están planteadas dichas preguntas, para las mentes inquie-
tas y lectores interesados en abonar a su resolución futura. Ojalá se 
puedan lograr.
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Conclusiones

PRIMERA. En los Estados Unidos Mexicanos no existe un marco de 
regulación sobre los derechos digitales, dejando incumplida por parte 
de las autoridades el deber de fomentar, educar y respetar los derechos 
humanos, su promoción, fomento y progresión, al no contemplar nin-
guna de las garantías que la Carta magna previene al respecto.13

SEGUNDA. Siendo lo virtual un conjunto de señas y símbolos como 
abstracción del pensamiento humano, sólo llega a virtualizarse en la 
Ciencia del Derecho cuando “actualiza”, según la teoría de Pierre Levy 
(Lévy, 1999) los supuestos normativos preestablecidos dentro de la hi-
pótesis de la propia norma, como objetos ideales, según creemos noso-
tros y puntualiza debidamente –por su parte-, Alberto Vélez Rodríguez 
en su expresión siguiente:

Desde la Teoría General del Derecho planteo una clara diferencia entre Supuesto y 

Hecho Jurídico…El Supuesto es un objeto ideal y constituye la Fuente de las Obli-

gaciones. En cambio, el hecho es un ente real que configura el título de ellas. Con 

un criterio personal elaboro una clasificación de los hechos que tienen por virtud 

hacer derivar las consecuencias de derecho, por ser el contenido de un supuesto 

normativo… (Vélez, 2003)

En efecto, los supuestos normativos en su calidad de abstracción, 
considero que le dan su forma a la realidad jurídica de nuestra ciencia 
del Derecho.

13. Art. 1º: “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección…Todas las autoridades, en el 
ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad…”
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TERCERA. El Derecho como reguladora de conductas humanas se 
instrumentaliza a través de la virtualización de las actualizaciones de 
la realidad procesal, resultando en verdadero conjunto de procesos vir-
tuales, materializados –en su adecuado contexto- a través de la digita-
lización de los derechos del ciudadano, para problematizar lo social y 
resolver sus conflictos.

CUARTA. Repasando desde la teoría procesal, cada día se presenta 
la necesidad de virtualizar los procesos jurisdiccionales a fin de am-
pliar el acceso a la justicia a los gobernados, constituyéndose en nues-
tros días el fenómeno que estudiamos ahora sobre la actualización o 
aplicación de los supuestos normativos dentro de la Ciencia del Dere-
cho como un conjunto de procesos virtuales, atendiendo a su naturaleza 
y el origen eidético del pensamiento jurídico y las nuevas formas de 
juicios en línea o a través de las modernas tecnologías digitales de co-
municación e información al que se tiene acceso.
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sumario: i. introducción / ii. qué es un proyecto de investigación y sus elemen-
tos / iii. la idea y el tema de la investigación / iv. justificación del proyecto 
/ v. impacto y estado del arte / vi. planteamiento del problema / vii. hipótesis 
/ viii. objetivos / ix. marco teórico y conceptual / x. metodología / xi. índice 
tentativo / xii. cronograma de actividades / xiii. fuentes de información ini-
ciales / xiv. conclusión / xv. modelo sugerido para realizar un proyecto de 
investigación

Introducción

Durante la formación del pregrado, se deben adquirir las competencias 
básicas en materia de investigación, mediante el acercamiento a la me-
todología y al desarrollo de un proyecto de investigación para poder 
obtener un título universitario, sin embargo, en el caso de la Universi-
dad de Guadalajara, los estudiantes de la carrera de Abogado, tienen la 
posibilidad de optar por alguna de las modalidades de titulación apro-
badas en el Reglamento General de Titulación, declinando la opción de 
titularse mediante la modalidad de tesis.

De lo anterior es que se advierte que los estudios de licenciatura en 
su mayoría de casos no es el primer acercamiento metodológico para 
realizar un trabajo de investigación, y no es hasta cuando ingresan a 
un posgrado, los estudiantes se enfrentan a la gran labor de realizar un 
proyecto de investigación, sin saber cómo problematizar, cómo redac-
tar una pregunta de investigación y una hipótesis, sin tener un acerca-
miento a las teorías más actuales en materia jurídica, ni mucho menos 
entender la diferencia con el estado del arte, y ni que decir sobre su 
habilidad para citar, esto, ¿Cuáles son los lineamientos y reglas para 
realizar un proyecto de investigación?, todas estas dudas y entre otras 
cuestiones que van surgiendo, es lo que complica su estancia y perma-
nencia exitosa de los estudiantes en una maestría.

En el caso de los estudiantes de la Maestría en Derecho del CUCSH, 
si bien cuentan una guía denominada “Manual de Titulación”, lo cierto, 
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es que el acercamiento a la investigación sigue siendo confuso, más 
aun cuando tienen distintas versiones por parte de sus profesores y di-
rectores durante su trayecto, lo que complica de sobremanera no solo 
la conclusión de un proyecto de investigación, sino desde la presenta-
ción de una propuesta de anteproyecto que reúna las características 
de viabilidad, pertinencia y originalidad que toda investigación debe 
incluir.

Ahora bien, hay que recordar que la tesis de maestría como pro-
ducto de investigación, debe de ir un poco más allá de la descripción 
o acercamiento al fenómeno socio jurídico que se busca investigar 
como en el caso de la licenciatura, en este segundo nivel de estudios, 
es importante que el estudiante logre problematizar sobre esa laguna, 
ausencia o contradicción en la norma que está presentando un pro-
blema entre la realidad y la aplicación de la norma, así como plantear 
una hipótesis que permita su comprobación mediante la aplicación de 
una metodología clara y precisa, que en su momento se pueda replicar. 
Lamentablemente, y tomando en cuenta el atraso en materia de inves-
tigación que los estudiantes reportan desde la carrera, en el mejor de 
los casos, los estudiantes logran un incipiente acercamiento a la inves-
tigación en la maestría, cuyos efectos se ven reflejando una vez que 
deciden continuar hasta el doctorado. 

En virtud de lo anterior, el presente trabajo tiene como objetivo 
proponer una guía, que no es absoluta, pero sí que permita identificar 
los pasos a seguir para crear un proyecto de investigación, para ello, se 
proponen algunas técnicas y esquemas como herramientas prácticas 
y consejos aplicados al trabajo de investigación que permita obtener 
resultados satisfactorios para ser evaluado y obtener en su momento 
el grado de maestría correspondiente. Para ello, como se observará al 
final de las conclusiones, se propone un modelo sugerido para efecto 
de realizar el proyecto de investigación, previo a su aprobación como 
protocolo por la Junta Académica o de Gobierno, de la institución.
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Para tal efecto, el trabajo que aquí se presenta, parte de la revisión 
de diversos autores metodológicos como Corina Schmelkes, Nora 
Elizondo Schmelkes, Roberto Hernández Sampieri, entre otros, para 
presentar una propuesta de los elementos que debe contener un proto-
colo de investigación, los cuales se desarrollan en el cuerpo del ensayo, 
iniciando con la adopción propia de lo que entiende por proyecto de 
investigación y los elementos que lo contienen, la idea de la investiga-
ción y el tema, la justificación del proyecto, el impacto y estado de arte, 
el planteamiento del problema, la hipótesis, los objetivos, el marco teó-
rico y conceptual, la metodología, el índice tentativo y el cronograma. 

Qué es un proyecto de investigación y sus elementos

Partimos de la definición de lo que es un proyecto de investigación, 
que podría describirse como “el planeamiento de algo, en el cual se 
indican y justifican los conjuntos de acciones necesarias para alcanzar 
un objetivo determinado, dentro de determinados parámetros de con-
cepción, tiempo y recursos” (Tamayo, 1999, p. 26). 

De acuerdo a Sampieri, “es un conjunto de procesos sistemáticos y 
empíricos que se aplican al estudio de un fenómeno; es dinámica, cam-
biante y evolutivas, se puede manifestar de tres formas: cuantitativa, 
cualitativa y mixta, esta última implica combinar las dos primeras, por 
lo cual cada una es importante, valiosa y respetable por igual” (2010, 
p. 4).

De igual manera, se pueden encontrar ciertos criterios de otros au-
tores que consideran se debe seleccionar el tipo de investigación que se 
va realizar la cual puede ser cuantitativa o cualitativa, pero autores más 
modernos como Sampieri (2010, p. 4), señala que se puede seleccionar 
un tipo de investigación que convine ambos enfoques, la cuantitativa 
(cuantía, números estadísticas) y la cualitativa (cualidades, estudio de 
fondo), es por ello que como titular y responsable de la elaboración de 
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un proyecto de investigación, se debe justificar el tipo de investigación 
que se va a desarrollar, de acuerdo a las propuestas de un determinado 
autor metodológico.

Ahora bien, para Ander-Egg (1993), el proyecto de investigación es 
la organización del trabajo de investigación y consiste en disponer de 
todas las operaciones necesarias para la realización de ese trabajo. 

Por su parte Forner y Latorre (1996), 

que el proyecto describe y justifica los fines y los medios necesarios para llevar a 

término una investigación. Suele constar de título, datos de los autores, justifica-

ción del interés, objetivos o hipótesis, método (muestra o sujetos, procedimiento 

e instrumentos), métodos de análisis de datos, referencias bibliográficas, etapas y 

temporización, presupuestos y financiación. (p. 124).

Icart, Fuentelsaz y Pulpón (2001) conceptualizan el proyecto de in-
vestigación como una propuesta de investigación en la que se describe 
la fase de planificación (conceptual y de diseño) de la investigación 
que se va a iniciar.

Finalmente, la autora Corina Schmelkes (2012), señala que para po-
der definir el tema que se va investigar tenemos que realizar un ante-
proyecto, que al final es un proyecto de investigación, solamente que la 
autora le da un nombre diferente, y lo define como un plan de acción y 
es útil para dar seguimiento y llevar el control administrativo, que debe 
el plan de lo que vas a observar, los fundamentos que te respaldan y las 
explicaciones que presentes, van a servir de base para que se autorice 
la investigación. Un anteproyecto expone el plan paso por paso, en de-
talle (p. 2).

En virtud de todo lo anterior, podemos concluir en cuanto a su con-
cepto, como ese primer acercamiento metodológico a un tema la cual 
surge una duda o una incógnita en un tema, que sirve como guía provi-
sional para poder desarrollar el trabajo, que consta de varios elementos 
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estructurales para su creación, y por otro lado su desarrollo tiene que 
ser breve, claro y contar con un rigor metodológico de la investigación.

Elementos mínimos del proyecto de investigación
La investigación es un ejercicio personalísimo, donde si bien existen 
coincidencias en los elementos mínimos que toda investigación debe 
contener según los distintos autores metodológicos que se consulte, 
lo cierto es que en el ejercicio, el investigador va adaptando estas téc-
nicas y estrategias a su propio quehacer académico, así también, es de 
observarse que las costumbres de investigar y realizar un proyecto de 
investigación varía con cada institución, quienes determinan sus pro-
pias reglas de requisitos y lineamientos que debe contener el proyecto 
de investigación que sus estudiantes realicen, es por ello que esta guía 
no es una regla absoluta, sino solamente es una receta que se propo-
ne seguir, sin que ello implique omitir los lineamientos institucionales 
que cada posgrado tenga. 

En toda investigación, el primer acercamiento metodológico so-
bre un tema, se convierte en un primer esbozo provisional, el cual es 
susceptible de ser modificado durante todo el desarrollo de la investi-
gación, de acuerdo con las observaciones y el apoyo del asesor del pro-
yecto que se seleccione o en su caso el que la institución  le nombre. 

Como ya se señaló entonces, los lineamientos mínimos son aproba-
dos por cada institución donde el estudiante este cursando su progra-
ma de estudios, sin embargo, aquí se presenta un esbozo de aquellos 
que se recomiendan para realizar el proyecto de investigación, empe-
zando por el propio tema y su elección, la justificación, el impacto y 
estado del arte, el planteamiento del problema y la hipótesis, los obje-
tivos, el marco teórico y conceptual, la metodología, el índice probable 
y el cronograma.  

Cada uno de los anteriores elementos, se detallan a continuación, y 
en su caso, se presentan diversos esquemas que permitan al lector de 
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manera gráfica comprender la ruta más simple para la integración de 
un proyecto de investigación. 

La idea y el tema de la investigación

Toda investigación nace de una idea que se origina de la experiencia 
individual o colectiva, de la lectura, la observación, de creencias y pen-
samientos, o de los problemas que surgen a diario, etc., y que son de 
gran intereses para el investigador. Por otra parte, dichas ideas pueden 
ser vagas, poco precisas o hasta generales, porque el resultado que se 
obtenga del proyecto de investigación a realizar, traerá mayor análi-
sis y pensamiento crítico para que estas ideas iniciales se conviertan 
en conocimiento nuevo a partir de dar respuesta al planteamiento del 
problema propuesto. 

El tema
Una vez que ya pudiste concretar tú idea sobre lo que quieres investi-
gar, hay que seleccionar el tema, sobre el cual es necesario que te pre-
guntes y te respondas a ti mismo si el tema elegido es viable, original, 
útil y si vas a ser capaz de llevarlo a cabo y obtener buenos resultados.

Después de haber elegido ya el tema con las características señala-
das en el párrafo anterior, lo que se recomienda es proceder a realizar 
un sondeo general de las fuentes de información existentes sobre el 
tema que se va investigar, esto no quiere decir que en su momento no 
se puedan agregar más o en su caso, quitar o descartar las que ya te-
nemos, todas vez que durante el desarrollo de la investigación se va ir 
agregando fuentes primarias y secundarias, y las que no abonan o no 
sirven para resolver el objeto de estudio se van ir descartando.

Este sondeo mencionado en el párrafo anterior, sirve para poder 
lograr una visión global del tema, enlistar los temas relacionados, con 
el fin de obtener los temas o subtemas que integrarán el proyecto de 
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investigación, así como ir construyendo el estado del arte mediante el 
cual nos permita argumentar el impacto de nuestra investigación.

Ahora bien, mencionar que el tema seleccionado para realizar la 
tesis de un posgrado tiene que ir de acuerdo a alguna de las Líneas de 
Generación y Aplicación del Conocimiento (LGAC) aprobadas por el 
posgrado al que ingresaste.

Otro elemento que tienes que saber al elegir tú tema, es que este 
tiene que estar lo más delimitado que se pueda, ya que cuanto más se 
restringe, en cuanto tiempo y espacio de estudio, mejor se trabaja y se 
va más seguro, además que se podrá identificar claramente el objeto 
de estudio.

Así entonces, una vez que ya se tiene el objeto de estudio en la in-
vestigación, se procede a reunir los elementos esenciales de un proyec-
to de investigación para poder obtener resultados satisfactorios.

Justificación del Proyecto

Igualmente otra forma para poder redactar la justificación es contes-
tando la pregunta: ¿Qué aportará este trabajo?, la justificación indica 
cómo tus resultados traerán beneficios. Esta sección no justifica los 
resultados ya que aún no los tienes. Éste es un error que los investi-
gadores suelen cometer señala Schmelkes (2012), sin embargo, puedes 
exponer que utilidad tendrán o cómo contribuirán a la estructura del 
conocimiento existente o a una aplicación concreta.

Por su parte, Vizmanos Lamotte, B. et al. (2009) recomienda que es 
necesario fundamentar o argumentar las razones que motivan el estu-
dio (por qué es conveniente llevar a cabo la investigación) y cuáles son 
los beneficios que se derivan de la investigación; se trata de describir 
brevemente aquellos aspectos del contexto y del debate teórico en que 
se ubica la investigación y que definen su relevancia y- su pertinencia. 
La justificación constituye la parte “marketing” del anteproyecto: en 
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este apartado se hará un esfuerzo mayor para “vender” la propuesta, 
para convencer al lector no sólo de seguir adelante con la lectura del 
documento, sino de autorizar y/o financiar el proyecto.

Claramente la justificación de la investigación va consistir en expo-
ner las razones teóricas y prácticas de la elección del problema, y si el 
Director o el alumno de posgrado considera que es necesario mencio-
nar las necesidades sociales, de grupos o personas, lo puede hacer, es 
por ende que en la Justificación se señala una alternativa de solución al 
problema de investigación y se debe explicar cómo el proyecto contri-
buirá a modificar dicho problema.

En virtud de lo anterior, en la justificación hay que describir cuál 
es el objeto de la investigación, su importancia en el campo del co-
nocimiento y la viabilidad para desarrollarlo, para ello se recomienda 
contestar las siguientes preguntas: ¿Por qué este tema es importante en 
nuestra actualidad? ¿Cuáles son los beneficios que este trabajo apor-
tará y por qué? ¿Quiénes serán los beneficiados y por qué? ¿Se cuenta 
con los recursos –humanos, económico, técnicos, etc.– para realizar la 
investigación? ¿Qué personas o instituciones se encuentran inmiscui-
das en la investigación? ¿Se puede tener un acercamiento a ellos para 
desarrollar la investigación? 

Es importante tener en cuenta que mientras más personas se benefi-
cien con el proyecto, el mismo proporcionara resultados significativos 
y de trascendencia, que es el objetivo principal de realizar un proyecto.

Impacto y Estado del Arte

En un proyecto de investigación es imposible construir realmente un 
Estado del Arte, pues ello implicaría una investigación por sí sola, sin 
embargo, la pertinencia de incluirlo y además de hacerlo al inicio del 
anteproyecto antes de entrar a la presentación del planteamiento del 
problema, es precisamente porque te ayudará a conocer lo que ya se ha 
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investigado sobre el tema y que hace falta por investigar, ello permitirá 
entonces delimitar mejor la pregunta de investigación. 

Ahora bien, previo a entrar a la explicación del Estado del Arte, vea-
mos lo que señalan  diversos autores, sobre su concepto:

El estado del arte es una modalidad de la investigación documental que permite 

el estudio del conocimiento acumulado sobre un tema en específico, de esta ma-

nera se observa que la realización de estados del arte permite la circulación de 

la información, genera una demanda de conocimiento y establece comparaciones 

con otros conocimientos paralelos a este, ofreciendo diferentes posibilidades de 

comprensión del problema tratado; pues brinda más de una alternativa de estudio 

(Nancy, 2005, pp. 73-75).

Según Vargas y Calvo (1987); “es una investigación documental que 
reconstruye la teoría en las investigaciones aplicadas para interrelacio-
nar con otras apuestas explicativas y tiene un particular interés para el 
investigador, el grupo o la comunidad científica sobre un tema o área 
de conocimiento”.

Como expone Uribe (2002, p. 5), “el estado del arte es una investiga-
ción sobre la producción investigativa de un determinado fenómeno. 
Este permite develar la dinámica a partir de la cual se ha desarrollado 
la descripción, explicación o comprensión del fenómeno en estudio y 
la construcción de conocimientos sobre el saber acumulado. Es, tam-
bién, un elemento básico e indispensable para definir y estructurar la 
investigación”.

Al igual que Cifuentes, Osorio y Morales (como se citó en Uribe, 
2002, p. 5), plantean “que el estado del arte es una estrategia para el de-
sarrollo teórico, investigativo y social, sirve de base para la producción 
de investigación social, la ubicación y orientación de la praxis social y 
la formación de futuros investigadores”.
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Por todo lo anteriormente expuesto, podemos concluir que el estado 
del arte es conocido como las aportaciones que otros de los investiga-
dores han realizado sobre el tema en específico que se quiere investigar. 
En este apartado se deberá analizar todo aquello que se ha escrito acer-
ca del objeto de estudio que se va investigar, lo recomendado es hacerse 
las siguientes preguntas: ¿qué se sabe del tema?, ¿qué estudios se han 
hecho en relación a él?, ¿desde qué perspectivas se ha abordado?, ¿qué 
metodología utilizaron para llevar a cabo su investigación?

La función que tiene el estado del arte se podría llevar a cabo a tra-
vés del siguiente gráfico:

3. Sugerir guías, áreas o 
líneas de investigación

2. Amplía el horizonte 
del estudio y guía al 
investigador para que se 
centre en su problema 
de estudio, evitando así 
posibles desviaciones del 
planteamiento original.

6. Orienta sobre cómo 
habrá de llevarse a cabo el 
estudio.

5. Sirve para prevenir 
errores que se han 
cometido en otros 
estudios.

1. Delimitar el tema de la 
investigación.

4. Hacer un compendio de 
conocimientos existentes 
en el área que se va 
invstigar.

Fuente: Elaboración propia a partir de 10 de marzo de 2022.

Una buena revisión de lo que se ha dicho o escrito durante los últi-
mos cinco año sobre el tema que deseas realizar, a partir de bibliografía 
especializada, de artículos científicos, de tesis de posgrados o en con-
ferencias, te permitirá no sólo identificar entonces si tu investigación 
es pertinente o si es necesario replantearla porque alguien ya investigo 
lo mismo, sino que te permitirá explicar cuáles son los impactos que 
esta investigación tendrá. 
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Este impacto entendido como beneficios ya sea en lo social, lo ju-
rídico, lo político, lo cultural o incluso lo económico, es necesario 
también que explicar para poder entender la aportación al  campo del 
conocimiento que estarás haciendo. 

Planteamiento del problema

En un sentido general, “un problema es una pregunta que establece 
una situación que requiere discusión, investigación, una decisión o una 
solución. Aunque esta definición global acarrea un significado que la 
mayoría de nosotros logra entender, resulta insatisfactoria para pro-
pósitos científicos, pues no está lo suficientemente definida. Una de-
finición más satisfactoria sería: un problema es una interrogante que 
inquiere sobre la forma en que están relacionadas ciertas variables” 
(Kerlinger, 1984, pp. 29-33). En el caso de las investigaciones en materia 
jurídica, índica esa laguna, contradicción, omisión o confrontación en-
tre la norma y la realidad que hay que resolver para que la norma sea 
efectiva al momento de dirimir conflictos en la sociedad. 

Para llegar precisamente a este objetivo, se sugiere hacer referencia 
a los siguientes aspectos, a fin de concretar lo que debe ser el plantea-
miento del problema. (Ramírez, 1999) 

Por lo cual el planteamiento del problema el investigador tiene que 
señalar cuales son las características propias del problema que se va 
estudiar, así como sus oportunidades, los riesgos que presenta, expo-
ner ideas y plantear situaciones que surgen alrededor del problema 
planteado.

De lo visto con anterioridad, se tiene que formular claramente y 
en forma de cuestionamiento, y como sugerencia se recomienda que 
se realicen las siguientes preguntas ¿Qué ocasiona…? ¿Qué influye so-
bre…? ¿Cuáles son las características asociadas con…? ¿Cuál es la rela-
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Fuente: Elaboración propia a partir de 10 de marzo de 2022 (Kerlinger, 1984, pp. 29-33).

ción entre…? ¿Qué diferencia existe entre…? ¿Qué factores contribuyen 
a…?.

Las anteriores interrogantes ayudan precisamente a delinear el fe-
nómeno socio jurídico que se pretende investigar, se le conoce como 
“problematización”, lo cual concluye con la definición de una pregunta 
principal sobre la cual investigar. Esta pregunta clave o central que va 
a delimitar nuestro objeto de estudio y a convertirse en la guía para la 
redacción de la hipótesis. 

Como nota, es importante saber que si tu pregunta se contesta con 
un sí o un no, está mal diseñada, pues ahí se termina la investigación, 
pues la respuesta no te permitirá dar una respuesta más de fondo que 
permita guiar la investigación (la hipótesis), por ello, se recomienda 
que esta pregunta inicie con un cómo, dónde, cuándo, por qué, para 
quién, etc.
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También es importante que tengas en cuenta dos características 
que debe reunir toda pregunta de investigación, 1. La condición y 2. 
Los costes, donde la primera se refiere precisamente a aquello que no 
conoces y que deseas entender, mientras que los segundos son las con-
secuencias que se seguirán generando si no se resuelve el problema, 
un ejemplo de pregunta de investigación podría ser entonces: “¿Cómo 
incidieron la fake news durante el proceso electoral extraordinario 2021 
en Tlaquepaque Jalisco, en la participación del electorado durante la 
jornada electoral?”, donde la condición es como incidieron las falsas 
noticias sobre los candidatos en la participación ciudadana, mientras 
que los costes, son las consecuencias (negativas o positivas) que puede 
seguirse generando en posteriores procesos electorados si no entende-
mos y controlamos el uso de fake news en los proceso electorales. 

Hipótesis

Considerada como la posible solución al planteamiento del problema, 
y la cual es susceptible de comprobarse o no una vez concluida la in-
vestigación, toda vez que es hasta que el investigador culmina su traba-
jo recepcional cuando se obtienen los resultados finales de la hipótesis, 
y donde se da cuenta si se comprobó o no la misma.

De acuerdo a Corina Schmelkes (2010), la hipótesis es una respuesta 
tentativa a lo que va ser el planteamiento del problema de la investiga-
ción, se puede dar a través de una aseveración que en el trabajo final (la 
tesis) puede validar cuantitativamente, cualitativamente o en su caso 
puede ser mixta una combinación de ambas. Una Hipótesis va servir 
de guía para la investigación, pues investiga y establece los límites, en-
foca el problema y ayuda a organizar el pensamiento.

La hipótesis lleva implícita una relación entre dos o más elementos, 
llamadas variables, una de ellas independiente, y por una o varias va-
riables denominadas dependientes. 
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Pero antes de continuar, hay que identificar qué son las variables, es-
tas son atributos que van a medir los resultados de la hipótesis. Explican 
los resultados y determinan las diferencias entre estos para poder reali-
zar comparaciones en la posible solución al planteamiento del problema.

En este sentido, la variable independiente es la causa y la depen-
diente es el efecto, pero ambas se relacionan entre sí. En la indepen-
diente tienes control y en la segunda va a depender como controles la 
independiente, por ejemplo una hipótesis puede ser: La violencia in-
trafamiliar durante la crisis sanitaria del COVID-19 se incrementó entre 
otras cuestiones por el encierro a que se vieron obligados los miembros 
del núcleo familiar, lo que trajo como consecuencia estrés y depresión 
que favorecieron los actos violentos. En esta hipótesis, se observa que se 
incrementó la violencia intrafamiliar, esta es la dependiente porque es 
la causa, ¿de qué?, del encierro ocasionado por el COVID-19, que será 
la independiente, porque es el efecto; incluso, el estrés y la depresión 
pueden considerarse como variables independientes también, pues 
existe una intervención en la causa, en lo que origino todo (depen-
diente), mientras que la dependiente es un efecto que se produce por 
esa intervención en la causa, en otras palabras la independiente es ma-
nipulable, mientras que la dependiente solo se puede medir el efecto.

La hipótesis como ya se menciono va servir de guía para tu proyecto 
de investigación. Las hipótesis sirven para tratar de probar y se definen 
como explicaciones tentativas del fenómeno investigado. Se derivan de 
la teoría existente (Williams, 2003), y deben formularse a manera de pro-
posiciones. De hecho van a ser respuestas provisionales a las preguntas 
de investigación, cabe señalar que en nuestra vida cotidiana constante-
mente elaboramos hipótesis acerca de muchas cosas y luego indagamos 
su veracidad. Por ejemplo, establecemos una pregunta de investigación:

La hipótesis como guía para obtener los resultados de la investiga-
ción, sirven como un camino con obstáculos que se van a ir resolvien-
do conforme a la marcha, primeramente se genera una pregunta de 



290 Como realizar un proyecto de investigación en un Posgrado en Derecho  

 Teresa Magnolia Preciado Rodríguez / Adrian González Cortez

investigación, la cual ya se identificó en el apartado del planteamiento 
del problema, y una hipótesis que le de respuesta: “La fake news que se 
publicaron en las principales redes sociales como Facebook, Twitter e 
Instagram de las y los s candidatos inscritos en el proceso electoral ex-
traordinario 2021 de Tlaquepaque Jalisco incidieron de forma negativa 
en la partición de electoral en la jornada electoral lo que trajo con con-
secuencia en una baja participación ciudadana por la falta de confianza 
hacia los candidatos”. 

Fuente: Elaboración propia.

El investigador no puede 
asegurar que se va comprobar

Pueden o no ser verdaderas

Son respuestas tentativas del 
fenómeno que se va investigar

Se indica lo que estamos 
buscando o tratando de probar

Fuente: Elaboración propia a partir de 10 de marzo de 2022.
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Fuente: Elaboración propia a partir de 10 de marzo de 2022.

La anterior hipótesis es una explicación tentativa y está formulada 
como proposición, la cual es susceptible se poderse observar y medir. 
Después investigamos si se acepta o se rechaza la hipótesis, al consul-
tar con los electores de Tlaquepaque las casusas de su participación o 
no el día de la jornada electoral, es decir se observa en la realidad el 
resultado obtenido (Sampieri, 2010).

Podemos concluir este punto con los siguientes lineamientos para 
la elaboración de la Hipótesis y las variables.

Objetivos

El objetivo viene directamente de la definición del problema. El pro-
blema es el “qué” de tu estudio, mientras el objetivo constituye el “Qué 
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quieres obtener”, es decir, el objetivo es el producto de tu investiga-
ción. Es lo que vas a lograr cuando termines el trabajo (Schmelkes, 
2012).

Ten cuidado de que tu objetivo no vaya más allá de lo que quieres 
investigar, en ocasiones el error más grande del investigador es  querer 
abarcar mucho o en su caso plantean objetivos que se vuelven inal-
canzables o demasiado complicados de abarcar por su amplitud en la 
investigación. El investigador debe de asegurarse de que el objetivo se 
encuentre delimitado hasta dónde va ser su trabajo que se va investigar 
y para ello, la recomendación más sencilla es que no te apartes de tu 
propia pregunta de investigación. 

El proyecto de investigación puede contar con uno o varios objeti-
vos, pero lo recomendados es que cuente con un objetivo general y si 
es necesarios, varios particulares, se debe identificar un objetivo espe-
cífico y varios secundarios, donde el primero de ellos está relacionado 
con tu pregunta central de investigación, y los particulares con las pre-
guntas de investigación secundarias, aunque redactados al inicio con 
un verbo operante en infinitivo: conocer, analizar, estudiar, proponer, 
etc.

Si tu documento no cuenta con objetivos carece de sentido práctico, 
porque no sabrás que tan útil es tu investigación, pues no va existir una 
referencia que pueda confirmar que se va lograr con lo deseado en la 
investigación.

Como se dijo en el apartado de la Hipótesis esta sirve de guía, pero 
también los objetivos cumplen una función orientadora del trabajo, 
nos permite avanzar más rápido evitando perdernos en la búsqueda de 
los resultados que se quieren obtener con la investigación.

No sabes cuándo ni cómo se aplicaran tus resultados, pues tú in-
vestigas, no necesariamente los usas, alguien más se encargara de apli-
carlos. Por eso solamente puedes indicar lo que vas a lograr con el 
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Marco teórico y conceptual

El Marco Teórico constituye el cuerpo en donde deberán señalarse las 
principales teorías, enfoques y debates que le dan significado a la re-
flexión en que se fundamenta el proyecto de investigación.

En cuanto al Marco Conceptual son los conceptos que pueden con-
siderarse esenciales a explicar en la investigación, la sugerencia, en 
este caso es buscar elementos de información contenidos explícita o 
implícitamente en el título de la investigación, su objetivo y su hipóte-
sis. No se olvide que la elección de conceptos es provisional, y que el 

Fuente: Elaboración propia a partir de 10 de marzo de 2022.

Objetivos

Son los pasos a seguir durante la investigación y 
la manera de llegar a la respuesta de la pregunta 
de investigación

Se debe señalar el qué y el para qué de la 
investigación.

Deben ser congruentes con la pregunta y el título 
de la investigación.

Siempre comienzan con un verbo en infinitivo, se 
recomienda empezar con la redacción: analizar 
cuál será el concepto de... en el contexto de...

estudio que habrás a desarrollar, es por ello que la recomendación en 
este apartado es que sea concretos y específicos los objetivos.

De acuerdo al autor Cauas (2006), la formulación de los objetivos es 
de suma importancia para obtener resultados favorables en una inves-
tigación, es por eso que es importante saber que
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proyecto de investigación está sujeto a ajustes, al terminar la etapa para 
ser dictaminado para convertirse en un protocolo de investigación.

Es uno de los elementos que se sugiere, pero en este trabajo no se 
entra en el fondo, para dedicarle con posterioridad mayor tiempo.

Metodología

El método es un camino que se tiene que seguir para por llegar a los 
resultados finales, a través de la estructura de la metodología selec-
cionada para el proyecto de tu investigación, será la manera de poder 
alcanzar los objetivos de tu investigación. 

Tomando en cuanto lo anterior, la metodología es una guía del pro-
ceso de tu investigación con el fin de obtener resultados, para ello, este 
apartado incluye el enfoque ya sea cualitativo o cuantitativo, así como 
el método que incluye la experiencia práctica del investigador, y las 
técnicas a utilizar.

Dado lo anterior, si aplicamos la metodología y las técnicas que sean 
de mayor utilidad o en su caso las que se adecuen a nuestra investiga-
ción, esto convertirá el desarrollo del proyecto más eficaz y eficiencia 
en su elaboración. El argumento de implementar una metodología y 
técnicas en la investigación, es con el fin de buscar la verdad del objeto 
de estudio, el desarrollo de la actividad humana y sobre todo el desa-
rrollo de la creación de una ciencia.

Las técnicas son el conjunto de reglas que trabajan en conjunto con 
los métodos, para hacer el menor esfuerzo en la investigación y así 
obtener resultados favorables, sirven como reglas específicas para me-
jorar el trabajo, y así obtener datos más precisos de la investigación

Se puede decir que el método es el cómo vas a realizar la investiga-
ción y la técnica el con qué, para mayor referencia, a continuación se 
enlistan los métodos y técnicas que se pueden utilizar, más sin embar-
go no son los únicos, se pueden encontrar otros.
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Fuente: Elaboración propia a partir de 10 de marzo de 2022.
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Índice tentativo

El índice es una lista ordenada de capítulos, artículos, materias, etc., 
contenidos en una publicación, con indicación de la página donde apa-
recen (RAE, 2021)). 

Es denominado índice tentativo, toda vez que el mismo va sufriendo 
modificaciones mientras se va desarrollando la investigación, pueden 
surgir nuevos temas, nuevos subtemas, o en su caso también se pue-
den eliminar cierto contenido, que durante el proyecto no apoya a la 
investigación.

Es necesario que el índice se señale en escalera, a que me refiero con 
esto que debe de contener la tabla de contenido, en donde se debe utili-
zar sangría para cada nivel de capitulo, subcapítulo y subtemas, se tiene 
que señalar de acuerdo a su jerarquía. Un formato sencillo para elaborar 
un índice tentativo para aquellos que tienen poca experiencia en inves-
tigación, es un índice por marcos, a continuación como ejemplo:

Capítulo 1. Marco histórico de los Derechos Humanos.

1.1. Antecedentes de los Derechos Humanos en el Mundo.

1.1.1. Grecia.

1.1.2. Roma.

1.1.3. España.

1.1.4. Argentina.

1.1.5. Colombia.

1.2. Antecedentes de los Derechos Humanos en México.

1.2.1. México.

1.2.2.Jalisco.

1.2.2.1. Las reformas constitucionales en Jalisco.
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Capítulo 2. Marco Teórico de los Derechos Humanos.

2.1. Teoría del Neoconstitucionalismo.

2.1.1. Luigi Ferrajoli.

2.2. Teoría de los Derechos Fundamentales.

2.2.1. Robert Alexy.

Capítulo 3. Marco Legal de los Derechos Humanos.

3.1. Norma Nacional 

3.2. Norma Supranacional

3.3. Normal Local 

3.4. Regulación en otros países (Estudio comparado)

Capítulo 4. Marco Empírico de la violación de los Derechos  
Humanos en Jalisco en materia de Migración.

4.1. Estudio de caso 

4.2. Entrevistas 

4.3. Análisis Estadístico 

Conclusiones

Propuestas

Fuentes de consulta 

Cronograma de actividades

En lo que corresponde al cronograma de actividades, es donde se pre-
cisa las fechas tentativas en las que necesitas terminar cada parte del 
proyecto, así como el total de tu investigación. Para poder cumplir con 
el tiempo establecido no sólo por la institución sino con los tiempos 
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de CONACyT cuando se trate de un programa con beca nacional, es 
necesario incluir este apartado, pues con la calendarización se muestra 
cómo se va tratar de cumplir con el tiempo establecido (Schmelkes, 
2012).

Es una herramienta, como su nombre lo indica, que nos apoya para 
agendar las actividades que se pretenden realizar durante la investiga-
ción, así como el tiempo para llevarlas a cabo, el valor de contar con 
un cronograma reside en la ordenación del cumplimiento de cada una 
de las actividades tomando en cuenta el tiempo real del que se dispone 
para la elaboración de la investigación, de modo que se concluya en el 
tiempo que se planeó (Tamayo, 1999).

Sencillamente el cronograma es en realidad un calendario de tra-
bajo, que permite visualizar cuales son todas las fases necesarias para 
completar un proyecto, donde tenemos una fecha de inicio y una final, 
por lo tanto su función es ayudarte a planificar y a terminar el trabajo 
en el tiempo que se te otorgo por parte de la institución o en su caso 
como compromiso propio. 

A continuación se propone un ejemplo de cronograma que podría 
ser de apoyo para la realización de tu trabajo, el cual es una forma de 
realizarlo y está basado en los calendarios de la Universidad de Gua-
dalajara, pero cada institución tendrá sus propias reglas y sus propios 
calendarios que pueden varias, por lo cual tendrás que seguir las reglas 
señaladas en el Posgrado que sea de tu elección para tu ingreso como 
estudiante.

Si el posgrado tiene una duración de 4 semestres, para poder res-
petar las fechas y tener un mejor control de la entrega de tu trabajo 
recepcional, es recomendado que trates de seguir tu cronograma y dar-
le seguimiento con porcentajes que debes de llevar en cada semestre, 
para que una vez que culmines tu posgrado, puedas titularte a la breve-
dad posible, siguiendo la siguiente línea: 
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Cronograma de actividades
Calendario 
Escolar

Avances

2020B Agosto 
a Diciembre de 
2020

15 de octubre, 
entrega del 
protocolo al 
director para su 
revisión

1 de noviembre 
entrega del 
protocolo a la 
institución con la 
aprobación del 
Director

2021A

Enero a Julio de 
2021

Marzo, entrega 
del primero 
y segundo 
capítulo en 
borrador para 
su revisión

Julio, entrega 
del primero y 
segundo capítulo 
revisado y 
aprobado.

2021B

Agosto a 
Diciembre de 
2021

Octubre 
entrega de 
tercero y cuarto 
capítulo en 
borrador, para 
su revisión

Entrega del 
tercero y 
cuarto capítulo, 
revisado y 
aprobado. 

2022B

Enero a Julio de 
2022

Marzo, entrega 
de la tesis 
terminada en 
borrado, para su 
revisión.

Julio, tesis 
terminada.

Julio, solicitar al 
posgrado se realices 
las gestiones 
necesarias para 
turnar el trabajo de 
tesis a los lectores, 
para efecto de 
finalizar con el 
examen de grado.

Fuente: Elaboración propia

100% 75% 50% 25%

Fuente: Elaboración propia
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Fuentes de información iniciales

Se van a encontrar con ciertos autores como Corina Schmelkes (2012) y 
Roberto Hernández Sampieri (2010) que a este apartado aun lo siguen 
denominando bibliografía, pero en la actualidad lo correcto es señalar 
fuentes de información, porque en la obtención de datos, consulta de 
información y revisión de la información, todo lo que tenga que ver 
con el tema a investigar servirá para la elaboración del proyecto de 
investigación a realizar y no solamente la bibliografía, por lo cual sirve 
de guía en la investigación y la misma se debe detallar al final de la 
investigación. 

No quiere decir que la información consultada para elaborar el ante 
proyecto es la única que puedes utilizar, claro que al concluir la inves-
tigación tendrás más fuentes de información que las presentadas en el 
documento titulado “proyecto de investigación” (Schmelkes, 2012).

La técnica recomendada para empezar a señalar las fuentes de in-
formación son las listas de fichas donde puede incluir libros, documen-
tos, revistas, periódicos, páginas de internet, conferencias, congresos, 
multimedia, catálogos, bases de datos, buscadores, repositorios, etc., 
que cuenten con vinculación directa con el tema de investigación.

Las fuentes de información aunque se detallan al final de la investi-
gación, forman parte de la primera etapa en el desarrollo de tu traba-
jo, esto es, porque implica consultar distintas fuentes de información 
(libros, documentos, revistas, periódicos, páginas de internet, confe-
rencias, congresos, multimedia, catálogos, bases de datos, buscadores, 
repositorios, etc.) y recuperar documentos en distintos formatos. Este 
proceso también es conocido como búsqueda documental, revisión de 
antecedentes o investigación bibliográfica o documental. 

Para José Martínez de Sousa (1993) la fuentes de información pri-
marias y secundarias se consideran como la búsqueda sistemática y 
exhaustiva de material editado sobre una materia determinada (Mar-



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 275-304 301

tínez, 1993). La revisión como trabajo sistemático y ordenado de bús-
queda de información bibliográfica implica la detección y selección de 
materiales significativos para el investigador en función de los interro-
gantes que se plantea (Yuni, 2006).

Ahora bien, el formato para la presentación del listado de fuentes 
de información deberá de realizarse según el estilo de citas que el pos-
grado haya aprobado, APA, Harvard, Chicago, Gost, ISO, etc., revisa las 
normas institucionales para que sigas las indicaciones.

Conclusión

El proyecto de investigación es un trabajo práctico que se sustenta a 
través de la teoría, los conceptos y lineamientos básicos, antes de ser 
sometido a su dictaminación y en su caso aprobación  por parte del 
posgrado como Protocolo.

Es por ello que no debe ser tomado como regla absoluta, pues no 
necesariamente un proyecto de investigación cuenta solamente estos 
requisitos. Cada posgrado tiene sus propias reglas y lineamientos, por 
lo que  tendrás que apegarte a sus reglas, por ende este trabajo es sólo 
una recomendación para los estudiantes de posgrados que se encuen-
tran desorientados con la realización del primer proyecto.

Los requisitos que aquí se proponen no son los únicos que existen, 
ni la secuencia de su presentación, pero el estilo que a continuación 
se recomienda se espera tenga buenos resultados en el desarrollo de 
nuevas propuestas de investigaciones.

Modelo sugerido para realizar un proyecto de investigación

El proyecto de investigación, el cual como ya se menciono va ser ese 
primer acercamiento metodológico sobre un tema que se va investigar, 
el cual sirve de guía para estructurar tu trabajo final, el cual tiene que 
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cumplir ciertos requisitos señalados por el posgrado al que se ingresó, 
para poder presentar la propuesta del proyecto de investigación, y una 
vez que el mismo fue dictaminado y aprobado, se registrara ya tu pro-
tocolo en la Coordinación del Posgrado de tu elección.

El modelo sugerido para poder cumplir con los requisitos para obte-
ner un dictamen de aprobación tendría que ser el siguiente:

Fuente: Elaboración propia. 
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Resumen: El presente artículo tiene 
como objeto demostrar la importancia 
de implementar una metodología en la 
elaboración de tesis en un posgrado y 
con determinaciones especificas en la 
ciencia del Derecho, mantener una es-
tructura permite un proceso ordenado 
para establecer los hechos que dirigen al 
fenómeno jurídico que se desea estudiar 
buscando desde un marco teórico y me-
todológico validar la hipótesis mediante 
la demostración de las variables de la 
investigación. Algunas de las recomen-
daciones que se señalan derivan en que 
el producto jurídico se encuentre confor-
mado por cuatro capítulos para conseguir 
un contenido que responda a un marco 
histórico, teórico, jurídico y empírico. 

Abstract: The purpose of this article is 
to demonstrate the importance of imple-
menting a methodology in the prepara-
tion of theses in a postgraduate course 
and with specific determinations in the 
science of Law, maintaining a structure 
allows an orderly process to establish 
the facts that lead to the legal pheno-
menon that you want to study seeking 
from a theoretical and methodological 
framework to validate the hypothesis by 
demonstrating the variables of the re-
search. Some of the recommendations 
that are pointed out derive in the im-
portance that the legal product is made 
up of four chapters to achieve a content 
that responds to a historical, theoretical, 
legal, and empirical framework. Imple-

Recibido: 05 de noviembre 2021. Dictaminado: 07 de diciembre de 2021
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Implementar una metodología mantiene 
en el texto un diseño sistemático garanti-
zando resultados válidos que respondan 
a los objetivos de la investigación, de 
esta manera se explican los métodos uti-
lizados mediante una argumentación. Es 
importante que los futuros investigado-
res del Derecho tengan las herramientas 
para obtener y generar conocimientos 
que posean una aplicación en la produc-
ción de un trabajo académico que permi-
ta transformar el ámbito jurídico. 

Palabras clave: Investigación, Metodo-
logía, Métodos, Objetivos, Tesis.

menting a methodology maintains in the 
text a systematic design guaranteeing va-
lid results that respond to the objectives 
of the research, in this way the methods 
used are explained through an argumen-
tation. It is important that future legal 
researchers have the tools to obtain and 
generate knowledge that has an applica-
tion in the production of an academic 
work that allows transforming the legal 
field.

Keywords: Research, Methodology, Me-
thods, Objectives, Thesis.

sumario: preámbulo / i. introducción de la investigación / ii. la elaboración 
de antecedentes/ iii. marco teórico y conceptual / iv. los elementos del marco 
jurídico / v. aspectos empíricos de la invetsigación / vi. conclusiones y pro-
puestas de la investigación / vii. conclusiones

Preámbulo

La metodología de la investigación proporciona a los estudiantes una 
guía teórico y práctica que permite darle solución al problema de estu-
dio planteado, para ello se requiere de una estructura que se compone 
mediante un método.

En el ámbito del Derecho los estudiantes de posgrado se enfrentan 
a la complejidad de la elaboración del trabajo de tesis, siendo esencial 
para la adquisición de conocimientos que se evidencia en la formu-
lación de preguntas de investigación, delimitación de objetivos y el 
diseño de estrategias con la intención de resolver una problemática.

Promover la investigación jurídica a través del desarrollo de tesis es 
necesario en los posgrados porque tiene la finalidad de abordar alguna 
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problemática que afecte a la sociedad mediante la proposición de ba-
ses sólidas y argumentativas.

Algunos de los retos que se enfrentan los investigadores es al desa-
rrollo del proyecto de investigación porque algunas de las capacidades 
que deben adquirir son la de investigar y redactar. La tesis permite ob-
tener conclusiones mediante un proceso de razonamiento, argumen-
tando con investigación jurídica la obtención de un propósito como 
la resolución del problema y teniendo como efecto la creación de un 
nuevo conocimiento con los resultados obtenidos. Por consiguiente, 
su desarrollo es un reto académico porque debe seguirse un método 
adecuado para lograr solucionar el problema planteado.

La investigación jurídica se sustenta desde la lógica y la argumen-
tación que parten desde una práctica social, por tanto, los productos 
jurídicos contienen un lenguaje escrito adecuado que responde a pa-
rámetros de precisión y que tienen relación con una normativa, es 
imprescindible mantener una articulación de los capítulos que estruc-
turan a la tesis, evidenciando en cada uno de ellos una argumentación 
que demuestre o rechace un enunciado propuesto que conduce hacia 
la validez de la hipótesis.

El investigador debe tomar en cuenta ciertas recomendaciones que 
le permitan estructurar la tesis de posgrado en Derecho, se resalta el 
contenido por capítulos que están compuestos por un marco histórico, 
marco teórico, marco jurídico y el marco empírico. Esta manera de 
redactar la información servirá de apoyo para que el redactor pueda 
expresar las ideas del tema propuesto en un texto directo.

Introducción de la Investigación

La investigación en el ámbito del Derecho tiene como principal ob-
jetivo estudiar un objeto en el ámbito jurídico, es decir, se tiene que 
realizar una búsqueda y explicación que permitan la descripción prin-
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cipalmente de temas que conllevan la convivencia social. Por tanto, 
mantiene la indagación de la solución a un problema determinado con 
la intención de revelar algo que en la actualidad se desconoce.

La parte introductoria se relaciona principalmente con el proble-
ma, el estado del arte y la definición de la pregunta convirtiéndose en 
el punto inicial de la investigación. Al respecto señala Mario Bunge 
(2007) que “un cuerpo metodológicamente estructurado se llega a un 
conocimiento racional, sistemático, verificable y falible”.

Precisar el objeto de estudio busca la solución a un problema espe-
cífico, para construirlo es importante señalar que es un concepto que 
se desarrolla dentro de la investigación.

En la elaboración es necesario el perfeccionamiento del estado del 
arte de la investigación como sustento, además, de establecer la forma 
en que se estudian los diferentes enfoques del objeto de estudio.

El problema que se asume dentro de la investigación es una reflexión 
crítica y la formación en un campo del conocimiento, este problema es 
una pregunta misma que se relaciona con otros cuestionamientos sis-
temáticos. 

Torres Carrillo y Jiménez Becerra (2004) señalan la teoría por ser el 
sustento del objeto de estudio, misma que se apoya en la elaboración 
de un sistema teórico. La teoría establece un aspecto totalizante de la 
investigación, que busca desarrollar las categorías metodológicas que 
se reflejan en el desarrollo del objeto de estudio, cabe señalar que debe 
tener una relación entre la metodología que se emplea en la investiga-
ción con el fin de establecer una coherencia. 

A decir de Uribe (2018) la problemática de la investigación jurídi-
ca, en ocasiones se limita a los temas de investigación que sugieren 
proponer una reforma de ley, la forma en que se tiene que aplicar un 
precepto o las generalidades de las normas jurídicas.

En este sentido, se puede dejar fuera de la investigación jurídica 
el objeto y el problema de investigación al no señalar puntualmente 
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el problema de investigación que se está presentado en un enunciado 
jurídico. 

Lo importante del quehacer del investigador es romper paradigmas 
y las visiones que son limitadas, buscando establecer una relación con 
lo propuesto por los doctrinarios en el ámbito jurídico. En relación 
con lo anterior, cabe destacar que, a propuesta de la lectura se señala 
una proposición de pirámide para la presentación del tema de investi-
gación.

En primer término, durante la investigación las cuestiones iniciales 
que identifican, generan y delimitan el objeto de estudio. Este último 
contribuye a delimitar el tema, con el fin de cumplir con los elementos 
de la investigación jurídica. 

En esta forma se evidencia la teoría de la investigación presentado 
la relación de trabajos previos, con el tema de investigación se propo-
nen modelos básicos que tienen relación con el problema.

Además de la propuesta metodológica, se buscan las herramientas 
para la información adecuada, mismas que son nombradas las técnicas 
que se aplican a lo largo de la investigación. Entonces como parte del 
desarrollo de la tesis se da comienzo al estudio con el aporte de los 
científicos. 

Por ello, se destaca que la investigación en el ámbito jurídico el pun-
to principal dentro del proceso de indagación es el objeto de estudio, 
con ello se instituye el problema acorde a la materia.

A pesar de que pueda ser una investigación de corte multidiscipli-
nar, el objeto de estudio debe ser pertinente para el estudio jurídico; 
es decir, la problemática a resolver es una cuestión de la ciencia del 
Derecho. 

El enfoque jurídico es de trascendencia, en el sentido que se presen-
tan los derechos, limitaciones al poder, las relaciones sociales entre los 
diferentes actores sociales y la relación del Estado con los diferentes 
sujetos que lo conforman.
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Desde un enfoque metodológico se puede apoyar en diferentes mé-
todos, pero como principal es el análisis de casos y estudio de sucesos 
sociopolíticos, no obstante, que estos métodos también se pueden apli-
car al Derecho comparado para enriquecer el estudio entre diferentes 
formas de concebir a los derechos humanos en los diversos sistemas 
normativos.

En general la forma en el desarrollo del objeto de estudio busca 
resolver un problema por medio de una metodología, teniendo un sus-
tento con la teoría que mantiene la investigación, por lo tanto, debe 
estar delimitado con el fin lograr los objetivos propios de la investiga-
ción.

Definir lo anterior requiere de la precisión de cinco elementos que 
parten del problema elegido siendo los siguientes: el interés, la ob-
servación, conceptualización, comprobación y los resultados obteni-
dos. El empleo de estos elementos consiente el origen de un enfoque 
epistemológico mediante la utilización de diversos métodos científicos 
permitiendo estudiar el objetivo central que tendrá como resultado la 
creación de un nuevo conocimiento.

El interés se origina del tema que se optó, el cual debe motivar al 
investigador en su desarrollo, además de instaurar con exactitud la re-
lación entre el ser y el deber ser del objeto de estudio para llegar a 
darle solución.

La observación es fundamental en cualquier investigación está se 
encuentra influenciada por el marco teórico y se realiza por medio de 
la percepción incluyendo el conocimiento que el investigador va ad-
quiriendo conforme se va desarrollando la investigación.

En la conceptualización se obtienen los indicadores de objetividad 
y precisión del tema de estudio, desglosando las ideas que se han ido 
determinando durante el progreso.

La comprobación de la hipótesis se alcanzará en el momento en 
que se incluya el planteamiento del problema y las consecuencias de 
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su formulación determinando su validez o en su caso invalidez de la 
solución propuesta en la hipótesis.

Finalizando con el último elemento correspondiente a los resulta-
dos que expresan tanto la parte teórica como práctica encontrando una 
complementación que se reflejan en los alcances de validación de la 
hipótesis.

En el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua define 
al problema como “un planteamiento de la situación cuya respuesta es 
desconocida y se debe obtener a través de métodos científicos”. (2020)

Enfatizando en que el planteamiento del problema será una situa-
ción jurídica que implique llegar a una solución mediante un razona-
miento que involucre utilizar métodos científicos.

Además, se deben contestar las siguientes preguntas para organizar 
la información dentro del problema siendo: ¿qué investigar?, ¿por qué?, 
¿para qué?, ¿cómo?, ¿cuándo?, ¿dónde? y por último ¿con qué fin?.

Las respuestas que se obtengan de estos cuestionamientos podrán 
permitir tener una definición del problema jurídico, como 

un fenómeno jurídico-social identificado o elegido por el estudiante e investiga-

dor que se propone conocer, comprender, describir o explicar una institución, un 

enunciado normativo integrantes de una Constitución, Ley o reglamento específi-

co. (Hurtado, 2004)

Lo desarrollado y aprobado en el protocolo de investigación se reto-
ma para la redacción de la parte introductoria, en este apartado se ex-
plica de manera actualizada por qué se eligió el tema, se enuncian los 
principales antecedentes y el contexto en que se advierte el problema 
desde la temporalidad en que se va a desarrollar.

Se incluye la justificación que refiere a la exposición de las razones 
que dan motivo principal para la realización del estudio, partiendo de 
conceptualizar el tema.
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En cuanto a la justificación, 

es la curiosidad o explicación inicial que tiene el estudiante por el tema mediante 

el problema seleccionado; es la motivación e interés personal, o general, que existe 

sobre el tópico elegido para la investigación. (Hernández, 2017, p. 125). 

Pueden influir las sugerencias de otros expertos que han realizado 
investigaciones previas pero que requieren continuidad permitiendo la 
explicación del tema abordar desde una perspectiva social, científica, 
personal o institucional.

La relevancia social suele ser una de las principales motivaciones 
porque tiene que correlación la investigación directamente con el 
campo social, buscando la solución de problemas humanos desde el 
contexto del Derecho, lo cual permite establecer relaciones con las 
omisiones de otros investigadores que han estudiado el tema.

Hernández Sampieri señala que un tema encuentra su justificación 
en

seleccionar la perspectiva central, desde la cual se abordará la investigación; un 

mismo tema puede abordarse desde una perspectiva psicológica, formalista, socio-

lógica, comunicacional, antropológica, económica, política, esto dependerá, fun-

damentalmente, de la profesión o área de disciplina del investigador. (2017, p. 126)

Redactar la justificación conlleva una amplitud de conocimientos 
sobre el tema obteniendo lograr sustentar con argumentos convincen-
tes, contestando el por qué y para qué se va a efectuar dicha investi-
gación. Es preciso mantener objetivos con delimitación para orientar 
el tema partiendo del objetivo general que responde a la pretensión 
de las necesidades de la investigación y a los resultados que se desee 
conseguir. 
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Refiere Arias que un objetivo general es “el fin concreto de la inves-
tigación en correspondencia directa con la formulación del problema” 
(2006, p. 45). En este sentido expresa el propósito que se busca en la 
investigación debiendo tener una coherencia con el problema planea-
do, así como, con el título del trabajo.

Para llevar a cabo la confirmación se requiere de objetivos especí-
ficos que indican con precisión los conceptos, las variables o las di-
mensiones que serán objeto de estudio; es decir, se convierten en la 
estructura de la investigación formando parte de los capítulos de la 
tesis.

Su redacción debe 

iniciarse con un verbo rector del propósito de la actividad a realizar; asimismo, no 

debe olvidarse que cada objetivo específico establezca una actividad clara y especi-

fica. Poseen una unidad de acción y ordenan un fin específico; por eso, se redactan 

en forma secuencial, bajo el criterio de prioridad. (Witker, 2021, p. 137)

Complementando lo anterior Francisco Sánchez señala que los 

objetivos responden a una estructura basada en la orientación, el contenido y las 

diferentes unidades de estudio, que estarán en coherencia con las conjeturas de la 

hipótesis. (2016, p. 139)

Las variables de la investigación deben señalarse en los objetivos 
porque son los parámetros en que se despliega la información, estas 
son susceptibles de modificarse afectando el objeto de estudio. Se di-
ferencian de dos tipos las variables dependientes que es el factor que 
se ve influenciado por una variable independiente; es decir, es una va-
riable que se encuentra inestable teniendo el investigador como fin su 
medición, puede conformarse por características, cualidades y hechos 
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teniendo a modo el objeto de estudio su comportamiento frente a otras 
variables.

“La variable dependiente es el resultado medible de esta manipu-
lación, los resultados de la investigación” (Witker, 2021). En este caso 
el investigador debe establecer que variable tiene que ser manipulada 
para llegar a generar los resultados cuantificables que permitan la vali-
dez o invalidez de la hipótesis.

Por su parte, Jorge Witker menciona que “la variable independiente 
es el centro de la investigación, es aislada y manipulada por el investi-
gador.” (2021, p. 23) la repercusión que tiene dentro de los objetivos es 
esencial porque al precisarlo se sigue un camino que permite crear una 
estructura de la investigación en búsqueda del estudio de la variable.

El investigador tiene que seleccionar y ordenar los cuestionamien-
tos que originan el planteamiento del problema; así como, las variables 
para detallar la hipótesis, que se pueden definir como las proposicio-
nes que se contemplan en relación con la variable dependiente y la 
variable independiente, que se encuentran apoyados en conocimientos 
organizados y sistematizados.

Otras variables que plantea el autor en el área del Derecho son las 
variables intervinientes que son aquellas que tienen una incidencia en 
un resultado determinado por la presencia de un tercero; así como, 
la variable situacional que es la conjetura en donde infiere con la cir-
cunstancia, por tanto, se tiene que delimitar en un espacio y tiempo 
específico.

En el Derecho la hipótesis “es una conjetura o respuesta anticipada 
que considerando lo existente, vigente, conocido y comprobado de un 
hecho o texto normativo, explica, describe, deriva, ratifica, relaciona 
datos o circunstancias desconocidas”. (Witker, 2021, p. 136)

Al respecto Manuel Atienza señala que “una hipótesis científica 
debe tener sentido en relación con el cuerpo existente de conocimien-
tos científicos y con lo que ocurre en el mundo real” (2005, p. 31), deri-
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vado de ello tiene que reflejarse lo que ya se tiene comprobado con lo 
que se busca estudiar, interpretar, explicar, argumentar o analizar para 
llegar a los resultados de la investigación.

Concordando con lo que Virgilio Latorre refiere respecto de las hi-
pótesis en otras áreas del conocimiento, ya que, “dichas enunciaciones, 
no son al parecer funcionales para el Derecho debido a que no parece 
claro la diferencia entre el contexto de descubrimiento (hecho o texto 
vigente comprobado), el contexto de justificación, es decir, lo que se 
busca explicar, interpretar, argumentar o verificar por el proceso resul-
tado de una investigación jurídica concreta”. (2009, p. 39)

La hipótesis jurídica tiene como finalidad registrar la información 
sobre el tema que devienen de normas jurídicas vigentes que surgen 
de las fuentes legales nacionales, los tratados internacionales y del De-
recho comparado.

Por ello, la función es sintetizar el conocimiento jurídico existente 
que se encuentre relacionado al problema para que el investigador rea-
lice las reflexiones necesarias.

Para su elaboración Jorge Witker (2021) menciona que se deben se-
guir las siguientes características:
• Expresarse en forma declarativa o enunciativa.
•  Relacionar un dato jurídico vigente y conocido, con elementos jurí-

dicos y sociales desconocidos.
•  Responder a una teoría o norma jurídica vigente.
•  Las variables conjeturas de la hipótesis deben ser acotadas y clara-

mente compresivas. 
•  Deben poder probarse o refutarse, acorde al nivel que tenga la in-

vestigación

Estas hipótesis se pueden formular desde varios tipos Hernández 
Sampieri enuncia que pueden ser “descriptivas, correlacionales, de 
causalidad o nulas”. (2017, p. 151).
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Pero en el Derecho Witker (2021) menciona que suelen utilizarse 
dependiendo el enfoque epistémico que se maneje en la investigación 
y que las variables serán la guía para adecuar un marco metodológico 
adecuado.

Algunas de las hipótesis que sustenta este autor son la 

hipótesis jurídicas positivistas-formalistas que plantean cuestiones exclusivamen-

te de aplicación o interpretación y las hipótesis jurídicas de tipo socio-jurídica en 

donde al registro del conocimiento jurídico vigente se plantean interrogantes de 

cortes socioeconómicas que infieren respuestas lógicas probables que explican, 

confirman o verifican algo. (p. 136)

Una vez formuladas tanto las variables como la hipótesis se tienen 
las condiciones de poder delimitar el tema y sus posibles relaciones 
tanto con el contexto legal como social. Las lecturas jurídicas que eje-
cute el investigador indicarán el contenido y profundidad de los datos 
para validar la hipótesis.

Se menciona en la introducción al método donde Witker (2021) lo 
define como “meta a lo largo” o “camino”; este mismo concepto Enri-
que Herrera lo entiende como “el camino que conduce al conocimien-
to”, ambos autores resaltan que es la guía de orientación del trabajo de 
investigación en el proceso para la comprobación y justificación de las 
posibles hipótesis o conjeturas planteadas. (1998, p. 2)

También se debe hacer una enunciación de los objetivos particula-
res que se demuestran en cada uno de los capítulos, buscando enfocar 
el interés del lector por la búsqueda de los resultados adquiridos en el 
marco histórico, marco teórico, marco jurídico y el marco empírico.

El conjunto de estas etapas son necesarias para la aprobación del 
protocolo de investigación, se evidencia que se requiere el estudio de 
un fenómeno jurídico el cual se encuentra correlacionado con los he-
chos, el valor y la norma; por consiguiente, Miguel Reale expresa que 
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son una unidad que actúan como un proceso “de tal modo que la vida 
de Derecho resulta de la interacción dinámica y dialéctica de los tres 
elementos que la integran” (Reale, 1989), por ello, la introducción se 
encuentre relacionada con el texto de la investigación.

La elaboración de antecedentes

Es menester iniciar la investigación jurídica enunciando a la primera 
parte de la tesis como “Capítulo I”, en este apartado el contenido se 
avoca exclusivamente al marco histórico, se encuentra compuesto por 
la descripción de la historia en que se desarrolla el objeto de estudio.

Este capítulo permite al investigador entender el origen del objeto 
de estudio, la evolución que ha tenido y la influencia que mantiene so-
bre el planteamiento del problema.

Para definir el marco histórico es necesario tomar en cuenta facto-
res como lo es la sociedad, la política, los valores morales, la economía 
que se practicaban en el origen y las que se siguen realizando en un 
contexto actual.

La redacción tiene que encontrarse sustentada en fuentes confia-
bles desde la época contemporánea hasta el origen del tema. El inves-
tigador mantendrá la capacidad de interpretar y analizar el hecho del 
problema desde una perspectiva objetiva.

Se incluye un análisis retrospectivo del asunto investigado, debien-
do ser preciso en el límite temporal del objeto de estudio con la inten-
ción de que no se agregue información que desvirtúe la atención de la 
demostración del objetivo particular del capítulo. 

Algunas de las características que se tienen del marco histórico es 
el análisis retrospectivo, el cual incluye hechos pasados que se relacio-
nan directamente con el tema a estudiar que van de manera cronológi-
ca narrando los hechos hasta la época actual en la que se evidencia la 
problemática.
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Este análisis debe contemplar una visión global del contexto en que 
surge el objeto de estudio, por tanto, se estudian las condiciones en las 
que la sociedad se desarrolla, la organización política, normativa, así 
como la economía, permitiendo precisar los datos en que se desenvuel-
ve y surge el objeto de estudio.

Para seleccionar información fidedigna se necesita consultar fuen-
tes que no solamente se utilicen para hacer el análisis retrospectivo, 
procedan de la época en que se desarrolla el estudio con la intención 
de generar información que se encuentre actualizada buscando su ve-
racidad.

Hacer un análisis retrospectivo comprende mantener una delimita-
ción de los antecedentes que se vayan a incorporar con la finalidad de 
no desvirtuar el objetivo a demostrar en el capítulo y que corresponda 
al análisis de la variable de esta manera se tendrá información concreta 
del objeto de estudio.

Por tal motivo, se establece un marco temporal donde el estudio no 
sea de larga duración, se debe seleccionar información que sirva de 
apoyo a demostrar las circunstancias de ese periodo determinado.

La selección de antecedentes se caracteriza por mantener el origen 
del contexto uniéndolo a los distintos factores como lo es el social, 
normativo, político o económico para resaltar lo más relevante que 
aporte a evidenciar y demostrar las variables en este argumento.

Para lograr depurar información e incluirla en el capitulado el in-
vestigador puede hacerse preguntas que le permitan guiar al objeto de 
estudio manteniendo la relación de redacción con la estructura de la 
tesis. Las respuestas que se obtengan serán las que se incluyan en el 
texto y se realizan de manera cronológica para que el lector obtenga un 
mejor entendimiento del planteamiento del problema.

Una vez concluida la información como último paso es hacer una 
revisión exhaustiva que le permita al investigador mantener la relación 
de lo obtenido y que tenga una conducción al siguiente capitulado.
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Marco teórico y conceptual

El fenómeno jurídico que se encuentra problematizado y evidenciado 
en la evolución que ha tenido mediante los antecedentes, permite que 
se analice desde el denominado “Capítulo II” que refiere al marco teó-
rico, sin duda, es uno de los capítulos que otorga la parte argumentati-
va y lógica de la investigación.

Se requiere hacer énfasis en la hipótesis junto con las variables, es 
decir, se busca demostrar mediante un sustento teórico la hipótesis a 
través del análisis de las variables con el estudio del arte que se realizó 
de manera previa en el protocolo de investigación.

Por ello, es preciso identificar las teorías o los enfoques que han 
abordado el problema en otras investigaciones. En el Derecho las in-
vestigaciones en su mayoría inician con precedentes debiendo loca-
lizar en la legislación interna e internacional los antecedentes y las 
teorías que se han mencionado del tema.

Como primer paso se identifica el paradigma o el enfoque teórico 
que se va a desarrollar con la intención de situar el tema de la investi-
gación, lo anterior se orienta en lo estipulado por la hipótesis porque 
las variables de las que se compone consienten como menciona Witker 
(2021) a una “investigación formalista-dogmática o de corte socio-jurí-
dica constructivista cualitativa, ya que, dicha opción nos señalará parte 
del llamado marco teórico de la investigación.” (p. 139)

En el caso de la investigación formalista dogmática se relaciona con 
la expresión normativa desde un enfoque lógico y formal para asumir 
un carácter descriptivo o prescriptivo en su mayoría se utiliza el méto-
do exegético estudiando el Derecho escrito como eje principal donde 
las normas jurídicas obedecen del “deber ser”.

Desde la investigación jurídica constructivista cualitativa el Dere-
cho se visualiza en su expresión normativa con apoyo de otras áreas de 
conocimiento como lo es la sociología, la economía y la política. Por 
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tanto, el Derecho se convierte en un objeto cultural con una preemi-
nencia de la normatividad.

Ambas investigaciones pueden mantener un apoyo de métodos 
cuantitativos y cualitativos o el llamado mixto que contempla ambos 
y que fue propuesto por Roberto Hernández, al respecto Francisco 
Sánchez (2016) expresa que “el Derecho (sobre todo en su funciona-
miento) contribuye a la construcción de la realidad social en tiempo y 
espacio determinado”.

Algunas de las funciones del marco teórico que enuncia Hernández 
Sampieri (2017) son:
•  Permite que la investigación esté actualizada sobre los avances de 

estudios realizados sobre el tema que versa la investigación.
•  Establece y define los conceptos e ideas sobre los cuales se va a sus-

tentar la investigación.
•  Hace posible la elaboración, expresión y desarrollo de ideas pro-

pias, y de los conceptos que se aportarán a través de la propia inves-
tigación.

•  Posibilita explicar el fenómeno jurídico de investigación. 
•  Delimita conceptualmente a la investigación. 
•  Es el medio de conocimiento y entendimiento del problema, pues 

describe, explica y organiza la información y conocimientos exis-
tentes.

En el Derecho el marco teórico corresponde a las teorías en que se 
sustenta el objeto de estudio durante toda la investigación tiene como 
finalidad explicar el tema y  la forma específica de analizar y difundir 
los resultados que se obtienen de manera teórica sobre el problema 
de investigación, así como la relación que tienen las variables con la 
hipótesis que puede ser sometida a una prueba empírica para verificar 
o comprobar con apoyo de un proceso metodológico en un tiempo y 
espacio determinados junto con los sujetos específicos.
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Por su parte, el marco conceptual en el Derecho es la búsqueda de la 
información de doctrinarios que sustentan parte del objeto de estudio, 
se convierte en una investigación bibliográfica que mantiene el estudio 
de las variables y la relación que tienen con la hipótesis, las cuales se 
encuentran mencionadas en investigaciones previas. Conduciendo al 
establecimiento de la hipótesis sugiriendo diversas formas de análisis 
o nuevas perspectivas que se pueden considerar y que sirven de apoyo 
para la interpretación de los resultados.

Para su elaboración se recomienda presentar información básica de 
los artículos o libros leídos para incluir de manera concreta el proble-
ma investigado, el propósito central del estudio, información sobre la 
muestra en caso de requerirse y la revisión de los resultados para seña-
lar algunas fallas metodológicas que han señalado los autores.

La información que se seleccione debe atender a cada una de las 
variables que se plantearon durante la investigación, manteniendo una 
relación de la causa y efecto.

Los elementos del marco jurídico

Entre el capitulado que se desarrolla en una tesis de investigación ju-
rídica se encuentra el marco jurídico, correspondiente al denominado 
“Capítulo III” se puede señalar que el marco jurídico es el estudio de la 
normatividad que forman parte del objeto de investigación. La redac-
ción de este capítulo tiene como fin señalar la argumentación constitu-
cional, las leyes federales, los reglamentos, los tratados y convenciones 
internacionales, así como de las tesis emitidas por los órganos juridi-
ciales o las resoluciones de los organismos internacionales. 

En una tesis de Derecho, el marco normativo tiene una relevancia, 
aporta uno de los aspectos más importantes de la disciplina, también 
como en toda investigación, cabe señalar que el problema en la redac-
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ción de este marco es la aportación que realiza el investigador de las 
ciencias jurídicas para lograr la originalidad del trabajo. (López, 2021).

El marco jurídico en Derecho es pilar que otras tesis de otras áreas 
del conocimiento no incluirán porque están enfocadas en otras cien-
cias, la redacción de este capitulado no se tiene que confundir con 
únicamente señalar la ley en su sentido literal, con el fin de que tenga 
un rigor metodológico este debe apoyarse en la argumentación del sis-
tema normativo en que se desarrolla la investigación. 

Uno de los principales problemas objetivos en desarrollar es el ob-
jeto jurídico que se plantea en la investigación, la delimitación permite 
que el investigador se enfoque en los objetivos que se planteó para el 
desarrollo de este capítulo.

El marco jurídico también se puede señalar como parte de la inves-
tigación la delimitación clara de los ordenamientos normativos, sean 
locales, nacionales e internacionales que se desarrollan en la investiga-
ción (Cortés y Álvarez, 2017).

Redactar un marco normativo tiene como principal obstáculo el 
evitar caer únicamente en una forma textual de lo que dijo el legisla-
dor, ya que, estas normas tienen claridad en lo que regulan. Es decir, el 
investigador debe sustentar porqué las normas que estudia son parte 
del problema jurídico que se planteó resolver. 

Una proposición para el abordaje a decir de Cortés y Álvarez lo pro-
pone de la siguiente manera: “1. estudio jurídico-doctrinal; 2. proyecto 
de reforma de Ley; 3. estudio de Caso.” El primer caso desarrolla las 
figuras jurídicas desde el enfoque más actual del estudio de los orde-
namientos jurídicos y la interpretación de los órganos jurisdiccionales. 
Por su parte, el segundo modelo busca alguna laguna en la legislación, 
para plantear el problema que este generará en el ámbito jurídico, por 
lo que se propone un cambio a las normas vigentes. En el tercer su-
puesto refiere a el enfoque de las partes que componen un proceso 



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 66. Enero-junio 2022.  ISSN 1405-1451. PP. 305-333 323

jurídico por lo que la investigación se centrará en sus etapas o compo-
nentes. (2017, p. 130).

Por otra parte, esta forma que se explica con anterioridad es una 
manera, pero no la única en que se puede desarrollar el marco jurídico, 
se tiene que adecuar a la metodología que proponga el investigador el 
método que se desarrolla en este apartado. 

Para Witker (2021) la metodología jurídica tiene como base el estu-
dio de los modelos jurídicos en diferentes etapas de la historia, como 
los problemas que enfrenta el derecho, en la actualidad los estudios del 
derecho tienen que contemplar los cambios sociales.

En este sentido la argumentación es una parte fundamental de la 
investigación jurídica, por lo que se presenta una serie de modelos de 
argumentación para el desarrollo de la investigación jurídica. 

La argumentación jurídica se puede señalar como “una disciplina 
especial de la filosofía del Derecho que tiene como propósito analizar 
los razonamientos que se utilizan para justificar como jurídicamente 
correctos las pretensiones planteadas por los abogados y las decisio-
nes judiciales”. (Rojas, 2017, p. 111).

En este sentido la argumentación puede clasificarse en materia de 
hechos se ocupa de la valoración razonada de las pruebas; es decir, del 
examen de lo acontecido a la luz de la información que se aporta al 
juzgador, quien deberá argumentar para sostener su conclusión sobre 
qué hechos considera acreditados con base al material probatorio que 
se le allegue y las reglas para su análisis.

 La exposición de razones (argumentos) en relación con los hechos, 
se realiza por el juzgador desde cinco perspectivas: admisibilidad, for-
mación, valoración, alcance demostrativo de la prueba, exposición en 
el fallo de los hechos que fueron demostrados en el proceso. 

Admisibilidad de la prueba: se analizan los diversos medios de con-
vicción que fueron ofrecidos por las partes y cuáles de ellos fueron 
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admitidos, a fin de verificar si tal decisión judicial se apegó: a las reglas 
de relevancia.

Formación de la prueba, se examina el desahogo de las pruebas ad-
mitidas, de manera que se verifica si se cumplieron con las reglas que 
rigen para cada caso. 

Valoración de la prueba producida se estudia el caudal probatorio 
para asignarle valor a cada uno de los medios de convicción desahoga-
dos, de acuerdo con el sistema de valoración libre, tasada o mixta que 
aplique para cada caso, alcance de la prueba debe distinguirse entre el 
valor probatorio de cada prueba con base al sistema de valoración que 
corresponda del alcance demostrativo que tengan. 

La exposición en el fallo de los hechos que fueron demostrados en 
el proceso, se realiza un examen del alcance probatorio de cada medio 
de convicción para motivar (dar razones) sobre qué hechos se conside-
ran demostrados y a raíz de ello verificar si se subsumen en la hipótesis 
prevista en la norma.  Cuando se argumenta en material de derechos, 
se debe tener una definición adecuada de la idea de hecho jurídico. 
Esto designa a un supuesto jurídico determinado o una hipótesis nor-
mativa específica. (Olvera López, J. y Cota Murillo, S., 2006.)

Los hechos son acontecimientos o sucesos que entrañan el naci-
miento, transmisión o extinción de derechos y obligaciones, sin im-
plicar la intervención de una voluntad intencional. Existen hechos 
independientes de la voluntad de las personas, por ejemplo, el naci-
miento o la muerte. Así mismo, existen hechos que, aunque resultan de 
la voluntad de las personas no es esto lo que hace producir las conse-
cuencias jurídicas, por ejemplo, el caso de los delitos. Por lo anterior, al 
argumentar con base a los hechos jurídicos, implica entender el carác-
ter histórico y fáctico de los propios hechos jurídicos. Argumentar en 
función de hechos concretos, supone conocer el contenido y la esencia 
de las cosas y no únicamente quedarse a nivel formal.
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Para Alexy R. señala que la “teoría del discurso puede ser empí-
rica, analítica o normativa”. (1997, p. 177) La empírica el efecto pre-
dominante en determinante grupo sobre la validez de argumentos. El 
aspecto analítico debe existir una estructura lógica de los argumentos 
utilizados y posibles. El normativo fundamenta en la racionalidad del 
discurso.

En este sentido se pregunta Alexy R. ¿cómo es posible la racionali-
dad y el conocimiento práctico?

Procedimiento de discurso práctico se rige por el conjunto de re-
glas que garantizan mediante la racionalidad estas reglas establecen 
los límites de un discurso posible que resulta válido en los discursos 
jurídicos. Creación del Derecho proceso institucionalizado por medio 
del procedimiento legislativo que se encuentra regulado por normas 
jurídicas, discurso legislativo donde es posible un discurso racional 
para evitar que prevalezcan intereses de grupo, trabajo legislativo que 
garantiza los derechos fundamentales.

El discurso jurídico, procedimiento de la doctrina, ciencia jurídi-
ca apoyan a entender los alcances de las prescripciones normativas 
enfatizando en lo (ordenado o prohibido de la norma jurídica), el del 
procedimiento judicial trata de dar una solución más racional.

Derecho como sistema de normas, diferenciar reglas y principios, 
como máximas que prescriben algo y las reglas que se cumplen o no 
se cumplen.

El discurso práctico normativo analítico, desde lo analítico se exa-
mina los conceptos fundamentales y normativa porque establece crite-
rios para la fundamentación.

Las reglas fundamentales de cada interlocutor no pueden contra-
decirse; es decir, debe afirmar sólo aquello en lo que se utilice. Única-
mente debe sostener aquellos juicios de valor y sobre obligaciones que 
el mismo ha sostenido en todas las situaciones que resulten similares 
para evitar utilizar expresiones iguales con diferente significado.
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Referente a las reglas de la carga argumentativa concede el derecho 
de negar los argumentos para negar otras explicaciones que carezcan 
de una fundamentación racional.  

En el modelo de reglas con fundamento cualquier persona que pue-
da hablar consigue participar en una discusión, logra problematizar o 
traer al diálogo nuevas afirmaciones, expresar sus posiciones deseos 
y necesidades para evitar ejercer el punto anterior por medio de la 
violencia.

Robert Alexy comprende a las reglas de razón como la prueba criti-
ca del surgimiento del convencimiento: Las normas morales se funden 
en las concepciones morales de un interlocutor que debe ser sometida 
en un examen, una visión histórica y critica y deben ser capaces de 
soportar el análisis de la historia de su surgimiento.  Y las reglas de 
transferencia se fundamentan en el hecho de que el discurso práctico 
con frecuencia surge de problemas que no se pueden solucionar con 
el discurso.

Cada investigador debe poder aceptar las consecuencias de las afir-
maciones, las consecuencias de cualquier norma para satisfacer los 
intereses de cada persona tienen que poder ser aceptadas por todos, 
cualquier regla debe formularse de manera clara y general. 

Alexy (1997) señala que la unión entre el discurso práctico con el 
jurídico se relaciona en los siguientes aspectos: “1) La necesidad del 
que el discurso jurídico siga la naturaleza del discurso práctico; 2) La 
relación presentación de corrección; 3) la relación entre la estructura 
de las reglas de estos dos modelos; y como última parte 4) La necesi-
dad de argumentación práctica de tipo general en el marco de la argu-
mentación jurídica”. (p. 273)
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Aspectos empíricos de la investigación

El marco empírico es una propuesta para el último capítulo en la tesis 
de investigación, se denomina “Capítulo IV” es parte importante para 
sustentar la investigación, se tiene que desarrollar la problemática en 
el aspecto práctico. 

En este capítulo se recolecta un conjunto de datos que se obtienen 
mediante la observación, la experiencia o el uso de métodos. Por con-
siguiente, se utiliza una metodología cualitativa o cuantitativa para la 
elaboración de los datos que se analizan para extraer una serie de con-
clusiones que logran evidenciar la validez de la hipótesis.

Se plantea pasar de la teoría a la práctica los conocimientos plas-
mados durante la investigación, demostrando un conjunto de datos, 
estadísticas o cifras que dan sustento al objeto de estudio, explicando 
la metodología que se utiliza para crear el análisis y la discusión de los 
resultados generados.

La investigación jurídica como menciona Witker (2021) es la forma 
en que debe cumplirse con los objetivos que se precisan al principio 
del estudio que se pretende realizar con base al sustento epistemológi-
co que utiliza el investigador.

Agudelo O. (2020) refiere que la actividad científica tiene que de-
sarrollar, precisar o buscar soluciones a problemas actuales, como la 
propuesta de una nueva metodología que pretende reconocer los pro-
blemas prácticos por medio de modelos alternos. 

A decir de este autor enfatiza en el enfoque teórico y empírico de la 
investigación jurídica, esto con el fin de proponer soluciones o exposi-
ciones conforme a una orientación. 

En este sentido la investigación jurídica también requiere una orien-
tación empírica que pretenda resolver problemas actuales del Dere-
cho, desde un estudio basado en la realidad que enfrentan las normas 
con relación a la sociedad que regula. 
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Conclusiones y propuestas de la investigación

La culminación de la investigación en consideraciones finales supone 
la última etapa de la investigación, para su redacción se debió termi-
nar el desarrollo del apartado de análisis y discusión de los resultados 
porque su finalidad es la de exponer los hallazgos, resultados e infor-
mación más relevante obtenidos en la investigación.

Los argumentos en que se basa para llegar a esos resultados son 
los obtenidos de los métodos medibles, esta parte suele considerarse 
como una de las más importantes en la tesis porque explica de manera 
general los principales hallazgos y resultados obtenidos del estudio.

También es una de las principales secciones revisadas por los miem-
bros del jurado de la tesis y de los lectores, por consiguiente, se debe 
revisar la ortografía para precisar cada uno de los hallazgos de manera 
concreta y considerar un mejor entendimiento y comprensión de toda 
la investigación.

Para Jorge Witker (2021) señala que el contenido se divide en tres 
partes que son: 
• Introducción, en la cual se señala el objetivo, los métodos y técnicas 

utilizadas en la misma. 
• El cuerpo o desarrollo capitular, que comprende los contenidos al-

canzados, empírica o argumentativamente desplegados, en donde el 
aparato crítico (o fuentes de respaldo de dichos contenidos) consti-
tuye un dato estratégico fundamental de toda investigación jurídica 
digna y reconocida.

• Las conclusiones, que constituyen un conjunto de enunciados bre-
ves, que están en relación directa con los capítulos respectivos, y 
dan cuenta de lo logrado, argumentado si es comprobado y verifi-
cado. (p. 142)
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En otras palabras, constituyen un resumen de la investigación de-
sarrollada evidenciando la culminación de la validez o invalidez de la 
hipótesis.

La estructura para su elaboración también puede ser planteada des-
de otra perspectiva que son los objetivos y se encuentra comprendida 
por tres partes que son la contextualización, conclusiones relacionadas 
a los objetivos y las conclusiones no relacionadas a los objetivos.

En la contextualización se menciona de forma general acerca de lo 
que se estudió, con la intención de facilitarle al lector el estudio y se 
obtenga una comprensión de las conclusiones.

Por su parte, las conclusiones relacionadas a los objetivos tienen 
la dependencia tanto con los objetivos generales como con los espe-
cíficos, donde se tiene que evidenciar la demostración. Por cada uno 
de los objetivos específicos se debe desarrollar una conclusión con el 
propósito de conocer si se logró cada objetivo y en qué medida.

La conclusión referente al objetivo general, se hace énfasis en si se 
comprobó o se refutó la hipótesis, por ello, se hace mención del objeti-
vo general y su relación con la pregunta de investigación para exponer 
si se logró responder y culminar el objetivo y en qué medida.

Las conclusiones que no se encuentran relacionadas directamente a 
los objetivos, refieren hacia la metodología de investigación utilizada, 
en los casos que sea relevante incluirlo. Resaltar el uso de alguna téc-
nica o método utilizado para desarrollar alguna parte importante del 
trabajo.

Es transcendental mencionar en su caso si el tema ha sido poco 
estudiado porque esto genera los parámetros para que otro investiga-
dor pueda darle continuidad; hacer reconocimiento de las limitaciones 
encontradas en el desarrollo del estudio; hacer referencia a problemas 
que surgieron en el desarrollo del estudio y resaltar la utilidad del tra-
bajo.
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Algunas de las pautas para la elaboración son redactar de manera 
objetiva, conectar las conclusiones al problema basándose en los re-
sultados obtenidos. Es conveniente escribir un párrafo introductorio 
para comunicar de manera general acerca de lo que se estudió, por 
cada objetivo planteado debe existir una conclusión con una extensión 
mínima de un párrafo para determinar si se cumplió con el objetivo y 
resultados.

El investigador tiene que evitar hacer un resumen de cada capítulo 
porque el objeto es formular conclusiones específicas para exponer las 
congruencias, divergencias o diferencias encontradas entre la teoría y 
la realidad durante la investigación.

No se incluyen temas que no han sido consideradas durante el tra-
bajo, se recomienda que la redacción, sintaxis y ortografía deben ser 
impecables, no existe una cantidad o extensión determinada para su 
realización dependerá de lo que se obtuvo.

Si es un estudio de 50 a 100 páginas sin contar las referencias y los 
anexos se podría considerar redactar de una a dos páginas.

Si la investigación requiere la exposición de propuestas se deben 
elaborar desde un diseño congruente con la realidad que se investigó 
para permitir adoptar estrategias, actividades o técnicas que le conce-
dan lograr los alcances que se pretenden conseguir y seleccionar los 
ejercicios e instrumentos que ayuden a prever de una manera anticipa-
da las problemáticas especiales.

Conclusiones

Las claves para que una tesis de posgrado sea un éxito en el ámbito 
del Derecho deviene de una estructura lógica y metodológica, una vez 
que se tiene elegido un paradigma se delimita el objeto de estudio para 
proceder a la redacción de la introducción donde se contempla la elec-
ción de la literatura, estableciendo el problema en donde se discuten 
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las deficiencias que se encontraron. Establecer el propósito de manera 
clara, la identificación de las variables señalando una temporalidad, así 
como la manera en que se medirá el objeto de estudio. En esta parte de 
la tesis se tiene como finalidad asegurar responder a las preguntas, el 
objetivo general, objetivos particulares y la hipótesis que se pretende 
demostrar mediante el estudio de la investigación.

La recomendación que se realiza es la elaboración de cuatro capítu-
los para que se pueda aprobar parte del objeto de estudio en distintos 
contextos, se dividirán por marcos cada uno de los capítulos que con-
forman la estructura de la tesis.

En el marco histórico se recomienda mantener un orden en la bús-
queda bibliográfica que se realice seleccionando información nacional 
e internacional de lo más reciente a lo más antiguo, la lectura que se 
tenga por realizar dependerá del investigador; sin embargo, debe ser 
información concisa que responda a las variables de la investigación.

Para el marco teórico el apoyo de la selección de las teorías puede 
dividirse en secciones con la intención de que se establezca informa-
ción congruente conforme a la búsqueda de la validación en la hipó-
tesis, la primer sección contempla la variable independiente su causa, 
efecto y asociación; la segunda sección correspondiente a la variable 
dependiente de la misma manera que la anterior buscar la demostra-
ción con sustento teórico y doctrinario; por último la tercera sección 
que es la relación de ambas variables.

El marco jurídico que contempla el análisis normativo del problema 
y que se relaciona con las variables de la investigación, es importante 
precisarlo desde una técnica documental o legislativa que permita evi-
denciar las deficiencias jurídicas en cuanto al problema que se tiene.

Concluyendo con el marco empírico el cual tiene relación con los 
procedimientos metodológicos que se vinculan con los instrumentos 
de medición, muestra en el caso de un método cuantitativo o los proce-
dimientos de selección en el método cualitativo. Tiene la finalidad de 



332 Recomendaciones para la elaboración de una tesis en Posgrado de Derecho  

 Luis Antonio Corona Nakamura / Joseline Adriana González Madrigal

fundamentar y sustentar el marco teórico y metodológico en el que se 
apoya la investigación con la intención de validar la hipótesis.
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Normas editoriales

El Consejo Editorial de la Revista Jurídica Jalisciense, de la División 
de Estudios Jurídicos del Centro Universitario de Ciencias Sociales y 
Humanidades de la Universidad de Guadalajara

C O N V O C A

A la comunidad científica y académica a la presentación de textos ori-
ginales e inéditos que sean producto de la investigación científica en el 
ámbito jurídico para participar en el correspondiente proceso de eva-
luación y dictaminación en el que se elegirán los artículos que serán 
publicados

B A S E S

El texto original, inédito y terminado debe ser enviado en formato digi-
tal en procesador Word al correo revistajuridicajalisciense@gmail.
com atendiendo a los siguientes lineamientos:
1.  Letra Times New Roman, tamaño 12 puntos, con 1.5 de interlineado; 

diseño tamaño carta, por una sola cara, páginas numeradas en el 
margen superior derecho; extensión mínima de 6 000 palabras y 
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máxima de 8 000 palabras, equivalentes de 15 a 20 páginas; márge-
nes en formato normal (2.5 centímetros para los márgenes inferior y 
superior y 3.0 centímetros para los márgenes izquierdo y derecho).

2.  Indicar un título preciso; resumen con extensión máxima de 150 pa-
labras, equivalente a 10 líneas; y de tres a cinco palabras clave. Ade-
más, el título, el resumen y las palabras clave deben estar indicadas 
en idiomas español e inglés.

3.  Estructurado para su mejor comprensión en subtítulos y, si los hu-
biera, en incisos y sub incisos alineados a la izquierda.

4.  En modelo de citación apa.
5.  Las notas a pie de página deberán ser indicadas dentro del texto 

con un superíndice arábigo y desarrolladas a pie en tamaño de 10 
puntos, con interlineado múltiple.

6.  Omitir el nombre de los autores o cualquier dato que permita iden-
tificarlos para que sus trabajos sean sometidos en la etapa de eva-
luación por pares ciegos.
• A fin de identificación de los autores, deberá adjuntarse en el 

mismo correo electrónico una ficha en procesador Word con la 
siguiente información:

• Nombre completo de los autores
• Institución a la cual se encuentran actualmente adscritos
• Nombramiento
• Grado académico obtenido
• Breve semblanza curricular (máximo 10 líneas)
• Fuente de financiación de la investigación en caso de haberla

Proceso de evaluación y dictaminación
El artículo será sometido a revisión por parte del Consejo Editorial res-
pecto del cumplimiento de los requisitos de forma señalados, y para la 
verificación de la afinidad del tema propuesto a la línea editorial de la 



Revista Jurídica Jalisciense, Núm. 65. Julio-diciembre 2021.  ISSN 1405-1451. PP. 335-338 337

revista. En su caso, se notificará a los autores por correo electrónico la 
aceptación de su artículo en el proceso de evaluación y dictaminación.

Los artículos aceptados en dicho proceso serán turnados a dos 
miembros del Comité Editorial para su evaluación y la realización de 
las observaciones pertinentes. Dicho dictamen será comunicado al au-
tor por correo electrónico, y en caso de que contenga observaciones, 
éstas deberán ser atendidas por el autor y remitidas al correo de la 
revista en un plazo de 30 días hábiles para su segundo envío al mismo 
árbitro para la valoración de las modificaciones hechas por el autor o 
autora y, de proceder, su visto bueno para publicación.

En caso de que la persona árbitra señale nuevamente correcciones, 
el procedimiento se repetirá solo por segunda ocasión. En caso de nue-
vas observaciones o de que las anteriores no hayan sido atendidas sa-
tisfactoriamente, se notificará a quien tenga la autoría, que su artículo 
no es publicable.

Únicamente serán publicados los artículos que hayan obtenido 
dictámenes favorables o, en su caso, el visto bueno de los árbitros 
respecto de las modificaciones realizadas en virtud de las observaciones.

En caso de que el artículo obtenga un dictamen positivo y otro ne-
gativo, intervendrá un tercer árbitro que determinará su situación.

Publicación de los artículos
Una vez concluido el proceso de evaluación y dictaminación por parte 
del Comité Editorial de la Revista Jurídica Jalisciense, el Consejo 
Editorial informará a los autores el resultado vía correo electrónico.

Todo documento aprobado para su publicación será preparado por 
la revista para tal efecto, por lo que se realizarán correcciones de estilo, 
ortografía, coherencia, sintaxis y homogeneidad en el formato de cita-
ción; se enviará la versión final del documento al autor para su apro-
bación.
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Las personas autoras de los artículos que hayan sido aprobados para 
su publicación recibirán en su correo electrónico un formato para rea-
lizar la cesión de los derechos al director de la revista para su publi-
cación y difusión. Este formato deberá ser llenado, impreso, firmado, 
escaneado y remitido por la misma vía a la revista. Ningún documento 
será publicado si no se ha dado cumplimiento a este requisito.
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